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Presentación 


Una teoría capaz de negar lo que está ocurriendo puede ocurrir; 
que vea los eventos desfavorables como la acción de fuerzas 
externas más que como el resultado de propiedades del 
mecanismo económico, podrá satisfacer la necesidad de los 
políticos de conseguir un villano o un chivo expiatorio, pero 
semejante teoría no ofrece una guía útil para solucionar un 
problema. 


Minsky, 1987 


Ya sea porque se prevé una declinación gradual de las 
reservas de petróleo y con ello la pérdida de una parte 
importante de los ingresos para el Estado, o porque una 
economía rentista con sus patologías atrofiantes se revela 
insostenible en el largo plazo, o por los daños ambientales 
ocasionados por la explotación del petróleo, o por una mezcla 
de todas estas preocupaciones, ha ido ganando terreno en 
esferas burocráticas, movimientos ambientalistas y en la 
academia la idea de superar un régimen de acumulación 
primario exportador y dar paso a un nuevo modelo de 
acumulación que sustituya el modelo extractivista. Esta tesis 
adquiere fuerza luego de que las expectativas y promesas de 
una década dorada, alimentadas por el boom de los precios de 
las materias primas, han dejado un clima de desencanto e 
incertidumbre. De ahí la idea de que 


el patrón de especialización de la economía primario, 
extractivista y con una dinámica concentrada en la exportación 
limita las posibilidades de alcanzar el Buen Vivir, pues reproduce 


un esquema de acumulación de desigualdad y la explotación 
irracional de recursos que degrada el ecosistema (Senplades, 
2009, pág. 60). 


Hace ya algunas décadas, en un influyente artículo, R. 
Stavenhagen señalaba que 


... en la literatura abundante que se ha producido en los últimos 
años sobre los problemas del desarrollo se encuentran numerosas 
tesis y afirmaciones equivocadas, erróneas y ambiguas. A pesar 
de ello, muchas de estas tesis son aceptadas como moneda 
corriente y forman parte del conjunto de conceptos que manejan 
nuestros intelectuales, políticos, estudiantes y no pocos 
investigadores y profesores”!!! 


Ellas pasan a formar parte de lo que Leach y Mearns 
(1996) denominan la “sabiduría convencional”!?!, un conjunto 
de ideas simples e ingenuas aceptadas como verdades absolutas 
por un consenso social, político y académico. En el caso que 
nos ocupa, esta sabiduría convencional se ha ido codificando en 
narrativas creadas alrededor de un nuevo modelo imaginario 
de desarrollo: el modelo posextractivista. 

Estas observaciones encajan de manera muy pertinente en 
la abundante literatura dedicada a explorar alternativas que 
conduzcan a superar la pobreza y el deterioro ambiental, y en 
cuyo centro de debate se sitúa la explotación de los recursos 
naturales. Sin mayor reflexión, y haciéndose eco de clichés 
sustentados en análisis sesgados, los recursos naturales son 
presentados como la causa de los males que aquejan a países 
como el Ecuador, en los que la explotación de esta riqueza 
constituye un elemento central en la economía y el desarrollo. 
Según esta corriente de pensamiento, los recursos naturales 
serían una maldición a la que estamos condenados, y la 
solución consiste en superar esta etapa extractivista como la 


única alternativa para alcanzar el buen vivir. Al equiparar la 
dotación de recursos naturales con una enfermedad, la 
“enfermedad holandesa”, todo el discurso sobre la problemática 
del desarrollo se encuentra saturado de un léxico mórbido en el 
que términos como síntomas, virus, patología, infección y 
contagio son ahora los referentes para nuevas propuestas de 
acción social y política. Esta terminología crea imágenes que 
son simplificadas e internalizadas en los discursos sobre el 
desarrollo mediante la incorporación de símbolos dominantes, 
ideologías y experiencias reales o imaginarias. Los discursos 
son codificados en narrativas que prácticamente se han 
convertido en un nuevo “paradigma de desarrollo” cuya 
insistente circulación y repetición crea la peligrosa idea de que 
los problemas de inequidad y pobreza pueden ser resueltos sin 
confrontar el sistema establecido. En otras palabras, las mismas 
imágenes y argumentos, la insistente repetición de los mismos 
clichés y las referencias a las mismas estadísticas contribuyen a 
la construcción y simplificación de un mensaje teóricamente 
adornado y reproducido por los expertos y académicos. 

El interés por aclarar y profundizar el tema del 
extractivismo obedece a varias razones expuestas a lo largo del 
presente trabajo. Se trata, en definitiva, de un discurso 
conservador. Bajo la sombra de un idealismo posmodernista, el 
desarrollo desigual de las sociedades no es visto como el 
resultado de las contradicciones entre el capital nacional y el 
capital global; tampoco es abordado como una confrontación 
de clases en el interior de cada país o como un problema de 
redistribución del excedente económico. Se trata de una 
perspectiva que ignora las relaciones de poder. Para el discurso 
posextractivista, el verdadero problema reside en las 
diferencias irreconciliables entre una visión tradicional y 
arcaica del mundo (por alguna razón llamada casi siempre 
sabiduría), supuestamente de las culturas subyugadas, y el 
proyecto de modernidad, postulado como imperialista y 


occidental (una visión  “uniformizante,  eurocéntrica, 
aplastadora” (Lang, 2013)). De esta manera, los problemas 
sociales se diluyen en un discurso cargado de valores morales y 
éticos de “armonía, solidaridad, reciprocidad”, todo bajo una 
promesa de “bienestar, felicidad, calidad de vida”. Entonces, 
como lo señala Viola Recasens (2014), la idea de salir del 
extractivismo corre el riesgo de convertirse en un “concepto- 
ameba”, es decir, en una categoría de uso tan omnipresente e 
indefinida que puede llegar a quedar vacía de significado, 
actuando como una muletilla inofensiva, a la cual cada 
interlocutor puede atribuir la connotación que le convenga. 

A pesar de obvios argumentos y contraejemplos expuestos 
en el presente trabajo, que demuestran la falsedad o, al menos, 
ponen en serias dudas la validez de aquella visión negativa de 
los recursos naturales, esta visión ha recibido amplia 
aceptación. Esto nos a lleva a preguntarnos sobre las razones 
por las cuales la negación de las actividades extractivas se ha 
posicionado tan firmemente en el discurso sobre el desarrollo, a 
tal punto de negar o por lo menos admitir la posibilidad de 
otras trayectorias. Al respecto, D. Kahneman (2012, pág. 277), 
Premio Nobel de Economía, se interroga sobre el “misterio” de 
ideas y conceptos que, a pesar de innumerables argumentos 
que las contradicen, persisten en el lenguaje político y aun en 
el discurso académico. Kahneman califica esta tendencia como 
el fenómeno de la ceguera inducida: una vez que un conjunto de 
ideas es usado como herramienta de razonamiento, resulta 
extraordinariamente difícil reconocer sus fallas. Si una 
observación no encaja con la teoría o modelo, se asume que 
debe haber una explicación en algún lugar o se concede el 
beneficio de la duda, otorgando la confianza a la comunidad de 
expertos que propugnan y predican la teoría. El caso de la 
maldición de los recursos, con todas sus ramificaciones, 
corresponde, si no a un caso de ceguera inducida, por lo menos 
a un estado de miopía alarmante. Tratar de ayudar a corregir 


esa miopía es el objetivo del presente trabajo. 


1. Rodolfo Stavenhagen: Siete tesis equivocadas sobre América Latina. 
Reproducido en: Nuestro Tiempo (15-84); México, 1984. « 
2. Todas las traducciones de los textos citados son del autor. « 


Introducción 


Posextractivismo, alternativas al desarrollo, 
buen vivir y otras ficciones 


Si no sabes, inventa algo que te haga dueño del pasado, del 
presente y del futuro, cuando se haga creencia ya no importará si 
es verdad o no. 


Carlos Arcos!!! 


Walter Benjamin, en su ensayo Sobre el concepto de 
historial”, plantea como IX tesis la reflexión siguiente: 
Hay un cuadro de Paul Klee que se llama Angelus Novus. Se ve 
en él un ángel al parecer en el momento de alejarse de algo sobre 
lo cual clava su mirada. Los ojos se le ven desencajados, tiene la 
boca abierta y las alas desplegadas. El ángel de la Historia debe 
tener ese aspecto. Su rostro está vuelto hacia el pasado. Donde 
ante nosotros aparece una cadena de acontecimientos, él ve una 
única catástrofe que arroja a sus pies ruina sobre ruina, 
amontonándolas sin cesar. Bien le gustaría detenerse, despertar a 
los muertos y recomponer lo destruido. Pero, soplando desde el 
Paraíso, una tempestad se arremolina en sus alas, y es tan fuerte 
que el ángel no puede cerrarlas. Esta tempestad lo empuja 
irresistiblemente hacia el futuro, al cual vuelve la espalda 
mientras el cúmulo de ruinas ante él va creciendo hasta el cielo. 
Esta tempestad es lo que nosotros llamamos progreso. 


Con esta metáfora, Benjamin intenta explicar el marco 
de la modernidad sobre la cual la sociedad ha ido 
construyendo una ilusión de progreso ascendente, donde 
los viejos esquemas quedan atrás y la promesa de un futuro 
pleno se abre en el horizonte. Al estar su mirada dirigida hacia 
el pasado, Habermas sostiene que el ángel representa la 
posibilidad de transformación o de redención, una retrospectiva 
que se enfrenta a los horrores ocurridos. El filósofo B. 
Echeverría coincide con esta interpretación al sostener que 


en esta historia, que se muestra dominada por el mal, 
vislumbra sin embargo la posibilidad de que aparezca algún día 
el momento de la redención, del acto o el sacrificio mesiánico 
capaz de integrar al mal humano en el bien universal, revertir ese 
sentido desastroso de la historia y de (re)abrir las puertas del 
paraíso para el ser humano. 


De ahí, para este filósofo, nace un utopismo que consiste 
en 


... Una manera determinada de estar en el mundo en que vivimos; 
de vivirlo como un mundo que normal o efectivamente es 
imperfecto, incompleto, “inauténtico”, pero que tiene en sí 
mismo, coexistente con él, una versión suya, perfecta, acabada o 
“auténtica”. [...]. La percepción del mundo como esencialmente 
perfectible es propia del utopismo occidental. La percepción del 
mundo como una realidad que tiene en sí misma otra dimensión, 
virtual; una dimensión mejor que “quisiera” ser real pero que no 
lo puede ser porque el plano de lo efectivamente real está 
ocupado —aunque defectuosamente-—. 


La alegoría del Ángel de la Historia, que mira hacia el 
pasado descubriendo la barbarie allí donde la historia se 
percibe como un continuo, alude también una transición de “la 


idea de la historia de los vencedores a la idea de historia como 
memoria de los vencidos y de las víctimas” (González García, 
2020, pág. 144). Para ello, se recurre al uso de antiguos 
materiales para construir tradiciones inventadas de género 
nuevo para propósitos nuevos. El historiador Eric Hobsbawm, 
en su ensayo La invención de la tradición (2002, pág. 12), 
sostiene que “una gran reserva de estos materiales se acumula 
en el pasado de cualquier sociedad, y siempre se dispone de un 
elaborado lenguaje de práctica y comunicación simbólica”. 
Añade este autor que las nuevas tradiciones, al utilizar viejos 
materiales, se ven forzadas a inventar nuevos lenguajes y 
concepciones, o ampliar el viejo vocabulario simbólico más allá 
de los “límites bien establecidos”. Este recurso de un reiterativo 
uso de íconos del pasado es “un síntoma que revela la ansiedad 
sobre un futuro incierto y el deseo de proveer un fundamento 
estable para un agitado presente” (Coronil, 2011, pág. 262). 

Todas estas metáforas son poderosamente sugestivas para 
explicar y entender aquella tesis que ronda, ya desde hace 
algunos años, en grupos ambientalistas, ONG y, sobre todo, en 
ciertos círculos académicos. Se trata de aquella visión utópica 
de un Estado de plenitud o buen vivir al cual nos conducirá una 
transformación radical que empieza por liberarse de la 
“maldición” de más de quinientos años de sometimiento a la 
explotación y destrucción de la naturaleza, el extractivismo, 
para alcanzar la promesa de un supuesto paraíso. 

Pero, al contrario del Angelus Novus, que “sobrevuela 
horrorizado las cenizas que arroja el pasado, al tiempo que no 
puede escapar del futuro arrastrado por la vorágine del 
progreso”, esta nueva utopía nos ofrece otra vía de escape, esta 
vez trazada por la nostalgia del regreso a un Edén imaginario: 
el retorno a la naturaleza, a lo simple, a lo comunitario; una 
propuesta de ruralización de un mundo en el que más del 
ochenta por ciento de su población habita en ciudades. Ante la 
incapacidad de observar el presente, se opta por escudriñar el 


pasado, como el pájaro imaginario descrito por Borges, “que 
construye el nido al revés y vuela para atrás, porque no le 
importa adónde va, sino dónde estuvo”!3!, 

Así, impregnada de un miedo latente que se expresa en 
una visión apocalíptica del mundo acompañada de un repertorio 
lingúístico de catástrofe, desastre y destrucción, esta utopía 
ofrece seguridad en la construcción de una Babel (esta vez 
horizontal, rural) mediante una combinación de sistemas de 
producción y tecnologías amigables con seres humanos frugales 
y austeros. Solamente así podremos celebrar el jubileo de una 
nueva época simbolizada en la idea de un buen vivir. Al igual 
que los mitos creados en torno al cambio climático (Hulme, 
2009), el discurso de salida del extractivismo, de las 
alternativas al desarrollo y del buen vivir tendría una 
explicación en los “instintos humanos por nostalgia, miedo y 
justicia, cada uno con hondas raíces en la mitología judeo- 
cristiana occidental” (pág. 340). 


Extractivismo y buen vivir 

La propuesta de un Estado de buen vivir es parte de un discurso 
englobante en el que el rechazo a la idea de desarrollo y del 
modo de producción extractivista, en particular, es el marco de 
referencia ideológico. Posdesarrollo, alternativas al desarrollo, 
buen vivir y otros más son el nuevo léxico utilizado para 
fundamentar un supuesto proyecto político, la salida del 
extractivismo, una visión abstracta y utópica, más cercana a 
una declaración de principios que a un programa político 
económico viable. El razonamiento es simple: “El desarrollo es 
una idea dominante, donde una de sus expresiones actuales 
más vigorosas es el extractivismo” (Gudynas, 2013, pág. 190); 
por consiguiente, “partimos de la necesidad de rechazar la 
categoría de “desarrollo” y buscar, más bien, alternativas al 
desarrollo” (Acosta, Martínez y Sacher, 2013, pág. 309), ya que 
“consideramos que el desarrollo nos ata irremediablemente a 


un imaginario determinado, occidental, capitalista y colonial, 
que pretende que los excluidos sigan un camino trazado por el 
Norte Global para lograr su inclusión en el modo de vida 
hegemónico” (Lang, 2011, pág. 13). Esta argumentación ha ido 
afianzándose con una tendencia a instalarse en la academia 
como un pensamiento hegemónico bajo un discurso a la vez 
ecológico y social, con una peligrosa propensión a borrar las 
fronteras ideológicas entre visiones de izquierda y de derecha. 

La visión de una “utopía andina” (Ávila, 2019), como 
alternativa al desarrollo, tiende a negar que la pobreza 
originalmente no existía en el Tercer Mundo; que la escasez, 
epidemias e ignorancia no cobraban víctimas en el pasado; que 
la opresión, las jerarquías y la violencia eran desconocidas en 
las sociedades ancestrales o que estas se alimentaban “sin 
necesidad de remover el suelo, cortar árboles o derramar 
sangre” (Miller, 2007, pág. 30). Bajo este discurso, asociar 
cualquier rasgo del desarrollo con Occidente es suficiente para 
condenarlo sin ningún cuestionamiento, como si Occidente 
fuera único y todo lo que hace es perverso (Nanda, 1991). Se 
plantea así una visión binaria del mundo al dividirlo entre el 
norte diabólico y el noble sur, la víctima. En esta línea de 
razonamiento, al investir las alternativas de desarrollo locales 
con un hálito de romanticismo, tácitamente se asume un 
esnobismo en reversa según el cual los conocimientos indígenas 
ancestrales son superiores a la ciencia occidental, “equiparando 
el misticismo de los chamanes con la ley de la gravedad” (Peet 
y Hartwick, 2009, pág. 236). Más aún: a la crítica de la 
modernidad y de un desarrollo sustentado en una ciencia 
occidental y burguesa, se añade otra categoría, la categoría de 
género. El desarrollo, por lo tanto, se vuelve “un proyecto 
occidental, colonialista y patriarcal o, simplemente, blanco, 
capitalista y machista” (Nanda, 1991, pág. 35). 

La tesis de una salida del modelo de desarrollo 
extractivista no propone alternativas concretas. El futuro, el 


buen vivir, se plantea como una meta difusa, un mejoramiento 
vago y continuo, sin un punto de llegada concreto, adquiriendo 
las tonalidades de una religión secular. Entonces, la dimensión 
política de los problemas no es abordada como el resultado de 
confrontaciones desiguales de clases, de la apropiación del 
excedente económico o del fracaso de las instituciones, sino 
bajo dimensiones que terminan adquiriendo un sentido moral: 
una dimensión individual (“satisfacción personal, 
autorrealización, paz interior”), una dimensión comunitaria 
(“organización social para la vida en plenitud”), una dimensión 
cósmica (“inserción en la solidaridad cósmica”) (Ávila, 2019, 
pág. 330). Estaríamos frente a una suerte de proyecto 
eugenésico que no persigue la transformación biológica de 
mujeres y hombres a mediano plazo, pero sí la generación 
providencial e inmediata de una nueva especie de ciudadanos y 
ciudadanas dentro de la nueva sociedad del buen vivir. Las 
palabras de B. Echeverría sobre la idea del ethos barroco 
resultan muy pertinentes a propósito del discurso extractivista: 


Un discurso político inservible en la discusión que se desenvuelve 
en el escenario formal de la política, en la lucha ideológica, 
estratégica y táctica de los frentes, los partidos, las fracciones y 
los individuos que protagonizan las tomas de decisión colectiva y 
pretenden “hacer la historia”. 


Un discurso esencialista 

En este contexto altamente ideologizante, todo el pensamiento 
sobre el desarrollo es presentado en términos de un proyecto 
monolítico según el cual, independientemente del tiempo, lugar 
y modalidad, constituye un ejercicio de poder de las potencias 
occidentales sobre los pueblos no occidentales. Se tiende a 
pasar por alto que 


... €l discurso antidesarrollo con sus variantes del sumak kawsay 


y buen vivir son construcciones sociales que no pueden explicarse 
en función de sí mismas so pena de reproducir posiciones 
esencialistas y tampoco al margen de un complejo entramado 
histórico y social —fuera del cual se puede dar lugar a 
reduccionismos culturalistas- desde donde adquieren sentido, 
reactualizan y disputan la elaboración de alternativas sociales en 
contextos de cambio (Cortez, 2014, pág. 345). 


Más aún, el discurso sobre el posdesarrollo o alternativas 
al desarrollo, al atacar el significante —una palabra-, sin tener 
en cuenta que cubre un número grande de significados o 
prácticas, cae en una visión esencialista. Así, bajo una misma 
rúbrica, se descalifican, con los mismos argumentos, teorías y 
corrientes de pensamiento antagónicas y radicalmente 
diferentes en sus bases teóricas, contenidos, visión e 
intenciones, fusionándolos bajo el desgastado membrete de 
modernidad. Tal es el caso de corrientes tan disímiles como la 
teoría de la dependencia, la teoría del despegue, la corriente de 
la economía política radical, la teoría neoliberal del 
crecimiento, la teoría de la modernización o el keynesianismo. 
Resulta paradójico que el posextrativismo, que se inscribe en 
las corrientes de pensamiento  posestructurales y 
posmodernistas, con su énfasis en la diferenciación y 
fragmentación, otorgue un tratamiento de hegemonía 
monolítica a las corrientes sobre el desarrollo (Peet y Hartwick, 
2009). 

Además, este esencialismo discursivo ignora por completo 
la diversidad planetaria de los países, presentando el desarrollo 
como una experiencia o fracaso homogéneo, sin distinciones 
entre la emergencia de países de industrialización reciente, las 
diferencias entre economías extractivas y no extractivas y, por 
supuesto, la aparición de un Cuarto Mundo. Esta visión 
homogénea se extiende también al momento de hacer una 
evaluación de los resultados del desarrollo. La crisis de 


endeudamiento, la pobreza, las hambrunas periódicas, la 
desnutrición y la violencia que afectan a numerosas regiones 
del mundo serían el resultado del desarrollo (Escobar, 1995, 
pág. 4). Entonces, el discurso y la estrategia de desarrollo 
habrían producido su opuesto: un subdesarrollo masivo, 
empobrecimiento, explotación y opresión, crisis recurrentes de 
endeudamiento, desnutrición, violencia; los signos más 
destacados de más de seis décadas de desarrollo. Es verdad que 
el mundo está lejos de haber solucionado los problemas básicos 
de la pobreza (1,5 billones de personas viven en niveles de 
pobreza abyecta), pero nos preguntamos si este número 
escandaloso puede ser atribuido al fracaso del desarrollo, a un 
desarrollo desigual o a un desarrollo atrofiado. De todas 
maneras, el discurso sobre el fracaso del desarrollo debería 
tener en cuenta un hecho elemental: en los últimos cincuenta 
años, la esperanza de vida se ha duplicado en muchos países 
del Tercer Mundo. 

El discurso del posdesarrollo o alternativas al desarrollo y 
su visión esencialista se manifiesta claramente cuando aborda 
el tema del extractivismo. La llamada enfermedad holandesa, 
los términos desiguales de intercambio, la afectación al 
crecimiento o el impacto sobre las instituciones, además de 
elusivos y no comprobables, son los mismos, 
independientemente del contexto histórico, social y económico 
en donde se llevan a cabo actividades de explotación de 
recursos. Estaríamos frente a leyes universales de las cuales al 
menos los países en desarrollo no tienen escapatoria. Se ignora 
la diversidad de experiencias; se pasa por alto el hecho de que 
algunos países, hoy desarrollados, construyeron sus economías 
sobre la base de la explotación de sus recursos y, aún hoy, las 
actividades extractivas representan un peso importante en sus 
economías. Se desconocen casos exitosos en los que, a partir de 
un recurso natural, tanto en países desarrollados como menos 
avanzados, se desencadenaron procesos de innovación, 


desarrollo tecnológico y aprendizaje que permitieron crear a 
partir de un recurso natural cadenas de valor de alta 
tecnología. 

Así, en lugar de ofrecer una alternativa para enfrentar 
políticamente los problemas que plantea una gestión racional 
de los recursos, se tiende a negar o recusar la politicidad de 
tales problemas y se la sustituye por una versión compensatoria 
e imaginaria: la salida al extractivismo. Retomando el 
pensamiento de Sánchez Parga (2011), estaríamos frente a un 
fenómeno de la necesidad imperiosa de suprimir los 
significantes políticos en el debate y sustituir su potencial 
teórico por un potencial retórico. Entonces, habría que 
preguntarse “qué significantes políticos son inhibidos o 
suprimidos bajo estos neologismos fetiches tan excesivamente 
retóricos como teóricamente precarios” (pág. 34). 


Extractivismo, desarrollo y neoliberalismo 

Asociar la abundancia de recursos naturales con los problemas 
del desarrollo es una idea de larga data. Para la corriente 
estructuralista, los recursos naturales están sujetos a términos 
de intercambio decrecientes y a la desestabilización de la 
volatilidad de los precios. Para los teóricos de la dependencia, 
es poco probable que los recursos naturales estimulen el 
crecimiento, especialmente si las multinacionales extranjeras 
dominan la extracción y les son permitidas la repatriación de 
las ganancias. La corriente marxista enfatiza que los gobiernos 
de las economías pobres están dominados por élites locales 
cuyos intereses están aliados no con los objetivos de desarrollo 
nacional sino con las corporaciones extranjeras. A estas 
corrientes de pensamiento se les puede agregar el 
planteamiento neoliberal con su tesis según la cual el control 
de los recursos naturales promueve un Estado proteccionista y 
de excesiva regulación, fenómenos típicamente emergentes de 
la abundancia de recursos que impiden la aparición de un 


sector privado competitivo. Más aún, la naturaleza de enclave 
de la explotación de minerales ha sido argumentada por el 
estructuralismo y la teoría de la dependencia ya que la 
ausencia O escasos encadenamientos con el resto de la 
economía tienden a amortiguar el estímulo que los booms de los 
precios pudieran tener en los sectores no minerales (Peet y 
Hartwick, 2009; Di John, 2009; Kahn y Komo, 2000). 

Sea cual fuese la tesis adoptada para entender el papel de 
los recursos naturales, la idea de desarrollo subyace en las 
diferentes perspectivas. El concepto es evocado de una manera 
vaga y siempre implica una noción de progreso y 
modernización de las sociedades. La noción de desarrollo, al 
igual que las nociones de libertad, equidad o democracia, por 
ejemplo, son ideas que implican juicios de valor y, por lo tanto, 
las definiciones son múltiples. Así, la literatura es pródiga en 
interpretaciones, desde aquella posición de equiparar desarrollo 
con crecimiento económico (Acosta y Brand, 2018; Gudynas, 
2013; Lang, 2011) hasta aquella de la “ilusión desarrollista” 
que consiste “en la idea o narrativa generalizada de que es 
posible para las zonas o unidades políticas situadas fuera del 
centro alcanzar los estándares de riqueza y bienestar fijados 
por Occidente” (Zapata y Benzi, 2021). Está fuera del alcance 
del presente ensayo entrar en un debate con estas posiciones. 
Simplemente partimos de la idea de que desarrollo significa 
lograr una vida mejor para cada uno: 


una vida mejor para la mayoría de la gente significa 
básicamente satisfacer las necesidades básicas: alimentación 
suficiente para mantener una buena salud; una vivienda segura y 
saludable; servicios asequibles para todos; y un tratamiento con 
dignidad y respeto. Más allá de la satisfacción de estas 
necesidades básicas para la sobrevivencia humana, el rumbo 
tomado por el desarrollo es sujeto de las visiones materiales y 
culturales de las diferentes sociedades (Peet y Hartwick, 2009, 
pág. 1). 


Reconocemos que los países se ven constreñidos en la 
elección de opciones y estrategias para alcanzar sus objetivos 
de bienestar, principalmente por estar insertados en el marco 
de la economía-mundo capitalista en la que la existencia de una 
jerarquía internacional entre zonas centrales, periféricas y 
semiperiféricas anula o deja escasos grados de libertad para 
decisiones sobre alternativas posibles (Arrighi, 1990). Esta 
visión conduce a ver el desarrollo como una “ilusión”, visión 
que requiere ser matizada en dos sentidos. En primer término, 
las jerarquías impuestas no son estáticas, sino que están en 
constante cambio. Existen ciertos márgenes de maniobra que 
permiten, si no escapar, por lo menos flexibilizar el régimen de 
“parametrización” (Brenner, Peck y Theodore, 2010) que el 
capital internacional se empeña en imponer a las economías de 
la periferia. El superciclo que experimentaron las materias 
primas en la década pasada constituyó por cierto una 
posibilidad (Jepson, 2020) y, en una perspectiva de más largo 
aliento, los cambios de paradigmas tecnoeconómicos, con sus 
avalanchas de innovaciones e hipersegmentación de los 
mercados (Pérez, 2004), ofrecen ventanas de oportunidad para 
una inserción ventajosa de las economías de los países, 
especialmente aquello dotados de recursos naturales. 

En segundo lugar, la visión del desarrollo tiene que 
abandonar una de sus ideas preferidas: deducir la adaptación 
de los países al sistema-mundo a partir de relaciones causales 
directas entre capitalismo periférico y centros de poder. Según 
la teoría de sistemas, los procesos de acoplamiento estructural 
de los sistemas (Maturana y Varela, 1987) nos dicen que la 
respuesta de un sistema a una perturbación de su entorno está 
determinada por la estructura interna del sistema, sin lugar a 
interacciones instructivas. “Con la clausura operativa los 
sistemas producen grados de libertad propios que pueden 
usufructuar hasta donde puedan, es decir, hasta donde el 
entorno lo tolere” (Luhmann, 2007, pág. 98). A este fenómeno 


de acoplamiento estructural entre un sistema y su entorno se 
refiere implícitamente Coronil al afirmar que 


El capitalismo no solo se ha desarrollado al interior de las 
naciones, sino también entre ellas. Sin embargo, la identificación 
de la sociedad con la nación y el entendimiento de la nación 
como una unidad contenida en sí misma, a menudo conduce a la 
interpretación de los fenómenos económicos internacionales 
como proyecciones externas de la dinámica endógena de las 
naciones más avanzadas. [...]. Por lo general se estudian las 
naciones capitalistas avanzadas como unidades autónomas, 
mientras que las sociedades periféricas se analizan en términos 
del impacto que tienen sobre ellas las naciones centrales. [...]. 
Prevalece la idea de que las naciones periféricas se conforman a 
partir de fuerzas sistémicas externas. [...]. Se entiende el 
capitalismo como una fuerza externa (2011, págs. 45-46). 


Las observaciones anteriores son pertinentes por la 
asociación entre la idea de posextractivismo y superación del 
régimen neoliberal. Al igual que el fenómeno neoliberal, el 
extractivismo debe ser entendido como un proceso, 
concretamente como un grupo de procesos interconectados que 
se producen en contextos y escalas espaciales y temporales 
diferentes. Si bien se trata de procesos gobernados por 
características comunes, resulta errado conceptualizar estos 
fenómenos como un conjunto de principios y reglas que 
implican una relación unidireccional entre principios, 
programas y prácticas diseminados de una manera homogénea 
a lo largo del planeta (Peck y Tickell, 2002). Mientras la 
retórica neoliberal deriva parcialmente su poder de la imagen 
de un Estado ausente y de su idealizada contraparte, una 
entidad liberalizada y competitiva, el contenido de las 
estrategias reformistas neoliberales y su puesta en práctica en 
contextos diferentes y a diferentes escalas tienen cierto 


parecido. Sin embargo, el contexto local a nivel institucional, 
económico y social determina el estilo, la sustancia, los 
orígenes y los resultados de las políticas reformistas. De ahí la 
coexistencia de los imperativos neoliberales con una variedad 
de formas de Estados —populistas, autoritarios, extractivistas, 
desarrollistas o socialdemócratas—. Estas observaciones nos 
llevan a la conclusión de que tiene más sentido hablar de 
neoliberalización en lugar de neoliberalismo en abstracto. Este 
último se refiere a un fenómeno fijo y homogéneo, mientras 
que el primero refiere a un proceso espacial y temporal 
(Castree, 2008), sin que esto implique la posibilidad de 
generalizar ciertas abstracciones de contextos diferentes. 


Hipótesis, argumentación y contenido 


Hipótesis 

Los recursos naturales, concretamente la explotación de los 
yacimientos minerales y energéticos, pueden, en principio, 
proveer los medios para apuntalar trayectorias sustentables de 
desarrollo. Como punto de partida, sostenemos que cualquier 
definición del extractivismo como un modo de acumulación 
económica debe partir de las siguientes constataciones básicas: 


a. “Los recursos naturales y el capital generalmente no son 
substitutos. [...]. La producción sin recursos es una tesis 
irreal que no merece un análisis posterior” (Daly, 1997). 

b. Un crecimiento económico nulo o moderado, la 
desmaterialización de las economías o el progreso 
tecnológico pueden reducir, pero no anular, el 
crecimiento de la demanda de recursos; las futuras 
tecnologías tienen que reconocer sus límites y 
conformarse con la ley de la entropía (Georgescu-Roegen, 
1979). 

c.La demanda de recursos naturales continuará un 
crecimiento sostenido ya sea para satisfacer la 


“voracidad” de recursos de los países industrializados, o 
la fiebre de consumo de las clases medias de los países en 
desarrollo, o simplemente por el imperativo moral de 
cubrir las necesidades básicas de una fracción importante 
de la población mundial. “Nadie puede definir un 
mínimo input material requerido para producir una 
unidad de bienestar económico” (Daly, 1997, pág. 264). 

. Los países dotados de recursos naturales (mineros y 
energéticos) necesariamente aspiran a explotar al 
máximo su riqueza para generar las divisas 
indispensables para su crecimiento económico y 
desarrollo. 

. El valor fundamental de los recursos minerales y 
energéticos es inherente a estos recursos y no al trabajo 
humano incorporado. Es el contenido entrópico de estos 
recursos el que crea valor, y la diferencia fundamental 
entre actividades extractivas y otro tipo de actividades 
productivas (manufactura, agricultura, servicios) consiste 
en que mientras estas últimas son creadoras de valor, las 
primeras extraen valor de la naturaleza (Bunker, 1988). 

. El cambio de clima incide en la demanda de recursos 
naturales en dos direcciones opuestas. Por una parte, el 
calentamiento global exige limitar y disminuir las 
emisiones de gases de efecto invernadero, lo que implica 
una reducción en el consumo de minerales y 
combustibles fósiles. Por otra parte, la transición de los 
sistemas energéticos hacia el uso de energías renovables 
implica un aumento significativo de la demanda de 
minerales necesarios para la producción de los equipos y 
dispositivos requeridos para dicha transición (parques 
eólicos, instalaciones solares, sistemas fotovoltaicos, 
transporte de hidrógeno, etc.). Alcanzar un compromiso 
entre estas tendencias no es una tarea trivial. 


Entonces, los países dotados de una abundancia relativa de 
recursos naturales en todo momento enfrentan la realidad de 
explotarlos e intensificar su explotación. La manera como 
deciden hacerlo y la distribución de los beneficios derivados de 
su explotación son elecciones que tienen repercusiones a nivel 
social, ambiental y económico. Las posibilidades son múltiples 
y, por supuesto, los objetivos que se persiguen no van siempre 
en la misma dirección. Las decisiones implican adoptar 
compromisos que, por esta misma razón, requieren ser 
deliberados en espacios abiertos, bajo una participación 
democrática y múltiples perspectivas. 


Argumentos 
Resulta curioso constatar que en forma casi paralela a la 
bonanza económica provocada por el aumento notable de los 
precios internacionales de los minerales y energía empezó a 
manifestarse en algunos países de la región (Bolivia y el 
Ecuador en particular) un cuestionamiento a un modelo de 
crecimiento sustentado en las rentas provenientes de la 
exportación de estos recursos. Con mayor o menor intensidad, 
el cuestionamiento persiste en círculos académicos, grupos 
ecologistas y organizaciones no gubernamentales. Las razones 
son múltiples, entre ellas: la idea de que esa modalidad de 
crecimiento no conduce a economías más diversificadas y 
sostenibles y, por el contrario, inhibe el crecimiento de las 
economías; una interpretación sesgada de los efectos de la 
explotación de recursos sobre los procesos de desarrollo; la 
percepción de efectos negativos sobre las instituciones y 
gobernanza y, por último pero no menos importante, la 
constatación de los impactos negativos y hasta irreversibles 
sobre los ecosistemas y, sobre todo, la afectación a los modos 
de vida de poblaciones de campesinos y pueblos ancestrales. 
Surge así un planteamiento alternativo (casi podríamos 
hablar de un nuevo paradigma de desarrollo) según el cual la 
salida del modelo extractivista es la única opción para superar 


las condiciones de pobreza, inequidad y protección del entorno 
natural. En el centro de este nuevo paradigma transformador, 
se sitúa la abundancia de los recursos naturales como la causa 
del atraso y pobreza de los países dotados de esta riqueza. 
Frente a esta visión de los recursos naturales, el presente 
trabajo plantea una visión alternativa: 


a. Sostenemos que ninguna de las patologías atribuidas al 
extractivismo (el deterioro de los términos de 
intercambio, la maldición de los recursos, la enfermedad 
holandesa, el efecto enclave) tiene un sustento teórico: 
ninguna de ellas presenta una evidencia empírica. Sobre 
la base del examen de un extenso volumen de literatura, 
el objetivo del presente estudio es mostrar que la llamada 
maldición de los recursos sería una excepción y no la regla 
y que, por el contrario, la dotación de recursos se 
presenta como una oportunidad que, en principio, los 
países pueden aprovechar para desencadenar trayectorias 
sostenidas de crecimiento y desarrollo. 

b. La tesis de un extractivismo progresista, posneoliberal o 
simplemente  neoextractivismo que supuestamente 
caracterizó el manejo de los recursos por parte de 
gobiernos de “izquierda” está bastante alejada de la 
realidad. Las políticas y estrategias adoptadas por los 
llamados gobiernos “progresistas” estuvo lejos de 
significar una superación de las políticas neoliberales; 
por el contrario, se trató de un conjunto de políticas 
híbridas, muchas veces contradictorias y no siempre en 
línea con el dogma neoliberal, aunque a la larga 
terminaron fortaleciéndolo. Las políticas y estrategias de 
gestión de los recursos fueron adoptadas no en respuesta 
a un marco ideológico coherente y de desarrollo a largo 
plazo, sino bajo la presión de la urgencia y la necesidad 
de extraer el máximo valor de la renta de la explotación 


de los recursos naturales para el financiamiento de 
programas de corte populista. 

Dentro de una perspectiva más amplia, estos regímenes 
fueron incapaces de modificar las estructuras sociales. No 
lograron modificar los mecanismos tradicionales de 
redistribución; no se afectaron las rentas de los grandes 
capitales; se mantuvieron estructuras de acceso desigual 
al derecho de la tierra; no se emprendió una política de 
reforma agraria; y no se ha logrado modificar 
estructuralmente el régimen laboral prevalente en la 
región. En definitiva, el ciclo progresista latinoamericano 
debe ser abordado como un conjunto de proyectos 
políticos devenidos “procesos de transformaciones 
significativas pero limitadas, con un trasfondo 
conservador, impulsados desde arriba por medio de 
prácticas políticas desmovilizadoras y subalternizantes” 
(Modonesi, 2019). 

. El boom de las materias primas y, alrededor de este 
fenómeno, el desarrollo de las relaciones comerciales y 
financieras con la China marcan una nueva era en la 
historia económica de América Latina. El aumento de 
precio de los commodities inducido por la demanda china, 
así como los flujos de capital e inversión procedentes de 
este país, dieron lugar a una coyuntura propicia a los 
países para flexibilizar o escapar a los rígidos 
condicionamientos a los que habían sido sometidos los 
gobiernos de la región por las instituciones de 
financiamiento internacional desde inicios de la década 
de los ochenta. Los acuerdos comerciales con la China 
han sido vistos como el inicio de una nueva modalidad 
de cooperación: la cooperación Sur-Sur. 

Sin embargo, se argumenta en el presente trabajo que en 
las relaciones con la China subyace un patrón 
neocolonial de explotación de los recursos naturales de 


los países de América Latina. Por lo menos en el caso del 
Ecuador, los préstamos han estado atados a la 
participación de empresas chinas en la construcción de 
proyectos de infraestructura que financiaban los 
préstamos; las condiciones de financiamiento fueron de 
carácter estrictamente comercial, bajo tasas de interés 
que en la mayoría de los casos superaban las tasas del 
mercado internacional de capitales; con períodos de 
amortización  significativamente más cortos y 
condicionados a la entrega de petróleo bajo descuentos 
superiores a las penalizaciones estándares (calidad y 
posición) impuestas por los mercados internacionales. En 
otras palabras, los países escaparon de la ruta de la 
parametrización neoliberal para entrar en la ruta de la 
parametrización china, o en términos coloquiales, los 
países pasaron de la “disciplina” del Fondo Monetario 
Internacional a la “usura” china. 

. Las tesis acerca de los efectos negativos de los recursos 
naturales sobre el desarrollo de los países con economías 
extractivas están ampliamente sustentadas en análisis de 
regresiones estadísticas. Sobre la base de un extenso 
volumen de literatura, se demuestra que los resultados de 
los análisis estadísticos, en el mejor de los casos, no son 
concluyentes. Más aún, ellos están fuertemente sesgados 
por las limitaciones conceptuales y metodológicas 
inherentes a estas herramientas. 

En el marco de un nuevo enfoque metodológico _el 


análisis cualitativo comparado aplicado a seis 


países de la región (Bolivia, Colombia, 
Chile, el Ecuador, Perú y Venezuela), 
se muestra que no existe un factor 
único que por sí mismo sea suficiente 


para explicar las trayectorias de 
crecimiento económico como sostienen 
los métodos estadísticos. El ejercicio 
nos muestra que la dependencia de las 
economías de la exportación de 
recursos naturales y su efecto sobre el 
crecimiento económico obedece a una 
causalidad compleja explicada por 
combinaciones múltiples y no 
excluyentes de condiciones resultantes 
de políticas y estrategias heterodoxas 
adoptadas por los gobiernos. 


. Ante la visión del extractivismo como una barrera para el 
desarrollo, el discurso posextractivista es reiterativo en la 
necesidad de implementar alternativas a este modelo de 
acumulación sustentado en la exportación de recursos 
naturales. Sin embargo, persiste una incertidumbre 
respecto a la forma específica de las alternativas que se 
plantean; no está claro qué es lo que se desea, cuáles son 
las aspiraciones realistas, ni cómo se podría conectar 
deseo y realidad. Cuando una referencia a alternativas 
concretas se torna casi obligada, las escasas propuestas 
de superación del modelo extractivista se limitan a tres 
salidas no excluyentes: ecoturismo, bioconocimiento y 
agroforestería. Es alrededor de estas alternativas que 
emerge un nuevo imaginario de desarrollo. 


Argumentamos €n el presente trabajo que el 
ecoturismo, la explotación de la 


biodiversidad y el desarrollo de la 
agroforestería son una expresión 
notoria de aquella visión de la 
naturaleza como último refugio para 
escapar del subdesarrollo y la pobreza. 
Se da por sentado que las riquezas que 
esconden los ecosistemas (los 
amazónicos en particular) 
compensarán la pérdida de los ingresos 
del Estado como consecuencia de la 
“salida del extractivismo” y, al mismo 
tiempo, la explotación de esa riqueza 
permitirá mitigar la destrucción 
ambiental. Sostenemos además que la 
bioprospección, el ecoturismo y la 
agroforestería son alternativas que se 
inscriben y responden a la lógica del 
proyecto de neoliberalización de la 
naturaleza que penetra a nivel global, 
ronda círculos empresariales, políticos 
y ambientales y peligrosamente está 
contagiando a la academia. Aquí 
encontramos los ingredientes que 


Lanz) 


alimentan todo ese proceso de escalada 
de mercantilización de la naturaleza: 
creación de mercados, capital natural, 
bien financiero, flujo de ingresos; es 
decir, un proceso que busca 
transformar las relaciones biofísicas- 
sociales-culturales en mercancías para 
ser vendidas o compradas por aquellos 


con suficiente dinero. 

Cualquier debate sobre el extractivismo debe partir de la 
existencia de dos realidades que no pueden ser disociadas 
y alrededor de las cuales debe centrarse cualquier 
discusión y elección de políticas. La primera tiene que 
ver con el hecho de que las actividades extractivas 
pueden afectar a grupos sociales determinados. El 
despojo de tierras y la expulsión forzada de poblaciones 
campesinas, la conversión de formas tradicionales de 
propiedad en derechos de concesiones, la supresión de 
formas alternativas de producción y consumo y la 
afectación de modos de vida de comunidades son 
consecuencias de proyectos extractivos específicos. La 
segunda realidad tiene que ver con la degradación 
ambiental, concretamente con los impactos sobre la 
biodiversidad, el agua y el suelo, en muchos casos 
irreversibles. Entonces, no se puede hablar de 
extractivismo en sí mismo, sino de proyectos extractivos 
que afectan con intensidad diferente a pueblos, 
comunidades y ecosistemas. En el fondo, se trata de 
problemas de sociedad que trascienden dimensiones 
económicas para situarse en el plano de valores éticos. 


Estos problemas requieren nuevos enfoques sustentados 
en hipótesis de incertidumbre, control parcial y 
pluralidad de perspectivas. Este es precisamente el 
enfoque de la ciencia posnormal (Funtowicz y Ravetz, 
1993), que proponemos como el marco apropiado para el 
debate sobre el extractivismo. 


Contenido 

Los argumentos y el material aquí presentados se sustentan en 
ideas y conceptos provenientes de diversos campos 
disciplinarios. Los diferentes capítulos pretenden integrar un 
conjunto de ideas dispersas y fragmentadas en una red de 
conceptos y criterios, ninguno más importante que el otro, pero 
todos mutuamente consistentes, usando el lenguaje apropiado 
para describir y analizar diferentes aspectos de las economías 
dependientes de la explotación de recursos minerales y 
energéticos. 

La exposición está estructurada como una serie de 
capítulos o fragmentos, cada uno de los cuales tiene su 
coherencia interna y es autónomo en términos del tema 
tratado, enfoque conceptual, método de análisis y estudios de 
casos. Sin embargo, ellos tienen como denominador común la 
preocupación por entender las implicaciones de la dependencia 
de los países de la exportación de los recursos naturales, aclarar 
las confusiones conceptuales y analíticas que rodean este tema 
y explorar nuevos enfoques que permitan posicionar el 
extractivismo dentro de una estrategia de desarrollo. Algunas 
ideas y conceptos abordados a lo largo del texto son 
inevitablemente de carácter transversal y se los puede ver como 
puentes para entrelazar conceptos y dar cierta unidad a todo el 
trabajo. Esto explica el traslape de algunos temas a lo largo del 
texto. Sin embargo, los diferentes capítulos pueden ser leídos 
como unidades autocontenidas. Los capítulos están organizados 
en cuatro partes o secciones que de cierta manera agrupan 


temas afines. Una síntesis de los temas es presentada como 
introducción en cada sección. 

La primera parte presenta una discusión sobre un tema que 
ha ocupado y ocupa un volumen considerable de literatura 
sobre los recursos naturales. Se trata de las “patologías” que 
supuestamente aquejan a los países dependientes de la 
exportación de minerales y energía. Una gran parte de estudios, 
monografías y artículos concluye en que la abundancia de 
recursos naturales afecta negativamente el crecimiento 
económico de los países. A partir de evidencias empíricas 
constatadas en decenas de países periféricos y semiperiféricos y 
sustentados en análisis estadísticos transversales, la mayoría de 
los análisis confirman la tesis de la maldición de los recursos. 
Pero esta tesis no se limita únicamente a la esfera económica, 
sino que la abundancia de recursos es también asociada a bajos 
niveles de democracia. Formas de gobierno autoritarias, un 
comportamiento irracional de las élites, la tendencia a niveles 
irracionales de gasto y corrupción son explicadas como el 
resultado de las rentas inusuales provenientes de la explotación 
de los recursos. Considerando diferentes períodos de estudio, la 
inclusión de las más diversas variables explicativas, las más 
variadas especificaciones de los modelos de regresión, el uso de 
diversas técnicas estadísticas y de una proliferación de bases de 
datos, un aluvión de paradigmas, arquetipos, tesis, 
interpretaciones y recomendaciones, la gran mayoría 
originadas en centros de investigación y universidades de los 
países del Norte, ha producido una proliferación de 
explicaciones e interpretaciones del impacto del fenómeno 
extractivista sobre las esferas económicas, sociales y políticas 
de los países del Sur. 

No es realmente un motivo de preocupación este diluvio de 
explicaciones al que se refiere Hirschman (ver nota al pie de 
página): se lo podría considerar hasta anecdótico, si no fuera 
por el hecho de que las conclusiones de la gran mayoría de 


estudios han ido adquiriendo un estatus de sabiduría 
convencional: un conjunto de ideas asumidas como 
correctas y que han pasado a formar parte integral del 
léxico sobre los problemas del desarrollo social y económico 
y peligrosamente han incursionado en la academia. A partir de 
hipótesis altamente simplificadoras, se codifican narrativas que 
prácticamente se han convertido en un nuevo “paradigma” del 
desarrollo cuya insistente circulación y repetición crea la 
peligrosa idea de que los problemas de inequidad y pobreza 
pueden ser resueltos sin confrontar el sistema establecido. 

El problema básico con la literatura sobre el extractivismo 
consiste en que la mayoría de los investigadores que trabajan 
sobre la maldición de los recursos han sido demasiado 
reduccionistas en su enfoque; en otras palabras, ellos explican 
el desarrollo únicamente en términos del tamaño y la 
naturaleza de la dotación de recursos de los países. Las 
variables sociales y económicas que median entre la dotación 
de recursos y el desarrollo y que son moldeadas por factores 
históricos y culturales son abordadas como si ellas fuesen 
determinadas únicamente por la base de los recursos naturales. 
Al respecto, señala acertadamente Ross (2015) que los 
investigadores se plantean la pregunta incorrecta: en lugar de 
preguntarse por qué la riqueza de recursos naturales ha 
promovido varias patologías políticas y a su vez un pobre 
desempeño económico, ellos deberían preguntarse sobre los 
factores políticos y sociales que posibilitan a algunos países con 
abundantes recursos utilizar sus recursos naturales para 
promover el desarrollo e impiden a otros países con abundancia 
de recursos alcanzar los mismos objetivos. Los cinco capítulos 
incluidos en esta primera parte tratan de aclarar esta pregunta. 

La segunda parte del trabajo aborda el fenómeno del 
extractivismo ocurrido en las tres últimas décadas en el 
contexto de la coincidencia de tres factores: el acelerado 
aumento de los precios de los recursos naturales que se produjo 


entre los años 2004-2014, el flujo de las rentas originado en la 
exportación de estos recursos que alteró las economías de los 
países exportadores, la irrupción de la China como un nuevo 
actor en el mercado y la emergencia en algunos países de 
regímenes que adoptaron políticas sociales y económicas 
heterodoxas. Estos elementos, con mayor o menor intensidad, 
configuraron un nuevo entorno que alteró las dinámicas 
económicas, sociales y políticas de las economías 
latinoamericanas exportadoras de recursos naturales. Los 
países de la región respondieron de manera diferente en este 
nuevo contexto; algunos, motivados por la urgencia de políticas 
netamente de corte populista y de corto plazo, se enfocaron en 
la maximización de las rentas, mientras que otros, bajo criterios 
de eficacia y con una visión de más largo plazo, adoptaron 
políticas más alineadas con la ortodoxia económica 
convencional. El resultado fue la presencia de un conjunto de 
políticas híbridas que difícilmente encajan en dicotomías de 
tipo  progresistas-conservadoras,  extractivismo  clásico- 
neoextractivismo andino, neoliberal-posneoliberal, etc. De 
todas maneras, como acertadamente señala Katz (2016, pág. 
74), a lo largo de la “década dorada” del boom de los 
commodities, el impacto de transformaciones políticas en 
América fue muy limitado. Añade este autor que “este 
resultado confirma que la acción de un gobierno tiene efectos 
acotados sobre la acumulación capitalista. La modificación de 
un patrón económico y un tipo de inserción internacional van 
mucho más allá de los presidentes y sus políticas económicas”. 
La tercera parte analiza el desempeño económico de las 
economías extractivas de Sudamérica bajo un nuevo enfoque: el 
análisis cualitativo comparado. Los orígenes de las llamadas 
patologías del extractivismo tienen su base empírica en 
ejercicios estadísticos. Las conclusiones de un gran número de 
estudios y análisis son el resultado de la aplicación de técnicas 
de regresión que buscan determinar el nivel de afectación sobre 


el crecimiento económico de la dependencia de la exportación 
de recursos mineros y energéticos. Las herramientas 
estadísticas se basan en la idea de una causación aditiva de 
factores exógenos que actúan en forma independiente sobre 
una variable dependiente. El análisis cualitativo comparado es 
un desarrollo metodológico relativamente nuevo, basado en la 
teoría de conjuntos y el álgebra booleana, diseñado para 
superar las limitaciones de los enfoques cuantitativos 
orientados a variables, así como el análisis cualitativo centrado 
en casos específicos. La sección analiza el desempeño 
económico de seis países “extractivistas” de América del Sur a 
lo largo de las tres últimas décadas como resultado de la 
interacción de un conjunto de factores o condiciones, entre los 
que se incluye la dependencia de la explotación de recursos 
mineros y energéticos. Los resultados del estudio permiten 
concluir que ninguno de los factores, por sí mismo, es 
suficiente para explicar el crecimiento económico, sino que este 
depende de coyunturas múltiples de combinaciones de los 
factores que, en definitiva, reflejan decisiones de políticas 
adoptadas por los gobiernos en el período estudiado. 

La última parte del texto aborda las propuestas alternativas 
al proyecto de abandonar el extractivismo y sustituirlo por 
nuevas actividades económicas como motores de un nuevo 
modelo de acumulación. De acuerdo al discurso oficial, la 
transición a una economía con la manufactura y el 
conocimiento como motores de un nuevo modelo de 
acumulación económica pasa por el desarrollo del 
bioconocimiento, el ecoturismo y la  ecoagroforestería, 
actividades económicas que serían los pivotes de un nuevo 
modelo de crecimiento. Lo preocupante de este planteamiento 
consiste en que siempre se piensa la naturaleza, concretamente 
la Amazonia, como una fuente de rentas derivadas de nuevas 
modalidades extractivistas. Estas actividades, las llamadas 
“nuevas ventajas competitivas” del país, estarían llamadas a 


convertirse en los ejes de un nuevo modelo de acumulación 
económica. Bajo el cliché de una naturaleza prístina y una 
megadiversidad prodigiosa, estas formas de explotación de la 
naturaleza son, en realidad, nuevas prácticas de despojo y de 
explotación de la naturaleza que reproducen, en algunos casos 
con mayor intensidad, los mismos excesos que se quiere 
corregir (Villavicencio, 2020). 

Se argumenta en el capítulo que alrededor de estas ideas se 
va creando o afianzado la imagen de la naturaleza, y de los 
ecosistemas amazónicos en particular, como un vasto depósito 
de potenciales valores de uso -—procesos y productos- que 
pueden ser usados directa o indirectamente en la producción y 
realización de valores de cambio. Se trata de una nueva forma 
de extractivismo, con impactos sociales y ambientales quizá 
más nocivos que el extractivismo de “viejo cuño”, y que es la 
expresión de un proceso más amplio, la mercantilización de la 
naturaleza (Villavicencio, 2020). Sostenemos que estas 
actividades, a las que se suman otros usos no transformativos 
de la naturaleza (servicios ambientales), configuran una nueva 
modalidad de explotación intensiva de la naturaleza, esta vez sí 
una suerte de neoextractivismo, igualmente depredadora y 
socialmente destructiva como las modalidades del 
extractivismo convencional. En cualquier caso, el debate sobre 
el extractivismo debe situarse en el espacio acotado por dos 
dimensiones: una social, que tiene que ver con los impactos de 
las actividades extractivas sobre los grupos humanos; la otra, 
ambiental, interrelacionada con la afectación, muchas veces 
irreversible, de los ecosistemas. 

En efecto, al constituir, en el fondo, un problema social y 
ambiental, son otras categorías las que deben prevalecer en el 
debate; es decir, las preocupaciones económicas, las 
“evidencias” científicas, las mediciones estadísticas pasan a un 
segundo plano para dar paso a una nueva condición basada en 
valores, incertidumbre y, sobre todo, en la concurrencia de 


legítimas perspectivas. Las ideas sobre la naturaleza 
inevitablemente reflejan nuestro mundo social; es el contexto 
social el que condiciona y determina nuestros conceptos. Estos 
conceptos sobre la realidad son reales y repercuten en el 
mundo, pero ellos reflejan una comprensión incompleta, 
incorrecta, sesgada de la realidad empírica. En otras palabras, 
el mundo objetivo es real e independiente de nuestra 
categorización, pero está filtrado a través de sistemas 
conceptuales subjetivos y métodos científicos que son 
socialmente condicionados (Robbins, 2012). Los conflictos 
ambientales son, por consiguiente, conflictos acerca de ideas y 
concepciones sobre la naturaleza en los que un grupo prevalece 
no porque tenga una comprensión mejor o más precisa sobre 
los problemas ambientales, sino porque ellos movilizan fuerzas 
sociales para crear consenso sobre la verdad. Por consiguiente, 
el tratamiento de problemas complejos como el extractivismo 
exige nuevas categorías de análisis: una nueva perspectiva bajo 
la cual las incertidumbres no son ignoradas sino reconocidas, 
los valores no son supuestos sino explicitados y la deducción 
formalizada es sustituida por una ética discursiva. Estos temas 
son planteados en el último capítulo del texto, que cierra la 
exposición y debate sobre el fenómeno llamado extractivista. 


1. Memorias de Andrés Chiliquinga. Alfaguara, 2013. « 

2. Walter Benjamin: Tesis sobre la historia y otros fragmentos. Edición y 
traducción de Bolívar Echeverría. https: //bit.ly/46YRnvC« 

3. J. L. Borges (1996): El libro de los seres imaginarios. Buenos Aires: 
Emecé. « 


Parte |. 
Las patologías del 
extractivismo 


El discurso sobre el extractivismo gira alrededor de cinco 


patologías originadas por la dependencia de una economía de 
la exportación de recursos: i) el deterioro de los términos de 
intercambio; ii) la inhibición del crecimiento; iii) la 
enfermedad holandesa; iv) el efecto enclave; y v) el 
debilitamiento de los procesos democráticos. La esencia de esta 
argumentación es como sigue: 


a. El deterioro de los términos de intercambio es presentado 
como uno de los argumentos más evidentes de los efectos 
negativos de la especialización de una economía en la 
exportación de recursos primarios. El razonamiento es 
simple: por diversas causas, los precios de los productos 
primarios han experimentado una tendencia histórica 
descendente, mientras que la tendencia de los precios de 
los productos manufacturados ha ido siempre en sentido 
opuesto. Esto determina que los términos de intercambio 
en el comercio internacional jueguen en contra de los 
países en desarrollo. Como corolario de esta asimetría, 
los países deben abandonar su especialización en 
productos primarios y emprender un proceso de 
industrialización que les permita competir en el mercado 


internacional en igualdad de condiciones. Esta es en 
esencia la tesis de la estrategia de sustitución de 
importaciones que de una u otra manera persiste en el 
discurso sobre el desarrollo (Senplades, 2017; 2009). 

b. La maldición de los recursos es un término acuñado para 
sintetizar la tesis según la cual los países especializados 
en la explotación de recursos naturales experimentan un 
crecimiento menor que países con condiciones sociales y 
económicas similares, pero con economías cuyo motor de 
crecimiento no se sustenta en la exportación de recursos 
primarios. Sobre la base de argumentos empíricos, el 
mensaje es claro: la dotación de recursos naturales inhibe 
el crecimiento económico. 

c. La enfermedad holandesa es la denominación dada al 
fenómeno según el cual el ingreso súbito y masivo de 
divisas de las rentas provenientes de la explotación de un 
recurso natural provoca un desplazamiento de los 
factores de producción (capital y trabajo) que perjudica a 
los sectores de productos transables de la economía 
(agricultura y manufactura). Este fenómeno da lugar a 
una sobrevaluación de la moneda local, restando 
competitividad a las exportaciones de otros productos, 
con una tendencia a la contracción de la economía. 

d. El efecto enclave se refiere a la idea ampliamente 
difundida y aceptada según la cual las actividades 
extractivas generan escasas o nulas sinergias con el resto 
de la economía. Se trata de actividades aisladas, sin 
encadenamientos productivos, con muy limitadas 
posibilidades de desencadenar procesos de innovación y 
aprendizaje que permitan incorporar el conocimiento y 
desarrollo tecnológico para promover economías con 
mayores niveles de diversificación, una división más 
eficiente del trabajo y, por lo tanto, con estándares más 
elevados de productividad. 


e. La gobernabilidad democrática es debilitada por la 
dependencia de las economías de los recursos naturales, 
ya que la riqueza generada promueve Estados 
distributivos en los que la asignación arbitraria de las 
rentas favorece el clientelismo y la corrupción. La carga 
impositiva a los ciudadanos tiende a disminuir al mismo 
tiempo que disminuye la rendición de cuentas de los 
gobernantes, con lo que las demandas sociales por 
representación política y responsabilidad gubernamental 
pueden ser controladas a discreción. En definitiva, los 
recursos naturales debilitan peligrosamente los procesos 
de una gobernanza democrática. 


Estas serían, en resumen, las patologías de un sistema de 
acumulación que ha conducido a los países a una situación de 
pobreza, marginalidad y deterioro ambiental. La superación de 
estos males no acepta paliativos o correctivos: el virus de la 
enfermedad exige su erradicación y la única forma de 
eliminarlo es substituyéndolo por otro modelo de acumulación 
económica que allane el camino hacia una supuesta sociedad 
del buen vivir. De ahí la propuesta de salir del modelo 
extractivista como la condición indispensable para lograr 
sociedades más justas y amigables con el entorno natural. Las 
trayectorias que se proponen para alcanzar estas metas son 
múltiples y van desde aquella curiosa propuesta oficial según la 
cual para salir del extractivismo hay que intensificarlo!!! hasta 
aquella que propugna “un decrecimiento planificado del 
extractivismo”. 

Los cinco capítulos a continuación cuestionan estas 
hipótesis. Sobre la base de una extensa literatura y un examen 
detallado de los supuestos y modelos que las sustentan, se 
muestra que las patologías señaladas, en el mejor de los casos, 
son una excepción y que las modalidades de crecimiento que 
han adoptado los países ricos en recursos no tienen nada que 


ver con los recursos en sí, sino con las decisiones adoptadas por 
los gobiernos, estas sí condicionadas por factores históricos, 
políticos y culturales. Un resumen de la argumentación 
desarrollada es como sigue. 

El capítulo 1 aborda la tesis controversial, ampliamente 
difundida, sobre el deterioro de los términos de intercambio 
entre los países exportadores de materias primas y los países 
productores de manufacturas. Conocida como la tesis Prebisch- 
Singer, esta visión negativa de los recursos naturales condujo a 
Prebisch a lanzar su propuesta sobre la necesidad de la 
intervención de los gobiernos para desestimular un comercio 
internacional basado en el aprovechamiento de ventajas 
comparativas que ofrecen los recursos naturales, como 
prescriben las teorías tradicionales de libre comercio y, en su 
lugar, promover la industrialización de los países. Estas ideas, 
que quizá pudieron haber tenido vigencia en el contexto y 
circunstancias en las que fueron formuladas, no se sostienen en 
la actualidad. 

El capítulo empieza con un resumen de las hipótesis que 
fundamentan esta tesis y señala las limitaciones metodológicas 
(consistencia de las series estadísticas de soporte, el período de 
tiempo analizado, la especificación y tratamiento del modelo 
econométrico) que ponen en duda la validez de la base 
empírica de la tesis de deterioro de los términos de 
intercambio. Se argumenta a continuación que el concepto de 
superciclos es un enfoque más apropiado para explicar las 
tendencias crecientes y decrecientes de los precios de los 
recursos naturales que afectan las economías dependientes de 
actividades extractivas. El capítulo incluye una breve reflexión 
sobre la visión de los recursos naturales como una “ventana de 
oportunidad” para desencadenar procesos productivos con un 
mayor valor agregado. Finaliza el tema con una corta 
exposición sobre el significado del intercambio desigual cuando 
se tiene en cuenta que el valor fundamental de los recursos 


naturales extractivos está incrustado en los recursos mismos en 
lugar de en el trabajo incorporado en ellos. 

La paradoja de la maldición de los recursos, según la cual 
los países ricos en recursos naturales son propensos a un 
crecimiento menor en relación con economías similares, pero 
con escasos recursos, es un argumento persistente en la 
literatura sobre el extractivismo. Este es el tema analizado en el 
capítulo 2. La tesis sobre la maldición de los recursos se afianzó 
y adquirió notoriedad a partir del estudio de Sachs y Warner 
(1997), quienes mediante regresiones estadísticas para un 
conjunto de noventa y cinco países demostraron una 
correlación negativa entre crecimiento económico y 
abundancia de recursos naturales. De las ficciones construidas 
alrededor de los supuestos efectos mocivos de los recursos 
naturales sobre el desarrollo, quizá sea esta la más difundida y 
aceptada. El capítulo muestra las serias debilidades 
metodológicas del trabajo de estos dos autores; evidencias 
suficientes para descartar su tesis. Más aún, la evidencia 
estadística sobre las tendencias de crecimiento de los países 
dependientes de la exportación de minerales y petróleo durante 
el período analizado en el estudio citado (1970-1990) estaría 
más relacionada con un problema de sobreendeudamiento 
externo antes que con la abundancia de recursos. 

El capítulo 3 aborda el tema de la enfermedad holandesa, 
que supuestamente explica los mecanismos a través de los 
cuales las rentas provenientes de la explotación de recursos 
afectan negativamente el crecimiento económico de los países. 
Quizá por su connotación esotérica, la enfermedad holandesa 
se ha convertido en el más persistente de los argumentos para 
quienes abogan por un abandono de un régimen económico de 
corte extractivista. Empezando por señalar que no se trata de 
una enfermedad y que no es holandesa, esta sección examina 
los supuestos teóricos del modelo y cómo se manifiesta esta 


patología a través de los circuitos económicos. Se demuestra 


que las hipótesis que sustentan el modelo de la enfermedad no 
solamente son restrictivas, sino que están muy alejadas de la 
realidad. A continuación, la exposición se centra en el uso y 
abuso de esta tesis como herramienta de análisis para explicar 
empíricamente cómo esta enfermedad ha afectado a las 
economías de algunos países de la región. Tomando como 
ejemplo los casos de Noruega y Bolivia, se muestra cómo un 
uso equilibrado de las rentas provenientes de la exportación de 
recursos ha sido el motor de ciclos de crecimiento económico, 
lo que permite concluir el carácter erróneo del modelo de la 
enfermedad holandesa como argumento para negar el potencial 
aporte de los recursos naturales al crecimiento económico. El 
capítulo concluye con una corta referencia al proceso de 
desindustrialización, supuestamente uno de los efectos de la 
enfermedad holandesa, y muestra que se trata de un fenómeno 
que ha afectado a todos los países latinoamericanos y no 
únicamente a las economías extractactivistas, y que el 
fenómeno está más ligado a los procesos de globalización y, en 
particular, a la competencia de la manufactura china que a la 
exportación de los recursos. 

La tesis del efecto enclave de los recursos naturales se 
sustenta en tres ideas complementarias. La primera 
corresponde a aquella visión generalizada según la cual la 
manufactura sería la única actividad económica caracterizada 
por retornos económicos crecientes, al contrario de las 
actividades económicas extractivas, que son presentadas como 
actividades estáticas sin posibilidades de incorporación de 
valor agregado. La segunda idea tiene que ver con la ausencia 
de enlaces dinámicos e integradores con el resto de la 
economía, lo que determina que las actividades extractivas 
sean actividades económicas aisladas, sin capacidad de generar 
externalidades positivas. La tercera idea se refiere a aquella 
percepción de las actividades extractivas como sectores 
económicos prácticamente aislados de los procesos de 


innovación y desarrollo tecnológico, aislamiento que los 
condena a escasos o nulos aumentos de productividad. Estos 
son los temas discutidos en el capítulo 4. Esta perspectiva 
pesimista sobre los recursos naturales es, en parte, el resultado 
de una confusión persistente de dos conceptos diferentes: 
enclave físico y enclave económico. Sobre el examen de 
algunos casos emblemáticos, el capítulo muestra que la 
explotación de recursos naturales puede convertirse en una 
actividad portadora y generadora de conocimiento con un 
potencial prometedor de desarrollo tecnológico. 

Las patologías de la maldición de los recursos no son 
únicamente hipótesis circunscritas a la esfera económica, sino 
que trascienden a otros sectores de la sociedad en su conjunto. 
En efecto, además de la afectación perniciosa sobre la 
economía, la dependencia de los países de los recursos 
naturales debilita la democracia, socava las instituciones, 
fomenta la corrupción y da lugar a formas autoritarias de 
gobierno. En el centro de esta perspectiva, subyace la tesis del 
Estado rentista, tesis que asume la formación de instituciones y 
la política como endógenas a un tipo de gobernanza que 
emerge en contextos de un flujo importante de rentas 
provenientes de la explotación de un recurso natural. El 
capítulo 5 aborda este tema y cuestiona la validez de esta tesis, 
como lo muestran un número de constataciones empíricas. A 
este cuestionamiento se agrega otro argumento que consiste en 
el uso y abuso de las técnicas de regresión estadística, mediante 
las cuales la compleja realidad social es reducida a índices 
arbitrarios que resultan de la agregación de información 
sesgada y subjetiva. 

El capítulo cierra con una reflexión sobre un tema 
prácticamente ignorado en el debate y discusión sobre el 
extractivismo: el papel que desempeñan las corporaciones 
transnacionales en el debilitamiento de la institucionalidad de 
los países con abundantes recursos. En efecto, la literatura 


sobre los efectos negativos de las actividades extractivas en la 
gobernanza de los países subdesarrollados (casi toda originada 
en instituciones y centros de investigación de los países del 
Norte) centra su atención en la corrupción (mal supuestamente 
endémico en los países del Sur) y presta escasa o nula atención 
a su reverso: el soborno practicado por las corporaciones del 
Norte. La sección concluye con la posibilidad de que la 
inclusión de esta variable en los ejercicios de regresión 
estadística pueda resultar en conclusiones muy diferentes a 
aquellas que se desprenden del análisis convencional. 


1. La idea de intensificar el extractivismo para salir del extractivismo nos 
recuerda aquella reflexión del homos sovieticus, quien frente a la 
avasalladora propaganda oficial de lucha por la paz en las postrimerías 
del sistema socialista decía: “Nosotros lucharemos por la paz, si es 
necesario, hasta que no quede piedra sobre piedra”. « 


El elusivo deterioro de los términos de 
intercambio 


En la literatura sobre la economía del desarrollo, uno de los 
temas controversiales ha sido, y en cierta medida continúa 
siéndolo, la cuestión sobre el deterioro de los términos de 
intercambio entre los países del Sur, exportadores de materias 
primas, y los países del Norte, exportadores de productos 
manufacturados!!!, En el año 1950, de manera paralela, R. 
Prebisch (1950) y H. Singer (1950) plantearon la tesis según la 
cual los términos netos de intercambio entre productos 
primarios y los productos manufacturados han estado sujetos a 
una tendencia que favorecía netamente a los segundos. En 
sentido estricto, no se trataba de una hipótesis, sino más bien 
de una visión común respecto a un supuesto deterioro en el 
largo plazo de los términos de intercambio Norte-Sur (Hallam, 
2018). Sostenían estos autores que la especialización en 
productos primarios, combinada con un crecimiento 
relativamente débil del progreso técnico en el sector primario 
de la economía y con una tendencia adversa en los términos de 
intercambio, ha sido la causa del retraso de las economías de 
América Latina respecto al mundo industrializado. 

Ya desde un inicio, la tesis Prebisch-Singer despertó 
controversias respecto a las premisas analíticas en las que se 
fundamentaba y, posteriormente, sobre la base empírica de la 
argumentación. La tesis de estos autores pudo haber tenido 


validez para el contexto y las circunstancias en las que fue 
formulada; sin embargo, su permanencia como una tendencia 
universal ha sido puesta en serio cuestionamiento. Sin lugar a 
dudas, el fenómeno del deterioro de los términos de 
intercambio tuvo lugar y aún es visible para ciertos casos y 
productos específicos, pero no puede generalizarse y, más aún, 
servir como evidencia para plantear modelos alternativos de 
desarrollo alejados de la explotación de los recursos naturales, 
en particular de los recursos energético-mineros. Un reexamen 
de los supuestos y contenido de la tesis sobre el deterioro de los 
términos de intercambio se revela oportuno. 


La tesis Prebisch-Singer, en duda 

Empecemos por señalar las controversias sobre el marco 
analítico-conceptual que sustenta la tesis de Prebisch-Singer. En 
primer lugar, el planteamiento de estos dos autores contradecía 
una larga tradición de la economía política según la cual son 
los términos de intercambio de los productos de la manufactura 
relativos a la agricultura los que debían mostrar una tendencia 
decreciente. Keynes sostenía que “la ventaja comparativa en el 
comercio internacional actúa de forma pronunciada contra los 
países industrializados debido a una persistente tendencia de 
una unidad dada de producto manufacturado de comprar cada 
año una cantidad cada vez menor de un producto primario”!?!, 
La lógica tras esta clásica hipótesis se sustentaba en la 
interacción de las leyes de los retornos económicos que, en 
estos dos casos, operaban en sentidos opuestos: la ley de los 
retornos decrecientes en la producción primaria debido al 
crecimiento demográfico y la explotación cada vez menos 
productiva de los recursos naturales debía resultar en un 
aumento gradual de los precios de estos productos, mientras 
que la ley de los retornos crecientes en la manufactura, debido 
al progreso técnico, empujaba los precios en sentido contrario 
(Sarkar, 2001; Toye y Toye, 2003). De acuerdo a esta 


argumentación, los países productores de materias primas no 
necesitaban industrializarse para beneficiarse de los avances 
del progreso técnico de la manufactura: el libre juego de las 
fuerzas internacionales del mercado se encargaría de distribuir 
las ganancias a través de los términos favorables de 
intercambio. Los planteamientos de Prebisch y Singer suponían 
un cuestionamiento frontal a esta visión del desarrollo. 

Sobre la base de estadísticas de comercio exterior de Gran 
Bretaña para el período 1876-1947, Prebisch dedujo la 
existencia de una aguda caída en los términos de intercambio 
para los exportadores de materias primas a partir de los años 
20, con una ligera recuperación a finales de los años 30. A 
pesar de esta leve inflexión de la tendencia, este autor asumió 
que los términos de intercambio continuarían su tendencia de 
deterioro y que los países exportadores de materias primas, 
debido a su especialización alrededor de ventajas comparativas 
estáticas, no podrían esperar los beneficios del progreso técnico 
que ha enriquecido a los países industrializados. Esto llevó a 
Prebisch a un cuestionamiento de la tesis del comercio 
sustentado en las ventajas comparativas y a avocar por la 
intervención del Estado para promover la industrialización de 
los países latinoamericanos. 

Sostenía este autor que, mediante medidas proteccionistas 
y no proteccionistas, los países debían desincentivar el 
comercio internacional y no centrarse en la explotación de sus 
ventajas comparativas en los recursos naturales como lo 
prescriben las teorías tradicionales de libre comercio. Añadía 
que la industrialización no debía verse como un fin en sí 
mismo, sino como el principal mecanismo del que disponen los 
países para participar de los beneficios de la innovación 
tecnológica y progresivamente elevar el estándar de vida de sus 
poblaciones (Prebisch, 1950). Prebisch descartaba el avance 
tecnológico en la producción primaria como una alternativa a 
la industrialización debido a la inelasticidad de la demanda de 


sus exportaciones. Nace así la escuela estructuralista sobre la 
teoría del desarrollo y la tesis de una estrategia de desarrollo 
sustentada en la sustitución de importaciones, estrategia 
adoptada por la mayoría de los países latinoamericanos a partir 
de la década de los cincuenta y revertida luego a partir de los 
años ochenta |, 

En síntesis, la tesis Prebisch-Singer se sustenta en una 
generalización de tres hipótesis: primero, que los países 
desarrollados estaban altamente especializados en la 
producción y exportación de mercancías manufacturadas; 
segundo, que el progreso técnico estaba concentrado 
principalmente en la industria; y tercero, que los precios 
relativos de las mercancías primarias en términos de los 
productos manufacturados han estado deteriorándose desde 
finales del siglo XIX. La conjunción de estos factores condujo a 
estos autores a postular la tesis según la cual, debido a su 
especialización en materias primas, los países en desarrollo han 
obtenido escaso beneficio del progreso tecnológico industrial, 
ya sea directamente a través de una más alta productividad o, 
indirectamente, a través de un mejoramiento de los términos de 
intercambio. Sin embargo, estas hipótesis han sido seriamente 
cuestionadas. 

En efecto, la primera hipótesis asume como equivalentes 
los términos de intercambio y los precios relativos de los 
productos primarios, lo cual es inexacto (Cuddington y Urzúa, 
1989). Al asumir que los países en desarrollo estaban 
especializados en mercancías primarias mientras que los países 
industrializados lo estaban en manufacturas, se daba por 
sentado que las exportaciones de estos grupos de países estaban 
limitadas a estos dos tipos de mercancías, respectivamente. Por 
supuesto que los países en desarrollo no  exportaban 
únicamente productos primarios ni los países industrializados 
exportaban únicamente manufacturas; por lo tanto, los precios 
relativos de las mercancías primarias son diferentes de los 


términos de intercambio!”.. 

La segunda hipótesis, la débil incorporación del progreso 
técnico en los sectores primarios de la economía (en 
comparación con la acelerada tendencia en el sector 
manufactura), quizá pudo haber tenido una validez relativa 
para el contexto y las circunstancias en la que fue formulada; 
sin embargo, la experiencia ha demostrado que esta hipótesis 
no se puede generalizar. La tercera hipótesis, el deterioro de los 
precios relativos de los productos primarios respecto a los 
precios de los productos manufacturados, tiene que ver con las 
asimetrías en las estructuras de la fuerza de trabajo en los 
países en desarrollo (“la periferia”) y los países industrializados 
(“el centro”) (Ocampo J., 2017; Cuddington y Urzúa, 1989). 
Estas desigualdades se manifiestan en el hecho de que los 
salarios en el “centro” tienden a aumentar en la fase ascendente 
de los ciclos económicos y, por varias razones, se mantienen 
estables en la fase descendente, lo que determina un aumento 
del costo de las manufacturas. En los países en desarrollo, 
debido a la debilidad de las organizaciones sociales, los 
aumentos salariales son menores y tienden a disminuir en 
períodos de recesión, provocando una declinación continua en 
el costo de las mercancías primarias. Por consiguiente, el costo 
de los productos primarios aumenta en una menor proporción 
que el costo de las manufacturas durante las fases ascendentes 
y Caen en una proporción mayor en los períodos de recesión, 
creando un deterioro en el costo relativo de los bienes 
primarios. 

Esta última hipótesis se enfoca en el problema del 
deterioro de los precios desde el punto de vista de la demanda. 
Al respecto, cabe señalar que los mercados se caracterizan por 
una competencia imperfecta, y la disminución de los precios 
(debido al avance tecnológico) puede ser evitada básicamente 
por el poder de monopolio, mientras que la competencia entre 
los productores de materias primas tiende a reducir los precios 


de sus productos. Además, la tesis Prebisch-Singer asume que la 
demanda mundial de productos primarios es inelástica respecto 
al ingreso; es decir, por cada unidad de incremento en el 
ingreso, la demanda de materias primas aumenta en una 
proporción menor (se trataba de una extensión de la ley de 
Engel, según la cual los hogares dedican una menor fracción de 
su ingreso al gasto en alimentos y otras necesidades básicas a 
medida que su ingreso aumenta) (Peet y Hartwick, 2009). De 
todas maneras, estas hipótesis, aunque no del todo inexactas, 
no explican satisfactoriamente la tendencia de un deterioro 
ineludible de los términos de intercambio. 


Las evidencias estadísticas en cuestionamiento 
Un reexamen de las evidencias estadísticas de soporte ha 
llevado a cuestionar la validez empírica de la tesis sobre el 
deterioro histórico de los términos de intercambio. Empezamos 
señalando dos objeciones: la primera tiene que ver con la 
relevancia y validez de las estadísticas históricas utilizadas por 
Prebisch y Singer. Numerosos autores sostienen que las series 
históricas sobre el comercio de Gran Bretaña no pueden ser 
tomadas como evidencia empírica de un deterioro de los 
términos de intercambio!”!. La segunda, como lo señalan 
diversos estudios, muestra que tendencias diferentes pueden ser 
observadas dependiendo del período de tiempo analizado. Así, 
durante el período 1871-1938, es posible detectar una 
tendencia de deterioro de los términos de intercambio; sin 
embargo, cuando las observaciones se extienden hasta los años 
setenta, la tendencia se revela estadísticamente insignificante, 
lo que muestra que los parámetros del modelo simple de 
tendencia no permanecen constantes (Cuddington, Ludema y 
Jayasuriya, 2007; Hallam, 2018; Frankel, 2010)!*!, 

Las tempranas controversias alrededor de la tesis Prebisch- 
Singer quedaron temporalmente resueltas con el estudio seminal 
de Grilli y Yang (1988). Sobre la base de un índice de precios 


para una canasta de 24 productos primarios para el período 
1900-1986, estos autores detectaron una tendencia acumulativa 
decreciente del 40 por ciento de los precios de las materias 
primas (excluido el petróleo) en relación con el precio de 
exportación de productos manufacturados de los países 
industrializados (Gráfico 1.1). Esta constatación llevó a estos 
autores a concluir que la tesis Prebisch-Singer se confirma. Sin 
embargo, los resultados de un número significativo de análisis 
permiten llegar a conclusiones diferentes dependiendo de las 
técnicas econométricas utilizadas, la especificación de los 
modelos, el período de tiempo analizado, las ponderaciones en 
la deflación de los precios y los niveles de agregación (Colman, 
2010; Frankel, 2010). 


Gráfico 1.1. Tendencia de los términos de intercambio de los países en desarrollo 
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Empezando por mostrar las claras diferencias entre el 
comportamiento de los índices de precios de una canasta de 
productos y los precios de los productos individuales, 
Cuddington (2007), mediante la aplicación de avanzadas 
técnicas econométricas, demuestra el carácter sesgado de las 
regresiones del modelo de Grilles y Yang y, por lo tanto, 
concluye que no existe una evidencia confiable de la existencia 
de una tendencia decreciente de largo plazo de los términos de 
intercambio de las materias primas. Más aún, este autor prueba 


la idoneidad de la tendencia u otras formas estacionarias para 
cada una de las 26 materias primas del modelo de Grilli y Yang 
y comprueba que cada forma resulta apropiada únicamente 
para 13 de las 26 series. Para las series que revelaban un 
comportamiento estacionario, solamente cinco mostraron una 
tendencia negativa, cuatro tenían una tendencia positiva y los 
cuatro restantes no mostraban ninguna tendencia. Esta 
constatación lleva a la conclusión de que, a pesar de cincuenta 
años de comprobaciones empíricas sobre la tesis de Prebisch- 
Singer, “una tendencia negativa a largo plazo de los precios de 
las materias primas continúa siendo, en el mejor de los casos, 
elusiva” (Cuddington, Ludema y Jayasuriya, 2007). 

Una conclusión similar ha sido corroborada por un 
importante número de estudios (Hallam, 2018; Cuddington y 
Urzúa, 1989) que muestran una alta sensibilidad de las 
tendencias de los términos de intercambio (i) al período de 
tiempo analizado; (ii) a la incorporación o no de saltos 
estructurales observados en las series temporales, (iii) a la 
especificación del modelo estadístico, (iv) al estudio agregado 
de índices de precios o al examen de materias primas 
individuales. Los avances en las técnicas econométricas 
utilizadas aumentan aún más el escepticismo antes que la 
confirmación de la idea de un deterioro gradual de los términos 
de intercambio. Por último, “la inherente volatilidad de los 
precios de las materias primas hace muy difícil detectar la 
existencia de tendencias” (Hallam, 2018, pág. 11). 

Como lo señala Frankel (2010), los estudios realizados 
luego del incremento de los precios de los recursos naturales en 
la década de los 70 encuentran una tendencia hacia arriba; sin 
embargo, aquellos elaborados luego de la década de los 80 
encuentran una tendencia contraria. Los análisis que 
incorporan información de los últimos años (especialmente 
hasta el 2010) encuentran nuevamente una tendencia a largo 
plazo positiva. Este fenómeno es menos inusual de lo que 


parece. Cuando un precio real experimenta ciclos de una 
década alrededor de una tendencia, las estimaciones de la 
tendencia son muy sensibles a la longitud precisa del período 
analizado (2010, pág. 8). Con argumentos a favor y en contra, 
la tendencia de los precios de los recursos parecería tratarse 
más de un problema de carácter empírico. Aunque los 
resultados dependen de mediciones específicas, según este 
autor, es posible generalizar algunas tendencias. Los términos 
de intercambio para los exportadores experimentaron una 
ligera tendencia al alza desde 1870 hasta la Primera Guerra 
Mundial, una tendencia hacia la baja en el intermedio entre las 
dos guerras; un crecimiento en la década de los setenta; 
decreciente en las décadas de los 80 y 90 y hacia arriba en la 
primera década de este siglo. ¿Cuál es la tendencia estadística 
en el largo plazo? Algunos autores advierten una ligera 
tendencia hacia arriba; otros, una ligera tendencia hacia la 
baja. La respuesta parece depender, más que ningún otro 
factor, del año final de la muestra que se analiza. 


Los superciclos de las materias primas 

Los efectos de la abundancia de recursos de ninguna manera se 
traducen en tendencias monótonas crecientes o decrecientes de 
la economía y el bienestar; estos tienen que ver más con la 
variación de los precios (Peretto, 2008). Pero, a pesar de la 
volatilidad del precio, es posible detectar patrones de 
comportamiento que, aun considerando saltos contingentes, se 
ven reflejados, en períodos relativamente cortos, en las 
oscilaciones de variables o indicadores económicos afectados 
por la inestabilidad de los ingresos de exportación. Esto no 
significa que los impactos se presentan de manera uniforme, 
como una constante determinística o aleatoria, sino que existe 
un significativo margen de maniobra por parte de los gobiernos 
para modular o atenuar los efectos de las oscilaciones y ciclos 
(Erten y Ocampo, 2012). 


En el quinquenio 2003-2008, los precios de la energía y los 
minerales se duplicaron debido, entre otros, al acelerado 
crecimiento económico de la China, la India y otras economías 
emergentes, sin desconocer que factores ligados a la oferta 
(agotamiento de reservas y falta de inversión en nuevas 
capacidades) tuvieron también una influencia importante. En 
círculos financieros y económicos, este aumento de los precios 
se ha considerado como la señal de que los precios de las 
materias primas entraron en un nuevo superciclo. Este término 
fue acuñado por A. Heap (2005) para definir “una tendencia 
prolongada (una década o más) en el alza de los precios reales 
de las materias primas impulsados por la industrialización y 
urbanización de una economía o grupo de economías de peso 
significativo a escala mundial”. El tema de los superciclos de 
los precios de las materias primas ha concitado una creciente 
atención en los últimos años y provee una interpretación 
alternativa a la tesis de Prebisch-Singer al mostrar que la 
tendencia de deterioro de los precios de las materias primas 
respecto a los productos manufacturados no es un efecto 
persistente inevitable, sino una dinámica cambiante que 
depende de las tendencias de la demanda global y de los 
efectos de la innovación tecnológica (Ocampo J., 2017; Erten y 
Ocampo, 2012). 

Utilizando las técnicas de la teoría del análisis espectral!”?, 
Erten y Ocampo (2012) identifican tres cíclicos de diferente 
periodicidad o frecuencias en la trayectoria de los precios de 
las materias primas (excluido el petróleo) a partir de 1890 
(Gráfico 1.2). 


Gráfico 1.2. Tendencias y superciclos de los precios de las materias primas 
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Fuente: Erten y Ocampo (2012). 


Según Erten y Ocampo, el primer ciclo empieza a finales 
del siglo XIX, alcanza su mayor amplitud alrededor de la 
Primera Guerra Mundial y termina en la década de los años 
treinta, registrando altos y bajos pronunciados a lo largo de 
este período. El segundo superciclo despega en la década de los 
treinta, alcanza el tope en el período de reconstrucción de 
posguerra y se desvanece en la década de los sesenta. La 
década de los años setenta muestra el inicio de un tercer ciclo 
que termina a finales de los noventa. Este ciclo muestra una 
débil fase de despegue seguida de una pronunciada fase 
descendente. Todo parece indicar que, con la escalada de los 
precios de las materias primas a inicios del presente siglo 
(aumento inducido por los acelerados procesos de 
industrialización y urbanización, de la China en particular), los 
precios de las materias primas habrían entrado en la dinámica 
de un nuevo ciclo cuya fase descendente podría haber 
empezado en el año 2013. Uno de los hallazgos importantes en 
el estudio de los superciclos consiste en la constatación de que 
la media de cada ciclo muestra una tendencia decreciente, 
observación que sugeriría un deterioro de los precios dentro del 
período de estudio. Sin embargo, el comportamiento de los 
precios de los minerales (y por supuesto del petróleo) escapan a 
esta regla en el actual ciclo, en el que la media es superior a las 
precedentes (Erten y Ocampo, 2012, pág. 23). Así, según 
Ocampo (2017), en términos de los patrones de comercio, los 


países de América Latina exportadores de petróleo y minerales 
se beneficiaron de un mejoramiento significativo de los 
términos de comercio que, en el caso del Ecuador, representó 
una ganancia del cincuenta por ciento en los términos de 
intercambio (pág. 63). 

El análisis de los superciclos es un tema de relevancia para 
países exportadores de energía y minerales por la sencilla razón 
de que la tendencia de los precios de estos bienes ha sido y es 
considerada un elemento fundamental de política y 
gobernanza. Aun aceptando una tendencia decreciente de los 
precios, esta no se presenta de manera uniforme, sino que 
permite analizar cambios graduales bajo una perspectiva de 
largo plazo. Por ejemplo, si definimos un índice de 
dependencia de la economía ecuatoriana respecto a las 
exportaciones de petróleo como el promedio de los porcentajes 
de las contribuciones de la exportación de petróleo al PIB y al 
total de las exportaciones, el comportamiento de este 
indicador, representado como un diagrama de fases!*! (Gráfico 
1.3), permite visualizar tres ciclos o atractores alrededor de los 
cuales la economía parece haber oscilado desde inicios de la 
explotación de petróleo en el año 1972. 


Gráfico 1.3. Ciclos de dependencia petrolera en el Ecuador 
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En el gráfico se puede identificar un ciclo de crisis 
intermitentes reflejadas por una incidencia relativamente 
menor de las exportaciones petroleras en la economía (A); un 
ciclo caracterizado por una dependencia relativamente elevada 
de la renta petrolera (B); y ciclos excepcionales de un boom de 
los precios de las materias primas como el experimentado en el 
período 2005-2013 (C). Ocampo (2017) señala que el impacto 
del salto de los precios de las materias primas fue 
extraordinario para las economías de los países de América del 
Sur al aumentar el índice promedio (simple) de los términos de 
intercambio cerca del 65% entre 2002 y 2012, con efectos 
políticos y sociales más allá de la esfera puramente económica. 

Existen otros argumentos persuasivos para esperar, en el 
mediano y largo plazo, un aumento sostenido de los precios de 
los recursos mineros y energéticos (recursos no renovables) por 
lo menos en línea o con una tendencia superior a las tendencias 
de los productos manufacturados. La teoría de Hotelling 
sostiene que, en el largo plazo, la renta marginal de la 
explotación de los recursos no renovables (promediando las 


fluctuaciones inesperadas de corto plazo) debe aumentar a una 
tasa igual a la tasa de interés del mercado (De La Granville, 
1977). En línea con este razonamiento, la hipótesis de un 
aumento sostenido de los precios a medida del agotamiento de 
un stock finito de recursos naturales se refuerza por las 
conclusiones de King Hubbert sobre el peak oil, en particular en 
el caso de los Estados Unidos (este autor predijo que las tasas 
de extracción de petróleo en los Estados Unidos alcanzarían un 
nivel máximo en 1960 y luego empezarían a declinar). Muchos 
autores han extrapolado los modelos e ideas de Hubbert y 
esperan que la extracción a nivel mundial seguirá el mismo 
patrón. El reporte del Club de Roma, Límites del Crecimiento 
(Meadows y Randers, 2005), con su tesis de la eminente 
escasez de los recursos naturales y el aumento consiguiente de 
sus precios, implícitamente asume una mejora de los términos 
de intercambio para los países exportadores de minerales y 
energía. El aumento de los precios durante 2000-2008 ha sido 
visto como una evidente señal en esa dirección (Frankel, 2010, 
pág. 7). En conclusión, los límites de la disponibilidad de 
recursos naturales van a convertirse en una fuerza clave para 
moldear los mercados y las tecnologías relacionadas con la 
energía, los materiales, el agua y los alimentos. Esto lleva a 
pensar que la escasez tenderá a elevar los precios de los 
productos naturales, convirtiendo su posesión en una ventaja 
aún mayor. 


Los recursos naturales: una ventana de oportunidad 

El desafío que enfrentan las economías extractivas va más allá 
de la simple extracción de la renta a partir de la explotación de 
un recurso natural. El problema consiste en concebir maneras 
en las que alrededor de actividades extractivas pueda 
articularse un modelo de crecimiento sin destruir los entornos 
humanos y naturales. Ya Prebisch argumentaba que el 
deterioro de los términos de intercambio tiene que ver más con 


las características de las economías de los países en desarrollo 
que con los productos que ellos exportan y son esos problemas 
estructurales los que requieren atención antes que la selección 
de productos (Hallam, 2018). Más aún, el deterioro neto de los 
términos de intercambio no necesariamente es perjudicial si la 
caída gradual del precio de un producto es acompañada de un 
aumento de productividad. Sin embargo, la tesis de superar el 
subdesarrollo a través de una salida del extractivismo pretende 
dar la espalda a una de las mayores ventajas que disponen los 
países: los recursos naturales. Esta actitud es largamente 
motivada por los prejuicios acerca de una supuesta 
superioridad de la manufactura en relación con las industrias 
basadas en la explotación y procesamiento de los recursos 
naturales (Ferranti, Perry, Lederman y Maloney, 2002). 

Sin embargo, quienes abogan por la solución de superar el 
extractivismo ignoran que no únicamente los productos básicos 
pueden experimentar un deterioro relativo de los precios. La 
dinámica de los precios de los productos manufacturados 
experimenta también tendencias cíclicas determinadas en 
última instancia por los procesos de innovación tecnológica. C. 
Pérez (2004) nos recuerda que las revoluciones y cambios de 
paradigmas tecnológicos siguen más o menos el tipo de “curva 
epidémica” característica de cualquier innovación. Así, una 
primera fase empieza con un período de un crecimiento 
explosivo y rápida innovación en las industrias recién creadas 
alrededor de un nuevo paradigma tecnológico. Sigue un ciclo 
de rápida difusión, con el florecimiento de nuevas industrias y 
sistemas tecnológicos con enormes inversiones y 
agrandamiento de los mercados, y este rápido crecimiento 
continúa con una fase de despliegue total del paradigma 
tecnológico a lo largo y ancho de toda la estructura productiva. 
Finalmente, llega una etapa de madurez, fase en la cual la 
revolución tecnológica empieza a encontrar límites. Se siguen 
introduciendo nuevos productos, creando nuevas industrias, 


con ciclos de vida cada vez más cortos, pero cada vez menos 
numerosas y de menor importancia. Una gama de productos 
manufacturados comienza a enfrentar la saturación del 
mercado y retornos decrecientes a la inversión. La 
productividad, el crecimiento y los beneficios se ven seriamente 
amenazados. Una de las salidas para atenuar la pérdida de 
rentabilidad ha sido la migración de estas industrias a los 
países en desarrollo aprovechando sus ventajas comparativas: 
mano de obra barata y acceso directo a los recursos naturales y 
a los mercados de esos países. 

En estas circunstancias, “la noción de producto básico 
(commodity) se aplica ahora a muchos productos 
manufacturados, desde los teléfonos celulares y las 
computadoras de mesa hasta las franelas y los refrigeradores” 
(Pérez, 2010, pág. 132). El margen de beneficio de muchos 
commodities industriales es muy exiguo y la producción con 
“ventajas comparativas” (precarización de la mano de obra y 
flexibilización de estándares ambientales, en particular) es 
absolutamente indispensable para alcanzar el éxito. Entonces, 
la idea convencional de deterioro de los términos de 
intercambio entre productos básicos y productos 
manufacturados pierde significado. Por el contrario, se abre 
una “ventana de oportunidad” para los países productores de 
materias primas que pueden, en las condiciones actuales y 
posiblemente por unos cuantos años, convertir sus recursos en 
una plataforma para el desarrollo no ya de la manufactura 
convencional, sino de “industrias de procesos” desencadenantes 
de un círculo virtuoso de desarrollo!?!. No se trata, entonces, 
de aquella “ilusión desarrollista” (Arrighi, 1990; Zapata y 
Benzi, 2021) según la cual los países de la “periferia” pueden 
alcanzar los estándares de riqueza y consumo de los países 
avanzados únicamente sobre la base del desarrollo de la 
manufactura O  industrialización convencional de sus 
economías. El desafío consiste en aprovechar las “ventanas de 


oportunidad” que ofrece un nuevo paradigma tecnológico para 
asegurar las necesidades básicas y alcanzar niveles de bienestar 
para toda la población. 

Muchos mercados de materias primas tienen espacios 
superiores cuyas calidades especiales les confieren un valor 
adicional en el mercado, llegando en algunos casos a 
convertirse en semimonopolios de precios elevados y 
relativamente estables. La estrategia para aprovechar esta 
oportunidad implicaría el escalamiento tecnológico constante 
de las actividades basadas en recursos naturales y la mejora 
gradual del perfil de las exportaciones mediante innovaciones 
continuas en productos, procesos y actividades auxiliares, sobre 
todo con la visión de crear nichos de alto valor diferenciados 
de los tradicionales mercados de productos básicos. En este 
caso, el problema tradicional de la monoexportación de 
materias primas podría transformarse en un futuro exitoso de 
tecnologías complejas, variado perfil exportador y elevado 
crecimiento si se aprovecharan de manera inteligente las 
ventajas de poseer recursos naturales. J. Ramos (1998, pág. 
106) expresa este desafío en los siguientes términos: 


El desarrollo rápido de América Latina, una región rica en 
recursos naturales, dependerá de la velocidad a la que la región 
aprenda a procesar sus recursos naturales y desarrollar las 
actividades necesarias para proveer insumos y equipos para ello. 
Este será un tipo de desarrollo, no basado tanto en la extracción 
de recursos naturales, como lo es en la actualidad, si no en el uso 
de estos recursos y las actividades que naturalmente tienden a 
crecer alrededor de ellas. 


C. Pérez es más enfática al insistir en 


... la necesidad de no desperdiciar la ventana de oportunidad 
existente en la actualidad que es particularmente adecuada para 


la dotación en recursos naturales y la experiencia histórica en 
América Latina. Esta ventana consiste en el aprovechamiento de 
la hipersegmentación de los mercados, las actividades y 
tecnologías típica del paradigma de las TIC y su aplicación más 
profunda en las industrias de procesos basadas en recursos 
naturales (2010, pág. 143). 


De todas maneras, si algo está claro es que, si el aumento 
del ingreso por exportaciones de recursos naturales termina por 
convertirse en una fuente de crecimiento superficial y de 
incremento de las importaciones para el consumo, se habrá 
malgastado una oportunidad muy valiosa (Pérez, 2010, pág. 
141). Lamentablemente, debemos reconocer que este fue el 
caso del Ecuador a lo largo de los años 2006-2015 y, por 
consiguiente, resulta sumamente sesgado atribuir a un supuesto 
deterioro de los términos de intercambio una de las causas de 
un desarrollo atrofiado incapaz de aprovechar una coyuntura 
única que se presentó. 

R. Thorp (1998) es enfática al respecto y plantea con 
claridad el dilema que tiene que enfrentar América Latina: 


La década de los noventa vio el retorno de América Latina al 
papel de exportador de materias primas. Todas las señales 
muestran que en el nuevo siglo la economía mundial empujará a 
América Latina aún más fuerte en esta dirección, especialmente 
en los campos del petróleo y la minería. Nos corresponde mirar 
fríamente la economía política y las dimensiones sociales de este 
modelo, con la mitad de la mirada puesta en el pasado. Debemos 
estar alertas sobre lo que es necesario cambiar si deseamos un 
crecimiento sustentado en los recursos primarios compatible con 
un crecimiento económico y social de largo plazo. 


Recursos naturales e intercambio desigual 
Cerramos esta breve discusión sobre el deterioro de los 
términos de intercambio en el comercio materias primas- 


manufactura con una reflexión más amplia sobre el significado 
del intercambio desigual en el contexto de la división 
internacional del trabajo. Las ideas resumidas a continuación 
abren nuevas perspectivas para entender el fenómeno 
extractivista, resituarlo en un contexto más englobante y 
visualizar los posibles cursos de acción alternativos en los 
procesos de desarrollo. 

En un trabajo seminal, The Developmentalist Illusion: A 
Reconceptualization of the Semipheriphery, G. Arrighi (1990) nos 
recuerda que la mayoría de los estudios sobre el desarrollo 
asumen una estructura núcleo-periferia consistente en redes de 
intercambio desigual a través de las cuales algunos países 
(identificados como industrializados) se apropian de una 
fracción desproporcionada de los beneficios de la división 
internacional del trabajo, mientras que otros cosechan 
únicamente los beneficios necesarios para mantenerse en una 
relación de intercambio desigual. Los primeros constituyen el 
núcleo de la economía capitalista mundial y los segundos 
constituyen su periferia. Los Estados semiperiféricos (referidos 
a menudo como semiindustrializados) son aquellos que ocupan 
una posición intermedia en la red de intercambios desiguales: 
en los intercambios con los países del núcleo, ellos cosechan 
beneficios marginales, pero cosechan la mayor parte de los 
beneficios netos cuando intercambian con los países periféricos. 

Sostiene acertadamente Arrighi que esta conceptualización 
se basa en un número de hipótesis altamente cuestionables. En 
primer lugar, el intercambio desigual no es el único 
mecanismo, menos aún el más importante, en el proceso de 
polarización núcleo-periferia. Por lo menos de igual 
importancia han sido dos otros mecanismos que este autor los 
denomina “transferencias unilaterales de trabajo y de capital”. 
Estas transferencias unilaterales no presuponen la existencia de 
relaciones de intercambio o de una red de intercambios y, por 
consiguiente, las transferencias unilaterales entre Estados o 


territorios son compatibles con la ausencia de intercambios 
desiguales. El intercambio desigual es entonces solamente uno 
de los varios mecanismos a través de los cuales la estructura 
núcleo-periferia ha sido creada, reproducida y profundizada. 

En segundo término, los efectos del intercambio desigual 
en la estructura núcleo-periferia de la economía-mundo son 
mucho más contradictorios de lo que normalmente se supone. 
Un país que vende commodities con un trabajo incorporado 
altamente remunerado a cambio de commodities que incorporan 
un trabajo remunerado con bajos salarios puede hacerlo en la 
medida que la relación producción-consumo entre las 
commodities sea una relación de complementariedad y no de 
competencia. Si por alguna razón la complementariedad se 
debilita y la competencia aumenta, el intercambio desigual en 
este sentido se convierte en el arma del país “explotado”, que 
gana riqueza, poder y bienestar posiblemente a expensas del 
país “explotador”. Este fue el caso de países como Japón, Corea 
del Sur y Taiwán, cuya movilidad hacia arriba fue posible 
gracias al intercambio inicial de mercancías con un 
pronunciado diferencial de salarios incorporados. Por 
consiguiente, el intercambio desigual puede actuar en ambas 
direcciones: hacia la polarización y hacia la despolarización y, 
por lo tanto, la hipótesis de una identidad fundamental entre 
las relaciones núcleo-periferia y las relaciones de intercambio 
desigual es injustificada. Sin embargo, aclara Arrighi, la 
experiencia histórica de los mencionados países no puede 
extrapolarse a todos los países periféricos o semiperiféricos. Las 
oportunidades para el avance económico que se presentan a los 
países no constituyen una igualdad de oportunidades para 
todos. En este sentido, el desarrollo se convierte en una ilusión, 
de ahí el concepto de “ilusión desarrollista” (Arrighi, 1990; 
Wallerstein, 1988)!10.. 

A las dos observaciones anteriores, añadimos una tercera 
que nos parece esencial cuando el intercambio desigual 


involucra los recursos extractivos mineros y energéticos: la tesis 
según la cual los marcados niveles de productividad en los 
diferentes modos (extractivo-productivo) de producción ha 
perpetuado el error de usar el trabajo como estándar de valor y 
como la base de comparación para el intercambio de todos los 
bienes, aun para los bienes que son extraídos relativamente con 
un mínimo de trabajo o cuando las relaciones sociales de 
producción no involucran salarios (Bunker, 1988; Coronil, 
2011). El problema consiste en que el valor fundamental de los 
recursos naturales extractivos está incrustado en los recursos 
mismos en lugar del trabajo incorporado en ellos. “Las 
cualidades especiales de los recursos naturales del tercer 
mundo, antes que la mano de obra barata, son las que en 
definitiva aseguran un papel en la división internacional del 
trabajo de esta región como un todo” (Coronil, 1997, pág. 29). 
Aunque este autor no especifica estas cualidades especiales, es 
el bajo contenido entrópico la característica esencial de los 
recursos mineros y energéticos y su fuente de valor. Bajo esta 
perspectiva, el “valor de la naturaleza” (baja entropía) 
incorporado en los recursos y las economías que dependen de 
la explotación de ese valor han sido sistemáticamente 
subvaluados, mientras que el trabajo humano, el consumo y la 
reproducción han sido correspondientemente sobrevaluados 
(Bunker, 1988, pág. 31). Al respecto, J. Moore (2015, pág. 52) 
va aún más allá al calificar de “ceguera de la teoría marxista 
del valor” el no reconocer el valor de dos tipos de trabajo 
incorporados en la producción: el trabajo no remunerado de la 
reproducción diaria e intergeneracional de la vida humana 
(llevado a cabo por las mujeres) y el trabajo (en forma del 
aporte de baja entropía) de la naturaleza. 

Sin embargo, sobre la base de la teoría clásica del valor- 
trabajo, numerosos investigadores han formulado varias 
hipótesis para explicar el subdesarrollo de la periferia en 
términos de la explotación del trabajo. Las teorías del 


intercambio desigual plantean que los bienes producidos en la 
periferia tienen un componente notablemente mayor de trabajo 
incorporado en ellos que los bienes obtenidos a cambio. Si a 
esto se suma la idea de que la naturaleza no tienen ningún rol 
en la creación de valor, se entiende que los teóricos ocupados 
en el análisis de los términos de intercambio ignoren el papel 
de los recursos naturales en la organización y reproducción de 
las sociedades periféricas!!!!, Así, los seguidores de la teoría 
del valor-trabajo tienden a enfocarse en la extracción del 
excedente e ignorar el papel de la naturaleza en la creación de 
valor. Ya Marx insistía en que la creación de riqueza no resulta 
solamente del valor creado socialmente sino también de la 
riqueza naturalmente disponible (Coronil, 31). Por 
consiguiente, la división internacional del trabajo no sería 
solamente una división social, sino también una división global 
de la naturaleza. Entonces, lo que puede llamarse “división 
internacional de la naturaleza” provee los fundamentos 
materiales para la división internacional del trabajo: ambas 
constituyen dos dimensiones de un proceso unitario. 

Bajo esta perspectiva, el problema con el uso del trabajo 
incorporado como estándar de valor en la determinación de un 
intercambio desigual ignora que el intercambio de 
desigualdades se produce por el hecho de que el valor de la 
naturaleza (baja entropía) es apropiado en una región y el 
valor del trabajo es incorporado en otra. Los efectos de la 
explotación del trabajo y de la explotación de los recursos 
naturales son dos fenómenos separados pero complementarios 
(Bunker, pág. 45). Esta separación permite distinguir múltiples 
desigualdades en el intercambio internacional. Una, 
ciertamente resulta del diferencial de salarios del trabajo; otra, 
sin embargo, se debe a la transferencia del valor natural de los 
recursos naturales desde la periferia hacia el centro; otra es la 
realización total del valor de los recursos y de su relación 
consumo-producción en el centro, en lugar de en la periferia, la 


fuente de las mercancías materiales; finalmente, el carácter no 
renovable de los recursos determina una intensificación de la 
desigualdad del intercambio por el agotamiento de los recursos 
y por la alteración de los flujos naturales de energía y 
materiales en la periferia misma. 

El análisis de los flujos energéticos entre regiones y de los 
diferentes usos de la energía en las diferentes formaciones 
sociales provee una explicación más completa del desarrollo 
desigual que las explicaciones sustentadas en los modelos 
económicos. Si la energía y materia necesariamente fluyen 
desde las economías extractivas a las productivas, se deduce 
que los procesos sociales y económicos se intensifican y se 
aceleran en las economías productivas y son más difusos y 
eventualmente se desaceleran en las economías extractivas. El 
flujo de recursos de baja entropía hacia las sociedades 
productivas permite un aumento de la sustitución de energía 
humana por energía no humana; permite el aumento de 
escalas, complejidad y coordinación de las actividades sociales; 
estimula el aumento de la división del trabajo y expande los 
campos especializados de información que esto implica!!?!, Por 
otro lado, el flujo de recursos de baja entropía desde las 
economías extractivas tiene como efecto una pérdida de 
energía e información y un aumento de entropía y, por lo 
tanto, estas economías se vuelven social y económicamente 
más simples, menos diversificadas y sujetas a cambios 
tecnológicamente determinados por los mercados de demanda 
que las sociedades productivas generan. En la medida que 
entendamos estos procesos podemos entender que mientras el 
flujo actual de mercancías entre las regiones puede ser 
explicado en términos de mercados y costos del trabajo, el 
consecuente desarrollo desigual de las diferentes regiones del 
mundo puede ser completamente entendido solamente 
considerando los efectos de flujos desiguales de energía y 
minerales tanto en los entornos físicos y sociales de diferentes 


formaciones sociales y en la subordinación progresiva de 
sociedades simplificadas y perdedoras de energía a sociedades 
cada vez más complejas y ganadoras de energía (47)!?!, 

La exposición anterior nos conduce a cuatro conclusiones: 


a. Los términos de un intercambio desigual no es el único 
mecanismo para explicar la brecha de desarrollo núcleo- 
periferia. Las transferencias unilaterales de trabajo y 
capital, que no necesariamente implican relaciones de 
intercambio, son quizá más importantes en la creación y 
reproducción de las estructuras núcleo-periferia. 

b. El intercambio desigual puede actuar en dos sentidos: ya 
sea hacia la polarización de las estructuras núcleo- 
periferia cuando las relaciones de intercambio se 
complementan o hacia la despolarización cuando estas 
relaciones entran en competencia. Sin embargo, este 
último proceso no puede generalizarse (la ilusión 
desarrollista) y, es más, sería una excepción. En lugar de 
competir, una estrategia consistiría en aprovechar las 
“ventanas de oportunidad” que ofrecen la explotación de 
los recursos naturales en nuevos contextos de innovación 
y desarrollo tecnológico. 

c. La teoría del valor-trabajo que explica un deterioro 
persistente de los términos de intercambio entre los 
países del núcleo y la periferia no se aplica por lo menos 
cuando el intercambio involucra los recursos minerales y 
energéticos. Estos bienes tienen un valor intrínseco (baja 
entropía) y por lo tanto es un error considerar el trabajo 
incorporado en la extracción de estos bienes como una 
métrica para evaluar el intercambio desigual. 

d. El flujo de materia y energía que se origina desde la 
periferia hacia el núcleo da lugar a un intercambio 
desigual por el hecho de que el valor de la naturaleza es 
apropiado en una región y el trabajo es incorporado en 


otra. En otras palabras, mientras en esta última los 
procesos de complejización social se intensifican, en las 
primeras tienden a simplificarse, haciéndolas más 
vulnerables y dependientes. 


Reiteramos el doble interés de estos temas: por una parte, 
proveen un conjunto de elementos para trascender los 
márgenes estrechos del debate a los que ha llevado una visión 
reduccionista y sesgada de las relaciones recursos naturales- 
desarrollo; por otra, una reflexión abierta y sustentada nos 
aleja de un dogmatismo y nos permite explorar y visualizar 
nuevos cursos de acción. 


1. Definimos aquí términos de intercambio como “el precio (valor unitario) de 
las exportaciones del Sur hacia el Norte como porcentaje del precio (valor 
unitario) de las exportaciones del Norte hacia el Sur” (Sarkar, 2001, pág. 
323). « 

2. Citado en Sarkar (2001, pág. 310). « 

3. Sostiene C. Pérez (2010): “El modelo de sustitución de importaciones fue 
una estrategia de suma positiva brillante y efectiva para los países en 
desarrollo empeñados en industrializarse, cuando las tecnologías de esta 
revolución [la era del automóvil, la producción en masa y la 
petroquímica] se acercaban a la madurez”. « 

4. La participación de los países en desarrollo en el total de exportaciones de 
productos primarios descendió del 40 por ciento en 1955 al 30 por ciento 
en 1983 (2007, pág. 107). « 

5. Cuddington et al. (2007, pág. 115) y las numerosas referencias citadas 
por estos autores señalan los siguientes problemas: i) los términos de 
intercambio de Gran Bretaña no eran representativos de los términos de 
intercambio de los países industrializados; ii) los países industrializados 
también eran exportadores de materias primas; por consiguiente, la 
relación inversa de sus términos de intercambio no es una medida 
apropiada de los precios relativos de las mercancías; iii) los costos de 
transporte fueron ignorados en el valor de las exportaciones británicas, no 
así en las importaciones, de tal manera que los costos decrecientes del 
transporte mejoraban los términos de intercambio para este país y 
sobreenfatizaban la caída de los precios de las materias primas; y iv) la 
introducción de nuevos productos manufacturados así como el 
mejoramiento de la calidad de los existentes presionaba el aumento del 
índice de precios de la manufactura, dando la impresión de un descenso 
de los precios relativos de las materias primas. « 

6. Diferentes enfoques estadísticos/econométricos han sido aplicados en el 
análisis y test de la tesis de Prebisch-Singer. El más simple de estos 
consiste en la regresión de una ecuación de tendencia determinística tipo 
Pt = a + 8t + et, donde p es el precio real de las materias primas, t es el 
tiempo y e es una perturbación aleatoria con media y varianza constantes 
y covarianza cero. El parámetro 8 define la tendencia. De acuerdo a la 
hipótesis de Prebisch- Singer, este parámetro debe ser negativo y 


10. 


11. 


12. 


13. 


estadísticamente significante. Si no es significativamente diferente de 
cero, no existe tendencia. Este fue el enfoque más utilizado hasta el 
advenimiento de métodos estadísticos más sofisticados a finales de los 
ochenta que han permitido la verificación de diferentes modalidades de 
tendencias. « 


.Se trata de un conjunto de técnicas que permiten identificar los 


componentes de periodicidad (si es que existen) en una serie estadística. 
Mediante la transformación de una serie [Yt] del dominio temporal al 
dominio de frecuencias [Yt = R cos (wt + T) + Et], el método posibilita 
descubrir períodos y frecuencias en el comportamiento de una serie de 
datos. « 


. Se trata de un diagrama de dispersión (diagrama de fases) en el plano XY 


en el que cada punto tiene por coordenadas (Yt, Yt-1). La representación 
de una serie de tiempo bajo esta forma tiene varias ventajas al mostrar la 
posible existencia de ciclos, el valor promedio alrededor del cual las series 
fluctúan (si existen fluctuaciones regulares razonables) y la magnitud de 
los ciclos alrededor de este punto de atracción (atractor) (Ormerod, 
1998). « 


. “El concepto “industria de fabricación” se usa para referirse a la 


manufactura de productos mediante el ensamblaje de partes diferentes 
(automóviles, equipos mecánicos, eléctricos y electrónicos, ropa y otros) 
generalmente en talleres y lineas de ensamblaje usando mano de obra. El 
concepto “industria de procesos” se refiere a la transformación directa de 
materias primas mediante métodos químicos, eléctricos, calor u otros 
(acero, papel, salsa de tomate, gasolina, plásticos), y servicios como las 
telecomunicaciones. La diferencia principal reside en que el proceso de 
producción tiene lugar “dentro” del sistema de equipamiento y el 
personal supervisa y apoya el proceso en lugar de ejecutarlo” (Pérez, 
2010). « 

Para una profundización sobre el tema, remitimos al lector a estos dos 
autores. « 

La economía neoclásica define el valor de los recursos naturales de la 
misma manera que ella define el valor de cualquier commodity: por la 
utilidad de los consumidores, utilidad medida a través de las preferencias 
de los consumidores en el mercado. « 

Una de las “leyes” más importantes que gobiernan los sistemas naturales 
es la segunda ley de la termodinámica o la ley de la entropía. De acuerdo 
a la ley de la entropía, cualquier sistema cerrado se mueve 
espontáneamente en la dirección de un desorden mayor. Pero este 
concepto no está limitado a un simple aumento de desorden, sino que 
describe la disminución de la energía útil disponible. En el universo, la 
cantidad de energía y materia son fijas y, por consiguiente, no pueden ser 
creadas ni destruidas (primera ley de la termodinámica). Sin embargo, la 
cantidad de energía útil, es decir, la energía que puede realizar un 
trabajo, se reduce cuando la materia y energía son utilizadas (segunda ley 
de la termodinámica). La entropía es el aumento de materia y energía 
inutilizables. De ahí que el concepto de entropía es cada vez más utilizado 
para el estudio de los problemas sociales y ecológicos que confronta el 
mundo en la actualidad. « 

Bajo este enfoque, el proceso de desarrollo puede verse como un proceso 
de aumento de complejidad de los sistemas sociales. Este tema es 
abordado en el trabajo de próxima publicación: Recursos naturales, 
entropía y desarrollo (A. Villavicencio). « 


La maldición de los recursos 


La paradoja de la “maldición de los recursos”, según la cual los 
países ricos en recursos naturales son propensos a un 
crecimiento menor en relación con países con escasos recursos, 
persiste en amplios sectores académicos y ambientalistas a 
pesar de contraargumentos y evidencias empíricas que la 
desmienten. “Esta paradoja se tornó en un sentido común en 
los estudios del desarrollo” (Peters, 2016, pág. 23). Según esta 
visión, parecería que los países dotados de recursos naturales 
estarían sometidos a una profecía casi religiosa: los países 
aquejados por el “pecado original” del legado de recursos 
estarían condenados a un pobre crecimiento (Wright y 
Czelusta, 2004, pág. 36) y, por consiguiente, las trayectorias de 
desarrollo estarían sometidas a una especie de fatalidad bajo la 
cual “tener más de algo bueno es malo” (Wick y Bulte, 2009). 
Hasta los años setenta, la tesis de la ventaja de los recursos 
naturales en el crecimiento económico fue parte del discurso 
convencional sobre el desarrollo. Prominentes economistas 
como Rostow!'! sostenían que la dotación de recursos naturales 
ayudaría a los países en desarrollo en su transición hacia la 
industrialización, facilitando el “despegue” de estos países 
como había ocurrido anteriormente con países como Australia, 
los Estados Unidos o el Reino Unido. No es sino a partir de los 
ochenta cuando emerge con fuerza en la literatura sobre el 
desarrollo la tesis sobre el efecto negativo de los recursos 
naturales en el desarrollo económico de los países. En un 


trabajo seminal, Nankani (1979) mostró que a lo largo del 
período 1960-1976 el crecimiento económico per cápita de los 
países exportadores de minerales había sido la mitad del 
crecimiento de países con niveles de desarrollo y economías 
similares, pero no exportadores de minerales. En la misma 
tónica, otro estudio del Banco Mundial (Wheeler, 1984) 
concluyó que durante el período 1971-1983, un período de 
aumento acelerado de los precios de los recursos naturales, los 
países de África exportadores de petróleo y minerales tuvieron 
un desempeño económico inferior al resto de países africanos. 

Asimismo, los influyentes análisis de Gelb (1988) y Auty 
(1993) llamaron la atención sobre la paradoja del pobre 
desempeño económico de países dotados de abundantes 
recursos minerales en relación con países desprovistos de estos 
recursos. Sin embargo, la contribución más influyente para el 
afianzamiento de esta tesis, sobre todo en la esfera académica, 
correspondió a los trabajos de Sachs y Warner (1997; 2001), 
cuya sorprendente difusión y escaso cuestionamiento han 
contribuido a aceptar, casi como un dogma, la tesis del efecto 
pernicioso de la abundancia de recursos mineros y energéticos 
sobre las trayectorias de desarrollo de los países en los cuales 
las exportaciones de estos recursos tienen un peso significativo 
en sus economías. 


Recursos naturales y crecimiento económico 

A partir de las observaciones del desempeño económico de una 
muestra de 95 países en desarrollo a lo largo del período 
1970-1990, Sachs y Warner estimaron mediante una regresión 
multivariante la relación entre el crecimiento económico y la 
abundancia de recursos naturales, adoptando como indicador 
de esta última variable la contribución, en porcentaje, de las 
exportaciones de recursos primarios al producto bruto!?!. A 
partir de un análisis econométrico, toda la discusión sobre la 
evidencia de la maldición de los recursos gira en torno al signo 


del coeficiente a1 (ver nota 21), que afecta la variable sobre la 
abundancia de recursos. Si este coeficiente es positivo, la 
abundancia de recursos afecta positivamente el crecimiento 
económico; si es negativo, la tesis de la maldición se cumple, y 
si es cercano a cero, la influencia de la explotación de recursos 
sobre la economía es insignificante. 

Sachs y Warner (1997) encontraron un valor significante y 
negativo para este coeficiente. Esta constatación llevó a estos 
autores a concluir que, en promedio, los países con abundantes 
recursos naturales han experimentado un crecimiento menor 
que el resto de los países y, por consiguiente, que la existencia 
de una correlación inversa entre el grado de dependencia de 
recursos naturales y crecimiento económico se revela como un 
hecho razonablemente “sólido y robusto” en el sentido de que 
si se incorpora un número de variables adicionales, la variable 
intensidad de recursos sigue siendo significante (1997, pág. 
26). Los autores mencionados no prescriben recomendaciones 
específicas para los países exportadores de recursos, pero el 
mensaje es implícito: los países en desarrollo estarían en una 
mejor situación si dejaran “sus recursos naturales no 
descubiertos o inexplotados. 

De acuerdo a los resultados del análisis en cuestión, y 
como lo constatan Manzano y Rigobón (2007, pág. 41), la 
regresión estadística (ver nota 21) señala que un aumento del 
índice de abundancia (SXP) en una desviación estándar 
repercute en una reducción del uno por ciento en la tasa de 
crecimiento económico. En otras palabras, un aumento en la 
exportación de recursos primarios equivalente al 1 por ciento 
del producto nacional reduce la tasa de crecimiento entre el 
0,07 por ciento y el 0,10 por ciento. Esto implica, en el caso del 
Ecuador por ejemplo, que la explotación de petróleo a partir de 
1972 habría ocasionado un crecimiento anual entre 0,48 por 
ciento y 0,81 por ciento menor respecto a una economía con 
similares ingresos, tasas de inversión y niveles de apertura 


económica, pero sin exportaciones de petróleo. Es decir, si el 
Ecuador hubiera decidido no explotar el petróleo de la 
Amazonia, la tasa de crecimiento promedio de su economía, a 
lo largo del período señalado, hubiera sido, en promedio, 
cercana al 6 por ciento en lugar de alrededor del 5 por ciento 
como ocurrió. 

De acuerdo con esta lógica estadística, la tesis de la 
maldición de los recursos interpreta el boom de los minerales 
como una pérdida económica neta; es decir, una situación en la 
que el valor presente neto de los efectos positivos del 
crecimiento económico es superado por el valor presente neto 
de los efectos negativos (Davis G., 1995, pág. 1768). En otras 
palabras, y continuando con el ejemplo, el Ecuador, a lo largo 
del período 1970-1990, habría perdido un total de alrededor de 
3000 millones dólares (precios 2007) como resultado de la 
explotación de petróleo. Se trata de una conclusión difícil de 
aceptar si comparamos el desempeño de la economía 
ecuatoriana con el resto de la región a lo largo de diferentes 
períodos (Tabla 2.1). En los últimos cincuenta años, el PIB del 
Ecuador creció a una tasa promedio anual de alrededor del 4 
por ciento, igual o superior al promedio de los países de 
Sudamérica y América Latina e, indudablemente, el petróleo ha 
sido el factor fundamental de ese crecimiento sostenido!”.. 


Tabla 2.1. Crecimiento económico en el Ecuador y en América Latina 
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(*) Período 1966-1980. 
(1) Cuentas Nacionales, BCE; (2) Ocampo (2017, pág. 71). 
Fuente: elaboración propia. 


La literatura sobre la maldición de los recursos es en gran 
medida sustentada a partir de resultados empíricos; el análisis 
teórico es añadido después. Así, por ejemplo, la explicación de 


una correlación negativa entre recursos naturales y crecimiento 
económico es bastante simple. Según Sachs y Warner (1997), la 
maldición de los recursos operaría de la manera siguiente: sean 
dos economías idénticas creciendo inicialmente a una misma 
tasa g(t) bajo una trayectoria OX (Gráfico 2.1(a)), se asume que 
una de las economías experimenta un boom temporal de 
recursos en el momento To. En este caso, el PIB aumenta 
instantáneamente al nivel B y la economía entra en una 
trayectoria de crecimiento BD con una tasa de crecimiento h(t) 
menor que g(t). Este descenso en el crecimiento de la economía 
determina que en algún momento Tl1 el PIB será inferior al de 
la economía sin el boom de recursos y la trayectoria se 
recuperará en el momento T2, una vez que cese el impacto 
temporal de la abundancia del recurso. De ahí que estos autores 
concluyen sin ambigiedad (Sachs y Warner, 2001, págs. 
828-37) que 


los estudios basados en las experiencias de postguerra 
permiten afirmar esta relación inversa como un hecho empírico 
demostrable aun teniendo en cuenta las tendencias de los precios 
de las materias primas. Casi sin excepción, los países con 
abundantes recursos se han estancado en su crecimiento desde 
inicios de la década de los setenta, fenómeno que ha sido 
calificado como la “maldición de los recursos”. ... Los estudios 
empíricos han demostrado que esta maldición es un hecho 
razonablemente sólido. 


Gráfico 2.1. Recursos naturales: ¿maldición o bendición? 
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a) La maldición de los recursos según Sachs y 
Werner (elaboración propia) 
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b) La bendición de los recursos: el caso de Noruega 
(Larsen, 2005) 


Resulta de interés comparar esta hipótesis teórica con el 
caso de Noruega, país que bajo el efecto del boom petrolero 
experimentó un notable crecimiento económico a partir de los 
años setenta (Larsen, 2005). Este autor compara el crecimiento 
de Noruega en el contexto de una región política, cultural, 
lingúística y económicamente homogénea como es el caso de 
Escandinavia. A inicios de los setenta, Noruega se encontraba 
relativamente rezagada respecto a Suecia y Dinamarca (el PIB 
per cápita era inferior), pero quince años más tarde no 
solamente las igualó, sino que empezó una tendencia de 
crecimiento que las superó. El Gráfico 2.1(b) muestra las 
trayectorias de crecimiento de estos países, que revelan un 
comportamiento totalmente opuesto a la tesis de Sachs y 
Werner. Se pregunta Larsen: ¿fue el petróleo la causa de esta 
aceleración de la economía? Según este autor, la respuesta es 
afirmativa sin equívocos y demuestra que definitivamente la 
exportación de este recurso ha sido y es el factor que le ha 
permitido a Noruega un crecimiento sostenido por varias 


décadas!?., 

En la misma línea de la tesis de la maldición de los 
recursos, Auty (2007) amplía el análisis de Sachs y Werner al 
incorporar los efectos del capital natural de los países sobre su 
crecimiento económico. Sobre la base de las estimaciones de la 
riqueza de las naciones elaboradas por el Banco Mundial (2006), 
Auty compara la contribución de la renta del capital natural 
con el crecimiento per cápita para 120 países agrupados de 
acuerdo a su dotación de recursos naturales. Concluye este 
autor en la existencia de una relación inversa entre la renta 
proveniente de los recursos naturales y el crecimiento del PIB 
per cápita. Así, para el período 1985-1997, la renta proveniente 
de la explotación de recursos naturales significó, en promedio, 
entre el 8 por ciento y el 19 por ciento del PIB para los países 
exportadores de minerales y de petróleo, respectivamente, 
mientras que el crecimiento económico per cápita fue negativo 
(0,4 por ciento y -0,7 por ciento, respectivamente). Por el 
contrario, para los países pobres en recursos naturales, la 
contribución de la renta al PIB fue entre 3,2 por ciento y 4,5 
por ciento, mientras que su crecimiento se situó entre el 4,7% y 
el 2,4%. 

Esta divergencia en el desempeño económico es explicada 
por el volumen y distribución de las rentas provenientes del 
capital natural. Un nivel de rentas bajo tendería a promover la 
creación de riqueza a través de la provisión de bienes públicos 
e incentivos a la inversión. Más aún, sostiene Auty, una 
trayectoria de desarrollo caracterizada por rentas escasas 
promueve una  industrialización competitiva temprana, 
intensiva en trabajo, así como implica también una 
urbanización temprana. Este proceso desencadena un círculo 
económico virtuoso que fomenta una rápida acumulación de 
capital y eficiencia en la inversión capaces de duplicar el 
ingreso bruto nacional per cápita en una década o menos. Se 
produce también un círculo virtuoso social, ya que una 


expansión temprana y rápida de la manufactura elimina 
rápidamente el excedente de fuerza de trabajo rural y 
promueve una distribución relativamente igualitaria del 
ingreso, promoviendo democratización y gobernanza social. 
Por el contrario, señala este autor, rentas de recursos naturales 
elevadas respecto al PIB pueden tener dos afectos adversos en 
la economía política. Primero, desvían los incentivos del 
gobierno de una eficiente creación de riqueza a una 
distribución de las rentas que confieren réditos políticos 
mayores e inmediatos. Segundo, la trayectoria de desarrollo de 
países ricos en recursos prolonga la dependencia de la 
exportación de materias primas y dificulta la absorción del 
exceso de mano de obra, de tal manera que se amplía la 
desigualdad del ingreso. Los gobiernos de los países con 
abundantes recursos generalmente usan las rentas para aliviar 
el desempleo mediante un sobredimensionamiento de la 
burocracia estatal y la protección de nuevas industrias. Sin 
embargo, aclara este autor que la aparición de estas tendencias 
no es un fenómeno inherente a la dotación de recursos 
naturales y, por consiguiente, deberían ser analizadas caso por 
caso y no inferidas a partir de una correlación estadística. 


La maldición en duda 

La mayoría de los análisis sobre el efecto negativo de la 
abundancia de recursos sobre el desempeño económico se basa 
en la aplicación de técnicas de regresión estadística, y muchas 
de ellas no resisten un escrutinio en profundidad. Un volumen 
considerable de literatura cuestiona las conclusiones de dichos 
estudios desde diferentes ángulos: la selección arbitraria y poco 
representativa del período estudiado (Stevens, 2003; Alexeev y 
Conrad, 2009; Wick y Bulte, 2009); la especificación incorrecta 
del modelo (Manzano y Rigobón, 2007); dudas persistentes 
sobre problemas de endogenización entre las variables 
explicativas seleccionadas (Wick y Bulte, 2009; Peretto, 2008); 


y el uso de técnicas estadísticas no muy apropiadas para medir 
el impacto del modelo (Lederman y Maloney, 2007a; 
Brunnschweiler, 2008; Sala-i-Martin, Doppeholfer y Miller, 
2004). Estos son argumentos inequívocos que refutan la tesis de 
la maldición de los recursos y a los cuales nos referimos en 
detalle a continuación. 

Como todo ejercicio estadístico, las regresiones para 
verificar el impacto de los recursos minerales sobre las tasas de 
crecimiento económico dependen o se ven afectadas por el 
período de tiempo analizado. En general, las tasas de 
crecimiento son medidas como un promedio para un período 
entre 20 y 25 años, generalmente a partir de 1965 o 1970; un 
período relativamente corto únicamente justificado por la 
disponibilidad de estadísticas más o menos confiables. Mientras 
que es plausible que algunas economías exportadoras de 
recursos hayan experimentado un menor crecimiento a lo largo 
de este período, el punto importante consiste en examinar el 
efecto de los recursos minerales sobre el crecimiento 
económico a lo largo de todo el ciclo de explotación, desde el 
descubrimiento y la explotación comercial hasta el agotamiento 
del recurso. Por ejemplo, la mayoría de los países exportadores 
de petróleo y minerales empezaron la explotación de su riqueza 
mineral en los años cincuenta o sesenta del siglo pasado y para 
1970 habían alcanzado ya altas tasas de crecimiento. 

Por consiguiente, aun si la literatura empírica existente es 
correcta, es factible que la abundancia de recursos se traduzca 
en elevadas tasas de crecimiento en las fases tempranas de 
extracción y estas tasas disminuyan a medida que la 
explotación entra en su fase de maduración, aun si la tasa de 
explotación del recurso corresponde a una tasa óptima de 
explotación (Boyce y Emery, 2005). Sin embargo, esta 
tendencia no significa una maldición. El PIB, evidentemente, 
incluye el valor del petróleo, gas o minerales, y para las 
economías mineras o petroleras este componente es crucial. El 


problema consiste en el riesgo de una selección arbitraria de 
períodos de tiempo que, por diversas particularidades, pueden 
introducir distorsiones en los fenómenos que se trata de 
estudiar. Por ejemplo, un estudio toma como base para 
argumentar acerca del pobre desempeño sobre la base del PIB 
per cápita en el período 1985-1997 (Auty, 2001). Sin embargo, 
en este período, como lo señala Stevens (2003, pág. 6), el 
precio real de un barril de petróleo cayó de $42,7 a $20. Para 
un país cuya economía depende de los ingresos petroleros, no 
es una sorpresa que el PIB per cápita registre una caída a lo 
largo de ese período. Otro ejemplo, referido más adelante, es 
justamente la selección por parte de Sachs y Warner del 
período 1970-1990 que incluye la llamada “década perdida”, 
en la que justamente los países exportadores de petróleo y 
minerales fueron los más afectados por el descenso de los 
precios (Manzano y Rigobón, 2007). 

La tesis de la maldición de los recursos ha sido también 
seriamente cuestionada desde el punto de vista de la técnica 
estadística apropiada para estimar su impacto (Lederman y 
Maloney, 2007a, pág. 3). Un número considerable de estudios 
demuestra que tanto el uso de técnicas estadísticas más 
avanzadas y apropiadas, así como especificaciones diferentes 
de la ecuación de regresión, conducen a resultados 
contradictorios, o por lo menos no permiten confirmar la tesis 
de la maldición de los recursos (Lederman y Maloney, 2007a; 
Brunnschweiler, 2008; Sala-i-Martin, Doppeholfer y Miller, 
2004; Alexeev y Conrad, 2009; Wick y Bulte, 2009). En esta 
línea de análisis, Lederman y Maloney (2007b) señalan que las 
conclusiones del análisis estadístico de Sachs y Warner no son 
robustas frente a diferentes medidas de abundancia de los 
recursos o técnicas de estimación (pág. 32). Por el contrario, 
estos autores concluyen que, independiente de las técnicas 
econométricas de estimación, diferentes indicadores plausibles 
sobre la incidencia de las exportaciones de recursos naturales, 


antes que un efecto negativo, tienen un efecto positivo en el 
crecimiento económico. Así, al considerar en las regresiones de 
Sachs y Warner el indicador de Leamer (exportaciones netas de 
recursos naturales por trabajador), el impacto negativo de la 
abundancia de recursos sobre el crecimiento desaparece. El 
mismo resultado se obtiene cuando se incorpora el índice de 
Hirfindahl sobre diversificación de exportaciones. Añaden estos 
autores que “simplemente no existe una maldición de los 
recursos” y que “deberíamos desechar la idea [de] que la 
abundancia de recursos es nociva para el desarrollo y 
considerar una agenda de investigación sobre los mecanismos a 
través de los cuales estos pueden tener un efecto positivo” (pág. 
33). 

En la misma línea de análisis, y sobre la base de la 
aplicación de dos métodos de estimación, C. Brunnschweiler 
(2008) concluye que las estimaciones transversales para el 
período 1970-2000 no muestran evidencia de un efecto 
negativo de la abundancia de recursos minerales sobre el 
crecimiento de los países. Por el contrario, si se toma la riqueza 
de recursos per cápita como indicador de la abundancia, se 
constata una correlación positiva entre estas dos variables. 
Concluye esta autora en la necesidad de mayor cautela al 
evaluar los efectos negativos de los recursos sobre las 
economías de los países, incluyendo la sugerencia de mantener 
estos recursos en el subsuelo para evitar impactos adversos 
sobre el desarrollo (2008, pág. 412). En definitiva, las 
regresiones transversales entre países son notoriamente sujetas 
a sesgos. Si los países fallan en lograr economías productivas 
sobre la base de sus recursos, indicadores como la dependencia 
de recursos (fracción de recursos en las exportaciones) pueden 
servir como proxies del fracaso del desarrollo por varias razones 
que tienen poco que ver con los recursos mismos. “Lo que 
podríamos tener es un conjunto de países cuyas instituciones y 
estructuras políticas han fallado en promover un crecimiento 


sostenido” (Wright y Czelusta, 2007, pág. 184). 

Un detallado análisis econométrico llevado a cabo por 
Sala-i-Martin et al. (2004) con el objeto de examinar la 
robustez de un total de 67 variables potencialmente 
explicativas del crecimiento económico encuentra 18 variables 
parcialmente correlacionadas con el crecimiento, entre las 
cuales la abundancia de recursos (fracción de exportaciones 
mineras con respecto al PIB) muestra una correlación positiva 
(pág. 827). Es decir, la dotación de recursos favorece el 
crecimiento económico. El ejercicio se basa en la aplicación de 
avanzados métodos de estimación (Bayesian Averaging of 
Classical Estimates [BACE]). Sin embargo, análisis similares 
muestran que si bien la abundancia de recursos no repercute 
directamente en el crecimiento, este puede verse afectado por 
la calidad de las instituciones que, a su vez, se ven seriamente 
afectadas por el nivel de rentas provenientes de la exportación 
de petróleo o minerales (Sala-i-Martin y Subramanian, 2003; 
Leite y Weidmann, 2002). 

En el mismo sentido, otros autores, como Alexeev y Conrad 
(2009), afirman categóricamente que las estadísticas 
disponibles no permiten sostener una interpretación del efecto 
negativo de los recursos sobre el crecimiento económico. Por el 
contrario, estos autores demuestran que una alta dotación de 
petróleo y otros recursos minerales tienen un impacto positivo 
en el PIB per cápita y concluyen que la dotación de recursos 
minerales afecta positivamente las tasas de crecimiento a largo 
plazo de los países (pág. 592). Añaden estos autores que las 
conclusiones sobre la maldición de los recursos naturales tienen 
su origen una interpretación errónea de la información 
disponible (pág. 586). Las conclusiones del estudio mencionado 
son Claras: en primer lugar, que la abundancia de petróleo y 
recursos minerales ha promovido antes que inhibido el 
crecimiento económico; segundo, que la dotación de petróleo y 
minerales es neutra respecto a la calidad de las instituciones de 


un país. “La riqueza que da origen al aumento del PIB no 
necesariamente conduce a mejores instituciones, pero tampoco 
causa su deterioro” (pág. 587). Una conclusión similar es 
alcanzada por Stijns (2001), quien demuestra que no existe 
evidencia de un efecto negativo de la abundancia de recursos 
sobre la calidad de las instituciones. 

Respecto a la formulación de los modelos que sustentan los 
estudios, varios artículos observan serios errores de 
inconsistencia entre las variables independientes, tanto a nivel 
de endogenización como a nivel de especificación del modelo 
de regresión utilizado (Stijns, 2001; Wick y Bulte, 2009). Por 
ejemplo, Stijns (2001) explora si la relación negativa entre 
abundancia de recursos y crecimiento económico se sostiene al 
usar datos reales acerca de reservas y producción de energía y 
minerales como variables endógenas del modelo. Este autor 
demuestra que, al usar medidas físicas de las reservas de 
energía o minerales como indicadores de abundancia, estas 
variables no constituyen un determinante estructural 
significante sobre el crecimiento económico entre 1970 y 1989 
(pág. 35). 

Por último, varios autores coinciden en que las evidencias 
presentadas en los análisis no resisten la inferencia acerca de 
un efecto negativo derivado de la existencia de recursos, aun si 
existe alguna correlación inversa entre los recursos y el 
crecimiento económico (Wick y Bulte, 2009; Boyce y Emery, 
2005; Bravo-Ortega y de Gregorio, 2007; Peretto, 2008). 
Refiriéndose a los clásicos modelos tipo Hotelling, Wick y Bulte 
(2009) señalan que el descubrimiento de recursos no 
necesariamente implica un aumento de las tasas de crecimiento 
económico. Lo que sí se observa es un salto instantáneo de los 
niveles de ingreso. Sin embargo, la teoría predice que las rentas 
caerán durante la fase de extracción en la medida que se agota 
el stock del recurso. Aun si el crecimiento económico es menor 
durante la fase de extracción, el ingreso durante el período de 


extracción (y posteriormente si las rentas son invertidas 
apropiadamente) será superior a una situación contrafáctica sin 
la explotación del recurso. Como resultado, es difícil reconciliar 
los resultados del modelo estándar con la perspectiva de la 
maldición de los recursos. “¿Por qué los países tienen que ser 
maldecidos si sus niveles de ingreso aumentan, aunque sea de 
manera temporal?” (Wick y Bulte, 2009, pág. 150). 
Definitivamente, tenemos que admitir que la abundancia de 
recursos está positivamente correlacionada con el nivel de 
ingreso (Peretto, 2008; Boyce y Emery, 2005; Bravo-Ortega y 
de Gregorio, 2007). 


Exorcizando la maldición 

Si la tesis del efecto negativo de los recursos sobre las 
economías de los países exportadores de materias primas carece 
de sustento, entonces surge el interrogante sobre la existencia 
de otra variable explicativa que justifique una supuesta 
relación inversa abundancia-crecimiento. Esta es la pregunta 
que se plantean Manzano y Rigobón (2007), quienes llegan a la 
conclusión de que el efecto de la abundancia de recursos, 
medida como la fracción de exportaciones de recursos 
primarios respecto al PIB, está altamente correlacionada con el 
explosivo endeudamiento de varios países en desarrollo a lo 
largo de los años setenta. Utilizando las series históricas y el 
método de estimación del estudio de Sachs y Warner (ver nota 
23), estos autores concluyen que la maldición de los recursos 
en realidad no es acerca de los recursos per se, sino acerca de 
una tendencia persistente de sobreendeudamiento por parte de 
los países que experimentaron un boom de exportación de 
recursos naturales (pág. 44). Señalan estos autores que a lo 
largo de los años setenta los precios de los bienes primarios 
experimentaron un crecimiento sostenido. En el quinquenio 
1970-1975, los precios del carbón, hierro y cobre se duplicaron 
y, a lo largo de la década, el petróleo y el gas natural 


experimentaron su propio boom. Este aumento de precios 
condujo a los países exportadores a usar sus reservas minerales 
y energéticas como garantía, o por lo menos como un indicador 
de la capacidad de pago, para un agresivo endeudamiento, 
muchas veces presionado por los acreedores, quienes ante la 
necesidad de reciclar la lluvia de petrodólares otorgaban 
generosos préstamos bajo la hipótesis implícita de que los 
países contarían con ingresos suficientes provenientes de la 
exportación de sus recursos para el cumplimiento de sus 
obligaciones en el futuro. 

El optimismo del endeudamiento duró poco. Los años 
ochenta se caracterizaron por una significante caída de los 
precios; casi todos los recursos primarios experimentaron 
descensos hasta de un orden de alrededor del 40 por ciento, lo 
que dejó a los países con un peso exorbitante de deuda, sin 
capacidad para nuevo endeudamiento y con un reducido flujo 
de divisas para el cumplimiento de sus compromisos de pago. 
Drásticas políticas de ajuste y contracción de las economías 
fueron la respuesta a lo largo de una década de crisis 
permanentes, conocida como la “década perdida”, por lo que el 
período analizado por Sachs y Warner no es históricamente 
representativo al incluir esta década perdida de los años 
ochenta (Ferranti, Perry, Lederman y Maloney, 2002, pág. 6). 
Por lo tanto, en la muestra analizada por estos autores, la 
maldición del bajo crecimiento parece ser un problema de 
sobreendeudamiento, y es precisamente la relación deuda/PIB 
la variable que explica el efecto aparentemente adverso de los 
recursos naturales en el crecimiento a lo largo de las décadas 
1970-1990 (Manzano y Rigobón, 2007, pág. 44). Más aún, 
estos autores demuestran que al incluir en la regresión la 
variable endeudamiento externo/PIB, esta variable se muestra 
altamente significativa y, por el contrario, el coeficiente de la 
abundancia de recursos se torna insignificante, confirmando la 
hipótesis de que la variable altamente correlacionada con la 


abundancia de recursos fue efectivamente el alto 
endeudamiento de los países (pág. 58). 

Por la claridad de las hipótesis y la transparencia del 
análisis, una mención particular amerita el estudio de G. Davis 
(1995). Este autor analiza el comportamiento del crecimiento 
de 91 países en desarrollo a lo largo del período 1970-1991 
sobre la base de un índice de dependencia de recursos 
minerales, definido este como el promedio de las exportaciones 
de minerales como porcentaje de las exportaciones totales y la 
contribución de las actividades extractivas al producto bruto. 
Aclarando que la contabilidad nacional incluye como ingreso la 
renta proveniente de la explotación de los recursos mineros, sin 
reconocer que en realidad se trata de una disminución de la 
riqueza, los resultados del estudio muestran que 22 países 
definidos como economías intensivas en minerales siempre han 
ocupado, a lo largo del período estudiado, un nivel de 
desarrollo superior respecto al resto de los países, esto para 
todos los indicadores que constituyen el índice de desarrollo 
humano!”!. Así, por ejemplo, en este período, el IDH de estos 
países aumentó en un 23,1 por ciento en promedio, mientras 
que en el resto de los países este aumento fue de únicamente 
un 16,3 por ciento, en promedio. La explicación es simple: los 
ingresos provenientes de la exportación de recursos naturales 
permiten financiar una cobertura más amplia de servicios. Por 
ejemplo, Stinjs (2001) demuestra que la disponibilidad de 
reservas de petróleo y gas está asociada a una mejor educación 
(tasa de escolarización) simplemente porque los ingresos del 
petróleo y gas permiten financiar una mayor cobertura de este 
servicio. Davis concluye de una manera clara y categórica: 


La maldición de los recursos, en cualquier caso, sería una 
excepción y no la regla. [...]. Las economías intensivas en 
recursos minerales no son maldecidas, no han tenido un pobre 
desempeño en el largo plazo, no han sido diezmadas por la 


enfermedad holandesa. Estas economías han tenido un buen 
desempeño y, ciertamente, la explotación de recursos minerales 
puede ser la causa. [...]. Aceptar la tesis que la explotación de 
recursos es perjudicial para la economía significaría que estos 
países hubieran estado en una mejor situación si los recursos 
minerales no hubieran sido descubiertos. La política Óptima de 
sus gobiernos debería haber sido declarar ilegal la explotación de 
esos recursos y cualquier descubrimiento accidental confiscado 
para evitar su explotación. Todos los minerales, con excepción de 
aquellos necesarios para sus industrias, deberían haber sido 
importados” (1995, págs. 1776-1777). 


Por último, advierten algunos autores que uno de los 
problemas de aquella visión sesgada y negativa de los recursos 
naturales tiene que ver con la escasa atención que prestan los 
estudios al carácter económico de los recursos minerales o al 
concepto de “abundancia de recursos” (Wright y Czelusta, 
2004). Ellos son abordados bajo enfoques de “caja negra”. Casi 
sin excepción, los estudios equiparan exportación de minerales 
con abundancia de recursos, vistos estos como una reflexión 
directa de un simple legado geológico, dado exógenamente. 
Cuando los ingresos provenientes de las actividades 
relacionadas con la explotación de los recursos son analizados, 
los términos como “dinero caído del cielo” (windfalls) o booms 
son parte del lenguaje utilizado. La utilización de estos 
sinónimos es simplemente cuestión de conjeturas implícitas, 
generalmente no cuestionadas y a menudo no reconocidas, en 
lugar de análisis o demostraciones. 


Conclusión 

En general, la tesis sobre la maldición de los recursos provee 
evidencia de una correlación entre la abundancia de recursos y 
varias modalidades de desarrollo simplemente infiriendo una 
relación de causalidad a partir de un patrón de covariación. Si 
la variable asumida como la causa (dependencia de los 


recursos) está fuertemente correlacionada con el fenómeno que 
se trata de explicar (crecimiento económico), entonces el 
investigador formula una inferencia causal. En general, los 
análisis de regresión evalúan simultáneamente la correlación de 
diferentes variables (variables independientes) con el resultado 
(variable dependiente), y el objetivo consiste en encontrar cuál 
de las variables independientes explica el mayor grado de 
variación de la variable dependiente; es decir, se trata de 
establecer una jerarquía de importancia entre las variables 
independientes que compiten entre ellas en la explicación de la 
variación del fenómeno estudiado (Ragin, 2000). Entonces, 
bajo los enfoques de la investigación estadística, las variables 
explicativas son abordadas como causas analíticamente 
separables que se agregan para explicar el fenómeno estudiado. 
En otras palabras, estos enfoques asumen un proceso de 
causalidad lineal y aditivo en el que cada variable es 
considerada como un factor autónomo con capacidad 
independiente para influir en la intensidad o probabilidad del 
comportamiento de la variable dependiente, sin tener en cuenta 
la variedad de contextos definidos por otros factores de 
causalidad. Esta visión de los “efectos netos” (Ragin, 2008) de 
las variables explicativas presenta otro serio inconveniente: en 
la realidad, la dirección de causalidad puede ir en sentido 
contrario; en otros términos, la dependencia de los recursos 
naturales puede ser un síntoma y no la causa del subdesarrollo 
(Rosser, 2009). 

Un segundo factor que hay que tener en cuenta es que la 
tesis de la maldición de los recursos corresponde a una 
concepción altamente esencialista. Según este enfoque, todos 
los países dotados de una abundancia de recursos serían más o 
menos homogéneos en términos de su desempeño económico, 
regímenes políticos y solidez de sus instituciones y, por 
consiguiente, sus respuestas ante los flujos de las rentas serían, 
así mismo, similares. El problema consiste en que, al establecer 


una correlación entre dos variables, los casos individuales se 
invisibilizan, pierden su identidad, y son las variables las que se 
posicionan en el centro del análisis. Mejor dicho, no se trata de 
casos, sino de observaciones estadísticas que pertenecen a una 
misma “población” y su relevancia depende de su 
“representatividad o aleatoriedad o una mezcla de ambas” 
(Ragin, 2000, p. 31). Esta es una de las razones por las cuales 
la literatura tiende a ignorar los numerosos casos en los que la 
abundancia de recursos ha desencadenado procesos sostenidos 
de crecimiento económico. Además de economías desarrolladas 
como Australia, Finlandia, Canadá y Nueva Zelandia, entre 
otros, economías en desarrollo como Bolivia, Chile, Botsuana, 
Malasia e Indonesia han mejorado notablemente el nivel de 
bienestar de sus poblaciones bajo el efecto de la exportación de 
sus recursos naturales (Auty, 2007; Blomstróm y Kokko, 2007; 
Larsen, 2005; Wright y Czelusta, 2004; Mikesell, 1997) [61. Se 
desconoce así que entre la abundancia de recursos y el 
desempeño económico median factores políticos y sociales que 
son, en definitiva, los que determinan trayectorias divergentes 
de desarrollo, aunque no existe acuerdo sobre el peso de estos 
factores (Ross, 2015). 

Por último, la literatura ocasionalmente reconoce la 
existencia de algunas excepciones a la regla de la maldición de 
los recursos. En este caso, la tesis sería menos determinística y 
estaría relacionada más con decisiones políticas (Auty, 2007). 
Muchas economías sustentadas en la exportación de recursos 
minerales han tenido un pobre desempeño no porque hayan 
sobreenfatizado la dependencia de estos recursos sino porque 
han fracasado en desarrollar su potencial mediante políticas 
apropiadas. Los recursos, en sí mismos, no son nocivos para el 
crecimiento económico: ellos se convierten en un problema en 
ausencia de sólidas instituciones (Wright y Czelusta, 2004; 
Aragón, Chuhan-Pole y Land, 2015), o en palabras de Stiglitz, 
“la maldición de los recursos no es una fatalidad del destino, 


sino una elección” (Stiglitz, 2006, p. 198). Este problema es 
sintetizado por los investigadores Schuldt y Acosta (2006, pág. 
81), quienes con claridad sostienen que 


A la larga, la exportación de materias primas no renovables 
tiende a “desarrollar el subdesarrollo”. Y esto no es culpa 
exclusivamente del imperialismo, ni del Fondo Monetario 
Internacional, ni de la posesión de riquezas naturales, ni de las 
empresas mineras O petroleras. El problema radica en los 
gobiernos, los empresarios e incluso la ciudadanía de nuestros 
países subadministrados: no hemos sido capaces de idear las 
políticas económicas y las reformas  legales-estructurales 
requeridas, ni pudimos conformar las alianzas y los consensos 
necesarios para aprovechar las enormes potencialidades y 
asegurar la transición de economías dependientes hacia 
economías autodependientes, con integración nacional y mercado 
interno; en suma, hacia sociedades autosustentables. 


1. Citado en Ross (2006). « 

2. En su forma reducida, la especificación de la ecuación de regresión 
analizada por estos autores es como sigue (Sachs y Warner, 1997): 
Ln(PIB89/PIB70) = a0 + al*SXP + a2*SOPEN + a3*INV70-89 + 
a4*RL + * a5*DTT,(1) en donde las variables denotan, respectivamente, 
la fracción de las exportaciones de productos primarios en el PIB (SXP), la 
fracción de años en los que la economía se considera una economía 
abierta (SOPEN), la relación entre las inversiones y el PIB (INV), un 
índice de gobernanza (RL) y la relación de índices de precios de 
exportación-importación (DTT). « 

3. Una influyente publicación sobre los efectos de los ingresos petroleros 
señala que “el Ecuador se benefició considerablemente del dinero caído 
del cielo. [...]. La expansión del gasto del Gobierno, reforzada por 
incentivos de una variedad de políticas, aumentó la tasa de crecimiento 
económico mucho más alta que cualquiera experimentada a lo largo del 
siglo. [...]. Probablemente el mayor efecto social de la expansión 
económica de los años setenta fue la creación de oportunidades de 
empleo que contribuyeron a la reducción de la pobreza. [...]. Entre 1970 
y 1981 la tasa de analfabetismo cayó del 31,6 por ciento al 14,5 por 
ciento, [...] y el índice de mortalidad infantil descendió de 108 a76 [...]” 
(Marshall-Silva, 1988, págs. 191-195). A esto podemos agregar que la 
esperanza de vida pasó de un promedio de 59,5 años en el quinquenio 
1970-1975 a 76,7 años en el quinquenio 2015-2020. Es decir, en 50 años 
de explotación petrolera, la esperanza de vida de la población aumentó en 
17,2 años. « 

4. Alexeev y Conrad (2009) presentan como una paradoja anecdótica el 


ejemplo de Bielorrusia, Rusia y Ucrania. Estos países tienen una cultura, 
instituciones y estructura económica muy similares por tratarse de 
culturas eslavas y por su integración por muchos años en el sistema 
soviético. Una diferencia importante entre ellos es su dotación de recursos 
naturales: Rusia tiene inmensos depósitos de petróleo, gas y minerales, 
Bielorrusia prácticamente carece de estos recursos y Ucrania se sitúa en el 
medio. Si la maldición de los recursos fuese una realidad, Rusia debería 
tener las peores instituciones y el más bajo PIB per cápita, mientras que 
Bielorrusia debería tener los mejores indicadores. Sin embargo, la 
realidad contradice dramáticamente estas predicciones. Evidentemente 
otros factores explican la divergencia entre estos países; sin embargo, la 
comparación es instructiva porque muestra una cruda divergencia entre la 
realidad y la predicción basada en la maldición de los recursos naturales 
(pág. 596). « 

. Las categorías incluyen: esperanza de vida, mortalidad infantil, consumo 
de calorías per cápita, población con acceso a agua potable, población 
con acceso a servicios sanitarios, población escolarizada y alfabetismo de 
la población adulta. « 

. Más del 60 por ciento de las exportaciones de Noruega, Australia y Nueva 
Zelandia consisten en materias primas. La teoría del crecimiento 
económico a partir de productos básicos (the staple theory) explica el 
desarrollo económico de Canadá sobre la base de los impulsos provistos 
por la exportación de varios recursos naturales (pesca, pieles, minerales, 
madera, papel y trigo) y las inversiones que estos recursos dieron lugar 
(Ramos, 1998). En la misma línea, “ya en los años 2011-2012 la minería 
representaba el 8 por ciento del PIB en Australia, y considerando los 
sectores relacionados directamente con esta actividad, la contribución 
aumentaba al 22 por ciento” (Scott-Kemmis 2012). « 


La enfermedad holandesa: ni 
enfermedad ni holandesa 


Aun aceptando la tesis del efecto negativo de la abundancia de 
recursos sobre la economía, la pregunta que se plantea es 
acerca de los mecanismos a través de los cuales las rentas 
provenientes de la exportación de recursos naturales afectarían 
negativamente el crecimiento económico. En la literatura sobre 
el tema, existe un consenso casi unánime en explicar las causas 
de este fenómeno por la presencia de la llamada enfermedad 
holandesa, un “término mórbido que denota la coexistencia del 
auge y retraso de sectores productivos en una economía debido 
al incremento temporal o permanente de ingresos por 
exportación de un recurso o un servicio” (Davis G., 1995, pág. 
1768). Este fenómeno se presenta cuando un salto abrupto de 
los ingresos por la exportación de un producto en el mercado 
mundial es la causa de: i) una significativa apreciación real de 
la moneda; ii) un crecimiento súbdito del gasto (especialmente 
del gasto fiscal); iii) un incremento de los precios de los bienes 
no transables en relación con los precios de los bienes 
transables y; iv) un desplazamiento de la fuerza de trabajo 
desde los sectores de bienes transables pero no exportables 
hacia el sector del boom debido a salarios más atractivos en 
este último (Corden, 1984; Sachs y Warner, 2001; Davis G., 
1995; Frankel, 2010). 

Indudablemente, cualquier flujo inusitado de ingresos 


produce efectos  desestabilizadores en una economía 
exportadora como los arriba señalados y, por lo tanto, requiere 
ajustes en las políticas macroeconómicas. En principio, las 
economías exportadoras de minerales parecerían generar el 
ambiente ideal para la incubación de la llamada enfermedad 
holandesa. De acuerdo al pensamiento convencional, en el 
centro de este fenómeno se sitúa la coevolución de dos 
procesos: el auge del sector minero/energético y la contracción 
de los sectores agrícola y manufacturero. En esencia, se trataría 
de un proceso de desindustrialización de la economía en el 
mediano plazo. A lo largo de este proceso, las tasas de salarios 
domésticos se elevan en la medida que el sector minero o 
petrolero se ve obligado a ofrecer a los trabajadores salarios 
más altos con el fin de atraer la fuerza de trabajo requerida. 
Por otra parte, un aumento de exportaciones mineras da origen 
a un flujo de rentas que causa una apreciación de la moneda 
doméstica. Estos dos fenómenos encarecen la producción local 
de la agricultura e industrias domésticas que tienen que 
competir en los mercados locales o internacionales con otras 
empresas. De esta manera, se obstaculiza la diversificación 
económica y aumenta la dependencia de los mercados volátiles 
del mineral. Debido a la influencia y amplia aceptación que ha 
ganado este tipo de argumentación en círculos académicos y 
ambientalistas, el tema amerita un examen detallado. 


Los síntomas 

El término “enfermedad holandesa” fue acuñado por la revista 
The Economist!!! para caracterizar las eventuales amenazas que 
supuestamente enfrentaban las exportaciones de los Países 
Bajos en los años sesenta ante el descubrimiento y explotación 
de gas de los campos de Groningen!”!. Aunque el término es 
relativamente nuevo, la historia económica está llena de 
episodios en los cuales booms sectoriales han repercutido 
negativamente en el equilibrio general de otros sectores. Por 


ejemplo, las consecuencias del flujo de oro y plata en España en 
el siglo XVI han sido interpretadas en términos de la 
enfermedad holandesa. Así mismo, el descubrimiento de oro en 
Australia a mediados del siglo XVII tuvo efectos negativos 
sobre el desarrollo industrial de ese país (Corden, 1984; Davis 
G., 1995). Cabe anotar que la enfermedad holandesa no ha 
afectado únicamente a los países exportadores de recursos 
naturales, sino también a los países exportadores de bienes y 
servicios como mano de obra. Este fenómeno se ha manifestado 
con mayor intensidad en países como Egipto, Líbano y 
Jordania, entre otros, a través de los flujos importantes de 
remesas provenientes de los nacionales que trabajan en los 
países del Golfo. Estas transferencias han creado una burbuja 
inmobiliaria y patrones de consumo conspicuo que han 
desplazado sectores de la economía potencialmente orientados 
a la exportación (El-Gamal y Myers, 2010, pág. 15). El Ecuador 
no ha estado exento de este fenómeno, que se ha manifestado 
con mayor intensidad en algunas regiones del país. 

En esencia, la enfermedad holandesa se caracteriza por los 
“síntomas” siguientes (Corden, 1984; Mikesell, 1997; Davis G., 
1995; Sachs y Warner, 2001; Auty, 1993): 


a. Un “aluvión” de divisas provenientes de las 
exportaciones de un recurso natural (minero o 
energético) es intercambiado en el mercado local ya sea 
por el gobierno o las empresas privadas. Esta operación 
da lugar a un flujo de dinero que provoca una 
apreciación de la tasa de cambio y un aumento del 
ingreso doméstico. 

b. La apreciación de la tasa real de cambio tiende a reducir 
los precios relativos de los productos transables en 
relación con los precios de los productos no transables, 
de tal manera que los factores trabajo y capital se 
desplazan desde los sectores manufactura y agricultura 


hacia los sectores de servicios y construcción. 

. Como resultado de este desplazamiento, las 
exportaciones de los bienes manufacturados tienden a 
declinar y las importaciones, a aumentar. Los gobiernos 
generalmente responden al aumento de importaciones y 
descenso de exportaciones mediante la imposición de 
restricciones a las primeras y alguna forma de subsidio a 
las segundas. Esto crea distorsiones adicionales al atraer 
inversiones a sectores de sustitución de importaciones 
con un costo elevado para la economía. Precios más 
elevados para los bienes manufacturados deprimen la 
agricultura y reducen aún más la competitividad de los 
bienes transables en los mercados de exportación, 
incluyendo las exportaciones de minerales. 

. El capital extranjero se ve atraído por crecientes 
oportunidades de ¡inversión en el sector minero 
exportador, aumentando aún más la apreciación de la 
tasa real de cambio. Paralelamente, también puede 
ocurrir un aumento del endeudamiento externo 
favorecido por un mejoramiento de los niveles de 
confianza y las expectativas de los potenciales acreedores 
(como efectivamente ocurrió en los años setenta). Los 
ingresos de endeudamiento externo son generalmente 
canalizados hacia los sectores no transables en forma de 
inversión en infraestructura con bajos rendimientos, a 
gastos en defensa o proyectos sociales que expanden el 
consumo. El flujo de capitales extranjeros también puede 
causar un descenso de las tasas de interés domésticas, lo 
que induce una transferencia de capital hacia el exterior 
debido a los diferenciales en las tasas de remuneración 
del capital. 

. El movimiento de recursos entre sectores puede también 
reducir la acumulación de capital. Si los sectores no 
transables son relativamente intensivos en trabajo 


mientras los sectores transables son intensivos en capital, 
el movimiento a favor de los primeros tiende a aumentar 
los salarios y disminuir los retornos del capital, 
reduciendo, por consiguiente, el proceso de su 
acumulación. 


Por consiguiente, cuando los recursos naturales son 
abundantes, la producción de bienes transables se concentra en 
los recursos naturales en lugar de en la manufactura, el capital 
y el trabajo, que en otras circunstancias deberían ser 
absorbidos por la manufactura. Como corolario, cuando la 
economía experimenta un boom de recursos (ya sea a través de 
un mejoramiento de términos de intercambio o el 
descubrimiento de recursos), el sector manufacturero tiende a 
contraerse y los sectores de construcción y servicios a 
expandirse, lo que conduce en el largo plazo a una 
desaceleración de la economía (Sachs y Warner, 1997, pág. 6). 

En resumen, de acuerdo a esta visión convencional, las 
distorsiones creadas en las economías de los países 
exportadores de recursos es una explicación importante para 
entender la supuesta maldición de los recursos. Estas 
distorsiones no son simplemente transitorias y desaparecen 
cuando el boom se apacigua; ellas afectan la estructura de la 
producción y la inversión requerida para el crecimiento futuro, 
de manera que la sostenibilidad misma se ve disminuida (Sachs 
y Warner, 1997). Por lo tanto, y según esta hipótesis, si los 
ingresos por las exportaciones minerales fueran estables y 
crecieran lentamente no habría impactos económicos que den 
lugar a distorsiones en las trayectorias de un crecimiento 
sostenido. Pero el boom de las exportaciones no solamente 
incrementa el ingreso, sino que afecta el ahorro, la inversión 
pública y los precios relativos en diferentes sectores de la 
economía. Estas tendencias se traducen en procesos 
desindustrializantes que resultan en una caída del producto y 


del empleo en el sector manufactura (Corden y Neary, 1982). 
Evidentemente, como se discute más adelante, estos impactos 
difieren entre los países y dependen de la estructura de la 
economía y de las políticas adoptadas por los gobiernos 
(Mikesell, 1997, pág. 193). 


La patología de la enfermedad 
En esencia, la tesis de la enfermedad holandesa tiene como 
punto de partida la idea conocida en economía como “la lógica 
del desplazamiento” (crowd out logic): los recursos naturales 
desplazan una actividad X (manufactura) que promueve el 
crecimiento; por lo tanto, los recursos naturales son nocivos 
para el crecimiento (Sachs y Warner, 2001, pág. 833). Este 
razonamiento se sustenta en un modelo neoclásico estándar de 
crecimiento cuya arquitectura se resume a continuación 
(Corden y Neary, 1982; Sachs y Warner, 1997; Corden, 1984). 
El modelo de la enfermedad holandesa tiene como punto 
de partida una economía abierta que produce dos categorías de 
bienes: la primera, un recurso primario y bienes 
manufacturados, ambos transables en el mercado internacional, 
y una segunda categoría de bienes no transables cuyos precios 
oscilan flexiblemente adaptándose a la oferta y demanda 
domésticas. Bajo esta hipótesis, el funcionamiento de la 
economía es representado entonces por la interacción de tres 
sectores: 


i. un sector de recursos naturales (R); 
ii. un sector de manufactura (M), y 
iii. un sector de bienes no transables (N). 


El capital y el trabajo son factores usados en el sector 
manufactura y en el sector de bienes no transables, pero no en 
el sector de recursos naturales. Un crecimiento súbdito y 
significativo en el sector recursos naturales (R) puede ocurrir 
por tres razones (Corden y Neary, 1982, pág. 360). Primero, 


por una única ocurrencia de un salto tecnológico que implica 
un salto en la función de producción de R (este salto es 
confinado al país en cuestión); segundo, por el inesperado 
descubrimiento de nuevos recursos (un aumento de la oferta de 
un factor específico), y tercero, por un aumento del precio del 
producto (en relación con el precio de las importaciones) 
destinado en su totalidad a la exportación (no hay demanda 
doméstica para el producto). 

Independientemente de las causas, el crecimiento del 
sector de recursos primarios desencadena un proceso de 
desindustrialización que tiene lugar bajo la influencia de dos 
efectos: 


1. Un efecto de gasto originado en los ingresos del sector R, 
generalmente a través del gasto público alimentado por 
las rentas provenientes de la exportación del recurso. Se 
asume en este caso que la elasticidad ingreso-demanda 
de los bienes no transables es positiva y, por lo tanto, el 
precio de los bienes no transables (N) relativo a los 
precios de los bienes transables aumenta, produciéndose 
una apreciación de la tasa real de cambio. 

2. Un segundo efecto, el efecto de desplazamiento señalado 
anteriormente, consiste en que el boom del sector R 
aumenta la productividad marginal del trabajo empleado 
en el sector, lo que da lugar a varios ajustes en la 
economía, siendo el principal un aumento de la demanda 
de fuerza de trabajo en este sector y, por lo tanto, a un 
desplazamiento de la mano de obra desde los otros dos 
sectores (N y M) hacia el sector R. Este efecto tiene dos 
partes: 


a. un efecto de desindustrialización directa que se 


traduce en una disminución del OUtput de M 
que no implica al mercado de N y, 


por lo tanto, no requiere la 
apreciación de la tasa real de 


cambio; y 

b. un efecto de desindustrialización indirecta debido 
al exceso de demanda de productos del sector N 
debido al efecto de gasto que se traduce en un 
desplazamiento adicional de la fuerza de trabajo de 
M hacia N, reforzando el proceso de 
desindustrialización creado por el efecto de gasto 
(Corden y Neary, 1982; Davis y Tilton, 2005). 


Las hipótesis asumidas de manera implícita por el modelo 
y que presentan interés en el marco del presente análisis 
pueden ser resumidas en las siguientes: 


a. todos los bienes producidos son destinados al consumo 
final (en particular, los ingresos provenientes de la 
exportación del sector R alimentan el gasto público o 
privado); 

b. el boom del sector puede ser equiparado a un salto 
tecnológico o progreso técnico neutral tipo Hicks que 
tiene lugar una sola vez. En otras palabras, se trata de un 
cambio tecnológico que no afecta el equilibrio de los 
factores capital y trabajo y, por consiguiente, no hay 
efectos de encadenamientos productivos!”.; 

c. la oferta de capital es fija y existe pleno empleo antes del 
inicio del boom. Bajo estas condiciones, el boom del 
sector recursos extrae capital y fuerza de trabajo de la 
agricultura y manufactura, encareciendo los costos de 
producción de estos dos sectores; 

d. cada uno de los tres sectores utiliza un único factor 
específico, el trabajo, que se desplaza perfectamente 
entre los sectores. Entonces, en una economía de pleno 


empleo, el desplazamiento de mano de obra hacia un 
sector afecta el crecimiento de los otros sectores 
económicos; 

e.no hay inversión; los ingresos provenientes de los 
recursos son gastados de manera inmediata; y 

f. la tecnología se asume como dada, permanece estática, lo 
que significa que un flujo adicional de divisas no es de 
particular relevancia para el crecimiento económico. 


Evidentemente, estas hipótesis hno solamente son 
restrictivas (Auty, 1993; Davis y Tilton, 2005; Corden, 1984), 
sino que están muy alejadas de la realidad!*!. Basta mencionar 
algunas evidencias. Las rentas provenientes de un boom de 
recursos son administradas por los gobiernos y una fracción 
importante es destinada a la inversión en infraestructura y no 
únicamente al gasto corriente (instantáneo) como asume el 
modelo. La desindustrialización, definida como una caída del 
producto y del empleo en el sector manufactura debido a los 
efectos del gasto y al desplazamiento del factor trabajo entre 
los sectores (Corden y Neary, 1982, pág. 832), no se sostiene. 
Las actividades minera y petrolera absorben un nivel muy bajo 
de mano de obra; por consiguiente, el efecto de desplazamiento 
es despreciable y el mayor impacto del boom de los recursos 
tiene lugar a través del efecto de gasto. 

Además, el modelo de la enfermedad holandesa no tiene 
en cuenta el “efecto de absorción doméstica”, es decir, el 
impacto sobre los precios de un producto que es producido y 
aparte es consumido internamente. Esta observación es 
importante porque muchos países exportadores de recursos 
energéticos, por diversas razones (una de ellas la creación de 
ventajas competitivas), han desacoplado los precios domésticos 
de los precios internacionales, en algunos casos manteniendo 
“congelados” y en otros aumentándolos gradualmente de 
acuerdo a las tendencias de los precios internacionales. Por otra 


parte, el modelo asume que los bienes domésticos y extranjeros 
se substituyen perfectamente. Teniendo en cuenta que en los 
países en desarrollo el sector manufactura utiliza bienes 
intermedios importados, la apreciación de la moneda no 
debería afectar la competitividad del sector. Por último, el 
modelo ignora que cuando un país en desarrollo enfrenta una 
brecha tecnológica (casi siempre) los ingresos adicionales por 
exportación, si son canalizados por políticas industriales 
apropiadas, pueden desempeñar un papel importante en el 
acortamiento de la brecha, ya que un flujo adicional de divisas 
puede acelerar el proceso de importación de tecnología 
avanzada y maquinaria. Más aún, si la estrategia de 
industrialización promueve el “aprendizaje”, el financiamiento 
adicional puede acelerar el proceso de crecimiento (Di John, 
2009, pág. 40). 

Las puntualizaciones anteriores son suficientes para poner 
en serias dudas la validez del modelo de la enfermedad 
holandesa. En un contexto más amplio, señalamos que la idea 
subyacente es suponer la existencia de una economía cuya 
situación de equilibrio se vea perturbada por la irrupción de un 
sector económico que la desestabiliza, alejándola de un 
régimen que se asume casi estacionario. Los estudios sobre la 
“maldición de los recursos” rara vez formulan de manera 
explícita si “maldición” denota una desaceleración permanente 
o temporal de la economía. Esta visión niega el desarrollo 
económico entendido como una perturbación espontánea y 
discontinua que desplaza y altera en forma permanente el 
estado de la “estabilidad previamente existente” (Arrighi, 2007, 
pág. 49) o, en términos schumpeterianos, el carácter destructivo 
de una actividad creativa. 

Al respecto, no se puede negar que varios países han 
experimentado de una u otra manera los síntomas similares de 
la enfermedad holandesa. Sin embargo, como lo sostienen 
Davis y Tilton (2005), para que este fenómeno sea una 


verdadera enfermedad, en el sentido de afectar negativamente 
el crecimiento económico, se requieren dos hipótesis 
adicionales. En primer lugar, es necesario asumir que el boom 
de los recursos eventualmente se extinguirá, y cuando esto 
suceda el país se encontrará en una situación difícil o imposible 
de movilizar recursos para regresar a sus industrias O 
actividades tradicionales de exportación, presumiblemente la 
agricultura o quizá la manufactura. Ya que son contados los 
países que han experimentado esta transición, es muy temprano 
para asegurar si esta hipótesis tiene alguna validez. En 
cualquier caso, si el auge minero o petrolero persiste, los 
síntomas de la llamada enfermedad holandesa simplemente 
describen la transición a largo plazo de una economía desde un 
cierto régimen de “equilibrio” a otro nuevo régimen de 
“equilibrio”. (Davis G., 1995, pág. 1768). 

Una observación adicional amerita la hipótesis respecto al 
papel de la tecnología sobre la cual el modelo asume 
implícitamente que los procesos de aprendizaje tienen lugar 
únicamente en la producción de bienes manufacturados y no en 
la producción de minerales. Por supuesto, como se señaló 
anteriormente y se discute más adelante, esta hipótesis carece 
de fundamento o, en el mejor de los casos, resulta muy sesgada. 
La minería es una forma de manufactura y no simplemente un 
flujo de materia prima que ocurre sin el concurso de la 
tecnología y el capital, como asumen los modelos de la 
enfermedad holandesa. Esta actividad económica implica la 
aplicación de tecnologías que han avanzado significativamente 
en los últimos años y cuya innovación está lejos de detenerse 
(lizuka y Soete, 2011; Urzúa, 2012; Pérez, 2004). El espacio de 
innovación y desarrollo tecnológico es amplio. Por ejemplo, las 
experiencias de Suecia y Finlandia sugieren que estrategias de 
desarrollo basadas en materias primas pueden constituir una 
sólida base para un desarrollo sostenible y ellas representan en 
el presente una fracción significativa de la actividad 


manufacturera. En estos países, las industrias forestales y de 
metales emplean conjuntamente alrededor de un quinto de la 
fuerza de trabajo (Suecia) y representan alrededor de un cuarto 
de las exportaciones. En Finlandia, las participaciones 
correspondientes son aún más elevadas. La continua 
importancia de estos sectores implica que la producción 
sustentada en materias primas es no solamente una etapa 
temporal del desarrollo económico, sino que constituyen un 
elemento sostenible hacia una estructura industrial más 
avanzada (Blomstróm y Kokko, 2007, pág. 214). 

En conclusión, el debate alrededor de la enfermedad 
holandesa no es entonces sobre los ajustes estructurales 
macroeconómicos que el boom de recursos ocasiona. Estos en sí 
pueden ser benignos y hasta aun benéficos (Davis y Tilton, 
2005, pág. 238). En su lugar, el debate se enfoca en la 
plausibilidad de las hipótesis requeridas para que el cambio 
estructural afecte de manera adversa el desarrollo económico. 
Hasta hoy, los investigadores no han podido verificar 
empíricamente si estas hipótesis son razonables. La pregunta 
relevante es acerca de las condiciones necesarias para la 
construcción de un sector manufacturero alrededor de las 
ventajas comparativas que ofrecen los recursos naturales. Un 
país rico en recursos puede exportar unos pocos recursos al 
mismo tiempo que las exportaciones de su sector de 
manufactura pueden incorporar de manera intensiva sus 
recursos!”!. El comportamiento de la economía de un grupo de 
países exportadores muestra que: i) la enfermedad holandesa 
no es un factor relevante que explica los patrones de 
crecimiento; ii) las diferencias en el desempeño del crecimiento 
están más relacionadas con diferencias en la estructura 
económica como el grado de diversificación; iii) los principales 
determinantes de desempeño tienen que ver con las políticas 
adoptadas por los gobiernos para evitar inflación y mantener 
incentivos para la inversión y producción en los sectores 


transables (Davis y Tilton, 2005; Brunnschweiler, 2008; 
Lederman y Maloney, 2007a; Mikesell, 1997). 

Por último, es necesario insistir en este punto en que las 
tesis sobre la enfermedad holandesa y la maldición de los 
recursos son dos asuntos separados, aunque frecuentemente se 
los toma como sinónimos. Que la terminología “enfermedad 
holandesa” sea usada incorrectamente no es preocupante. El 
problema consiste en la connotación negativa que implica la 
palabra “enfermedad” (Davis G., 1995, pág. 1765). No existe 
ninguna relación inherente entre el auge de los minerales y la 
inhibición del crecimiento provocada por el fenómeno de la 
enfermedad holandesa. La llamada enfermedad holandesa es 
simplemente una descripción hipotética de las causas y los 
efectos estructurales del crecimiento inducido por el auge de un 
sector. Si existe un problema originado por la enfermedad 
holandesa, este consiste en la reasignación de recursos y el peso 
del ajuste que se produce. Cuando “el maná caído del cielo” es 
modelado en el marco de un modelo de equilibrio general, este 
flujo genera crecimiento aun cuando los efectos de un gasto 
subóptimo, los salarios y los precios son tomados en cuenta. En 
este punto, resulta oportuna la observación de Hausman (2003, 
pág. 246). Nos recuerda este autor que el colapso del 
crecimiento económico de Venezuela tuvo lugar luego de 60 
años de continua expansión alimentada por el petróleo. Se 
pregunta este autor: si el petróleo explicaría el bajo crecimiento 
(inclusive el decrecimiento) de los últimos años, entonces, 
¿cuál es la explicación del crecimiento acelerado en las décadas 
previas? Más aun, el colapso del crecimiento ocurrió cuando los 
ingresos petroleros empezaron a declinar de tal manera que la 
enfermedad holandesa debía haber operado en reversa, 
facilitando el crecimiento de los sectores transables no- 
petroleros. Esto no ocurrió. 


El diagnóstico: el índice de la enfermedad holandesa 


En un influyente estudio, Syrquin y Chenery (1989) 
identificaron patrones de desarrollo para 120 países en el 
período 1950-1983 sobre la base de tres dimensiones: tamaño 
de la economía, nivel relativo de exportaciones y un índice de 
apertura comercial. Mediante regresiones estadísticas 
transversales, el estudio identificó una tipología de patrones de 
producción de las economías correlacionada con el ingreso per 
cápita. Así, por ejemplo, la estructura productiva (en 
porcentaje) de un país con un ingreso per cápita de mil dólares 
debería ser como sigue (Gráfico 3.1): agricultura, 23; 
manufactura, 18; servicios, 38; mientras que para un país con 
un ingreso per cápita de cuatro mil dólares la estructura 
correspondiente de su economía debería ser 10, 24 y 45 por 
ciento, respectivamente. 


Gráfico 3.1. Estructura económica y niveles de desarrollo 
para el período post-1973 
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Fuente: elaboración propia con base en Syrquin y Chenery (1989). 


De acuerdo a esta tipología, el proceso de desarrollo 
estaría determinado por una trayectoria de crecimiento en la 
que la contribución de la agricultura al producto total 
disminuye gradualmente en beneficio de la manufactura. Por 
ejemplo, la economía de un país con un nivel precario de 
desarrollo (ingreso per cápita anual inferior a 300 dólares) 
estaría caracterizada por una contribución de la agricultura de 
alrededor del 48 por ciento y únicamente el 10 por ciento de la 
industria a su producción total, mientras que, en el extremo 


opuesto, en una economía relativamente desarrollada la 
participación de estos dos sectores sería del siete por ciento y el 
28 por ciento, respectivamente. 

A partir de los patrones de desarrollo identificados por 
Syrquin y Chenery, Gelb (1988) asume que, para los países 
exportadores de recursos no renovables, cualquier desviación 
de la estructura productiva correspondiente a un determinado 
nivel de ingreso es simplemente el resultado de los efectos de la 
enfermedad holandesa sobre la economía. Define este autor un 
índice de enfermedad holandesa (IEH) como la diferencia entre 
el porcentaje de producción de bienes transables (agricultura + 
manufactura) según el patrón de Syrquin y Chenery (norma) y 
el valor observado en la realidad (real). Es decir: IEH = 
(AGRnorma + MANUFnorma) — (AGRreal + MANUFreal). 

La Tabla 3.1 muestra los valores del IEH para el Ecuador y 
Venezuela en el período 1972-1981, así como los cambios del 
IEH a lo largo de la década analizada. Un valor negativo indica 
un fortalecimiento de los sectores productivos transables no 
petroleros, mientras que un cambio positivo indicaría una 
contracción de estos sectores respecto a la norma de Syrquin y 
Chenery. 

Los resultados del análisis muestran que el Ecuador, con 
un IDH de 1,6 en el año 1972, tuvo una “estructura sectorial 
casi normal” (resaltado añadido); es decir, la participación de 
las actividades económicas en la composición del producto 
estaba en correspondencia con los niveles de ingreso de la 
población según la norma. En Venezuela, por el contrario, un 
IEH de 13,9 señala una “severa distorsión de los sectores no 
petroleros” en la economía de este país (pág. 89). Los sectores 
productores de bienes transables (agricultura y manufactura) 
muestran un notable rezago, no así el sector petróleo, con un 
crecimiento totalmente desproporcionado en relación con una 
situación “normal”. 


Tabla 3.1. Estructura económica e índice de la enfermedad holandesa (1) 
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Fuente: elaboración propia con base en Gelb (1988, pág. 88). 


Según Gelb, el Ecuador, al entrar en 1972 en la época 
petrolera, evitó un substancial incremento del IEH por varias 
razones: el rápido crecimiento de la industria pesquera, los 
generosos estímulos fiscales que beneficiaron la manufactura y 
la agroindustria y la ventajosa política crediticia sustentada por 
el endeudamiento externo del gobierno (pág. 91)!*!. En otras 
palabras, el Ecuador experimentó una situación paradójica: la 
renta petrolera no desencadenó la enfermedad, sino que, al 
contrario, sirvió como “antídoto” para controlar el “virus” de la 
enfermedad holandesa y, al mismo tiempo, para impulsar un 
proceso de diversificación económica. Al respecto, cabe señalar 
que este proceso de diversificación se acentuó en el período 
2007-2015, precisamente el período en el que los efectos de la 
enfermedad holandesa deberían haber sido más severos. En 
efecto, tomando como proxi de la diversificación económica el 
índice de diversificación de las exportaciones (Gráfico 3.2)”, 
la economía ecuatoriana, paralelamente al boom de las 
exportaciones de petróleo, diversificó notablemente la canasta 
de productos de exportación. 


Gráfico 3.2. Índice de diversificación de las exportaciones del Ecuador 
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Fuente: elaboración propia con base en Cuentas Nacionales, BCE. 


Siguiendo una metodología similar, Auty (1993) cuantifica 
el IEH para tres países latinoamericanos (Bolivia, Chile y el 
Perú) caracterizados por una participación importante de la 
actividad minera en sus economías (Tabla 3.2). Los resultados 
del ejercicio muestran que para los tres países no es el sector 
manufactura el más afectado, sino el sector agricultura; efecto 
aún más pronunciado en los dos países de mayor desarrollo 
relativo (Chile y el Perú). Según este autor, el comportamiento 
señalado reflejaría las políticas proteccionistas de una industria 
relativamente poco desarrollada en los tres países (pág. 41). 
Los valores de la tabla muestran que mientras los impactos de 
la enfermedad holandesa son relativamente menores en Chile y 
el Perú, la economía más afectada por este fenómeno es 
Bolivia, lo que llevaría a concluir que el impacto de este 
fenómeno es mayor mientras más pequeñas son las economías. 
Esta conclusión, sin embargo, contradice el análisis de Gelb, 
cuyos resultados muestran que el Ecuador, una economía más 
pequeña que Venezuela, fue menos afectada por la enfermedad 
holandesa. 


Tabla 3.2. Estructura económica e índice de la enfermedad holandesa (II) 


Fuente: elaboración propia con base en Auty (1993, pág. 41). 


En el caso de Bolivia, Auty (2001) señala que los efectos de 
la enfermedad holandesa debilitaron de manera significativa la 
estructura de la economía no minera. Por ejemplo, la 
participación de la agricultura en el PIB no minero fue 
aproximadamente la mitad de lo esperado (pág. 181) y aunque 
la participación de la manufactura se situó alrededor de la 
norma, fue un sector protegido y con una mínima fracción de 
su producción internacionalmente competitiva. 

Concluimos este punto señalando que el concepto de un 
IEH como indicador para medir cuánto una economía 
extractiva se acerca o se aleja de una “norma natural” de 
desarrollo se inscribe en la corriente ideológica de la 
modernización económica y, más concretamente, en la teoría 
del despegue de Rostow (Peet y Hartwick, 2009). La norma de 
desarrollo de Sirquin y Chenery simplemente nos dice que la 
trayectoria de desarrollo está marcada por etapas universales, 
inevitables para cualquier sociedad, y caracterizadas por la 
composición del producto nacional. Implícita está la idea del 
desarrollo como una secuencia de etapas o mejor dicho como 
una escalera cuyos peldaños los países están obligados a 
ascender en el camino de la modernización y del progreso. El 
paso obligatorio por estas etapas permite a los países moverse 
de lo tradicional a lo moderno, del atraso a lo nuevo; en 
general, del subdesarrollo al desarrollo. La fuerza motriz a lo 
largo de este proceso histórico es el desarrollo tecnológico en 
un contexto de condiciones sociales culturales y políticas 
favorables para la modernización. No es este el espacio para 
entrar en una discusión sobre esta tesis, un ejercicio 
ciertamente inútil dada la abundante literatura dedicada a 
rebatir estas teorías. Lo sorprendente es la ligereza con la que 
ciertas corrientes de pensamiento del Norte abordan la 
problemática del desarrollo y al mismo tiempo la facilidad con 
la que estas ideas son asimiladas en ciertos círculos 
intelectuales del Sur!*!, 


¿Una fatalidad del destino? 

La mayoría de los estudios sobre el tema de la maldición de los 
recursos pone énfasis ya sea en el fracaso de los países ricos en 
recursos para promover un sector manufacturero altamente 
productivo que se considera como la fuente principal del 
progreso tecnológico o en la apreciación sustancial de la 
moneda resultante de la conversión de las rentas en moneda 
local para financiar proyectos públicos sobredimensionados y 
muchas veces innecesarios o en los efectos inflacionarios de 
una demanda doméstica inducida por la distribución de la 
renta. Se pasa por alto el hecho de que en la mayoría de los 
países exportadores de recursos el pobre desempeño de sus 
economías ha sido el resultado de políticas gubernamentales 
incorrectas o condiciones exógenas que no tienen nada que ver 
con la exportación de recursos (Stiglitz, 2006; Auty, 2007; 
Mikesell, 1997; Davis y Tilton, 2005). Lo mismo ha ocurrido 
con países pobres en recursos naturales. 

Entonces, los síntomas de la enfermedad, a los cuales nos 
hemos referido, de ninguna manera son una fatalidad sino el 
resultado de las políticas adoptadas por los gobiernos de los 
países que en un momento se beneficiaron de la abundancia de 
recursos. “La principal responsabilidad de obtener el máximo 
valor posible de sus recursos naturales y usarlo bien reside en 
los propios países” (Stiglitz, 2006, pág. 199). Como señalamos 
más adelante, varias experiencias demuestran, en definitiva, 
que los síntomas pueden ser largamente evitados o al menos 
moderados y controlados mediante la adopción de políticas 
económicas apropiadas. Las alternativas que se presentan son 
múltiples (Mikesell, 1997; Frankel, 2010; Stiglitz, 2006; van 
der Ploeg, 2010). Los gobiernos pueden proteger al sector 
manufactura a través de estrategias proteccionistas. La más 
evidente consiste en la protección de la tasa de cambio, una 
política que evita la apreciación real de la moneda local y, por 
lo tanto, protege a los sectores transables a expensas de los no 


transables mediante la retención de rentas por los bancos 
centrales, la creación de fondos de estabilización o limitaciones 
presupuestarias para controlar el gasto (Mikesell, 1997; 
Corden, 1984). Otras estrategias consisten simplemente en la 
protección ordinaria de los sectores afectados mediante el 
aumento de tarifas o la imposición de cuotas de importación o 
aprovechar el efecto de absorción doméstica para compensar la 
apreciación de la tasa de cambio con precios subsidiados, de la 
energía, por ejemplo, en relación con los precios 
internacionales (Corden, 1984, pág. 375). Así mismo, las 
tendencias desindustrializantes pueden ser corregidas mediante 
la canalización de las rentas a la inversión productiva o el 
financiamiento de obras de infraestructura de rendimientos 
razonables (Davis G., 1995). 

La inestabilidad de los mercados de los productos 
primarios ha sido señalada como una de las causas, quizá la 
principal, en la afectación de los recursos naturales a las 
economías dependientes de los recursos primarios. Variaciones 
de precios de un 30 por ciento o más en el transcurso de uno o 
dos años son comunes. En el caso de los minerales y la energía, 
esta volatilidad se debe a que la demanda fluctúa 
significativamente a lo largo de los ciclos económicos. Cuando 
se produce un boom económico, los sectores consumidores de la 
mayor parte de bienes primarios (construcción, bienes de 
capital, transporte y bienes durables de consumo) crecen con 
tasas mayores que el promedio de la economía. Inversamente, 
cuando la economía entra en recesión, estos sectores decrecen 
más rápidamente. Esto significa que los ingresos del gobierno, 
en forma de rentas, impuestos y regalías, son particularmente 
volátiles. De acuerdo con la teoría económica de optimización 
intertemporal de los recursos, los países tendrían que recurrir al 
endeudamiento para sostener el consumo y la inversión en los 
períodos de recesión y pagar o acumular divisas en los períodos 
de auge (Frankel, 2010; Stiglitz, 2006; Davis G., 1995). 


En la práctica esto no sucede; las políticas tienden a ser 
contractivas en el primer caso y expansivas en el segundo, 
exacerbando de esta manera las oscilaciones económicas 
(Ocampo J., 2017). Muchos autores documentan que las 
políticas fiscales en los países fuertemente dependientes de los 
recursos primarios son procíclicas en comparación con otros 
países, especialmente los países desarrollados. Dos son los 
rubros presupuestarios que contribuyen al gasto: los proyectos 
de inversión y la nómina salarial del sector público. Respecto al 
primero, las inversiones en infraestructura pueden generar 
beneficios en el largo plazo cuando son bien diseñadas; sin 
embargo, por lo general ellas resultan en la construcción de 
“elefantes blancos” (Wilson y Bayon, 2017), quedando sin 
recursos para su terminación o mantenimiento cuando cesa el 
boom temporal de los recursos (Frankel, 2010). Esto ocurre 
precisamente en momentos que una política expansiva es 
necesaria para ayudar a la economía doméstica a enfrentar la 
recesión de algún sector económico clave (Davis y Tilton, 2005, 
pág. 236). Los gobiernos pueden también mitigar las 
fluctuaciones de los precios mediante la creación de fondos de 
estabilización. Así, cuando los mercados se deprimen, los 
gobiernos dispondrían de los fondos de sus ingresos 
acumulados para sostener sus programas. Estos fondos, además, 
facilitarían la absorción de las rentas en la economía a una tasa 
que se acopla a la capacidad de absorción doméstica, ayudando 
de esta manera a estabilizar la economía y manteniendo una 
tasa real de cambio competitiva (Auty, 2007, pág. 631). 

Las experiencias de Noruega, Chile, Canadá, Indonesia y 
Botsuana, entre otros países, han sido reconocidas como casos 
exitosos de un manejo “prudente” de las rentas provenientes de 
la explotación de sus recursos (Davis y Tilton, 2005; Auty, 
2007; Stiglitz, 2006; Stevens, 2003). La estrategia de estos 
países consistió en aislar, en cierta medida, la economía del 
flujo de las rentas. Esto fue posible, en parte, por la 


diversificación de las economías que ayudó a contrarrestar el 
problema de volatilidad de los precios; pero, sobre todo, por las 
políticas de creación de fondos de estabilización y al 
condicionamiento de los presupuestos a los flujos de ingresos 
con el fin de proveer algún grado de neutralización a la 
volatilidad de los precios. Cuando la renta fue gastada, la 
tendencia fue de un gasto en actividades productivas. Un 
consumo conspicuo y la gigantomanía fueron en gran medida 
restringidos (Stevens, 2003, pág. 18). A pesar de estas 
experiencias, todas positivas, el establecimiento de fondos de 
estabilización ha sido cuestionado, de manera particular por el 
Fondo Monetario Internacional, bajo una serie de argumentos: 
los fondos pueden ser pobremente ¡integrados a los 
presupuestos del gobierno y por lo tanto escapan del control 
del gasto público; ellos incitan al gasto extrapresupuestario, 
que socaba la integridad fiscal; complican la coordinación entre 
la administración de los fondos y el manejo presupuestario y 
tienden a funcionar con menor transparencia que el gasto 
presupuestario (Davis, Ossowski, Daniel y Barnett, 2001)!?.. 
Sin embargo, como lo advierte Auty (2007, pág. 631), todos 
estos problemas están asociados con un pobre diseño de los 
fondos y no son inherentes al establecimiento de los fondos 
mismos. 

El caso de Noruega es revelador. Las políticas 
implementadas por este país desde el inicio de la explotación 
de sus reservas petroleras, a comienzos de los años setenta, 
estuvieron direccionadas a evitar los efectos de una posible 
enfermedad holandesa (Larsen, 2005). El gobierno, consciente 
de los efectos de una sobreexpansión desproporcionada del 
sector petrolero, puso en marcha una política orientada a 
limitar los mecanismos de transmisión de la enfermedad 
holandesa. Los elementos claves de la estrategia consistieron en 
frenar el efecto gasto y limitar el efecto del factor 
desplazamiento de los factores (pág. 81). El elemento clave de 


la estrategia para frenar el gasto consistió en proteger la 
economía doméstica mediante la inversión en el extranjero de 
las rentas provenientes de la explotación del petróleo. El 
objetivo estuvo centrado en limitar la presión sobre la 
economía doméstica que generan las dos características de la 
enfermedad holandesa: el efecto gasto y el efecto del 
desplazamiento de los factores. En una primera etapa, los 
ingresos de la renta petrolera fueron destinados al pago de la 
deuda externa y únicamente después, en 1990, el fondo fue 
establecido. Más aún, a fin de reforzar la limitación del gasto, 
el gobierno institucionalizó a inicios de la década pasada la 
“Regla de Gasto”, que limita el gasto únicamente a los retornos 
financieros del fondo (pág. 82). 

Quizá el ejemplo más reciente y cercano de que los 
recursos naturales son una ventaja que puede desencadenar 
procesos sostenidos de crecimiento y mejoras del nivel de vida 
de la población es el caso de Bolivia. La experiencia boliviana a 
lo largo de las dos últimas décadas es una evidencia de la 
hipótesis errónea de la tesis de la maldición o fatalidad de los 
recursos. Hace algunos años, en un análisis al respecto, Auty 
(1994) concluía que los booms de minerales en los períodos 
1974-1978 y 1979-1981 condujeron a un deterioro acelerado 
de la economía de este país demostrando una relación inversa 
entre la ocurrencia de shocks favorables y las respuestas de 
políticas macroeconómicas. Aunque reconocía este autor que la 
tesis de la maldición de los recursos no es determinística, sino 
una fuerte tendencia recurrente, advertía que se requieren 
condiciones políticas especiales, difíciles de juntar, para evitar 
los efectos. 

Sin embargo, en el año 2019, Bolivia experimentó su 
“decimoquinto año de crecimiento continuo, a un promedio 
anual de alrededor del 5%, el más alto por un tiempo tan 
prolongado” (Molina, 2019, pág. 8). Una serie de políticas 
macroeconómicas permitieron al gobierno revaluar la moneda, 


que conjuntamente con otras medidas (aumento del encaje 
bancario en dólares, impuesto a las transacciones financieras en 
dólares) obraron un “milagro”: la “bolivianización de la 
economía”. Esto no hubiera sido posible sin el “shock de 
liquidez” proveniente de las exportaciones de gas natural y 
minerales que posibilitaron acumular una reserva monetaria en 
niveles que no hubieran sido posible sin el boom de las 
exportaciones de los recursos naturales. 

El modelo boliviano se ha sustentado en una coexistencia 
positiva de dos sectores: uno generador de rentas y excedentes, 
controlado por el Estado, que incluye las actividades gasífera, 
minera y eléctrica, y otro sector generador de ingresos y 
empleo, conformado por la manufactura, la agroindustria y la 
construcción. Bajo este esquema, el Estado pasó a ser el 
principal actor de la economía en la medida que se convirtió en 
el centro de decisión sobre el destino y transferencia de los 
excedentes que dinamizan la economía. La persistencia del 
crecimiento económico por cerca de dos décadas “ha sido una 
de las ventajas de un gobierno que explotó la necesidad de 
“vivir de los recursos” naturales a su favor” (pág. 11). Todo 
parece indicar que el ciclo ascendente del mercado (precios) de 
los commodities ha llegado a su límite y está ya afectando el 
dinamismo de la economía boliviana. Sin embargo, los 
márgenes de maniobra de los que dispone el gobierno para 
hacer frente a la recesión no están limitados por ninguna 
“fatalidad del destino” sino por las decisiones que se adopten 
para sortear la crisis. 


[La enfermedad holandesa es] una denominación que debemos 
manejar con pinzas, ya que implícitamente sugiere la existencia 
de un modelo de crecimiento “normal”, sostenible y 
autopropulsado, que sería el industrial, frente al cual el 
crecimiento de los países no industriales con recursos naturales, 
como Bolivia, representaría la anormalidad y la adversidad 
propias de una “enfermedad” (Molina, 2019, pág. 11). 


La enfermedad holandesa en el Ecuador 

No cabe duda de que uno de los pilares del éxito de la 
experiencia boliviana fue la acumulación en su reserva 
monetaria del aluvión de divisas originado por el boom de los 
commodities. Como brevemente reseñamos en la sección 
anterior, esta estrategia le permitió al gobierno un importante 
margen de maniobra para el diseño e implementación de 
políticas fiscales que le aseguraron un crecimiento sostenido 
durante un período relativamente largo. Esta estrategia difirió 
radicalmente de aquella adoptada, casi durante el mismo 
período, por el gobierno del Ecuador, que veía en la inversión 
pública la mejor herramienta para amortiguar eventuales 
shocks en lugar de fondos de estabilización u otros medios de 
liquidez (de la Torre, Cueva y Castellanos-Vásconez, 2020). 

La creación de fondos de estabilización para mitigar las 
crisis recurrentes de inestabilidad fiscal debido a la volatilidad 
de los ingresos petroleros siempre ha estado presente en la 
agenda pública del Ecuador; sin embargo, su experiencia con 
los fondos de estabilización ha sido corta y azarosa. Ya en el 
año 1999, el gobierno estableció el Fondo de Estabilización 
Petrolera (FEP), un instrumento diseñado para atenuar los 
problemas fiscales ocasionados por la volatilidad de los precios 
del petróleo. La idea consistía en ahorrar los excedentes 
originados por el diferencial entre los precios de exportación y 
los valores estimados en el presupuesto del Estado, o usar el 
fondo acumulado en caso contrario. Sin embargo, el ahorro que 
se suponía acumular a través del fondo fue totalmente 
preasignado (45 por ciento para proyectos de vialidad y 
desarrollo, 10 por ciento para equipamiento de la policía y el 
resto transferido posteriormente al Fondo de Estabilización, 
Inversión Social y Productiva y Reducción del Endeudamiento 
Público [FEIREP]). El FEIREP se establece bajo la modalidad de 
un fideicomiso con fondos de los ingresos provenientes de la 
exportación del petróleo transportado a través el Oleoducto de 


Crudos de Pesados y con una transferencia del 45 por ciento de 
los fondos del FEP. El fondo acumulado estaba destinado a: i) 
el 70 por ciento a recomprar la deuda pública externa e interna 
a valor de mercado; ii) el 20 por ciento a estabilizar los 
ingresos petroleros hasta alcanzar el 2,5 por ciento del PIB, y a 
cubrir los gastos ocasionados por catástrofes y emergencias 
legalmente declaradas; y iii) el 1 por ciento a inversiones en 
educación y salud para promover el desarrollo humano 
(Almeida, Gallardo y Tomaselli, 2006). 

Poco tiempo después de su creación, en el año 2005, el 
Feirep fue convertido en la Cuenta de Reactivación Productiva 
y Social, del Desarrollo  Científico-Tecnológico y de 
Estabilización Fiscal (CEREPS) destinada a: i) el 35 por ciento a 
la recompra de la deuda pública!!0!, ii) el 20 por ciento al FEP, 
y iii) el 45 por ciento restante a otros programas (salud, 
vivienda, investigación científica y vialidad). Adicionalmente, 
en el año 2006, con el fin de que los recursos generados por la 
operación del bloque 15 (hasta entonces operado por la 
empresa Occidental y con una producción de alrededor de 
100.000 barriles diarios) no fueran utilizados en gasto 
corriente, se establece el Fondo Ecuatoriano de Inversión en los 
Sectores Energético e Hidrocarburífero (FEISEH). Finalmente, 
mediante la Ley para la Recuperación del Uso de los Recursos 
Petroleros del Estado y Racionalización Administrativa de los 
Procesos de Endeudamiento, la Asamblea Constituyente en el 
año 2008 liquidó todos los fondos petroleros existentes hasta 
entonces. Se argumentaba que “el mejor ahorro es la inversión 
en carreteras, hospitales, puentes” y por lo tanto resultaba 
“preferible el manejo de los recursos bajo la flexibilidad del 
presupuesto que bajo la rigidez de los fondos”. Al momento de 
cierre, el saldo acumulado en los fondos totalizaba alrededor de 
5300 millones de dólares!!!!. De esta manera se dio inicio al 
mayor despilfarro, ineficiencia y corrupción que haya conocido 
el Ecuador en el manejo de sus recursos públicos!!?!, 


Pero, además de la falta de una estrategia económica que 
hubiera permitido amortiguar las oscilaciones del flujo de 
rentas ante las variaciones de los precios del petróleo, fueron 
adoptadas políticas fiscales procíclicas que contribuyeron a 
aumentar la vulnerabilidad de la economía. La magnitud de 
estas políticas puede entenderse si se observa la expansión total 
del gobierno durante el período de bonanza: el tamaño del 
gobierno pasó de menos del 25 por ciento del PIB en 
2002-2004 a cerca de 43 por ciento en el lapso 2012-2015 (de 
la Torre, Cueva y Castellanos-Vásconez, 2020). Esto explica el 
comportamiento del consumo agregado (Gráfico 3.3), cuya 
tendencia histórica ha sido la de moverse bajo una modalidad 
oscilatoria, generando ciclos que son más pronunciados que 
aquellos experimentados por el PIB; es decir, una mayor 
expansión durante los booms y una contracción más fuerte 
durante las crisis. Estos patrones de gasto explican la razón por 
la cual las medidas de ajuste han sido más severas en los 
períodos de recesión pronunciada. 


Gráfico 3.3. Ecuador: ciclos del PIB y del consumo 
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La pregunta crucial en este punto es por qué los gobiernos 
son siempre tan impacientes en gastar las rentas de la 
explotación de sus recursos y no acumulan, por lo menos, una 
fracción de sus ingresos, como aconseja el sentido común y 
también la teoría económica!!”!, Las teorías cognitivas explican 
el fracaso de las políticas por la miopía de los actores políticos 
al considerar los efectos adversos de sus acciones en las 


generaciones venideras una vez que los recursos se agoten y así 
caer en la ilusión de la exuberancia (van der Ploeg, 2010). Esta 
miopía puede ser explicada porque el hecho de que las tasas de 
descuento intertemporales usadas por los políticos son mucho 
más elevadas que las probabilidades de permanecer en ejercicio 
del poder (van der Ploeg, 2010; Robinson, Torvik y Verdier, 
2006). Esta hipótesis explicaría parcialmente los ciclos políticos 
de la economía ecuatoriana y sus dos efectos más notables: el 
efecto “monumento” y el efecto “funeraria”. En el primer caso, 
se trata de acciones de política económica destinadas a levantar 
la imagen del gobernante y, por consiguiente, gastar rápido y 
bastante y, en el segundo, aunque parezca increíble, de 
aquellas acciones orientadas a dificultar la gestión del próximo 
gobierno (Almeida, Gallardo y Tomaselli, 2006). 


Conclusión 

En este punto, resultan muy pertinentes las conclusiones del 
comprensivo estudio de Di John (2009) para el caso de 
Venezuela que resumen con claridad los cuestionamientos a la 
tesis de la enfermedad holandesa expuestos en el presente 
capítulo. Concluye este autor que: 


* Los booms petroleros no han generado el efecto de 
desplazamiento de las inversiones en la manufactura. 

+ Existe escasa evidencia de que los booms petroleros 
hayan disminuido la participación de la manufactura en 
el PIB no petrolero a lo largo del tiempo. Por lo tanto, la 
disminución en el crecimiento de la economía no 
petrolera no puede ser atribuida a una disminución de la 
participación de la manufactura. 

* Estos modelos mo explican por qué las tasas de 
crecimiento de la productividad se ralentizaron en la 
economía no petrolera y en la manufactura en particular. 

* Los modelos de la enfermedad holandesa no explican por 


qué un crecimiento relativamente rápido de la 
manufactura coincidió con la expansión de la industria 
petrolera desde 1920 hasta 1960. 

+ Se puede argumentar que el pobre crecimiento del sector 
manufactura se debe a políticas microeconómicas 
inadecuadas; sin embargo, el énfasis en el fracaso de 
políticas resulta inadecuado para explicar por qué los 
gobiernos de países con economías en períodos de 
recesión fallaron en tomar las medidas correctivas 
necesarias. 


Cabe insistir en que el proceso de desindustrialización 
(disminución persistente de la participación de la manufactura 
en la composición del producto) que se observa en las 
economías latinoamericanas exportadoras de recursos 
minerales y energéticos tiene poco o nada que ver con la 
llamada enfermedad holandesa. Esta tendencia no es exclusiva 
de los países dependientes de la exportación de recursos, sino 
que se trata de un fenómeno que ha afectado, se podría decir 
con similar intensidad, a todos los países de la región. Se ha 
producido una suerte de convergencia de las economías hacia 
una contribución de la manufactura al valor agregado nacional 
que se sitúa en un rango entre el diez y quince por ciento, 
luego de un período en el que la mayoría de los países 
mostraban niveles de industrialización superiores al veinte por 
ciento. Como se discute más adelante, las causas son más de 
fondo y tienen que ver con el fenómeno de un cambio de 
paradigma tecnológico, de la era de la manufactura a la época 
de la automatización y la informática, y el fenómeno de 
globalización que lo acompaña (Pérez, 2010). 

Por último, aun aceptando que alguno o algunos de los 
síntomas de la enfermedad holandesa se manifiestan en las 
economías extractivas, la pregunta de fondo en la discusión 
sobre este tema nos lleva a interrogarnos por qué los gobiernos 


fallan en tomar acciones correctivas. Los gobiernos 
desempeñan un papel excepcionalmente importante en el 
sector de recursos no renovables en la mayoría (sino en todos) 
de los países en desarrollo y, por lo menos en teoría, disponen 
de las herramientas políticas para mitigar los efectos 
perniciosos de la enfermedad (Ross, p. 307). Los gobiernos 
pueden compensar el deterioro de los términos de intercambio 
invirtiendo en la productividad del sector recursos y 
diversificando las exportaciones: ellos pueden amortiguar sus 
economías contra las fluctuaciones de los precios 
internacionales de los recursos naturales mediante el 
establecimiento de fondos de estabilización; en fin, ellos 
pueden contrarrestar la enfermedad holandesa mediante ajustes 
de carácter fiscal, subsidios temporales a la agricultura y a la 
manufactura o simplemente limitando el gasto de las rentas 
provenientes de la exportación de los recursos. “Aun las 
economías pequeñas tienen un amplio margen de maniobra 
sobre el desempeño de sus economías” (Ross, 2001, pág. 21). 
Averiguar los factores que impiden aprovechar la dotación de 
recursos como uno de los motores de crecimiento tiene más 
sentido que buscar explicaciones fuera de la realidad de los 
países. Después de todo, como lo señala Coronil (2008): 


El síndrome de la erosión productiva como efecto del flujo 
masivo de ingresos de dinero por la exportación de recursos 
mineros y energéticos debería llamarse “enfermedad 
neocolonial”, en lugar de enfermedad holandesa, porque sus 
consecuencias son más omnipresentes y perniciosas en las 
economías escasamente diversificadas postcoloniales; ellas 
incluyen la reproducción de relaciones de dependencia colonial 
entre estos países formalmente independientes y las metrópolis. 


1. Noviembre 26, 1977. « 
2. Según The Economist, se presentaba el riesgo de una desindustrialización 


de Holanda como resultado de la apreciación de la moneda local a raíz 
del descubrimiento de depósitos de gas natural en el mar del norte. Sin 
embargo, Holanda superó muy rápidamente este “contagio de 
enfermedad” y, al contrario, experimentó un rápido aumento de sus 
importaciones y exportaciones respecto al PIB. En realidad, las 
exportaciones de gas no desplazaron otras exportaciones, así que la parte 
“holandesa” de la expresión es inapropiada (Davis y Tilton, 2005). 
Añaden estos autores: “El término enfermedad holandesa es un término 
poco apropiado ya que no se trata ni de una enfermedad ni es 
particularmente holandesa” (pág. 238). A pesar de lo inadecuado del 
término, debido a su universalidad y por razones de claridad en la 
exposición, continuaremos refiriéndonos al supuesto fenómeno como 
“enfermedad holandesa”. « 

. Se trata de una función de producción tipo Solow, Y = A * f(K,L), en la 
que el progreso técnico en cuestión afecta únicamente al parámetro A.« 

. En este punto resulta oportuno recordar a W. Leontieff: “Página tras 
página las revistas académicas de economía están llenas de fórmulas 
matemáticas que conducen al lector desde un conjunto de hipótesis más o 
menos plausibles, pero completamente arbitrarias, a conclusiones 
precisamente formuladas, pero irrelevantes. [...]. La información 
primaria, sin importar su grado de detalle, es empaquetada en un número 
relativamente pequeño de agregados bajo las etiquetas de “capital, 
“trabajo”, “materias primas”, bienes manufacturados” y así por el estilo. 
Estos agregados son luego encajados en un “modelo”, esto es, en sistema 
pequeño de ecuaciones que describen toda la economía en un número 
pequeño de agregados correspondientes” (1982, págs. 104-107). « 

. Oportunamente nos recuerda Stinjs (2001, pág. 3) que el pobre 
desempeño de la economía italiana antes de la Primera Guerra Mundial, 
entre otras causas, se explica por la falta de reservas de carbón, lo que 
determinó una estructura atrasada de producción. « 

. Señala Gelb (1988, 87) que, debido a que el crecimiento del ingreso per 
cápita está asociado con el incremento de los precios no transables 
respecto a los bienes transables, el índice de la enfermedad holandesa 
tiende a ser menor cuando es medido en precios constantes. En el cuadro 
se trata de precios corrientes. « 

. El índice de Shannon-Weaver es propuesto por Templet (1999) para 
caracterizar la diversidad de un sistema, en particular, la diversidad de 
sistemas económico-energéticos. A partir de este concepto, hemos 
estimado la diversificación de exportaciones (IEX) como: IEX = -X Pi x 
Ln(Pi), en donde el subíndice i se refiere a los sectores petróleo, banano, 
flores, productos de pesca, agricultura y manufactura, y P es la fracción 
de cada producto en el total de exportaciones. « 

. La reflexión de Hirschman resulta oportuna al respecto. Se cuestionaba 
este autor: “Hemos sido testigos de un verdadero diluvio de paradigmas y 
modelos, desde el círculo vicioso de la pobreza, las trampas de equilibrio 
en el subdesarrollo, las secuencias de las etapas graduales de la 
modernización hasta del hambre por un estatus por parte de sociólogos, 
economistas o cientistas políticos. A los psicólogos les puede resultar 
interesante preguntarse algún día si estas teorías se inspiraron en la 
compasión o en el desprecio por el mundo subdesarrollado” (Hirschman, 
1970, pág. 335). « 

. En 1985, Chile estableció un fondo de estabilización con una parte de las 
rentas provenientes de la exportación de cobre. A finales de los noventa, 
cuando la economía cayó en una recesión, el gobierno decidió hacer uso 
de sus reservas del fondo de estabilización, decisión a la que se opuso el 
Fondo Monetario Internacional bajo el argumento de que este gasto sería 
considerado por el FMI como una forma de gasto deficitario. Siguiendo 
las recomendaciones de este organismo, “Chile siguió una política menos 
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expansiva y sufrió de esta manera un descenso más pronunciado del 
crecimiento que no hubiera sido el caso si hubiera hecho uso de su fondo 
de estabilización” (Stiglitz, 2006, pág. 196). Surge la pregunta si la 
oposición del FMI al establecimiento de fondos de estabilización responde 
al temor de debilitar la imposición de su recetario a los países. « 

En el mismo año que tuvo lugar la liquidación del FEIREP, el gobierno 
aumentó la deuda externa con la emisión de nuevos Bonos Global por 650 
millones de dólares (El Comercio, 20/5/2012). « 

www.aebe.com.ec « 

A finales del año 2018, nuevamente aparece en la agenda gubernamental 
la creación de un fondo de estabilización. Mediante un decreto económico 
urgente, el gobierno propone la creación de un fondo de ahorro para ser 
alimentado con los ingresos petroleros y mineros que excedan los valores 
presupuestados. Se trata de un fondo de estabilización fiscal que tiene por 
objeto garantizar la sostenibilidad de las cuentas públicas y de los 
programas sociales. Este fondo empezaría a operar luego de un período de 
tres años, tiempo que le tomará al gobierno ajustar el gasto público hasta 
que el déficit fiscal primario sea cero (El Comercio, 5/6/2018). « 

La regla de Hartwick para la explotación sostenible de un recurso no 
renovable establece que todas las rentas deben ser invertidas formas de 
capital reproducible bajo el criterio máx-min de bienestar. De acuerdo a 
este criterio, el bienestar es maximizado cuando la utilidad de aquellos 
miembros de la sociedad que tienen lo menos es la mayor. Ninguna 
actividad económica aumentará el nivel de bienestar a menos que mejore 
la posición de aquellos miembros que se encuentran en el nivel inferior. « 


El efecto enclave o el flagelo de los 
recursos 


Los retornos decrecientes 

En un artículo ampliamente citado, Reinert (1996) afirma que 
la abundancia de recursos naturales no es simplemente una 
maldición para los países en desarrollo, sino una “triple 
maldición”. Según este autor, el “flagelo múltiple” se origina 
por tres factores: i) los retornos decrecientes; ii) la competencia 
perfecta; y iii) la volatilidad de los precios. A continuación, una 
breve explicación sobre estos “flagelos”. 

En las secciones anteriores nos referimos al problema de la 
volatilidad de los precios internacionales de los commodities y 
mostramos cómo algunos países dependientes de la exportación 
de recursos han adoptado mecanismos que les han permitido 
proteger, en cierta medida, sus economías de las oscilaciones 
impredecibles de los precios en el mercado internacional. 
Entonces, la volatilidad de los precios no sería un “flagelo” sino 
un problema de formulación y aplicación de políticas correctas 
para contrarrestar los impactos negativos de eventos aleatorios. 

La segunda maldición o flagelo, aquel de la competencia 
perfecta, se refiere a la tesis según la cual los recursos 
naturales, contrariamente a los productos manufacturados, 
están constreñidos a operar en mercados competitivos. El 
razonamiento es simple: mientras que el control de la 
tecnología, entre otros, permite a los productores de 


manufacturas Operar dentro de modalidades de cuasi 
monopolio, los países productores de materias primas entran en 
competencia para atraer las inversiones necesarias para la 
explotación y valoración de sus recursos. Se produce así una 
tendencia a la disminución de los precios que ejerce presiones a 
la baja sobre los salarios, bloqueando a los países exportadores 
en una situación de pobreza permanente. Esta hipótesis, 
parcialmente cierta, pudo haber tenido validez bajo el 
paradigma tecnológico de la manufactura, la “Era del 
Automóvil, la Producción en Masa y la Petroquímica” (Pérez, 
2004, 2010). Los cambios tecnológicos ocurridos en las últimas 
décadas con el despegue de un nuevo paradigma tecnológico, el 
de las TIC, produjeron cambios radicales en los mercados y en 
la estructura de precios de los productos manufacturados y de 
los recursos naturales, de tal manera que, como se discutió 
anteriormente, la tesis del deterioro de estos últimos frente a la 
manufactura como resultado de la ausencia de mercados 
competitivos tiene escaso sustento. 

El primer flagelo, o la llamada trampa de los retornos 
decrecientes, otro de los argumentos reiteradamente utilizado 
por quienes proponen superar las etapas extractivistas en la 
economía, tiene que ver con la idea de las actividades 
extractivas como actividades económicas con escasos 
encadenamientos productivos con el resto de los sectores, 
sujetas a una productividad decreciente y con nulas o escasas 
posibilidades de generar procesos de innovación. Sostenemos 
más adelante que esta percepción de los recursos naturales es 
errónea, o por lo menos sesgada, y que, por el contrario, 
actividades económicas centradas alrededor de estos bienes 
pueden generar un círculo virtuoso de aprendizaje y desarrollo 
tecnológico con importantes derrames sobre el resto de la 
economía. Como señalamos anteriormente, la dotación de 
recursos naturales ofrece a los países, en particular a los países 
latinoamericanos, una “ventana de oportunidad” para 


especializarse en “industrias de procesos” que podrían 
transformar el problema tradicional de la monoexportación en 
un futuro exitoso de tecnologías complejas, variado perfil 
exportador y elevado crecimiento. 

La teoría económica estándar nos enseña que los retornos 
decrecientes ocurren cuando un factor de producción se 
mantiene constante mientras el resto se expande. Como 
consecuencia de la constancia de un factor, un incremento del 
resto de factores produce cada vez menos beneficios. En esto 
consistiría la diferencia fundamental entre las actividades 
económicas basadas en la explotación de recursos naturales y 
otras actividades económicas: el crecimiento del producto en el 
primer caso siempre alcanza un nivel a partir del cual el 
recurso crucial no está disponible en la misma cantidad o 
calidad que lo estuvo la unidad previa del mismo recurso. Así, 
un país especializado en la explotación minera o petrolera se 
encontraría bloqueado en una actividad económica que 
produce cada vez menos en la medida que la calidad de los 
yacimientos decrece o se agota. En otras palabras, las 
economías basadas en los recursos naturales enfrentarían, en 
este caso, una “maldición doble”: la pobreza y el desgaste 
ecológico (Reinert, 1996). 

Históricamente, ha habido dos maneras de escapar a la 
trampa de los retornos decrecientes. La primera, una solución 
extensiva que busca compensar el descenso de la producción 
con la explotación de nuevos yacimientos y una segunda, que 
consiste en la creación de ventajas comparativas en actividades 
no sujetas a retornos decrecientes, principalmente la 
manufactura. En este contexto, Reinert (1996) identifica tres 
alternativas o variantes que se presentan para los países en 
desarrollo: 


a. las actividades sujetas a retornos crecientes, típicamente 
las industrias de la manufactura, identificadas como 


variantes positivas; 

b. las actividades que son neutras a la escala de producción 
o variantes neutras, típicamente el sector servicios; y 

c. las variantes negativas sujetas a retornos decrecientes, 
como las actividades extractivas. 


Lógicamente, la superación de la pobreza y, en general, la 
búsqueda de economías más sustentables requeriría superar la 
trampa de esta última variante: dar absoluta prioridad a la 
primera con apoyo de las actividades neutras. Esta sería en 
resumen la estrategia de salida del extractivismo que plantean 
en el caso del Ecuador ciertos círculos oficiales, académicos y 
ambientalistas: la focalización, en el corto plazo, de variantes 
neutras (la venta de servicios ambientales, el desarrollo del 
ecoturismo, la bioprospección y la agroforestería) sin perder de 
vista, en el mediano plazo, las variantes positivas centradas en 
el desarrollo de una industria selectiva intensiva en 
conocimiento. 

Aunque el tema va más allá de los recursos minero- 
energérticos, resulta de interés e ilustrativo mencionar aquí la 
referencia de Reinert al caso de los retornos decrecientes de la 
producción de banano en el Ecuador. Según las estadísticas de 
soporte del estudio, el rendimiento promedio del cultivo de este 
producto, luego de un corto período de crecimiento en el que la 
productividad aumentó de alrededor de 20 toneladas por 
hectárea en 1961 a 32 toneladas por hectárea en 1966, 
descendió gradualmente para situarse en 13 toneladas por 
hectárea en 1977. Es decir, en un período de once años el 
rendimiento decreció un 60%. De aquí la conclusión: “Mientras 
más aumenta la producción de banano en el Ecuador, más 
aumenta la pobreza de los productores” (Reinert, 1996, pag. 
20). Sin embargo, la realidad es un poco más compleja. Un 
estudio más reciente de la FAO (Arias, Dankers, Lui y 
Pilkauskas, 2004) señala la escala de producción como uno de 


los factores para la baja productividad de este cultivo en el 
Ecuador (en promedio, alrededor de 32 toneladas por hectárea 
en los últimos años). Mientras que en el resto de los países de 
la región son grandes empresas, principalmente 
transnacionales, las que controlan la producción, en el Ecuador 
el 90 por ciento de las 150.000 hectáreas dedicadas a este 
cultivo pertenece a explotaciones de mediano y pequeño 
tamaño (entre 10 y 50 hectáreas) y únicamente menos del 1 
por ciento es controlado por empresas transnacionales. Esto 
explica la diversidad de las tecnologías de sistemas de 
explotación en lo que se refiere a sistemas de drenaje, riego, 
uso de cable-vías, estaciones de embalaje y, sobre todo, el uso 
intensivo de insumos químicos como fertilizantes y pesticidas y, 
por consiguiente, la diferencia de productividad, 
principalmente entre las transnacionales productoras en 
Centroamérica y los pequeños productores ecuatorianos!!!. 

Las observaciones anteriores son de interés en este punto 
por tres razones. Primero porque, al hablar de retornos 
crecientes, decrecientes o productividad siempre hay que tener 
en cuenta el contexto socioeconómico que incide sobre la 
productividad y, sobre todo, quiénes se benefician de los 
aumentos de productividad (¿los pequeños productores o las 
transnacionales?). En segundo término, porque la comparación 
con el resto de los países productores de la región demuestra 
que existen espacios significativos para aumentos de 
productividad y, por lo tanto, que la incorporación del progreso 
técnico siempre abre posibilidades para ciclos de retornos 
crecientes. Por ejemplo, las estadísticas referidas muestran que 
el Ecuador podría duplicar su producción de banano sin 
incorporar nuevas áreas de cultivo, además, como se ha 
señalado, con enormes posibilidades de posicionar el producto 
en nichos de especialidad (el llamado banano ecológico, por 
ejemplo). Por último, porque la generalización de clichés, con 
un dudoso fundamento empírico, alimenta un discurso cuya 


repetición tiende a crear verdades rara vez cuestionadas. 


Enclave físico versus enclave económico 

La economía convencional sostiene que la participación del 
capital natural en la riqueza total de los países es mucho más 
elevada en los países pobres, mientras que la fracción del 
capital intangible es substancialmente mayor en los países 
ricos. La economía de estos últimos se focaliza más en los 
sectores dinámicos como la manufactura y servicios, mientras 
que los países pobres se especializan en los sectores primarios 
que son relativamente estáticos. Esto sugiere que estos países 
tienen niveles de ingreso nacional bruto extremadamente bajos 
ya que los retornos del capital productivo son muy escasos y 
posiblemente hasta negativos. En consecuencia, ellos tienen 
niveles inferiores de riqueza total y pueden sostener 
únicamente muy bajos niveles de consumo per cápita. Esta 
sería otra manifestación de la maldición de los recursos (van 
der Ploeg, 2010, 7). 

Como hemos insistido a lo largo del presente trabajo, tres 
hipótesis (que se complementan) sustentan esta visión negativa 
de los recursos naturales. La primera, aquella visión 
generalizada según la cual la manufactura es la única actividad 
económica caracterizada por retornos económicos crecientes y, 
por el contrario, las actividades económicas alrededor de los 
recursos naturales son actividades estáticas sin posibilidades de 
incorporación de valor agregado. La segunda tiene que ver con 
la ausencia de enlaces dinámicos e integradores con el resto de 
la economía, lo que determina actividades económicas aisladas, 
sin capacidad de generar externalidades positivas. Por último, 
las actividades basadas en recursos naturales son actividades 
prácticamente aisladas de los procesos de innovación y 
desarrollo tecnológico, lo que las condena a escasos o nulos 
aumentos de productividad. 

Mencionamos anteriormente que la hipótesis según la cual 


la manufactura es una actividad caracterizada por retornos 
crecientes no es del todo exacta. Señalábamos que se tiende a 
ignorar que las industrias de manufactura enfrentan en un 
momento de su desarrollo los problemas de saturación de 
mercado y, por consiguiente, retornos decrecientes a la 
inversión e innovación tecnológica. Estas industrias, luego de 
una fase inicial de crecimiento acelerado, grandes inversiones, 
expansión de los mercados y alta rentabilidad llegan a su etapa 
de madurez de tal manera que la productividad, el crecimiento 
y los beneficios se ven seriamente amenazados. La realidad 
consiste en que ninguna actividad puede escapar a la esencia 
del capitalismo: la implacable innovación con el objetivo de 
crear rentas de innovación es seguida por una implacable 
emulación que diluye y reduce las mismas rentas. 

Por lo tanto, en cierto momento, la manufactura también 
entra en una fase de retornos económicos decrecientes, 
fenómeno que explica por qué el proceso de sustitución de 
importaciones en América Latina enfrentó una pérdida de 
dinamismo ya a partir de mediados de los años setenta (Ramos, 
1998, pág. 106). Muchas veces se ignora el hecho de que, en 
los países industrializados, los motores de su crecimiento (la 
manufactura) enfrentaban ya una fase de retornos decrecientes 
y que fue el modelo de sustitución de importaciones el que 
ofreció parcialmente una solución dinámica común a los 
problemas de los países avanzados y a los gobiernos de los 
países en desarrollo. “El traslado del ensamblaje final de los 
principales productos de consumo a estos países dinamizó sus 
economías al mismo tiempo que expandió los mercados 
mundiales creando amplias capas de nuevos consumidores” 
(Pérez, 2010). Entonces, el salto hacia una industrialización 
avanzada no asegura, de ninguna manera, una estrategia para 
salir de la trampa de los retornos decrecientes a la que 
supuestamente conducen los recursos naturales. 

La visión de la explotación de los recursos naturales como 


una actividad con escasas o nulas externalidades positivas, en 
comparación con aquellas originadas por la manufactura, 
asume que los encadenamientos hacia atrás y hacia delante con 
el resto de la economía son débiles o inexistentes. La idea de 
partida consiste en asumir que la manufactura, al contrario de 
la explotación de los recursos naturales, conduce a una división 
más compleja del trabajo y por lo tanto hacia estándares de 
vida más elevados. Esta visión, al igual que la idea de los 
retornos decrecientes, es cuestionable. Así, por ejemplo, una 
serie de estudios basados en la aplicación de conceptos y 
técnicas tipo insumo-producto han permitido estimar los 
multiplicadores de la minería para diversos países (Davis G., 
1995). Por varias razones, señala este autor, en muchos casos la 
actividad minera se ha convertido en una actividad bien 
integrada en las economías domésticas con multiplicadores 
sobre el ingreso, empleo y producción que oscilan entre 1,5 y 
2,5 (las actividades tipo enclave deberían tener un 
multiplicador igual a uno). Añade Davis que, aunque la minería 
probablemente fue una actividad de enclave hasta las primeras 
décadas del siglo XX, la minería de pequeña escala puede haber 
contribuido sustancialmente al desarrollo de las economías a 
través de sus efectos de encadenamientos (pág. 1767). Por 
consiguiente, “resulta injusto presentar a la minería en general 
como una actividad de enclave, aún en períodos tempranos” 
(Davis G., 1995, pág. nota 4). Irónicamente, Hirschman, el 
iniciador de las teorías de crecimiento basadas en los 
encadenamientos económicos, específicamente se pronunciaba 
en contra de la actividad minera, a la que él veía como una 
actividad con limitados encadenamientos hacia adelante y 
hacia atrás debido a su efecto de enclave. Esta visión ha sido 
alimentada en parte por los patrones de discontinuidad espacial 
y de infraestructura que caracterizan a las actividades mineras, 
extrapolando de manera equivocada la noción de enclave físico 
a enclave económico. 


Como corolario de las hipótesis convencionales referidas se 
deduce que los procesos de aprendizaje tienen lugar 
únicamente en la producción de bienes manufacturados y no en 
las actividades centradas alrededor de la explotación de 
recursos naturales, la minería o el petróleo, en particular. De 
acuerdo a esta tesis, en una economía el proceso de aprendizaje 
da lugar a la disminución de los costos de producción en la 
medida que el volumen de producción aumenta y se ve 
reflejado en un aumento de productividad. Los países que se 
benefician de un boom de recursos desplazan a la manufactura 
y, por consiguiente, pierden este beneficio. Adicionalmente, se 
asume que las rentas de este proceso de “aprendizaje en la 
práctica” (learning-by-doing), y de las cuales una economía 
podría beneficiarse, exceden las rentas provenientes de la 
exportación de minerales. Matsuyama (1992) argumenta que si 
las industrias intensivas en recursos naturales muestran pocas 
externalidades de crecimiento, como por ejemplo el 
aprendizaje en la práctica, entonces las ventajas comparativas 
estáticas conducirán a una especialización lejos de sectores 
como la manufactura, que pueden ser más dinámicos en el 
tiempo. 

Por supuesto que la hipótesis según la cual un proceso de 
aprendizaje no puede darse en las actividades de explotación 
de recursos primarios es, si no incorrecta, al menos 
cuestionable. Contrariamente a las tesis del deterioro de los 
términos de intercambio, la maldición de los recursos o la 
enfermedad holandesa, las actividades mineras oO de 
explotación de los recursos energéticos no consisten 
únicamente en un flujo de materia prima que ocurre 
simplemente con el concurso del trabajo y el capital, sino una 
actividad económica en la que el descubrimiento, extracción y 
procesamiento de los minerales implican sofisticadas 
tecnologías que han avanzado significativamente en los últimos 
años (lizuka y Soete, 2011). La amplia lección consiste en que 


lo que importa para un desarrollo sustentado en los recursos no 
es el carácter inherente de los recursos sino la naturaleza del 
proceso de aprendizaje a través del cual su potencial 
económico es alcanzado (Wright y Czelusta, 2007, pág. 184). 
Por consiguiente, un proceso de aprendizaje puede tener lugar 
en el sector de recursos primarios a un ritmo igual y tal vez 
superior a aquel que tiene lugar en muchas industrias 
manufactureras. Está fuera del alcance del presente trabajo 
entrar en un análisis sobre estos temas; sin embargo, para 
cerrar esta exposición nos parece ilustrativa una última 
observación. La Tabla 4.1 muestra de manera esquemática los 
espacios productivos y las diferentes fases que permiten 
explotar esos espacios para ir posicionando las actividades 
centradas alrededor de los recursos naturales como nichos de 
especialización caracterizados por una constante innovación y 
dinámica tecnológica. En este punto no podemos dejar de 
preguntarnos: ¿por qué el Ecuador, a lo largo de toda su 
historia de explotación y exportación de recursos, no ha 
logrado hasta hoy superar la primera fase? 


Tabla 4.1. Recursos naturales: innovación, tecnología y aprendizaje 
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Fuente: elaboración propia con base en lizuka y Soete (2011). 


Experiencias reveladoras 

Consideramos oportuno concluir esta sección con un resumen 
de tres casos que demuestran que las actividades alrededor de 
la exportación de recursos naturales pueden convertirse en 


actividades económicas dinamizadoras de otros sectores, 
capaces de incorporar desarrollo tecnológico local, generadoras 
de valor agregado en su producción y una fuente de innovación 
y aprendizaje. Mencionamos a continuación los casos de Chile 
con el desarrollo de los servicios mineros especializados, 
Venezuela con el desarrollo de un nuevo combustible y la 
orimulsión, y Noruega con el desarrollo de nuevas tecnologías 
en la exploración y explotación de petróleo. 


Chile y los servicios mineros especializados 

Con un crecimiento promedio de alrededor del 8 por ciento 
anual durante los años noventa, Chile ha sido considerada una 
de las economías exitosas en América Latina. La industria 
minera ha sido central en este crecimiento, con una 
participación de 8,5 en el PIB y el 47 por ciento de todas las 
exportaciones en el período. En Chile, al igual que en otras 
economías basadas en minerales, la industria minera fue un 
factor esencial para el desarrollo de los primeros ferrocarriles y 
la modernización de la agricultura a través de encadenamientos 
provocados por las inversiones. Además, las inversiones de las 
élites mineras locales promovieron el desarrollo urbano, el 
sistema bancario, mejoraron su producción vinícola y la 
producción de guano y nitrato (Davis G., 1995, pág. 1767). El 
cobre sigue siendo el mineral más importante, pero su 
expansión no ha frenado la diversificación dentro del sector y 
dentro de la economía chilena. El hecho destacable en el 
desarrollo de la minería en Chile consiste en el salto notable de 
la industria minera y su incursión en la provisión de servicios 
mineros intensivos en conocimiento (knowledge-intensive mining 
services) que abarcan desde la fase de exploración hasta el 
cierre de una mina (Urzúa, 2012). Con la creación de Codelco, 
la empresa minera estatal y sus proyectos de expansión, Chile 
empezó un proceso de desarrollo y fortalecimiento de las 
capacidades locales en la provisión de servicios especializados. 
Ya a finales de los años noventa, entre el 70 por ciento y el 95 


por ciento de la ingeniería requerida para la expansión de los 
proyectos de Codelco fueron suministrados por proveedores 
locales (pág. 9). Esta experiencia acumulada ha permitido a 
Codelco entrar en una fase de internacionalización!?!, 
mostrándonos de esta manera que la tradicional exportación de 
materias primas puede gradualmente transformarse en un 
futuro exitoso de tecnologías complejas, variado perfil 
exportador y elevado crecimiento si se aprovechan de manera 
inteligente las ventajas de poseer recursos naturales. 


Venezuela y la orimulsión 

Ya para el año 1999, Venezuela fue calificada como el más 
grande fracaso del desarrollo a nivel mundial (Rodríguez y 
Sachs, 1999, pág. 277). Sobre la base de un “modelo dinámico 
de equilibrio general”, estos autores caracterizan el descenso de 
las exportaciones de petróleo per cápita en Venezuela como un 
“simple agotamiento de un recurso natural” y concluyen que 
las economías sustentadas en las industrias de recursos 
naturales “que dependen de un factor de producción agotable 
no pueden crecer al ritmo de otros países” (pág. 278). Como 
señalamos anteriormente, esta afirmación no se sostiene 
(Wright y Czelusta, 2004; Hausman, 2003). No es este el 
espacio para entrar en un análisis del proceso de desarrollo 
venezolano: lo que interesa es recordar brevemente uno de los 
proyectos de investigación y desarrollo más exitosos de 
América Latina, precisamente alrededor de la explotación de un 
recurso natural: el proyecto Orimulsión. Este proyecto mostró, 
entre otros, el carácter relativo del concepto de agotamiento de 
un recurso y, al contrario de la conclusión del estudio de 
Rodríguez y Sachs, demostró que la noción de recursos no 
renovables es un concepto dinámico, que depende del estado 
de la tecnología, que la adopción de políticas inteligentes 
puede resultar en la valoración de los recursos de un país en 
reservas económicamente explotables y que este proceso 
implica un desarrollo industrial dinámico con sinergias muy 


prometedoras en otros sectores. 

La política nacionalista de la industria petrolera 
venezolana puesta en marcha a partir de 1974 incluyó una 
importante dimensión tecnológica orientada a facilitar a la 
nueva empresa estatal de petróleos (PDVSA) y sus filiales 
operadoras el acceso a las tecnologías disponibles en el 
mercado internacional, la selección de las tecnologías más 
apropiadas, el manejo local de la tecnología y la incorporación 
gradual de mejoras e innovaciones. Así surgió la creación y 
consolidación del Instituto de Tecnología Venezolana para el 
Petróleo (Intevep) en 1976, tarea nada fácil en un país con una 
incipiente base científica y tecnológica (Vessuri, 2004). El 
Intevep tuvo un remarcable éxito en el desarrollo de 
tecnologías apropiadas para la explotación de la inusual 
concentración de bitumen (petróleo pesado) en la franja del 
Orinoco. En el marco de una investigación conjunta con 
empresas canadienses y japonesas, el Intevep desarrolló la 
orimulsión, un nuevo combustible para el uso en la industria 
pesada y la generación térmica de electricidad y su potencial 
uso, vía gasificación, en las plantas de generación de ciclo 
combinado. 

La orimulsión supuso un salto tecnológico en materia 
energética que permitió una sustancial revaloración de las 
reservas de petróleo de Venezuela y significó una ruptura 
tecnológica importante para la evolución de la industria 
petrolera recientemente nacionalizada!”!. Indudablemente, la 
orimulsión fue la punta de lanza que sirvió como símbolo 
importante de la afirmación de una política nacionalista en el 
manejo de los recursos naturales. La introducción de un nuevo 
producto energético en el difícil mercado energético 
internacional!*! demostró a los propios técnicos y a la industria 
nacional la capacidad nacional de producir verdaderos logros 
técnicos, y esa capacidad se expresó en el reconocimiento 
institucional, nacional e internacional. La complejidad del 


proceso de aprendizaje en una cantidad de campos de 
investigación y producción puede apreciarse en los cambios 
ocurridos entre los grupos de investigadores, técnicos y 
gerentes a medida que adquirieron o mejoraron su know-how 
(Vessuri, 2004). Por otro lado, la orimulsión, como producto 
desarrollado por la industria nacional y cuyo éxito en el 
mercado fue notable, representó un hecho histórico muy 
relevante en la evolución de la técnica en materia de 
hidrocarburos y significó un salto en las capacidades técnicas 
de la industria petrolera venezolana (Campo, 2005). En el año 
2003, el gobierno decidió la suspensión del proyecto de 
orimulsión alegando, sin argumentos legítimos, que la 
orimulsión se trataba de un producto comercializado por 
debajo de su valor real y que generaba pocos ingresos 
fiscales!?., 


Noruega y la tecnología petrolera 

El caso de Noruega es revelador no solamente por el manejo 
ejemplar de las rentas provenientes de la explotación del 
petróleo, sino, y quizá más relevante, por el control tecnológico 
gradual de las instituciones de este país en el manejo de esta 
actividad. Noruega y el Ecuador empezaron la explotación de 
petróleo a inicios de los años setenta. Noruega, hasta la década 
de los sesenta, era una economía remota y subdesarrollada, 
aunque no de acuerdo a los estándares económicos 
internacionales (Wright y Czelusta, 2004, pág. 22). Sin 
embargo, en un corto período de tiempo, este país fue capaz de 
reorientar sus capacidades tradicionales de ingeniería en 
astilleros para convertirse en un verdadero socio en la 
adaptación de tecnologías de perforación y explotación de 
petróleo off-shore, especialmente en aguas profundas. 

Desde un inicio, las negociaciones de Noruega con las 
compañías petroleras transnacionales tuvieron como un 
elemento importante la transferencia de competencias y control 
a las empresas locales (Anderson, 1993, pp. 98-100). Con el 


establecimiento en 1973 de Statoil, la compañía estatal de 
petróleo, y la inversión en sus universidades para el 
entrenamiento de técnicos en petróleo, una “competencia 
receptora” fue transformada rápidamente en una “competencia 
participativa”, pudiéndose hablar en la actualidad de una 
industria petrolera noruega independiente. La industria 
noruega se convirtió en experta en la fabricación de 
plataformas de perforación en aguas profundas. Inicialmente 
diseñadas para superar los cuellos de botella en la producción 
inmediata, las plataformas se convirtieron en bienes de 
exportación en la medida de su probada utilidad para la 
perforación offshore en otras partes del mundo. Un nuevo 
enfoque de exploración desarrollado por el Departamento de 
Geología de la Universidad de Oslo, focalizado en las 
propiedades de diferentes arenas de las rocas de los reservorios 
y el flujo de agua y petróleo en las cuencas sedimentarias, es 
ahora conocido como la escuela noruega de exploración. Como 
resultado de estos logros tecnológicos, las previsiones sobre un 
eminente agotamiento de las reservas de petróleo del mar del 
Norte han sido repetidamente revisadas al alza. En efecto, los 
avances en la tecnología y en la infraestructura del 
conocimiento han permitido ampliar a Noruega sus reservas de 
petróleo, lo que le ha posibilitado manejar su industria 
petrolera y participar en el proceso no como un receptor pasivo 
de rentas económicas “caídas del cielo”, sino como el líder de 
un proceso de innovación y desarrollo tecnológico (Wright y 
Czelusta, 2004, pág. 22). 


Otras evidencias 

No puede dejar de mencionarse brevemente la experiencia del 
desarrollo minero en Australia, particularmente en las dos 
últimas décadas. La minería en este país se está convirtiendo 
rápidamente en una actividad económica intensiva en 
conocimiento y esta tendencia continua a medida que la 
industria enfrenta nuevos desafíos y mayor competencia. El 


descenso de la calidad y concentración de los yacimientos, los 
aumentos del costo de la energía y las regulaciones cada vez 
más estrictas de seguridad y protección ambiental son los 
motores de la innovación en esta industria. Así, la experiencia 
australiana muestra una vez más que la explotación de los 
recursos naturales, la minería en este caso, es susceptible de 
desencadenar el desarrollo de actividades industriales 
caracterizadas por la incorporación de procesos de aprendizaje, 
la emergencia de encadenamientos y sinergias productivas y 
economías de escala, todos estos factores considerados el 
núcleo de una moderna economía de conocimiento (Scott- 
Kemmis, 2012). 

Por último, y en un contexto más amplio, cabe mencionar 
las experiencias de Malasia con la palma africana y de Chile 
con los productos del mar. Malasia es el ejemplo de un país que 
enfrentó muchos problemas al pasar de la dependencia del 
estaño y el caucho hacia la exportación de productos 
manufacturados, principalmente el ensamblaje de artefactos 
electrónicos. Sin embargo, fue la palma africana, un recurso 
natural, la que llevó a este país a dar un verdadero salto 
tecnológico. El paso de la exportación de aceite crudo de palma 
a la exportación de una amplia gama de productos procesados 
permitió al país situarse en el liderazgo mundial de la industria 
oleoquímica. La diversificación del producto, el desarrollo de 
nuevos productos y el alto valor de la cadena productiva del 
aceite de palma (biodiesel y grasas especiales hasta la 
producción de vitamina A) ofrecen un ejemplo único de 
desarrollo de una rama industrial de alta tecnología basada en 
el procesamiento de un recurso natural (Rasiah, 2006). 

La industria del salmón en Chile es otro remarcable 
ejemplo de una industria tecnológicamente avanzada, 
internacionalmente competitiva y con importantes 
encadenamientos productivos desarrollada en torno a la 
explotación de un recurso natural (Katz J., 2006). En 


conclusión, los casos mencionados (existen muchos más) 
muestran de manera contundente que la tesis del efecto de 
enclave económico de la explotación de los recursos naturales 
simplemente carece de fundamento. 

En conclusión, el problema tradicional de 
monoexportación de materias primas en América Latina podría 
transformarse en un futuro exitoso de tecnologías complejas, 
variado perfil exportador y elevado crecimiento si se 
aprovecharan de manera inteligente las ventajas de poseer 
recursos naturales. Según C. Pérez (2010, pág. 128), 


... la estrategia implicaría el escalamiento tecnológico constante 
de las actividades basadas en recursos naturales y la mejora 
gradual del perfil de las exportaciones mediante innovaciones 
continuas en productos, procesos y actividades auxiliares, sobre 
todo con la visión de crear nichos de alto valor diferenciándolos 
de los tradicionales mercados de productos básicos. 


1. En el año 2000, el rendimiento de la producción de banano en el Ecuador 
fue de 32 toneladas por hectárea, mientras que en Costa Rica, Guatemala 
y Colombia fue 62, 48 y 40 toneladas por hectárea, respectivamente. Para 
los lectores interesados en el tema, recomendamos la obra de Roberto 
Herrschner (2020) Crónicas bananeras; Ed. Tusquets, Colombia. « 

2. Lamentablemente, la internacionalización de Codelco se estrena en el 
Ecuador con un proyecto minero a todas luces cuestionable por sus 
impactos sociales y ambientales. Se trata del proyecto Llurimaguas en la 
zona de Intag. « 

3. La orimulsión consiste en una mezcla de 70% de bitumen natural de 7-10 
API de gravidez, 30% de agua y un surfactante comercialmente 
disponible (nonyl phenol ethoxylato) que se agrega para estabilizar al 
emulsionante y evitar que el agua y el bitumen se separen. Sin embargo, 
el proceso no es tan sencillo como parece porque uno de los factores 
claves que permiten que la orimulsión logre su elevada eficiencia de 
combustión de 99,9% es el pequeño tamaño de las gotas de bitumen (de 
aproximadamente 20 um) y su distribución pareja en la emulsión. « 

4.Se creó una nueva subsidiaria de PDVSA, Bitor, responsable de la 
producción y ventas de la orimulsión, y en este campo se buscó el 
establecimiento de una red global de apoyo como fuente de legitimidad e 
imagen. « 

5. La razón fue política. El gobierno vio en la orimulsión un proyecto 
inherentemente anti-OPEP ya que ataba, según sus detractores, los precios 
del petróleo, por la vía del crudo extrapesado, a los del carbón, una 
política que iba en contra de la ideología nacionalista del gobierno 


(Campo, 2005). « 


Recursos naturales: democracia, 
instituciones y corrupción 


Reconociendo la relevancia de factores económicos 
convencionales, una corriente del pensamiento económico 
explica diferentes patrones de crecimiento por el peso de las 
instituciones correctas y sostiene que las variaciones de 
desempeño económico entre las sociedades obedecen a factores 
que tienen que ver con la gobernanza de los países, en 
particular con las condiciones de seguridad de los derechos de 
propiedad, la prevalencia de la corrupción, el capital social y 
las prácticas de la democracia, entre otros. Aun aceptando las 
diferencias de la eficiencia de las instituciones como factor 
explicativo de las diferencias en el desarrollo, persiste la 
pregunta sobre el origen de esas diferencias. Cuando se trata de 
responder a este interrogante, es decir, la formación de 
instituciones, los investigadores a menudo encuentran la 
dotación de recursos naturales como un importante factor 
explicativo de las diferencias en la calidad de las instituciones y 
gobernanza de los países. Quienes argumentan en este sentido 
sostienen que, en la mayoría de los casos de estudio, la 
dotación de recursos naturales, concretamente la minería, el 
petróleo y el gas natural, representa una barrera para el 
ejercicio de regímenes democráticos y las buenas prácticas de 
gobernanza. La razón resulta evidente: las rentas derivadas de 
la exportación de estos recursos conducen a regímenes políticos 


autoritarios (aunque la intensidad de los efectos varía en el 
tiempo y entre regiones) que inhiben o dificultan el desarrollo 
de procesos democráticos y, en última instancia, afectan 
negativamente el crecimiento económico. 


Los efectos de renta, modernización y represión 

La abundante literatura sobre la correlación negativa entre 
recursos naturales y democracia puede ser sintetizada en la 
existencia de tres efectos: un efecto de renta, un efecto de 
modernización y un efecto de represión (Ross, 2001; Delacroix, 
1980; Smith, 2004; Herb, 2005). 

El efecto de renta, el más difundido de los tres, sostiene que 
la abundancia de recursos afecta al desarrollo y consolidación 
de regímenes democráticos a través de varios mecanismos. En 
primer lugar, un mecanismo impositivo que permite, en la 
medida que los gobiernos derivan rentas suficientes de la 
exportación de recursos, disminuir la carga impositiva a sus 
ciudadanos, lo que resulta en una menor demanda de rendición 
de cuentas por parte de las sociedades a sus gobiernos. Al no 
estar supeditado el presupuesto del Estado a los ciudadanos 
como fuente de ingresos, la sociedad deja de ser una fuente 
crucial para el equilibrio fiscal y los gobiernos pueden 
mantener los impuestos a sus ciudadanos en un nivel mínimo 
con el resultado de que las demandas populares por 
representación política y responsabilidad gubernamental 
pueden ser controladas a discreción. En consecuencia, las 
rentas mineras o petroleras tienen un impacto negativo en el 
desarrollo de los derechos políticos. 

Derivado del anterior se tiene un segundo mecanismo, el 
mecanismo de gasto, a través del cual el efecto de renta tiene un 
impacto negativo sobre los sistemas democráticos. El flujo de la 
renta de los recursos permite a los gobiernos una asignación 
importante de los ingresos a la implementación de políticas 
clientelares que disminuyen las presiones por procesos 


transparentes y consensuados. De esta manera, los gobiernos de 
las economías dependientes de la riqueza minera o petrolera 
evolucionan de Estados extractivos a Estados distributivos en los 
que la preocupación se centra en políticas netamente 
focalizadas en la asignación de las rentas. Al contrario de los 
Estados que dependen de los impuestos y que se ven obligados 
a dedicar muchos esfuerzos a extraer sus ingresos de la 
sociedad, un Estado distributivo simplemente debe decidir los 
grupos sociales beneficiarios de las rentas de sus recursos 
naturales. Se produce así un distanciamiento de los gobiernos 
de la sociedad civil, con una tendencia a funcionar con niveles 
crecientes de autonomía en la medida que la renta minera o 
petrolera lo permite. De ahí que la riqueza petrolera o minera 
es un factor importante para la estabilidad de regímenes 
dependientes de la renta de los recursos (Smith, 2004; 
Delacroix, 1980). 

Por último, y derivado o asociado con el mecanismo de 
gasto, se presenta el mecanismo deformación de grupos, que 
consiste en la utilización de la renta de los recursos por parte 
de los gobiernos para prevenir o debilitar la formación de 
segmentos sociales autónomos del Estado y proclives a 
demandas de derechos políticos y sociales. El papel del Estado 
en el mercado y en la formación de poderosos grupos de interés 
crea incentivos que persistentemente influyen la organización 
política y económica y  moldean las preferencias 
gubernamentales con respecto a las políticas públicas (Karl, 
1997). En un sentido más amplio, este efecto obstruye la 
formación de capital social y, por consiguiente, significa un 
bloqueo en la evolución hacia la consolidación de regímenes 
democráticos estables (Ross, 2001; Oskarsson y Ottosen, 2010). 

El segundo efecto a través del cual la dependencia de los 
recursos naturales afectaría los procesos democráticos es el 
llamado efecto modernización. De acuerdo a esta tesis, la 
democracia es el resultado de un conjunto de cambios, entre 


otros, la especialización del trabajo, la diversificación 
económica, la urbanización y los elevados niveles de 
educación, que a su vez son el resultado del desarrollo 
económico. Aunque la teoría de la modernización no enfoca 
directamente el tema de la riqueza de recursos per se, un 
corolario implícito consiste en que si el crecimiento económico 
sustentado en los recursos minerales y energéticos inhibe esos 
cambios, como ha ocurrido con algunas economías 
dependientes de la exportación de estos recursos, entonces el 
crecimiento falla en promover y asegurar regímenes 
democráticos. 

Por último, la existencia de un tercer efecto, el efecto de 
represión, asume que la renta minera y petrolera permite a los 
gobiernos un gasto mayor en seguridad interna que puede 
bloquear las aspiraciones democráticas de la sociedad (Ross, 
2001, pág. 335). Según este autor, los mecanismos de renta, 
represión y modernización son ampliamente complementarios e 
interactúan de una manera perniciosa y crean la “trampa de los 
recursos”. No se puede negar la existencia de casos en los que 
los efectos señalados están presentes; sin embargo, sostenemos 
aquí que estas experiencias no pueden generalizarse a tal punto 
de formular leyes universales. Siempre se debe tener en cuenta 
que “los recursos naturales en sí mismos no significan nada 
sino únicamente a través de las relaciones sociales que los 
hacen significantes” (Coronil, 2011, pág. 243). 


Recursos naturales, democracia y corrupción 

Con el fin de verificar la tesis según la cual las economías 
petroleras (y mineras) constituyen una barrera a los procesos 
de democratización de los países, Ross (2015) propone un 
modelo econométrico en el que la variable dependiente, un 
índice de democracia, es una función de la fracción de las 
exportaciones de minerales y petróleo en el PIB y de otras 
variables independientes y de control como el ingreso per 


cápita, el porcentaje de población musulmana, la pertenencia 
del país a la OECD y otras. El modelo de regresión incluye la 
variable dependiente con un retardo de cinco años con el fin de 
“capturar las características históricas o culturales de cada país 
no internalizadas por el resto de las variables” (337). Sobre una 
escala de democratización en el intervalo 0-10, construida a 
partir de la base de datos de Polity 98 (Marshall y Jaggers, 
2007), el modelo analiza la correlación estadística entre las 
variables señaladas para 113 países a lo largo del período 
1971-1997. 

Los resultados de este ejercicio corroboran la tesis del 
efecto negativo de los recursos sobre los procesos democráticos 
y, es más, muestran que la correlación es estadísticamente 
robusta. Las regresiones estadísticas señalan que un aumento 
de la variable petróleo (y recursos minerales) en el rango de 
una simple desviación estándar produce un descenso de 0,49 
puntos (pudiendo llegar en algunos casos hasta 1,5 puntos) en 
el índice de democracia!!!, El estudio concluye que el petróleo 
y los minerales tienen un “fuerte efecto antidemocrático” (Ross, 
2001, pág. 341). Este efecto se manifiesta con mayor intensidad 
en los países de menor desarrollo. Esta conclusión es 
corroborada igualmente por otros estudios (Ulfelder, 2007; 
Smith, 2004; Jensen y Wantchekon, 2004) focalizados en 
contextos más limitados, utilizando una variedad de regresores, 
pero coincidentes con las técnicas estadísticas (series 
temporales transversales), la base de datos de soporte y el 
período de análisis. 

En un contexto más amplio de gobernanza y calidad de las 
instituciones, Busse y Groning (2013) analizan, utilizando 
también un modelo estadístico, el impacto de la abundancia de 
recursos sobre la calidad de las instituciones. En este caso, la 
calidad de las instituciones es definida a través de un conjunto 
de indicadores de gobernanza agrupados en tres criterios: 
corrupción (coimas, patronaje excesivo, nepotismo, 


financiamiento de partidos), calidad de la burocracia (fortaleza 
y calidad de las instituciones públicas) y ley y orden (fortaleza 
e imparcialidad del sistema legal)!?!, El análisis se lleva a cabo 
para 129 países divididos en dos grupos: 43 países 
desarrollados y 86 países en desarrollo. El estudio revela que el 
impacto de los recursos naturales en los niveles de corrupción 
es más pronunciado en los países en desarrollo, mientras que 
en los países desarrollados esta relación es inexistente o al 
menos no es robusta estadísticamente. Respecto a la calidad de 
la burocracia, los resultados encuentran una evidencia, aunque 
no robusta, de un impacto negativo de los recursos naturales 
sobre este indicador. Por último, los recursos naturales parecen 
no tener influencia alguna sobre la prevalencia de la ley y el 
orden. 

En la misma línea de análisis, otros autores llegan a 
conclusiones similares cuando los estudios se focalizan en la 
correlación entre la coexistencia de rentas con una práctica 
generalizada de corrupción. Así, Sala-i-Martin y Subramanian 
(2003) analizan el impacto de las exportaciones de petróleo y 
minerales en ciertos indicadores de gobernanza y corrupción 
entre ellos, y encuentran una evidencia sistemática de que un 
aumento de la fracción de exportaciones de estos productos en 
el total de las exportaciones tiene un impacto en los niveles de 
corrupción. Una conclusión similar es alcanzada por Leite y 
Weidmann (2002), cuyo análisis endogeniza la variable 
corrupción en el modelo de regresión de crecimiento de Sachs y 
Warner (pág. 179). 

La constatación de una correlación entre las rentas 
originadas en la exportación de energía y minerales y los 
niveles de corrupción del aparato estatal ha sido y es un tema 
de amplio interés en la literatura sobre desarrollo y recursos 
naturales. Sin embargo, los resultados de los análisis no son 
concluyentes, sino más bien contradictorios. Ades y Di Tella 
(1999), en un análisis teórico y empírico, investigan los 


determinantes de la corrupción, incluyendo el impacto de los 
recursos naturales. Usando la fracción de la exportación de 
petróleo y minerales sobre el total de exportaciones, ellos 
exploran si un aumento de esta fracción condujo a un aumento 
de la corrupción en los años 80 y 90. Mientras estos autores 
encuentran una correlación positiva entre las exportaciones de 
recursos y los niveles de corrupción para los años 80, señalan 
que no existe evidencia de esta relación a lo largo de los 90. El 
resultado no es concluyente. De la misma manera, Serra (2006) 
no ha podido verificar una relación positiva entre las 
exportaciones de recursos y corrupción. 

De igual manera, Herb (2005) muestra que cuando la 
abundancia de recursos es expresada como el porcentaje de 
rentas en el flujo de los ingresos fiscales en lugar de las 
exportaciones como porcentaje del PIB, no existe evidencia de 
una correlación negativa entre dependencia de recursos y 
democracia. Este autor concluye que el argumento en cuestión 
es bastante débil y sugiere que otras variables (región 
geográfica, ingreso y religión) son predictores más apropiados 
para el tipo de régimen político. En un análisis más 
contundente, utilizando una escala de democracia diferente a la 
utilizada por Ross (2001), Oskarsson y Ottosen (2010) 
demuestran que la tesis sobre los efectos negativos de la 
dependencia de petróleo y minerales en el desarrollo de la 
democracia no se sostiene. 

Señalamos aquí que, en general, los estudios carecen de 
argumentos convincentes sobre los supuestos conceptuales y 
contextuales que apuntalan una correlación positiva entre la 
dependencia de los recursos naturales y formas de 
autoritarismo. Ellos no reconocen adecuadamente la naturaleza 
multifacética de la variable dependiente (democracia) sobre la 
cual evidencian débiles fundamentos conceptuales. La 
definición de democracia, el concepto central de los estudios, y 
en particular el de corrupción, es totalmente confuso y 


controversial, a lo que se suma la notoria debilidad de las 
estadísticas que los soportan. 


Nuevamente un peligroso exceso de estadística 

No cabe duda de que el tema de los impactos económicos y 
sociales de la explotación de los recursos naturales ha dado un 
nuevo ímpetu al uso de las técnicas estadísticas en las ciencias 
sociales. A lo largo de las últimas décadas, decenas y decenas 
de artículos, reportes y publicaciones académicas analizan los 
efectos negativos de la abundancia de recursos en los países 
dependientes de las rentas de su explotación sobre la base de 
ejercicios econométricos. A partir de sofisticados y engorrosos 
modelos de regresiones estadísticas, concentrándose en 
“formalismos irrelevantes que desvían la atención de cuestiones 
teóricas relevantes”, tratando de imponer una “estrecha 
ortodoxia positivista” (Collins, 1984, pág. 330) y substituyendo 
artificios aritméticos al análisis histórico (Kahn y Komo, 2000), 
algunos estudios han recibido una amplia aceptación y, 
curiosamente, han pasado a formar parte del discurso 
convencional, escasamente cuestionado, sobre recursos 
naturales y gobernanza de los países. 

Indudablemente, los modelos estadísticos son 
construcciones rigurosas; sin embargo, ellos son estructurados 
alrededor de una clase específica de rigurosidad. Es decir, estos 
modelos tienen su propio rigor que no puede ser asimilado a un 
rigor universal (Ragin, 2008). Ellos están centrados en la tarea 
de estimar los “efectos netos” de variables independientes sobre 
los resultados de un proceso, dejando de lado el análisis de las 
relaciones causales, la complejidad causal, que los producen. 

Empezamos señalando que la evaluación del efecto rentista 
sobre la democracia, gobernanza o niveles de corrupción de un 
país enfrenta las limitaciones y sesgos inherentes a los modelos 
de regresión. Como se señaló anteriormente, los resultados y 
conclusiones de los estudios dependen de la especificación del 


modelo, de la base empírica de sustento, del horizonte de 
tiempo analizado y de las técnicas de regresión aplicadas. Pero 
más allá de estos problemas instrumentales, los modelos 
estadísticos suponen la existencia de relaciones invariantes 
entre las variables consideradas, por ejemplo, entre niveles de 
corrupción y abundancia de recursos (Kahn y Komo, 2000, pág. 
8). Estos modelos asumen que las estructuras son constantes, 
hipótesis que sería aceptable en un universo de evolución lenta, 
pero sin embargo se torna ilusorio en un mundo en el que, si 
bien existen invariantes, el cambio se acelera (Godet, 1977). 
Existe una confusión entre causalidad y colinearidad; una 
variable no se explica por ella misma sino por la evolución que 
ella mantiene con otras variables, ellas mismas en movimiento. 
Las relaciones no son estáticas, sino dinámicas (pág. 39). 

Un tema que requiere especial atención tiene que ver con 
la relevancia de la información que alimenta los modelos. La 
manera bajo la cual la calidad de las instituciones es medida en 
la literatura sobre el tema deja muchos cuestionamientos sin 
respuesta. Aunque puede existir un cierto consenso sobre los 
criterios básicos de democracia dentro de una tradición liberal 
(Hadenius y Teorell, 2005, pág. 9; Oskarsson y Ottosen, 2010, 
pág. 1070), caracterizar y “medir” la democracia mediante un 
índice se revela más problemático. Diferencias en el concepto 
mismo de democracia, variaciones metodológicas en la 
selección de variables o indicadores que la definen, la 
codificación de las variables (escalas dicotómicas, numéricas o 
continuas), el manejo de información (objetiva y subjetiva) y 
los criterios de agregación son algunos de los problemas que se 
presentan. Estos problemas resultan evidentes en las bases de 
datos elaboradas con el objeto de evaluar el índice de 
democracia de los países y que sirven de base para analizar los 
impactos de la abundancia de los recursos sobre los procesos de 
democratización de los países (Oskarsson y Ottosen, 2010; 
Ross, 2001; Ulfelder, 2007; Sala-i-Martin, Doppeholfer y Miller, 


2004; Jensen y Wantchekon, 2004). 

Se debe reconocer que la mayoría de los estudios 
econométricos demuestran los efectos negativos de la 
abundancia de recursos naturales sobre el ejercicio 
democrático, y los niveles de prevalencia de corrupción en los 
gobiernos, sobre la base de índices totalmente subjetivos y 
sesgados. En efecto, la mayoría de los índices sobre la 
democracia, corrupción, calidad de las instituciones o 
gobernanza se basan en evaluaciones subjetivas de 
inversionistas y agentes de negocios extranjeros sobre sus 
percepciones respecto a la seguridad de sus inversiones o el 
nivel de cumplimiento de las leyes en los países receptores de 
su inversión. De esta manera, los índices capturan las 
apreciaciones de los inversionistas antes que los aspectos 
formales del tejido institucional!*!. Ellos miden la percepción 
sobre la eficiencia de operación de las reglas del juego respecto 
a los derechos de propiedad y potenciales ganancias en lugar 
de las instituciones en sí (Rodrik, 2007). Estas apreciaciones 
no distinguen entre corrupción total y corrupción 
focalizada, entre corrupción económica y corrupción 
política, y las personas encuestadas evalúan la corrupción en 
menor grado si el sistema funciona y los negocios generan 
buenas ganancias (Kahn y Komo, 2000). 

Es esta información, sesgada y subjetiva, transformada en 
información numérica sobre la base de escalas totalmente 
arbitrarias, que alimenta una variedad de análisis de regresión 
estadística, así mismo totalmente arbitrarios, y cuyos resultados 
son validados bajo el criterio de significancia que muchas veces 
se presenta hasta con tres cifras decimales. Al respecto, se 
pregunta M. Godet (2007) sobre la utilidad de cálculos 
sofisticados y precisos hasta una centésima o milésima si la 
cifra antes de la coma es de escasa validez. Añade este autor 
que, “como en toda estadística, la inexactitud del número 
entero es compensada por la precisión de los decimales” (2007, 


pág. 131). A todo esto, se suma el problema de que la 
dirección de causalidad no es revelada por la correlación. 
En el largo plazo, el desarrollo y madurez social es muy 
probable que resulte en una disminución de la corrupción, 
pero esto no significa, de ninguna manera, que una 
reducción de la corrupción signifique un aumento 
automático del crecimiento. Estas observaciones no 
significan condonar la corrupción, o sugerir que es 
positiva, sino la necesidad de una mejor comprensión del 
proceso de desarrollo y las respuestas políticas que pueden 
realmente tener efecto (Kahn, 2000, pág. 8). 

En conclusión, el uso indiscriminado de “información” da 
lugar a serios problemas de objetividad y comparabilidad 
(Kahn, 2000). Esto a su vez acarrea dos problemas. El primero 
tiene que ver con las percepciones sobre el funcionamiento de 
las instituciones cuya calidad es asociada con el desempeño de 
la economía; si este marcha bien, entonces la calidad de las 
instituciones es alta. El segundo problema, aún más serio, 
consiste en que aun si la causalidad es correctamente 
establecida, los resultados no dicen nada acerca de cómo las 
reglas específicas, la legislación o diseño institucional son 
responsables del desempeño institucional que se trata de medir. 
Todo lo que se puede inferir es la bondad del desempeño de las 
instituciones cuando los inversionistas se sienten protegidos 
(Rodrik, 2007, pág. 188). 

De todas maneras, cabe señalar que algunas de las 
deficiencias y limitaciones de la información sobre corrupción, 
democracia y gobernanza, en general, están siendo superadas 
con el advenimiento de “una segunda generación de 
indicadores”!*! (Erkkila, 2020). Este nuevo tipo de indicadores 
es más transparente, mejor documentado, los indicadores son 
menos controversiales y, sobre todo, pueden ser replicables. La 
información que se genera para la construcción de indicadores 


se basa en la disponibilidad de datos de amplia cobertura a lo 
largo de los países y con continuidad en el tiempo, y tienden a 
ser más objetivos al focalizarse en instituciones específicas y 
resultados. Pero, de todas maneras, la objetividad y calidad de 
los indicadores no obvia el problema de un uso indiscriminado 
de técnicas estadísticas y  econométricas. Los métodos 
estadísticos, evidentemente, pueden ser (y en realidad lo son) 
herramientas útiles de soporte para la comprensión de ciertas 
dimensiones de los problemas sociales. El problema consiste en 
la generalización y la tendencia a formular teorías a partir de 
los resultados de ejercicios de regresión estadística sin tener en 
cuenta los sesgos y limitaciones inherentes a los supuestos en 
los que se fundamentan estos métodos. 

En este punto, resulta pertinente la pregunta sobre qué 
sentido tiene concluir, como lo hacen los análisis de regresión, 
que independientemente del país, su contexto histórico, su 
estructura económica, un X por ciento de reducción en los 
niveles de corrupción resultará en un Y por ciento de aumento 
del crecimiento. Entonces, toda la profunda complejidad de la 
problemática del desarrollo y las instituciones no puede ser 
reducida a un conjunto de variables que actúan bajo un efecto 
de causalidad lineal y aditiva de un conjunto de indicadores. 
Hacerlo significa trivializar los problemas. 

La validez de un modelo tiene que ver con una 
representación coherente de los fenómenos reales y no de su 
abstracción o de la elegancia de su formalización. A fuerza de 
simplificar la realidad por el placer de utilizar las matemáticas, 
se termina transformando los modelos en esquemas 
deformadores de la realidad (la tesis de la “maldición de los 
recursos” no sería sino un exceso de estadística). Ya hace 
algunas décadas, M. Allais, premio nobel de economía, llamaba 
la atención sobre la “charlatanería matemática de la que es 
víctima la ciencia económica” y señalaba que “al centrarse en 


el desarrollo de modelos matemáticos, totalmente artificiales y 
totalmente alejados de la realidad, esta disciplina es cada vez 
más dominada por un formalismo matemático que 
fundamentalmente representa un inmenso retroceso”. 
Evidentemente, la modelización y utilización de las 
matemáticas puede constituir un progreso en relación con los 
razonamientos verbales cuya falta de rigor frecuentemente se 
refugia tras conceptos ambiguos y fórmulas preestablecidas. 
Entonces, no se trata de rechazar los números y la 
modelización, sino de utilizarlos con sensatez. El problema 
consiste en que se termina por considerar verdaderos los 
resultados obtenidos, olvidando que no solamente los datos de 
entrada son incompletos y salpicados de errores, sino que 
también la selección del modelo no es neutra y condiciona los 
resultados (Godet, 2007, pág. 136). La especificación del 
modelo encierra una teoría, una lectura de los hechos que, en 
el mejor de los casos, tiene únicamente un valor relativo, ya 
que otras lecturas son posibles a partir de los mismos hechos. 


Estado rentista y democracia 

La tesis de la abundancia de los recursos naturales como un 
factor que socava los procesos democráticos, debilita las 
instituciones y promueve la corrupción tiene sus raíces en los 
modelos del Estado rentista o Estado buscador de rentas (rent- 
seeking state). Estos modelos trascienden la dimensión 
económica de la dependencia de los recursos naturales centrada 
en la enfermedad holandesa y sus efectos para situar el análisis 
en la esfera de las instituciones. La idea central de estos 
modelos es demostrar que 


... la formación de instituciones y la política son endógenas a un 
tipo de gobernanza que típicamente emerge en contextos 
abundantes en petróleo en los que se asume la abundancia del 
recurso genera una elevada tendencia de búsqueda de rentas que 


resulta negativa para el desarrollo. La idea principal tras la teoría 
de búsqueda de rentas consiste en que siempre que los agentes 
públicos tienen el monopolio del poder y discreción sobre la 
distribución de las rentas, los incentivos para la corrupción 
aumentan (Di John, 2009, pág. 96). 


En esencia, las rentas se refieren al “exceso de ingresos” o 
a la proporción de ingresos en exceso de la mínima cantidad 
requerida para atraer un trabajador a aceptar determinado 
trabajo o a una empresa a entrar en una industria particular. 
Entonces, la búsqueda de rentas puede ser interpretada como 
aquellas actividades que buscan crear, mantener o cambiar los 
derechos e instituciones en las que se basan determinadas 
rentas. Se trata de una estrategia para generar un ingreso no 
mediante la producción de algo nuevo, sino a través de un 
incremento de los precios competitivos, afectando la 
competitividad mediante la explotación de ciertas ventajas 
(incluida la mano de obra) o bloqueando a las empresas la 
entrada en determinada industria con el fin de mantener la 
posición de monopolio. La actividad de búsqueda de rentas es a 
menudo aproximada de otra manera: los intermediarios (takers) 
se imponen a los productores (makers) y el capitalismo 
depredador se impone al capitalismo productivo (Mazzucato, 
2018, pág. 4). 

El modelo de Estado rentista ofrece tres argumentos para 
explicar los impactos nocivos de la abundancia de recursos 
sobre el tejido social y sus instituciones. Primero, como se 
anotó anteriormente, las rentas minerales proveen al Estado 
una base fiscal suficiente que le permite reducir la necesidad de 
medidas impositivas a sus ciudadanos. Esto a su vez reduce el 
espacio de negociación política entre el Estado y grupos de 
interés, lo que a su vez resulta en modelos de gobernanza 
arbitrarios, paternalistas y hasta depredadores. Más aún, la 
ausencia de incentivos para imponer impuestos resulta en bajos 


niveles de autoridad, capacidad y legitimidad para intervenir 
en la economía. En segundo término, niveles relativamente 
altos de rentas minerales generan mayores niveles de 
comportamiento rentista y corrupción que en las economías no 
extractivas, y tercero, los altos niveles de comportamiento 
rentista y corrupción conducen a un pobre desempeño 
económico. 

Antes de examinar con cierto detalle el concepto de Estado 
rentista, sus supuestos de base e implicaciones en el desarrollo 
de los países con abundancia de recursos, conviene señalar un 
fenómeno de mucho interés en el debate. En esencia, el 
concepto de Estado rentista, como modelo de gobernanza, parte 
de la premisa de que mientras mayores son los ingresos 
provenientes de rentas, menor es la necesidad de los gobiernos 
de aumentar sus ingresos mediante medidas impositivas. La 
disponibilidad de las rentas puede permitir a las élites comprar 
seguridad a través de redes clientelares en lugar del 
establecimiento de un contrato social basado en el intercambio 
de bienes públicos financiado mediante el establecimiento de 
impuestos. Esto, a su vez, determina que los líderes políticos 
sean menos responsables ante los individuos y grupos políticos 
de la sociedad civil, más propensos a la búsqueda de rentas y 
corrupción y menos capaces de emprender políticas de 
crecimiento. Sin embargo, la evidencia empírica, por lo menos 
en el caso de los países sudamericanos, parecería desmentir 
esta tesis. 

La Tabla 5.1 muestra la evolución de los impuestos totales 
(rentas de recursos excluidas) como porcentaje de los ingresos 
de los gobiernos de cinco países en los que la explotación y 
exportación de recursos minerales tienen un peso significativo 
en sus economías. La primera constatación es la tendencia 
hacia aumento del peso de la carga impositiva en los ingresos 
fiscales. A lo largo de las tres últimas décadas, las 
contribuciones impositivas han crecido, aunque de manera 


diferenciada. Cabe destacar los casos de Bolivia, Colombia y el 
Ecuador, países en los que a inicios de los años noventa el 
porcentaje de los impuestos en los ingresos fiscales no llegaba 
al siete por ciento, a finales de la década pasada este porcentaje 
se situó en alrededor del quince por ciento. Una parte 
significativa de este aumento ocurrió en el período 2004-2012, 
precisamente cuando se produjo el boom de los precios de los 
recursos. De acuerdo a la teoría del Estado rentista, a lo largo 
de este período debía haber ocurrido lo contrario: el aluvión de 
rentas provenientes de los recursos debía haberse reflejado en 
una disminución de la carga impositiva a los contribuyentes de 
esos países. La conclusión es clara: la tesis de partida del 
modelo de Estado rentista empíricamente no se sostiene. 


Tabla 5.1. Carga impositiva como porcentaje de los ingresos del gobierno 


Fuente: elaboración propia con base en Government Revenue Dataset / United Nations University World 


[5 
Institute for Development . 


La teoría del Estado rentista fue inicialmente desarrollada 
en el marco de la economía neoclásica en un intento por 
demostrar que la intervención del Estado induce costos 
adicionales en la búsqueda de rentas y, por consiguiente, lo 
vuelve menos eficiente. Estos argumentos estaban orientados a 
fortalecer la idea del libre mercado en el que, por lo menos en 
teoría, las rentas no tenían cabida. Posteriormente, enfoques y 
conceptos, provenientes principalmente de la economía 
institucional y la economía política, han sido incorporados en 
el análisis, dando lugar a diferentes modelos de Estados 
rentistas (Kahn y Komo, 2000, pág. 6). 

El argumento central de la teoría del Estado rentista 


consiste en que la búsqueda de rentas debe considerarse un 
proceso cuyo efecto global depende de sus dos componentes 
interrelacionados. El primero es el costo o beneficio social neto 
asociado a las rentas; el segundo es el costo social de las 
actividades destinadas a crear, mantener o distribuir estas 
rentas (Kahn, 2000, pág. 72). Dado que las rentas representan 
ingresos superiores a los que se habrían obtenido de otro modo, 
ellas dan lugar a incentivos para crearlas y mantenerlas. Las 
estrategias pueden ir desde el soborno o incluso la coacción en 
un extremo hasta actividades políticas perfectamente legales 
como los grupos de presión o redes clientelares en el otro. En 
conjunto, estas actividades se conocen como actividades de 
búsqueda de rentas y, en un sentido amplio, pueden 
interpretarse como las actividades que pretenden crear, 
mantener o cambiar derechos, normas e instituciones que 
legitiman la existencia de rentas. Definidas de esta manera, la 
búsqueda de rentas describe una parte importante de la 
actividad del tejido social, institucional y político. En efecto, la 
mayoría de los cambios institucionales que tienen lugar en el 
interior de los Estados implican la creación o destrucción de 
rentas, y Casi todos los conflictos distributivos pueden 
describirse como conflictos en los que una o ambas partes 
buscan rentas (Di John, 2009; Kahn, 2000). 

Los modelos del Estado rentista han sido objeto de serias 
dudas (Di John, 2009; Kahn y Komo, 2000; Kahn, 2000). El 
cuestionamiento parte de la constatación de significativas 
diferencias en los costos de las aspiraciones rentistas entre los 
países y, sobre todo, de que la variación de los costos se explica 
por las condiciones políticas, sociales y económicas. Algunos 
regímenes autoritarios consiguieron reducir los costos de 
búsqueda de rentas; sin embargo, en otros países, con 
instituciones democráticas similares, los costos fueron más 
elevados. De igual manera, los intentos por reducir la 
competencia en la captación de rentas por partes de grupos y 


agentes económicos funcionaron en algunos países y en otros 
no. En el caso de los países del este asiático, por ejemplo, 


. Una serie de rentas y la búsqueda de rentas que las sostenían 
desempeñaron un papel fundamental en el rápido desarrollo de 
los países de Asia oriental. No solamente la creación de rentas fue 
crítica para la acumulación económica y los procesos de 
aprendizaje, sino que los mecanismos de transferencia de las 
rentas fueron críticos para mantener la estabilidad política, 
aunque las implicaciones económicas variaron 
significativamente” (Kahn y Komo, 2000, pág. 7). 


En un extenso análisis sobre el caso de Venezuela, Di John 
(2009) refuta, de manera clara y argumentada, y sobre la base 
de una extensa evidencia empírica, las hipótesis y conclusiones 
de las tesis que sustentan el modelo del Estado rentista. Los 
cuestionamientos de este autor van más allá del caso específico 
venezolano y, por consiguiente, tienen validez para enriquecer 
el debate sobre los recursos naturales y el tema del 
extractivismo en particular. De ahí el interés en examinar los 
planteamientos de este autor. 

Empieza Di John por notar (pág. 82) que el modelo de 
Estado rentista asume que los gobernantes son los propietarios 
de los recursos y que las rentas generadas pueden ser 
distribuidas a su libre albedrío. Cómo los gobernantes asumen 
el poder y lo mantienen es un asunto ignorado por la teoría. 
Esto significa negar la presencia de actores colectivos en las 
sociedades, quienes tienen un margen de maniobra para 
imponer cierta condicionalidad doméstica sobre aquellos que 
ejercen el poder. Ya que el Estado es históricamente un agente 
específico de coaliciones, el proceso de formación de clases, 
grupos y alianzas es la raíz de formación institucional y 
cambio. Entonces, la distribución de las rentas no es un 
ejercicio a priori, como asume el modelo rentista, sino el 


resultado de enfrentamientos políticos, negociaciones y 
acuerdos. 

El modelo de Estado  rentista, añade Di John, 
implícitamente asume una oposición binaria entre gobernantes 
depredadores y gobernantes desarrollistas. Se asume que la 
existencia de rentas casi automáticamente determina que los 
líderes de los Estados rentistas, al contrario de los líderes de los 
países pobres en recursos, no están interesados en políticas que 
promueven el crecimiento. La decisión de los líderes en adoptar 
una trayectoria de acumulación rapaz del capital es asumida 
como una decisión a priori sobre consideraciones acerca de la 
posibilidad de emprender una trayectoria determinada de 
desarrollo. Las condiciones bajo las cuales los gobernantes 
adoptan las decisiones son abordadas por los modelos rentistas 
bajo la hipótesis de que el autoritarismo y la corrupción son 
características inherentes a la abundancia de los recursos, una 
suerte de determinismo en los procesos democráticos de los 
países. 

Efectivamente, un volumen significativo de la literatura 
sobre el Estado rentista supone tácitamente que las economías 
extractivas son por naturaleza propensas a la aparición de 
regímenes autoritarios, ineficientes y corruptos. Se trata de una 
endogenización del tejido institucional y político, una suerte de 
determinismo del cual existen escasas posibilidades de escapar. 
En su influyente estudio The Paradox of Plenty, T. Karl (1997) 
sostiene que países exportadores de petróleo (Argelia, Irán, 
Nigeria, Venezuela) aparentemente diferentes, son 
caracterizados por una estructura de clase similar, así como por 
patrones similares de acción colectiva (pág. 8). Cuando se 
consolidan Estados caracterizados por abrumadores incentivos 
para la búsqueda de rentas, son las instituciones, al más 
profundo nivel de dominación política, el factor determinante 
de cualquier tipo de régimen de gobierno que emerge (pág. 
227). 


Estas ideas tienen su origen en la llamada tesis de los 
bienes primarios (staple thesis) según la cual son la dotación de 
recursos naturales y la tecnología los factores que moldean las 
relaciones de producción y, por lo tanto, la evolución de las 
instituciones en una sociedad (Sokoloff y Engerman, 2000). 
Indudablemente, las diferencias en características relacionadas 
con el suelo, el clima, la densidad de las poblaciones nativas, la 
dotación de recursos naturales y otros elementos son factores 
que predisponen a las sociedades hacia trayectorias de 
desarrollo asociadas con diferentes niveles de desigualdad en la 
riqueza, capital humano y poder político!?!. Estas condiciones, 
especialmente en las fases tempranas de la formación de las 
instituciones, han tenido efectos persistentes no solamente 
porque algunas características fundamentales de estas 
sociedades han sido difíciles de cambiar, sino porque las 
políticas gubernamentales y otras instituciones tienden a 
reproducirlas (Sokoloff y Engerman, 2000). 

Al explicar las causas de por qué la industrialización tuvo 
lugar primero en Norteamérica y no en América Latina y por 
qué en el noreste de los EE. UU. y no en el sur, los autores 
citados señalan que los territorios dotados de industrias 
extractivas y plantaciones desarrollaron instituciones alrededor 
del sistema de esclavitud y servidumbre, bajo regímenes de 
desigualdades, dictaduras y control estatal, mientras que 
aquellos climas que favorecieron pequeñas plantaciones, 
ganadería y la actividad de pesca desarrollaron instituciones 
basadas en el individualismo, la democracia, la igualdad y el 
capitalismo. Cuando se produjo la Revolución Industrial, estas 
últimas estuvieron aptas para embarcarse en este proceso, 
mientras que aquellas que se especializaron en industrias 
extractivas no lo estuvieron porque la sociedad había llegado a 
depender en una estructura de clases y autoritarismo, en lugar 
de incentivos individuales y mecanismos descentralizados de 
decisión. 


Sin lugar a dudas, las tesis de Sokoloff y Engerman 
constituyen un aporte destacado para entender históricamente 
la formación y evolución de las instituciones en determinadas 
sociedades y proveen elementos para el análisis de la 
incidencia de los recursos naturales en contextos políticos 
actuales. Guardando las distancias, las reflexiones de Coronil 
(2011) sobre la importancia de una distinción entre rentas 
agrícolas y aquellas originadas en la explotación de recursos 
naturales se inscriben en la tesis según la cual la producción 
física de una sociedad es un factor determinante de la manera 
como el excedente es generado y como un país obtiene las 
divisas indispensables para su funcionamiento y, por 
consiguiente, como las instituciones y las políticas públicas son 
moldeadas por esta realidad. Sin embargo, consideramos que 
estos argumentos han sido descontextualizados y hasta 
trivializados por una extensa literatura que trata de ver una 
relación determinística de causalidad entre recursos naturales y 
la “calidad” de las instituciones que sustentan el 
funcionamiento de la sociedad (Sachs, 2001). La tesis del 
extractivismo se ha hecho eco de esta perspectiva y entre una 
de las patologías de la enfermedad señala el impacto negativo o 
“efecto voracidad” de los recursos sobre las instituciones que 
nos gobiernan. En este punto, las observaciones de Coronil nos 
parecen muy oportunas: 


Como encarnación de riqueza y energía el petróleo aparece como 
una fuerza capaz de definir el destino de las naciones modernas. 
El petróleo condiciona, pero no determina la vida social de estas 
naciones. Para entender esto es suficiente observar que el 
petróleo tiene efectos radicalmente diferentes en diferentes 
sociedades productoras de petróleo, por ejemplo, Estados Unidos 
y Canadá por un lado y, por otro, Nigeria y Venezuela. Dado su 
poder excepcional, es necesario tener en cuenta que el petróleo 
en sí mismo no significa nada como lo es cuando es transformado 
y usado por la gente bajo marcos culturales específicos, 


situaciones históricas específicas y contextos económicos globales 
(2008). 


Recursos naturales: corrupción y corruptores 

La corrupción suele definirse como la transgresión de las 
normas formales que rigen la asignación de los recursos 
públicos por parte de los funcionarios en respuesta a ofertas de 
beneficios económicos o apoyo político (Kahn, 2000). La 
corrupción aparece cuando la asignación de recursos es 
canalizada a través de los gobernantes, quienes tienen una 
autoridad discrecional en lugar de una negociación entre los 
agentes sociales. En las economías extractivas, las rentas 
provenientes de los recursos naturales serían la causa de este 
fenómeno. 

La ideología neoliberal sostiene que debido a que los 
gobiernos son de manera innata corruptos, propensos a ser 
capturados por intereses creados y, sobre todo, improductivos, 
si se puede restringir su injerencia en el manejo de los bienes 
públicos, incluidos los recursos naturales, es posible mejorar las 
condiciones para las actividades productivas, conduciendo así 
la economía al crecimiento. La conclusión lógica es que el 
gobierno debe ser frenado, debe ser minimizado mediante 
cortes presupuestarios, privatización de bienes públicos o 
tercerización de los servicios públicos (Mazzucato, 2018, pág. 
232). Es esta visión la que ha contribuido enormemente a 
socavar la credibilidad del Estado, limitando el papel que 
puede desempeñar en la economía, devaluando su contribución 
a la creación de riqueza nacional, privatizando y tercerizando 
en exceso, ignorando la participación de los contribuyentes en 
la recompensa en el proceso público y colectivo de creación de 
riqueza. Esto se ha convertido en el “sentido común” de nuestro 
tiempo (Villavicencio, 2020). La propuesta de abandonar el 
extractivismo de cierta manera contribuye a reforzar esta tesis. 

Las experiencias de varios países asiáticos ponen en 


evidencia y desmienten muchos de los modelos de efectos de la 
corrupción y búsqueda de rentas sobre el desempeño 
económico de los países. La corrupción, las redes clientelares y 
otras formas de extracción de rentas han sido abundantes en 
estos países. Todos ellos han experimentado periódicos altos y 
bajos en sus economías, pero lo más interesante es su 
desempeño en el largo plazo. En algunos casos este desempeño 
ha sido dramático y en otros, muy pobre. La crisis del año 1997 
demostró que no solamente no existe una correlación entre un 
comportamiento rentista, sino también una escasa correlación 
entre la intensidad en la búsqueda de rentas y la crisis 
financiera (Kahn, 2000). 

La evidencia empírica sugiere que niveles similares de 
corrupción pueden ser compatibles con diferentes trayectorias 
de crecimiento (Tabla 5.2). No existe ninguna razón para 
asumir, como lo hacen los modelos rentistas, que la mera 
existencia de rentas minerales genera actitudes rentistas más 
acentuadas que en los países pobres en recursos naturales. 
Como le sugiere Di John (2009, pág. 95), hay que establecer un 
mapa diferenciado de casos de estudio en el que la 
incorporación de la dimensión política es el elemento que 
explica las diferentes trayectorias de crecimiento. Señala este 
autor que las teorías dominantes sobre el Estado rentista 
ignoran el papel que la política desempeña en el uso de las 
rentas de los recursos. Debido a que las confrontaciones 
políticas y los acuerdos son históricamente específicos, los 
modelos deterministas no pueden explicar de manera 
satisfactoria la asignación de rentas en sistemas políticos reales. 
La manera como las economías extractivas generan mayores 
costos en la búsqueda de rentas y menores resultados de este 
comportamiento rentista es, en definitiva, un asunto empírico. 
Sobre la base de su comprensivo análisis sobre Venezuela, Di 
John concluye que el desempeño histórico de este país cuando 
se lo analiza en el contexto latinoamericano no soporta el 


argumento de un Estado rentista (2009, pág. 88). 


Tabla 5.2. PIB e índice de corrupción 


Fuente: elaboración propia con base en CEPALSTAT, WB Data Bank. 


Aparte de las discusiones y debates sobre la correlación 
entre recursos naturales y corrupción, resulta oportuno 
preguntarse por qué los estudios y, en general, la literatura 
sobre el tema (casi toda originada en instituciones e 
investigadores de los países del Norte) centran su atención en 
la corrupción (mal supuestamente endémico en los países del 
Sur) y prestan escasa o nula atención a su reverso, el soborno 
practicado por las corporaciones de los países del Norte. 
Sostiene J. Stiglitz que cuando las corporaciones mineras y 
energéticas centran su atención en los países en vías de 
desarrollo entra en juego el soborno absoluto (2006, pág. 185). 
Pero, aclara este autor, el verdadero problema no son los 
sobornos, sino sus consecuencias: cuando las compañías 
petroleras (y mineras) ganan, el país que las acoge pierde. 

Nos recuerda Stiglitz que hasta hace algunos años el 
soborno era aceptado como una forma de hacer negocio y no 
solo era legal, sino que se podía desgravar de los impuestos en 
algunos países; en realidad, los gobiernos de los países 
industrializados pagaban una parte sustancial del soborno. 
Aclara este autor que, en la actualidad, la OCDE tiene un 
convenio acerca del problema de los sobornos, pero su 
aplicación es difícil e incompleta. Ahora las corporaciones 


contratan un facilitador (lobista) a quien se le proporciona 
dinero suficiente para “facilitar” los contratos. Muchas 
multinacionales operan fuera de la zona de la OCDE. “Todo el 
mercado se encuentra corrompido. [...]. El soborno, el engaño 
y la negociación desequilibrada contribuyen a mermar lo que 
por derecho debería pertenecer al país en vías de desarrollo” 
(Stiglitz, 2006, pág. 186). Los economistas denominan el valor 
del recurso que supera el costo de extracción “rentas” de los 
recursos naturales. En un mercado competitivo, los gobiernos 
deberían pagar a las compañías petroleras por su extracción y 
sus servicios mercantiles y nada más; “todas las rentas de los 
recursos naturales pertenecen al país” (pág. 188). Entonces, no 
son los recursos naturales per se el factor que contribuye a 
debilitar las democracias de los países propietarios de los 
recursos, sino el “estilo de negocios” de las grandes 
corporaciones (corruptores) en connivencia con gobiernos 
(corrompidos)!”.. 

Siguiendo la argumentación de Stiglitz, podemos imaginar 
un sofisticado modelo de regresión estadística en el que una de 
las variables independientes sea el grado de penetración de 
empresas transnacionales en el manejo de los recursos de un 
país y como variable dependiente un índice de corrupción. Es 
muy plausible que el coeficiente de correlación sea bastante 
alto debido al estilo mismo de negocios impuesto por las 
corporaciones. De manera similar, es también plausible que la 
inclusión de esa variable independiente en el modelo de Sachs 
y Warner, por ejemplo, resulte inversamente correlacionada 
con el índice de desarrollo, ya que mientras mayor sea el grado 
de penetración de las corporaciones petroleras y mineras, 
menor será la renta residual para el país dueño del recurso. 
Hasta donde conocemos, no hemos encontrado en la literatura 
un modelo econométrico que incorpore estas variables en los 
análisis. 

Pero aparte de los vínculos entre abundancia de recursos y 


corrupción, la idea misma de que esta última es un factor que 
inhibe o afecta el crecimiento económico ha sido puesta en 
duda. Los análisis estadísticos no discuten si la corrupción tiene 
sus raíces en fuerzas económicas, culturales o sociales, si es o 
no perniciosa para el desarrollo. Sin embargo, Leite y 
Weidermann (2002, pág. 162) argumentan que la corrupción 
hasta puede desempeñar un papel positivo en el crecimiento de 
los países al permitir a los inversionistas eludir engorrosos 
procesos administrativos o asegurar la asignación de proyectos 
a las empresas más eficientes que pueden sacar ventajas del 
pago de sobornos. En la misma línea, Leff (1 979)|*! argumenta 
que la corrupción puede tener efectos benéficos en los países en 
desarrollo que sufren una intervención opresiva del Estado. 
Ante la posibilidad de los empresarios de esquivar regulaciones 
restrictivas, la corrupción puede inducir a mayor eficiencia y 
acelerar el crecimiento. 

Al respecto, Castells sostiene que “la construcción de un 
aparato de Estado eficiente y tecnócrata tiene poco que ver con 
la tradicional distinción entre burocracias corruptas y 
burocracias honestas” (1999, pág. 290). Nos recuerda este 
autor que la corrupción ha estado “ampliamente difundida en 
países como Corea del Sur y Taiwán, presente en Hong-Kong y 
limitada, pero no ausente, en Singapur”. Sin embargo, estos 
países han sido capaces de operar a altos niveles de eficiencia, 
manejados por burocracias competentes, organizadas de una 
manera flexible de acuerdo a las cambiantes etapas del 
desarrollo. “En términos funcionales, la corrupción es un 
obstáculo para la eficiencia cuando impide a la burocracia 
cumplir con sus tareas asignadas” (pág. 291). Este es otro de 
los temas ignorados por los ejercicios de regresiones 
estadísticas. Estas observaciones de ninguna manera significan 
pasar por alto el hecho de que la corrupción, en última 
instancia, corroe el tejido social. Únicamente queremos 
enfatizar que la tesis de una causación única y lineal entre 


abundancia de recursos y corrupción es sesgada y parcial. La 
relación no es tan simple como muestran los análisis. 


1. Entre otros resultados, las regresiones estadísticas del estudio muestran 
una correlación negativa entre la variable democracia e islam: mientras 
mayor es el porcentaje de población musulmana, menor es el nivel de 
ejercicio democrático en un país (Ross, 2001, págs. 341, Tabla 3). « 

2. La especificación econométrica del estudio es como sigue: Gobernanzait 
= ai + bi x Gobernanzait-1 + b2 x Recursos Naturalesit + g x Xit + lt 
+eit, donde: Gobernanzait comprende tres indicadores (corrupción, 
calidad de burocracia y ley y orden) para el país i en el período t; ai es el 
efecto fijo para cada país; Recursos Naturalesit se refiere a dos variables 
relacionadas con los recursos naturales (exportaciones de recursos naturales 
y tasa de agotamiento de los recursos naturales); Xit denota un conjunto de 
variables de control (intensidad de conflictos, libertad de prensa, otras 
exportaciones); lt comprende un conjunto de variables dummies y eit 
denota el término de error (Busse and Groning 2013, 8). « 

3. Idéntico procedimiento es utilizado en los rankings mundiales 
universitarios. En el difundido ranking elaborado por The Times Higher 
Education Suplement, el 50% de la información en la que se basa la 
evaluación proviene de encuestas (vía internet) realizadas a un grupo de 
ejecutivos de empresas y académicos seleccionados arbitrariamente 
(Villavicencio, 2017). « 

4. La base de datosWorldwide Governance Indicators elaborada por el Banco 
Mundial es el intento más relevante en este sentido 
(www.databank.worldbank.org). « 

5. www.wider.unu.edu (2021) « 

6. Aclaramos que no se trata de la desgastada hipótesis geográfica según la 
cual el entorno físico es un factor determinante en el crecimiento 
económico (Sachs, 2001). Los recursos naturales no explican el desarrollo 
económico más allá de su influencia en las instituciones (Easterly y Ross, 
2003). « 

7. Sostiene Stiglitz que el primer reto que enfrenta cualquier país rico en 
recursos es garantizar que la sociedad obtenga la mayor parte posible de 
lo que valen los recursos que yacen en el subsuelo. Esto es mucho más 
difícil de lo que podría parecer. Incluso en países con democracias 
estables y sólidas se da una lucha real por parte de las compañías 
petroleras y mineras por adquirir los recursos al precio más bajo posible, 
apropiarse de la mayor parte de las rentas a través de beneficios fiscales 
especiales y asumir la parte más pequeña posible del costo del daño 
medio ambiental que producen (Sitglitz 184). La calidad de las 
instituciones es un factor fundamental en el buen uso de las rentas 
provenientes de la exportación de recursos. Botswana es mencionado 
como el ejemplo emblemático. Pero se ignora que “el país consiguió 
renegociar el contrato que tenía con el cartel De Beers del sector de los 
diamantes para asegurarse que conseguía todo el valor de los recursos —o, 
al menos más valor; aumentó su parte del negocio del 15 al 50 por 
ciento—. Sin esta renegociación, es probable que Botsuana no hubiera sido 
capaz de disfrutar el notable éxito económico que ha tenido desde su 
independencia (Stiglitz, 192). « 

8. Citado en Kahn (2000, p. 8). + 


Parte ll. 
Extractivismo y renta 


Un extensivo cuerpo de literatura sobre el ciclo de bonanza que 
vivieron los países de América Latina, en particular las 
economías dependientes de la exportación de recursos mineros 
y energéticos, se ha enfocado en destacar los logros alcanzados 
en su desempeño económico y social, así como en acentuar el 
discurso progresista y antineoliberal que caracterizó a algunos 
gobiernos en la administración de sus recursos naturales. 
Menor importancia se ha dado a estudiar cómo la extracción y 
exportación de recursos naturales afectó la dinámica interna y 
el potencial de un crecimiento, quizá menos espectacular en 
ciertos casos, pero más duradero. El análisis de la manera como 
los países hicieron uso de las rentas y su distribución, como 
algunos países privilegiaron ciertas políticas y otros no, 
requiere trascender dicotomías simplificadoras de tipo 
conservador-progresista, nacionalismo-neoliberalismo para dar 
paso a una reflexión y respuesta a la pregunta que se revela 
fundamental: ¿por qué, en general, los países desaprovecharon 
la oportunidad que ofreció el boom de los commodities para 
reestructurar sus economías, diversificarlas, hacerlas más 
sostenibles y, al mismo tiempo, introducir reformas 
estructurales en la distribución del ingreso? 

Las respuestas a esta pregunta adquieren relevancia y 
urgencia porque los países de América Latina han entrado en 
un nuevo ciclo político y de acumulación económica. El fin de 


la llamada década dorada (Ocampo, Bastian y Reis, 2018) ha 
provocado un clima de desencanto e incertidumbre que abre 
nuevos interrogantes sobre trayectorias posibles de cambio y 
progreso. No se trata simplemente de una nueva crisis, de 
aquellas recurrentes que periódicamente afectan a la región y 
que una vez resueltas (un aumento de los precios de los 
recursos naturales en este caso) permitirían regresar a un estado 
normal de las cosas. La idea de crisis como una situación que 
nos aleja momentáneamente de una situación de equilibrio no 
tiene cabida. Tampoco se trata de una inflexión de tendencias, 
sino más bien de un momento de bifurcación. La ruptura, quizá 
la de mayor peso en el futuro inmediato, es de carácter político 
y cuya expresión es la desconfianza generalizada en las 
instituciones y los sistemas de representación (las protestas en 
Chile, Colombia y el Ecuador son una manifestación evidente). 
Pero esta desconfianza no es sino la respuesta inmediata a la 
fragilidad de las políticas implementadas. Los gobiernos y la 
sociedad (empresarios, partidos políticos, organizaciones 
gremiales) se revelaron incapaces de idear políticas y reformas 
estructurales requeridas para una transición hacia economías 
menos dependientes, más diversificadas y sustentables. 

Estas observaciones nos llevan a la necesidad de 
profundizar el análisis de los cambios ocurridos, a abrir un 
espacio interpretativo sustentado en categorías menos 
subjetivas y a sacar lecciones de las experiencias positivas y 
negativas con el fin de plantear opciones de respuestas en el 
corto y mediano plazo, más aún teniendo en cuenta que los 
recursos naturales continuarán siendo por algún tiempo el 
factor dinamizador de las economías. Los capítulos de la 
presente sección apuntan en esta dirección. Para ello, nos 
parece necesaria una aclaración y reinterpretación del 
significado y alcance de las políticas y estrategias que 
adoptaron los países dependientes de la exportación de 
recursos naturales en respuesta a las circunstancias 


excepcionales que rodearon su realidad social y económica. 


Una relectura del extractivismo 


El significado de extractivismo 

El debate alrededor del extractivismo como un proyecto de 
desarrollo ha concitado un marcado interés que no deja de 
multiplicarse en estudios, artículos y comunicaciones. El tema 
es expuesto en cursos, seminarios, conferencias y talleres; es un 
tema privilegiado de monografías y tesis de estudiantes y, sin 
embargo, el extractivismo es objeto de una enorme “inflación 
textual y discursiva”. El tema ha sido explorado y analizado 
desde diversos ángulos y, a pesar de la multiplicidad de 
enfoques e interpretaciones, como acertadamente los señala 
Burchardt, “estos análisis tienen un aspecto en común: 
consideran el extractivismo un fantasma”. Añade este autor que 


... este concepto tiene grandes vaguedades, tanto desde el punto 
de vista empírico como desde el metodológico y analítico, por lo 
que solo permite hasta cierto punto un análisis diferenciado de 
los efectos del boom de las materias primas en América Latina, y 
esto impide por hora que se lo pueda definir claramente como 
modelo de desarrollo (2014, pág. 169). 


Al hablar de extractivismo como una modalidad de 
desarrollo, es necesario empezar por acotar su significado en el 
marco de una categoría o concepto que nos permita entender y 
evaluar sus implicaciones políticas, sociales, económicas y 
ambientales. Siguiendo las ideas de Goertz (2006), sostenemos 


aquí que el concepto de extractivismo carece de una visión 
causal, ontológica y realista, las condiciones necesarias para 
que un concepto pueda ser usado como categoría de análisis o 
como base de un proyecto político. Según este autor, una 
manera de pensar acerca de la conceptualización de un objeto, 
evento o fenómeno es a través de la metáfora enfermedad- 
síntoma. La teoría ontológica de un objeto, evento o fenómeno 
idealmente se enfoca en la enfermedad y, solamente de manera 
secundaria, en los síntomas. Empezamos por notar que la 
conceptualización del  extractivismo  reinvierte estas 
prioridades. 

Quizá el concepto de extractivismo más citado en la 
literatura, en particular en la literatura local y andina, y que es 
tomado como punto de partida para análisis y estudios, es 
aquel propuesto por Gudynas. Según este autor, 


Se define extractivismo en un sentido preciso y acotado: 
extracción de grandes volúmenes de recursos, que en su mayor 
parte son exportados, sin procesar o con un procesamiento 
limitado. Bajo esta definición, el extractivismo incluye los 
sectores de explotación minera y petrolera, algunos monocultivos 
de exportación y varios rubros tradicionales como el banano, la 
caña de azúcar o los camarones (2013, pág. 190). 


De acuerdo a esta definición, el extractivismo es 
caracterizado de manera multidimensional como la presencia 
simultánea de tres fenómenos: uno físico, la remoción de 
grandes volúmenes de material, y los otros dos de carácter 
económico: por un lado, la exportación de recursos, y por otro, 
la ausencia (o escaso) nivel de procesamiento. A continuación, 
señalamos algunas limitaciones de esta definición. 

En primer lugar, la dimensión física de la definición se 
inscribe en la corriente de la economía ecológica de 
contabilidad o análisis del flujo de materiales, que responde a 


la preocupación por cuantificar el conjunto de materiales 
procedentes de la naturaleza que los humanos extraen oO 
remueven y que mantienen el llamado “metabolismo social” o 
económico (Martínez-Alier y Roca Jusmet, 2000). Sin embargo, 
al asumir que todo uso de materiales causa potencialmente 
impactos ambientales negativos, la definición en cuestión cae 
en una visión esencialista al no hacer referencia al tipo de 
materiales y a la manera como son extraídos y los residuos 
vertidos. Así, por ejemplo, la caracterización del extractivismo 
como una actividad que moviliza “grandes volúmenes de 
recursos” no hace referencia a una proporcionalidad clara entre 
el volumen de materiales removidos e impactos ambientales. El 
término “grandes volúmenes” es uno sin referencia concreta, lo 
que hace suponer que algunas modalidades de extracción, 
como la explotación de petróleo mediante el uso de la 
tecnología de perforación direccionada oO la minería 
subterránea, que en ambos casos desplazan volúmenes de 
materiales significativamente menores que otras tecnologías 
convencionales, no entrarían en esta categoría. Por otra parte, 
si lo que nos interesa es el aspecto del agotamiento de recursos, 
también es obvio que el volumen de materiales utilizados es, en 
el mejor de los casos, “un indicador interesante, pero muy 
burdo”, ya que se trata de un agregado que suma materiales 
renovables y no renovables: renovables utilizados de forma 
sostenible o insostenible, no renovables abundantes o escasos. 
En definitiva, el volumen de materiales removidos en una 
actividad extractivista no nos dice nada acerca de los impactos 
ambientales, tampoco acerca del agotamiento de los recursos y, 
lo que es más relevante, no tiene nada que ver con el fenómeno 
que pretende englobar: aquel del modo de acumulación 
económica de una sociedad. 

En segundo lugar, la definición no provee ninguna 
referencia que asocie el fenómeno del extractivismo a una 
realidad concreta que permita caracterizar un país como una 


economía extractiva. De ahí que el término extractivismo sea 
usado indistintamente para referirse ya sea a la abundancia de 
recursos en un país o a la dependencia de su economía de la 
explotación de recursos naturales. El problema no es 
únicamente semántico, sino que la confusión puede dar lugar a 
interpretaciones distintas y opuestas de una realidad (Lederman 
y Maloney, 2007a). Es importante aclarar que abundancia de 
recursos naturales y dependencia de los recursos naturales son 
dos realidades diferentes. Abundancia se refiere al stock de 
recursos naturales que posee un país, mientras que dependencia 
se refiere a un flujo de recursos naturales que genera una renta. 
Un país puede ser abundante en recursos (los Estados Unidos, 
por ejemplo) pero no dependiente (Oskarsson y Ottosen, 2010, 
pág. 1069). Evidentemente, el tema que nos ocupa tiene que 
ver con la dependencia de la economía de un país de la 
exportación de sus recursos naturales. 

Una tercera observación a la definición de extractivismo 
tiene que ver con la mezcla de dos realidades sociales, 
económicas y políticas distintas bajo una misma categoría. La 
dinámica de la explotación y exportación de recursos mineros y 
energéticos es diferente de aquella de la producción agrícola, y 
la diferencia tiene que ver básicamente con la apropiación y 
participación de las rentas generadas bajo cada una de estas 
actividades. En el primer caso, las rentas son apropiadas 
directamente por el Estado; en el segundo, estas tienen que 
negociarse entre el Estado y los productores. Estas dos 
realidades tienen profundas repercusiones en la política, en la 
distribución de poder en el interior de los países (Coronil, 
2011). 


Los recursos naturales 

Las puntualizaciones anteriores evidencian que el término 
extractivismo como expresión de un modelo de desarrollo sufre 
de una notable inflación teórica. La misma definición, las 


tipologías de extractivismo y sus características, lejos de ofrecer 
un cuerpo articulado de ideas e instrumentos conceptuales que 
puedan sustentar un proyecto político viable, se reducen a 
planteamientos difusos que abordan la realidad con una 
terminología que se diluye en propuestas con escaso contenido 
para un análisis del modelo actual de acumulación. Se torna 
indispensable empezar por destacar algunos rasgos relevantes 
del significado de un régimen extractivista; el alcance e 
implicaciones del extractivismo como un núcleo de actividades 
sociales y económicas alrededor de las cuales sería posible 
articular una alternativa coherente de desarrollo. Aunque estos 
temas van más allá del objetivo del presente ensayo, 
consideramos pertinente precisar algunos conceptos. 


a. Ante todo, se debe partir de la constatación de que no 
existen recursos naturales en sí, sino recursos cuyo 
aprovechamiento depende de i) el estado del 
conocimiento de los elementos que determinan su 
disponibilidad; ii) el avance de las tecnologías 
susceptibles de permitir su explotación; y iii) la 
estructura del sistema de costos y de precios que 
determinan la explotación y el consumo (Decouflé, 
1978). 

b. La producción de bienes y servicios que requiere 
cualquier sociedad no puede ocurrir sin alguna forma 
continua de extracción de recursos del entorno natural. 
Entonces, no tiene sentido argumentar contra la 
extracción per se ya que toda actividad económica y la 
reproducción social no pueden ocurrir sin un proceso 
extractivo. Los recursos naturales, o más concretamente 
la materia y la energía, los componentes esenciales de la 
producción, no pueden ser creados, únicamente 
transformados, y cada transformación aumenta la 
entropía, es decir, la disipación de la materia-energía en 


formas inutilizables por los seres humanos (Georgescu- 
Roegen, 1971). El problema consiste en concebir 
maneras en las que una economía extractiva pueda 
funcionar en un sistema-mundo de intercambios sin 
destruir los entornos humanos y naturales en los que 
ocurre. 

.La visión de los recursos naturales, ya sea como 
“maldición” o “bendición”, ignora que el valor 
fundamental de los recursos minerales y energéticos es 
inherente a estos recursos en sí y no al trabajo humano 
incorporado. Es el contenido entrópico de los recursos 
minerales y energéticos el que crea valor. La diferencia 
fundamental entre las actividades extractivas y otro tipo 
de actividades (industrial, agrícola, servicios, etc.), es 
decir, actividades productivas, consiste en que mientras 
estas últimas son creadoras de valor por medio del 
trabajo incorporado, las primeras extraen valor de la 
naturaleza. El término economías extractivas se refiere 
entonces a una formación social basada principalmente 
en la extracción de valor de la naturaleza en oposición a 
economías productivas que se basan en la apropiación del 
valor creado por el trabajo. Esta distinción permite dar 
cuenta y analizar los patrones diferenciados de 
acumulación económica, relaciones sociales e impactos 
sobre la naturaleza de estos dos tipos de formaciones 
sociales; pero, sobre todo, permite explicar estas 
diferencias sobre la base de las leyes de la 
termodinámica, que son, en definitiva, las que realmente 
explican la evolución y el desarrollo (Bunker, 1988). 

. La focalización en el trabajo humano como estándar de 
valor para explicar el intercambio desigual entre regiones 
geográficas desconoce una asimetría inherente a las 
economías extractivas: el valor de la naturaleza es 
apropiado en una región y el valor del trabajo 


incorporado en otra. Solamente una vez que se reconoce 
que no únicamente el valor del trabajo sino también el de 
la naturaleza pueden ser apropiados, es posible 
considerar los efectos de la explotación del trabajo y de 
la explotación de los ecosistemas como fenómenos 
separados pero complementarios que afectan el 
desarrollo de regiones particulares. 

. El análisis de los flujos de recursos entre regiones y de los 
diferentes usos de estos recursos en las diferentes 
formaciones sociales provee una explicación más 
completa del desarrollo desigual que las explicaciones 
centradas en la tesis del deterioro de los términos de 
intercambio. La exportación de recursos desde las 
economías extractivas a las productivas, por la baja 
entropía de los recursos exportados, induce a una 
intensificación y aceleración de los procesos sociales en 
las segundas, aumentando su complejidad, mientras que 
estos procesos son más difusos y aún tienden a 
desacelerase en las primeras, creando barreras hacia su 
diversificación (Bunker, 1988; Templet, 1999; Harvey y 
Reed, 1997). 

. En efecto, la energía y la materia provenientes de las 
regiones extractivas no fluyen en el interior de sus 
economías; no aumentan la productividad del trabajo o 
la complejidad social; no engendran aceleradores en la 
relación consumo-producción local y no permanecen 
incorporadas en la infraestructura física y en la compleja 
organización social. Una desarticulada economía 
extractiva exportadora no puede generar ni sostener las 
estructuras costosas y complejas de un Estado moderno o 
las organizaciones e instituciones que el Estado moderno 
presupone y de las cuales depende su funcionamiento. 
Por el contrario, los flujos de recursos hacia las economías 
productivas articuladas (de Janvry, 1981) permiten un 


aumento de la sustitución de energía humana por energía 
no humana; permiten el aumento de escalas, complejidad 
y coordinación de las actividades humana; estimulan el 
aumento de la división del trabajo y expanden los 
campos especializados de información que esto implica. 
Es posible, entonces, la emergencia de sistemas 
económicos y sociales más complejos y el desarrollo de 
medios de innovación tecnológica y administrativa por 
medio de los cuales las crisis recurrentes de escasez de 
recursos son superadas. En definitiva, es el contenido 
entrópico de los recursos el que crea valor, el que 
permite el aumento de complejidad de los sistemas 
ecológicos y sociales (Bunker, 1988; Templet, 1999). 

La explotación de recursos naturales genera una fuente 
de ingresos alrededor de los cuales está organizada y 
depende la economía del país productor. Las rentas 
generadas por la actividad extractiva son apropiadas por 
el Estado, que a través de políticas y programas 
determina finalmente su asignación entre producción y 
consumo. De ahí que resulta inapropiado incluir en la 
categoría extractivista a la agricultura, ya sea en la forma 
de monocultivos o cultivos para la exportación. Las 
rentas provenientes de la agricultura y las rentas 
originadas en la minería desempeñan papeles diferentes y 
tienen implicaciones sociales distintas como elementos de 
conjuntos específicos de relaciones sociales (Coronil, 
2011). Mientras que las tierras agrícolas son de 
propiedad privada y constituyen la base de las clases 
terratenientes que se benefician de ellas, los recursos 
minerales son generalmente controlados por el Estado, y 
sus rentas contribuyen a su importancia económica y 
política!!!, Los pactos y negociaciones del Estado con las 
élites son el factor determinante de las decisiones que se 
toman sobre el destino de los ingresos provenientes de la 


extracción de recursos, decisiones que afectan 
profundamente el margen y las opciones para el 
desarrollo (Karl, 1997). Al respecto, subraya Coronil que 


En el contexto de América Latina, el dominio de las rentas de la 
agricultura a nivel nacional generalmente va acompañado de una 
dispersión del poder económico, una economía relativamente 
diversificada, un sector comercial fuerte y un conflicto estructural 
entre los exportadores y consumidores alrededor de la 
distribución de bienes agrícolas ya sea como fuente de divisas o 
como bienes de consumo doméstico. Al contrario, las rentas 
minerales tienden a promover la concentración de poder en el 
Estado, la creación de un sector comercial dependiente y 
subsidiado y un conflicto estructural sobre la distribución de las 
rentas colectivas entre ciudadanos con iguales derechos, pero con 
una influencia desigual sobre el Estado que los distribuye. [...]. 
Mientras destaco la importancia de los recursos naturales, mi 
argumento se opone a la noción de la “maldición de los recursos” 
ya que los recursos en sí mismos no significan nada sino 
únicamente a través de las relaciones sociales que los vuelven 
significantes (2011, pág. 242). 


Las observaciones anteriores son de profunda importancia 
porque permiten resituar el problema del extractivismo en su 
verdadera dimensión política y social. Las dos dimensiones 
económicas que afectan en definitiva las relaciones entre el 
Estado y la sociedad, especialmente notorias a lo largo de los 
últimos quince años, están dadas por la manera como el 
excedente de la nación es producido y como el Estado obtiene 
las divisas indispensables para el funcionamiento de su 
economía. Así, mientras la generación del excedente depende 
de la relación entre el capital, la tierra y el trabajo (una 
preocupación central de las teorías liberal y marxista), la 
captura de las divisas depende de la relación entre las 
economías nacionales e internacionales. Al ser analizados 


conjuntamente, estos dos factores visibilizan el papel crítico, 
pero insuficientemente analizado, de las rentas del suelo en las 
economías “intensivas en naturaleza” o economías basadas en 
los recursos de América Latina. 


El modo extractivista 

A lo largo de la presente exposición, nos referimos a las 
economías en las que predominan actividades extractivas como 
economías extractivas y al resto como economías productivas. 
Evidentemente, estas dos actividades, la mayoría de las veces, 
están presentes de manera simultánea; su proporción varía, por 
lo que, como se discute más adelante, no es posible establecer 
una división categórica entre ambas. En este sentido, usaremos 
el concepto de economías extractivas, países extractivos O 
sociedades extractivas para referirnos a las conexiones sistémicas 
entre la apropiación extractiva, las modalidades de 
acumulación económica y los impactos ecológicos. Estas 
conexiones tienen que ver con la estructura social, la 
organización del trabajo, los sistemas de intercambio y 
propiedad, el papel del Estado, la distribución de la población, 
el desarrollo de la infraestructura física, las creencias e 
ideologías que .moldean la organización social y el 
comportamiento de la economía. 

La diferencia entre economías extractivas y economías 
productivas es sustancial para entender y analizar los diferentes 
patrones de localización, asentamientos humanos, modelos de 
acumulación económica e impactos ambientales. Entre las 
características más sobresalientes de las economías extractivas, 
señalamos las siguientes (Bunker, 1988): 


a. Las economías extractivas por lo general no pueden 
beneficiarse de los patrones de continuidad espacial e 
infraestructura que generalmente emergen y se 
desarrollan en las economías productivas. Las actividades 


productivas generalmente se desarrollan en proximidades 
cercanas unas de otras, de tal manera que ellas pueden 
compartir costos de infraestructura (transporte, 
comunicación, energía) (Castells y Hall, 1994). Así, 
nuevas empresas pueden empezar sin necesidad de 
asumir los costos totales de la infraestructura que 
requieren. Por el contrario, las actividades extractivas 
deben localizarse en las proximidades de los recursos 
naturales que ellas explotan, generando un problema de 
dislocación de población (asentamientos humanos, 
colonización), problema denominado como efecto enclave. 
Sin embargo, es necesario tener en cuenta la distinción 
entre enclave geográfico y enclave económico. 
Evidentemente, la explotación de recursos no renovables, 
como señalamos anteriormente, implica enclaves 
geográficos, pero no necesariamente enclaves 
económicos. Generalmente, existe una confusión entre 
ambos conceptos, confusión que ha contribuido a 
alimentar la percepción negativa sobre las actividades 
extractivas. 

. Una diferencia crucial entre producción y extracción 
consiste en que la dinámica de escala en las economías 
extractivas funciona de manera inversa a la escala en las 
economías productivas. Las fuerzas productivas se 
desarrollan progresivamente en los sistemas productivos 
porque los costos unitarios de producción tienden a 
decrecer en la medida que la escala de producción 
aumenta. En los sistemas extractivos ocurre lo contrario: 
los costos unitarios tienden a aumentar a medida que 
aumenta la escala de extracción debido al carácter finito 
de los recursos. Cuando los sistemas extractivos 
responden a la creciente demanda externa, ellos tienden 
a empobrecerse ellos mismos debido al agotamiento de 
un recurso no renovable o a la explotación de recursos 


renovables más allá de su capacidad regenerativa. En 
cualquier caso, los costos unitarios de producción tienden 
a aumentar con una tendencia a incentivar el desarrollo 
de materiales o tecnologías sustitutivas (backstop 
technology). Un ejemplo evidente es el decrecimiento de 
la tasa de retorno energético (energía extraída/energía 
invertida en el proceso extractivo), un indicador que 
afecta negativamente a las economías extractivas. 

. El desarrollo económico y social basado en economías 
extractivas tiende a ser discontinuo no solamente en el 
espacio sino en el tiempo. En efecto, la combinación de 
factores que conducen a un eventual empobrecimiento o 
colapso de economías extractivas en regiones específicas 
o subregiones, por una parte, y por otra, factores que 
limitan la posibilidad de compartir con otras actividades 
las ventajas de concentración de población e 
infraestructura crean ciclos en los que costosas 
infraestructuras y asentamientos humanos son 
periódicamente abandonados o experimentan una severa 
reducción en su utilidad económica. En los sistemas 
productivos, el sistema como un todo tiende a ser más 
estable y continuo. 

. En general, los procesos extractivos implican niveles 
elevados en la composición orgánica del capital, de tal 
manera que estos procesos inicialmente se traducen en 
rápidos aumentos del ingreso. Este fenómeno puede ser 
seguido de un igualmente rápido colapso cuando el 
agotamiento de los recursos fácilmente accesibles 
requiere insumos adicionales de capital sin aumentos 
correspondientes del volumen de extracción, o cuando 
los precios en el mercado mundial disminuyen. 

. En contraste con las economías productivas articuladas (o 
desarrolladas), la energía y la materia provenientes de las 
regiones extractivas, como se señaló anteriormente, no 


fluyen hacia el interior de estas economías; no aumentan 
la productividad del trabajo o la complejidad social; no 
engendran aceleradores en la relación  consumo- 
producción local y no permanecen incorporadas en la 
infraestructura física y en la compleja organización 
social. Una desarticulada economía extractiva 
exportadora no puede generar ni sostener las estructuras 
costosas y complejas de un Estado moderno o las 
organizaciones e instituciones que el Estado moderno 
presupone y de las cuales depende su funcionamiento. 

. Los flujos de ingresos o rentas generados por las 
actividades extractivas, ya sea a través de regalías, 
impuestos, pagos de concesiones y otros mecanismos, son 
generalmente apropiados y distribuidos por el Estado. 
Esta característica es de suma importancia porque, como 
se señaló anteriormente, el control gubernamental de las 
rentas permite aprehender las dimensiones sociales y 
políticas de los regímenes extractivistas. Las “patologías” 
del extractivismo, ya mencionadas y analizadas en 
detalle en la primera parte de este trabajo, tienen 
precisamente su origen en las modalidades de asignación 
y gasto de las rentas. 

. Por último, es importante tener en cuenta que los 
recursos naturales se sitúan en el centro de dos procesos 
relacionales complementarios de inclusión y explotación 
(Arrighi, 1990). Este último se refiere al hecho de que la 
pobreza absoluta o relativa de los Estados periféricos y 
semiperiféricos induce continuamente a estos países a 
participar en la división internacional del trabajo por 
recompensas que dejan el grueso de los beneficios a los 
países del núcleo. Por el contrario, el proceso de 
exclusión se refiere al hecho de que la riqueza de los 
países del núcleo los provee de los medios necesarios 
para excluir o desplazar a los países de la periferia de los 


beneficios de los recursos que son escasos. 


Economías extractivas y rentas 

El término renta es comúnmente usado para referirse (no 
siempre de manera precisa) a ingresos que en cierto sentido 
están por encima de lo normal. Una definición más útil se 
refiere a rentas como un ingreso que es superior al mínimo que 
los individuos o empresas estarían dispuestos a aceptar en un 
mercado competitivo (Kahn y Komo, 2000). En el caso de los 
recursos naturales no renovables, los precios de mercado son 
muy superiores a los costos de producción, por lo que la 
diferencia, la renta, se justifica por el carácter finito del 
recurso: se trata en el fondo de una renta de escasez. A estas 
rentas se pueden sumar otras, como las rentas tecnológicas 
(eficiencia), rentas de posición (geográficas) o rentas por la 
calidad del recurso (Percebois, 1989). 

Auty (2001, pág. 6) introduce la noción de dos tipos de 
rentas: las “rentas puntuales” (point rents), que se refieren a las 
rentas que emanan de recursos puntuales (point resources), 
como la minería, el petróleo y el gas, y las “rentas difusas”, que 
tienen su origen en actividades no concentradas, como las que 
tienen lugar en el uso de la tierra bajo un régimen de pequeñas 
plantaciones, por ejemplo. Las primeras están asociadas con 
bienes primarios (staples) que son relativamente intensivos en 
capital y, por consiguiente, de propiedad concentrada. Por el 
contrario, “cuando los productos primarios enfrentan barreras 
de entrada más modestas a la inversión, como el arroz, maíz, 
café, cacao, las rentas son ampliamente dispersas en la 
población”. De acuerdo a esta categorización, las rentas 
puntuales no solamente incluyen la minería y la energía, sino 
aquellas grandes plantaciones donde los productos requieren 
procesamiento inmediato como la caña de azúcar. 

La distinción entre rentas puntuales y rentas difusas 
constituye un primer elemento para acotar el significado y 


alcance del concepto de economías extractivas. Sin embargo, la 
posibilidad de incluir entre las rentas puntuales a algunas 
rentas provenientes de la agricultura (grandes plantaciones), 
además de diluir la distinción entre economías extractivas y 
economías productivas, ignora el hecho fundamental de que las 
rentas provenientes de la agricultura y las rentas provenientes 
de la explotación de recursos minerales desempeñan papeles 
diferentes y tienen implicaciones sociales distintas como 
elementos de conjuntos específicos de relaciones sociales. 

F. Coronil distingue dos categorías de rentas (2011). En 
primer término, las rentas que tienen su origen en las 
actividades agrícolas, caracterizadas por una relativa dispersión 
del poder económico y que dan lugar a un conflicto estructural 
entre los grupos exportadores y el Estado por la apropiación o 
participación en las rentas de exportación como fuente de 
divisas. Las rentas minero-energéticas, por el contrario, tienden 
a promover la concentración del poder en el Estado y el 
conflicto estructural se da entre el Estado y los grupos 
ciudadanos, con iguales derechos, pero una influencia desigual 
en la distribución de las rentas. Esta distinción se revela como 
un elemento de primera importancia para la comprensión de 
las dinámicas sociales y políticas de las economías extractivas. 

En un lúcido análisis sobre la evolución política de los 
países sudamericanos a lo largo del período del boom de los 
commodities, Coronil señala cómo el tipo de rentas en el período 
del boom de los recursos incidió o moldeó la política de estos 
países (2011). Así, aquellos países en los que las rentas 
agrícolas ocupan un papel central en la economía se forjaron 
alianzas entre clases y grupos de interés y se negociaron las 
políticas de distribución de las rentas entre el Estado y los 
agentes económicos. En este caso, los gobiernos enfatizaron en 
mecanismos democráticos formales, procurando establecer 
amplias alianzas y restaron importancia a las nociones de 
“revolución y socialismo” y más bien proyectaron principios 


socialistas en un futuro distante. Claros ejemplos pertenecientes 
a esta categoría son la Argentina, Brasil, Chile y Uruguay, 
países que en tiempos recientes experimentaron regímenes 
dictatoriales y una severa represión política. En un segundo 
grupo de países (Bolivia, el Ecuador y Venezuela), las rentas 
mineras ocuparon un lugar central en sus economías, 
favoreciendo una concentración de poder en el Estado y dando 
lugar a estilos políticos autoritarios y radicales que 
intensificaron los conflictos entre clases y regiones. Son países 
que han experimentado períodos de agitación e inestabilidad 
social y la insurgencia de grupos de poblaciones indígenas o 
sectores populares excluidos y los gobiernos han estado 
enfocados en promover cambios constitucionales básicos en el 
marco de estrategias más bien de confrontación bajo un 
discurso cargado de un léxico de revolución y socialismo. 

Esta dualidad refleja las dos condiciones fundamentales 
que determinan las relaciones entre el Estado y la sociedad: 
cómo se produce el excedente económico o rentas y cómo estas 
son distribuidas. Mientras que la generación del excedente 
depende de la relación entre el capital, el trabajo y la 
naturaleza, la captación de las divisas depende de las relaciones 
entre las economías nacionales e internacionales. El análisis 
conjunto de estos dos factores visibiliza el papel crítico, pero 
insuficientemente reconocido, de las rentas provenientes de los 
recursos naturales en América Latina. 

En resumen, de las observaciones anteriores podemos 
concluir que las economías extractivas se caracterizan por: i) la 
explotación y exportación de recursos mineros y energéticos no 
renovables que son el origen de rentas significativas; ii) las 
rentas son propiedad del Estado y, en principio, su uso y 
distribución son materia de negociación entre el Estado y la 
sociedad; iii) las rentas tiene un peso muy importante en la 
economía por el nivel de actividad de la explotación; la 
participación de la exportación en el total de las exportaciones 


y como una fuente importante de financiamiento del gasto 
público. 


1. Señala Collier que el impacto económico y político de la renta de un 
millón de dólares provenientes de exportaciones de petróleo es mucho 
mayor que la renta generada por las exportaciones de un millón de 
dólares de café (2007, p. 43).« 


¿Neoextractivismo, extractivismo 
progresista o petropopulismo? 


El extractivismo en un contexto nuevo 

Nos recuerda oportunamente Burchardt (2014) que el 
extractivismo no es un fenómeno nuevo en América Latina, es 
más, “la historia de América Latina es también la historia del 
extractivismo”. Sin embargo, la fase extractivista que se 
inaugura a inicios del presente siglo ha concitado especial 
atención. Existen varias razones para este inusitado interés. 
Destacamos a continuación que cualquier explicación no puede 
prescindir de tres elementos cuya interpretación es clave para 
entender el significado y alcance del fenómeno extractivista. 

En primer término, a partir del año 2003 los precios 
internacionales de los commodities entraron en la fase 
ascendente de un superciclo, es decir, una tendencia 
prolongada (alrededor de una década) de alza en los precios 
reales de las materias primas impulsados por la 
industrialización y urbanización de una economía o grupo de 
economías de peso significativo a escala mundial (Heap, 2005; 
Erten y Ocampo, 2012). Con mayor o menor intensidad, todos 
los países de América Latina se beneficiaron de esta “década 
idílica” de la “lotería de los commodities” (Domínguez y Caria, 
2016). 

Segundo, este período de bonanza económica ocasionada 
por el flujo de las rentas provenientes de la exportación de los 


recursos naturales tiene lugar luego de prácticamente dos 
“décadas perdidas”. Durante el período comprendido entre los 
años sesenta y setenta del siglo pasado, América Latina, en 
conjunto, experimentó un crecimiento sostenido de alrededor 
del 5 por ciento anual. En la década siguiente, la mayoría de 
los países en la región sufrieron una mezcla de crisis 
superpuestas e interconectadas: la crisis de la deuda externa, 
altas tasas de inflación y un crecimiento económico muy 
modesto o inexistente. La década de los años noventa fue la 
década de la “estabilización”, en la que los países, con mayor o 
menor aceptación, fueron sometidos al recetario neoliberal, 
aunque el crecimiento económico continuó siendo muy 
modesto. 

Como lo señalan algunos autores (Ocampo, Bastian y Reis, 
2018), las altas tasas de crecimiento que tuvieron lugar a lo 
largo del período 2003-2014, calificado como la “década de 
América Latina”, fueron excepcionales si se las compara con los 
resultados del crecimiento de la región durante las dos décadas 
anteriores, pero no tan excepcionales si se las compara con el 
crecimiento de la región en las décadas 60-70 o con el 
desempeño económico de otras regiones. Bajo una perspectiva 
de largo aliento, Gallengher (2016) señala que la historia 
económica de América Latina desde finales del siglo XIX hasta 
el siglo XXI puede dividirse en épocas distintas en las cuales las 
naciones de la región, aprovechando diversas coyunturas para 
la explotación de sus recursos, desarrollaron cada vez una 
nueva receta para la prosperidad económica que los 
responsables políticos consideraron muy prometedora para la 
región. Cada era tuvo algunos logros notables, pero ninguna 
logró cumplir plenamente su promesa. La Tabla 7.1 resume 
estas épocas de la historia económica de América Latina: el 
período de la lotería de productos básicos desde 1870 hasta la 
Gran Depresión, el período de industrialización dirigida por el 
Estado que siguió a esta bonanza, y el Consenso de Washington 


que puso fin al siglo XX, a las que se agrega una última: la 
“lotería de los recursos” originada por la demanda de la China. 

Las cifras de la Tabla 7.1 corroborarían la tesis de Ocampo, 
de ahí que este autor y sus colegas se refieran al período del 
boom de la China, con una menor dosis de optimismo, como el 
“mito de la década latinoamericana” (Ocampo, Bastian y Reis, 
2018). Esta observación nos parece relevante en un contexto de 
análisis en el que los superlativos nos pueden hacer perder de 
vista el alcance y el verdadero significado de los procesos 
económicos y sociales que tuvieron lugar a lo largo de la 
“década idílica”. En cualquier caso, un hecho importante que 
requiere ser destacado es la ausencia de un cambio estructural 
a lo largo de esta fase de crecimiento, lo que, según los autores 
citados, hace presagiar una débil trayectoria de desarrollo en el 
futuro cercano. 


Tabla 7.1. Las épocas de crecimiento de América Latina 


Crecimiento del PIB (%) 


Der Total Per cápita 
Lotería de los commodities (1870-— 1929) 3.4 1.5 
Industrialización (1930 — 1980) 4.9 2.2 
Consenso de Washington (1980 — 2002) 2.4 0.5 
Boom de China (2003 — 2013) 3.6 2.4 


Fuente: (Gallagher, 2016, págs. 18, tabla 2.1) 


Un tercer elemento indispensable para una interpretación 
de los cambios ocurridos en América Latina desde inicios de 
siglo es la irrupción de la China como una potencia económica 
en la arena internacional. Quizá la repercusión política más 
importante de las nuevas relaciones de los países 
latinoamericanos con el gigante asiático fue la apertura de un 
espacio que, en algunos casos, les permitió alejarse (al menos 
temporalmente) de la tutela de las instituciones financieras 
internacionales y adoptar políticas propias o por lo menos 


mitigar la ortodoxia del recetario neoliberal. La posibilidad de 
un modelo de desarrollo autónomo creó expectativas cargadas 
de un optimismo alejado de la realidad. Zapata y Benzi (2021, 
pág. 193) resumen de manera precisa el nuevo discurso aún 
vigente en círculos académicos y políticos: 


La trayectoria histórica de desarrollo de China y su política de no 
intervención en asuntos internos resulta muy atractiva para los 
países periféricos. Su imagen dual como potencia en ascenso 
capaz de desafiar la hegemonía occidental y como un país con un 
pasado periférico que supo sortear el intervencionismo extranjero 
para poner en marcha un modelo autónomo y heterodoxo no solo 
aumentó el entusiasmo desarrollista de la izquierda, sino que ha 
contribuido al descrédito de las recetas neoliberales. 


Por último, por varias razones, cuya discusión cae fuera 
del alcance del presente trabajo, la “década dorada” de 
América Latina vio la reemergencia en varios países de la 
región de gobiernos populistas “dirigidos por líderes 
personalistas quienes promovieron desde el poder la 
movilización de las masas electorales y desafiaron los grupos 
elitistas en nombre de un concepto vago y confuso como es el 
pueblo” (Roberts, 2007). El factor determinante en la 
notoriedad de estos regímenes, notoriedad que duró lo que 
duró el boom de los precios de las materias primas, fue la 
disponibilidad de un flujo inusitado de rentas que les permitió 
un gasto fiscal discrecional con una marcada tendencia 
asistencialista y  clientelar, creando la ilusión de una 
transformación profunda en las estructuras sociales, 
económicas y políticas. Sin embargo, todo esto no pasó de ser 
solo espejismos o falsos milagros que se disiparon una vez 
pasados los efectos del boom: 


Las mejoras en el ámbito económico y social fueron simples 


repuntes en el marco de un más amplio movimiento pendular que 
están devolviendo no solo a los países andinos sino a la región 
entera a su estado anterior, a una trayectoria de década perdida 
(Zapata y Benzi, 2021, pág. 215). 


Es este el contexto político que nos permite entender los 
cambios ocurridos en el período de bonanza de las economías 
de algunos países de la región y, sobre todo, el papel que 
desempeñaron las rentas en las políticas adoptadas por los 
gobiernos de las economías extractivas. 

La coincidencia de los factores señalados ha dado lugar a 
una interpretación sesgada de las dinámicas diferentes de 
crecimiento que experimentaron algunos países (en particular 
los países andinos) y que han sido objeto de debate y 
conceptualización bajo los términos “neoextractivismo”, 
“extractivismo progresista” o simplemente “neoextractivismo 
andino” (Peters, 2016; Burchardt, 2014; Domínguez y Caria, 
2016). En general, estas caracterizaciones enfatizan diferentes 
aspectos, pero ellas comparten algunos elementos: una 
superación de la etapa del modelo neoliberal en la definición e 
implementación de políticas públicas que permite hablar de 
una etapa posneoliberal; un auge de políticas nacionalistas que 
se traducen en fuerte regulación y apropiación del Estado de 
los recursos naturales; la intensificación y expansión 
cuantitativa de la extracción y exportación de bienes primarios; 
una marcada orientación social y de lucha contra la pobreza 
sustentada en el flujo de rentas provenientes de la exportación 
de recursos energéticos y mineros y, por último, un importante 
desarrollo de infraestructura que había permanecido represada 
en nombre de una austeridad fiscal impuesta por la ortodoxia 
neoliberal. 

Todas estas características tienen una cierta dosis de 
verdad; sin embargo, son incompletas y, en algunos casos, 
corresponden más a construcciones ideológicas con escasa 


sustentación empírica. Los hechos demuestran que, en el 
contexto de un boom de los precios de las materias primas, los 
países de la región respondieron de manera diferente; algunos, 
motivados por la urgencia de políticas netamente de corte 
populista y de corto plazo, se focalizaron en la maximización 
de la captación de la renta; otros, bajo criterios más ortodoxos 
y con una visión de más largo plazo, adoptaron políticas más 
cautelosas en la administración de las rentas. El resultado fue la 
adopción de un conjunto de políticas híbridas que, como 
brevemente señalamos a continuación, difícilmente pueden ser 
categorizadas en dicotomías como progresistas-conservadoras, 
extractivismo  clásico-neoextractivismo andino, neoliberal- 
posneoliberal, etcétera. 


La apropiación de la renta 
De acuerdo a un amplio volumen de literatura, el modelo de 
desarrollo neoextractivista, también referido como 
extractivismo progresista o neoextractivismo andino, estaría 
caracterizado por: i) un aumento de la participación del Estado 
en la apropiación de las rentas originadas por la explotación de 
sus recursos; ii) el fortalecimiento del control del Estado en el 
manejo de los recursos; iii) una intensificación y expansión en 
las tasas de producción y exportación; y iv) la redistribución de 
una parte importante de las rentas a programas de lucha contra 
la pobreza y disminución de las desigualdades sociales. Esta 
visión exige ciertos matices y más aún, como se discute a 
continuación, sostenemos que se trataría de hipótesis que 
confrontadas con la realidad pierden sustento o, por lo menos, 
habría que aplicarlas con la debida precaución. Las tres 
primeras características son abordadas a continuación; la 
cuarta se discute en la sección posterior. 

Un aspecto estratégicamente importante en la gobernanza 
de los recursos naturales tiene que ver con el marco legal, las 
herramientas y las definiciones por medio de las cuales los 


Estados ejercen su soberanía en la gestión de los recursos y se 
apropian y distribuyen las ganancias de su explotación. Tanto 
la determinación de los niveles impositivos y los porcentajes de 
las rentas han sido siempre una fuente de tensión entre los 
Estados propietarios de los recursos y las empresas 
transnacionales que los explotan y comercializan. Esta 
contradicción tiende a crear una especie de competencia entre 
los países por atraer la inversión extranjera. Una segunda 
fuente de tensión, que se manifestó con una intensidad variable 
en los países de la región, fue la aplicación de tasas y rentas 
progresivas en períodos de un aumento de los precios como 
ocurrió especialmente durante la primera década del presente 
siglo. En respuesta al boom de los precios que empezó en el 
2003, los países exportadores de recursos introdujeron o bien 
nuevas regalías, o bien aumentaron los impuestos sobre las 
ganancias de las empresas o aplicaron una combinación de 
ambas (Cepal, 2014). 

Durante el pico del aumento de precios de los minerales 
(2004-2009), los países con una larga tradición minera 
(Bolivia, Chile y el Perú), al igual que Colombia con el carbón, 
aumentaron su participación en la renta minera entre el 27 por 
ciento y el 37 por ciento. Esta participación se situó en los 
niveles de los países de la OCDE (Australia, 26 por ciento y 
Canadá, 36 por ciento) y correspondió a los rangos impositivos 
de las diez más grandes empresas transnacionales entre el 2005 
y el 2010 (Cepal, 2014). Las políticas aplicadas se enfocaron 
más en el incremento de las regalías (Chile y el Perú) que en 
los impuestos a las ganancias de las empresas, permitiendo así 
a los países disponer de mecanismos independientes e 
indicadores específicos que garantizaban mayor transparencia 
en las ganancias y costos. 

En respuesta al boom de los precios, los países 
exportadores de hidrocarburos de la región (Bolivia, el Ecuador 
y Venezuela) también aplicaron una estrategia de incremento 


progresivo en la participación de la renta petrolera. En el 
período 2010-2012, el porcentaje de la renta captada por los 
Estados alcanzó hasta el 78 por ciento. El aumento progresivo 
de la participación del Estado en las ganancias inesperadas de 
las empresas no fue una estrategia privativa del “nacionalismo 
andino”, sino que países como el Reino Unido y los Estados 
Unidos también la aplicaron domésticamente (Cepal, 2014). 

El caso del Ecuador amerita especial atención. En 2007, el 
gobierno, en una actitud evidentemente demagógica, decretó 
que el 99 por ciento de las ganancias extraordinarias de las 
empresas como resultado del aumento del precio internacional 
del crudo vayan al Estado y únicamente el uno por ciento a las 
empresas. Esta medida ha sido considerada una de las políticas 
emblemáticas del rompimiento con las prácticas neoliberales. A 
pesar de la casi inmediata rectificación del gobierno, al bajar la 
tasa de participación al 70 por ciento, varias empresas 
consideraron el nuevo porcentaje de participación de las 
ganancias una violación de los contratos de concesión vigentes 
y apelaron a los tribunales internacionales exigiendo 
indemnizaciones millonarias al Estado ecuatoriano. El 
desplante nacionalista de la revolución ciudadana costó al país 
centenares de millones de dólares, cuyo pago continúa en la 
actualidad!*!. Queda la duda de si el Ecuador se benefició o se 
perjudicó con esta política “neoextractivista andina”. 

La participación de la renta minera en el PIB tuvo un salto 
significativo en el período 2004-2009 y siguió creciendo en los 
años inmediatos (Tabla 7.2). Evidentemente, el incremento de 
los precios explica parcialmente esta tendencia; sin embargo, 
los cambios en las reglas de participación en la renta 
complementan la explicación. Ya sea a través de modificaciones 
a los impuestos sobre las ganancias de las empresas petroleras o 
de nuevas regulaciones sobre el porcentaje de regalías u otros 
mecanismos impositivos, los países, de acuerdo a su legislación, 
incrementaron significativamente sus ingresos. En conclusión, 


la política progresiva de participación del Estado en las rentas 
inesperadas por el aumento de los precios no fue una respuesta 
a la ortodoxia neoliberal, sino una “estrategia de sentido 
común” (Gallagher, 2016) de los países en la gestión de sus 
recursos naturales. 


Tabla 7.2. Renta de hidrocarburos y minería como porcentaje del PIB 


Fuente: CEPAL (2014). 


Otro factor importante en las tensiones entre los Estados y 
las empresas transnacionales por la captación de la renta 
minera y petrolera giró alrededor del marco legal que norma 
las relaciones y que tiene que ver básicamente con los tipos de 
contratos aplicados, ya sea estos de concesión, participación, 
prestación de servicios u otros. Resulta difícil afirmar cuál de 
estos se acerca o se aleja más de los preceptos neoliberales o 
corresponde a posiciones nacionalistas y progresistas. Los 
gobiernos aplicaron diferentes modalidades contractuales, 
básicamente bajo la preocupación de incrementar en el corto 
plazo el flujo de rentas para el financiamiento de sus 
programas. Así, por ejemplo, ya en el año 2006 el gobierno 
revolucionario de Venezuela, preocupado por el descenso de la 
tasa de extracción de crudo, migró desde la modalidad de 
contratos de servicios a una modalidad de propiedad 
compartida llamada empresas mixtas (concesiones), lo que “de 
facto significó una desnacionalización de las reservas petroleras 
y las ganancias. [...]. Una política, a todas luces, de esencia 
neoliberal” (V. Poleo en Coronil y Cedeño [2008]). 

En el caso del Ecuador, el gobierno progresista, bajo el 
membrete de una política calificada de neonacionalismo, aplicó 


una política opuesta a la de Venezuela, modificando los 
contratos con las empresas petroleras al pasar de la modalidad 
de concesiones a la modalidad de prestación de servicios, una 
estrategia en principio de beneficio para el Estado en 
condiciones de precios altos de petróleo, pero muy perjudicial 
cuando los precios descienden. Bajo esta política 
neonacionalista, los riesgos de una crisis de los precios fueron 
asumidos por los Estados (como en realidad sucedió) y no por 
las empresas, como hubiera sido el caso bajo una modalidad de 
concesiones. En efecto, cuando los precios internacionales del 
crudo empezaron a descender, se llegó a extremos en los que en 
algunos campos marginales de explotación de crudo los pagos 
por servicios excedían o estaban muy cerca de los rendimientos 
económicos de dichos campos. En principio, ninguna de las dos 
modalidades de contratación es superior a la otra en términos 
de ventajas para el Estado. Los beneficios dependen de los 
términos de contratación, las condiciones y expectativas del 
mercado, la capacidad técnica de las instituciones y, sobre 
todo, del control del Estado en la gestión de los contratos. 

Pero quizá los dos hechos emblemáticos que ponen en 
cuestionamiento la tesis de un neoextractivismo posneoliberal 
ecuatoriano fueron, en primer lugar, la entrega del gobierno de 
Correa del campo petrolero Auca a la transnacional petrolera 
Schlumberger en condiciones jamás imaginadas ni en la época 
de oro del neoliberalismo!?!. El segundo, el uso del petróleo 
como palanca y garantía de préstamos y compromisos de 
inversión con la China significó de hecho la transferencia de la 
propiedad de los recursos naturales incluso antes de su 
extracción. Esta vez, el capitalismo chino entraba también en la 
ecuación “post-neoliberal' del gobierno de la revolución 
ciudadana!?.. 

Sostenemos aquí que la errática política petrolera del 
gobierno no se trató de un hecho aislado, sino del inicio de una 
rearremetida o, mejor dicho, de un reacomodo del proyecto 


neoliberal en el Ecuador. La estrategia adoptada por el 
gobierno bajo un discurso prometedor de “un Estado 
proactivo”, de “intervenciones selectivas del Estado”, de la 
creación de un “entorno macroeconómico habilitante para las 
empresas privadas”, es decir, bajo un lenguaje de eficiencia y 
competitividad, justificaba la transferencia de bienes y servicios 
públicos a la esfera privada!*!. De esta manera, aunque hasta 
hoy con escaso éxito, el gobierno empezó la subasta de una 
costosa (por los sobreprecios de construcción y las condiciones 
lesivas de financiamiento) infraestructura de transportes 
(puertos, aeropuertos y carreteras), energética (explotación 
petrolera, refinación y comercialización de hidrocarburos, 
centrales hidroeléctricas) y servicios (comunicaciones) 
(Villavicencio, 2014). 

Conviene señalar que en otros sectores se observaron 
tendencias neoliberales similares. 


La política agrícola y alimentaria impulsada por el gobierno de 
Correa se basa en el modelo del agronegocio [...] y los mayores 
beneficiarios de tal política son las empresas más grandes y 
poderosas del sector agroalimentario que monopolizan la 
producción, procesamiento y distribución” (Romero, 2022, pág. 
191). 


También en la educación superior la reforma universitaria 
emprendida en el año 2008 se planteó como objetivo una 
universidad de élite (versión criolla de las universidades de 
élite norteamericanas), de corte  científico-tecnocrático, 
funcional al mercado, con la misión de no ya formar 
ciudadanos sino agentes económicos y emprendedores exitosos 
en los negocios; es decir, una visión a todas luces neoliberal de 
la educación universitaria (Villavicencio, 2017). 


La distribución de la renta 


En el horizonte de un cambio estructural de la economía, la 
gobernanza de los recursos naturales es crítica en dos 
momentos diferentes (Cepal, 2014, p. 292). El primero tiene 
que ver con el desarrollo mismo del sector minero o de 
hidrocarburos; es decir, los esfuerzos coordinados necesarios 
para mantener y potenciar la capacidad de producción, 
transporte y procesamiento, impulsar el desarrollo e innovación 
tecnológica y establecer encadenamientos con otros sectores. El 
segundo momento del proceso concierne a la manera como los 
ingresos son priorizados por los gobiernos en la asignación de 
programas sociales y obras de infraestructura. Nos referimos a 
continuación al primer momento; el segundo es abordado en el 
epígrafe siguiente. 

La intensificación y expansión cuantitativa de la extracción 
y exportación de petróleo y minerales se señala como una 
característica recurrente del neoextractivismo (Peters, 2016, 
pág. 28). Esta percepción obedece a una confusión entre el 
aumento de los ingresos debido al incremento de los precios 
internacionales por un lado y, por otro, al aumento físico de las 
tasas de extracción. Mientras el primero afectó, en mayor o 
menor grado, positivamente a todos los países, el segundo no se 
manifestó en la misma dirección ni con igual intensidad en 
todos los países a lo largo del período neoextractivista. Así, por 
ejemplo, el Perú prácticamente triplicó su producción de cobre 
en el período 2004-2017, mientras que en el mismo período la 
producción en Chile permaneció prácticamente estancada, 
oscilando alrededor de 5,5 millones de toneladas por año. El 
salto en la exportación de este mineral se dio a lo largo de los 
años noventa, en los que la producción pasó de alrededor de 
1,6 millones de toneladas en 1990 a cerca de cinco millones en 
el año 2000. 

Pero el hecho notable que merece ser destacado es la 
extracción de petróleo en el Ecuador y Venezuela. En este 
último país, en 1999 la tasa de extracción fue de alrededor de 


3,5 millones de barriles por día. Para el año 2008, la 
producción descendió a 2,3 millones (la meta fijada por el plan 
estratégico del gobierno de H. Chávez fue alcanzar una 
producción de 6 millones de barriles diarios en ese año), y para 
el año 2018 la tasa de producción fue inferior a un millón de 
barriles. En el caso del Ecuador, la situación fue menos 
dramática. Como resultado de las políticas de apertura a la 
inversión extranjera, la producción saltó de 390.000 barriles 
por día en 2002 a una tasa de alrededor de 530.000 barriles en 
2004. Bajo el gobierno de la llamada revolución ciudadana, las 
tasas de producción declinaron y en 2010/2011 alcanzaron su 
nivel más bajo en diez años, precisamente en los momentos en 
los que los precios internacionales del petróleo alcanzaban 
récords sin precedentes. En conclusión, la tesis según la cual la 
explotación de recursos se intensificó en la década del boom de 
los recursos sería una excepción. 

Los datos anteriores son reveladores porque en cierta 
manera reflejan las políticas aplicadas por los países en el 
manejo de sus rentas petroleras. Un indicador que mide la 
eficiencia en el uso de las rentas provenientes de la extracción 
de un recurso no renovable es la inversión que tiene lugar para 
compensar el agotamiento del recurso; es decir, la inversión 
que se realiza en delimitación y exploración de nuevos campos 
a medida que disminuyen las reservas como efecto de la 
actividad extractiva. La teoría económica define esta inversión 
como el costo de reposición de las reservas y prescribe que por 
cada barril de petróleo extraído se debe invertir una fracción en 
la reposición de este barril. 

El Gráfico 7.1 muestra este tipo de inversión para algunos 
países sudamericanos. En el caso de los países de interés, se 
advierten claramente, para utilizar la terminología de 
Domínguez y Caria (2016, pág. 89), “dos estilos de 
extractivismo andino: el conservador (clásico o convencional) 
de Perú y Colombia y el neoextractivismo progresista de 


Ecuador y [Venezuela]”. Se observa en el gráfico que la 
inversión en exploración por barril extraído en el caso de los 
dos primeros países fue superior en más de diez veces a los 
segundos. Esto muestra que mientras que una de las 
preocupaciones de Colombia y el Perú en el uso de las rentas 
fue mantener o incrementar sus tasas de producción en el 
mediano plazo, la estrategia adoptada por el Ecuador y 
Venezuela fue de muy corto plazo y se focalizó en maximizar la 
renta, sacrificando así los niveles de extracción o la posibilidad 
de aumentarlos en el futuro. De ahí que el calificativo 
“conservador” nos parece apropiado en el primer caso, no así el 
término “progresista” aplicado al segundo. 


Gráfico 7.1. Inversión en exploración por barril de petróleo extraído (2007-2011) 
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Fuente: elaboración propia con base en Wood Mackenziel5). 


Esta estrategia significó también, en los casos del Ecuador 
y Venezuela, un debilitamiento preocupante de la capacidad 
técnica y de gestión de sus empresas petroleras nacionales. En 
principio, las políticas adoptadas exigían el fortalecimiento 
institucional y tecnológico de las empresas petroleras estatales 
para llenar los espacios dejados por las empresas privadas. Sin 
embargo, esto no sucedió ya que la renta petrolera fue 
destinada al financiamiento de inversiones en infraestructura 
(de dudosa necesidad y rentabilidad) y a un gasto social de 
corte populista, con un rédito político inmediato, dejando de 
lado la inversión para mantener y mejorar la operación del 
sector motor de la economía del país. Como se señaló, los 


resultados de esta política no se hicieron esperar: las tasas de 
extracción de crudo empezaron a declinar y en el mejor de los 
casos se estancaron. Si a este escenario de desinversión y 
consiguiente deterioro de la eficiencia en la gestión del sector 
se suman por un lado el descenso posterior de los precios 
internacionales del petróleo y, por otro, el persistente fantasma 
de una crisis económica que requería y requiere un flujo de 
ingresos para aliviar los crónicos déficits fiscales y de balanza 
de pagos, se tienen entonces las condiciones adecuadas para el 
inicio de un nuevo ciclo de desnacionalización petrolera que se 
tradujo en la apertura a la inversión y control de la industria 
hidrocarburífera por parte de empresas transnacionales. 

Otro indicador importante del uso eficiente de las rentas es 
la creación de los llamados fondos de estabilización financiera 
o económica. En esencia, los fondos de estabilización son una 
herramienta de política fiscal contracíclica orientada a 
acumular recursos financieros durante los períodos de auge con 
la finalidad de utilizarlos durante épocas de austeridad. Bajo 
diferentes estrategias, y aplicando una variedad de mecanismos 
de política fiscal, Bolivia, Colombia, Chile y el Perú 
establecieron fondos de estabilización económica que 
permitieron a los gobiernos equilibrar, en cierta medida, las 
fluctuaciones del gasto público sin necesidad de poner en 
riesgo la sostenibilidad de las finanzas públicas con mayores 
niveles de endeudamiento. Por el contrario, el Ecuador, al igual 
que Venezuela, no solamente ignoró esta herramienta, sino que 
diluyó sus fondos en el gasto fiscal!9!, La diferencia entre estas 
dos estrategias puede ser visualizada en el Gráfico 7.2, que 
muestra el equivalente de las reservas acumuladas en función 
del tiempo (meses) que permitirían cubrir el volumen de 
importaciones que requiere la economía. 


Gráfico 7.2. Reservas internacionales como meses de importaciones 
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Fuente: elaboración propia con base en World Bank Databank. 


El asistencialismo progresista 
Sin lugar a dudas, los logros sociales, concretamente la 
reducción de la pobreza y la desigualdad, han sido uno de los 
fenómenos relevantes del desarrollo latinoamericano a lo largo 
de la década dorada. De acuerdo a las estadísticas oficiales, la 
mayoría de los países registraron una disminución de los 
índices de pobreza, un aumento de la fracción del PIB 
destinada al gasto social, una disminución de la concentración 
de la riqueza reflejada en una disminución, aunque discreta, 
del coeficiente de Gini y un aumento del gasto en educación y 
salud (véase Gráfico 9.2). De igual manera, aumentó la fracción 
del PIB destinada a financiar los programas de transferencias 
sociales condicionadas, así como también se produjo un 
aumento de la tasa impositiva que, en promedio, pasó del 17% 
en 2000 al 21% en 2013 (Tabla 5.1), y así podemos continuar 
con la lista de indicadores estadísticos que dan cuenta del 
progreso social alcanzado. Estas evidencias despertaron muchas 
expectativas sobre estos cambios como la base para trazar la 
trayectoria de un nuevo proyecto político de desarrollo. 

A pesar de la inusitada ilusión creada por estos avances, 
algunas voces han alertado sobre un exceso de optimismo 


respecto al potencial de transformación y, sobre todo, de la 
sostenibilidad de las políticas de corte social emprendidas por 
los “gobiernos  extractivistas de corte progresista”. 
Acertadamente señala Peters (2016, pág. 38): 


Hoy son cada vez más las numerosas voces que se declaran 
escépticas frente a los efectos reales de estas mejoras de índole 
estadística, bien sea porque se constata que se ha tratado de un 
ajuste hacia abajo en relación con las desigualdades en los 
ingresos o porque los resultados aparecen menos exitosos cuando 
se analizan las desigualdades relativas al patrimonio, o cuando se 
utilizan otros indicadores o bien porque el modelo de desarrollo 
neo-extractivista contribuye a la producción y/o profundización 
de (nuevas) desigualdades social-ecológicas. [El destacado es 
nuestro] 


En lugar de un cambio estructural del sistema de exclusión 
social prevaleciente en la región, se introdujeron los llamados 
“Programas de Transferencias Condicionadas”, un sistema de 
ayudas, de corte asistencialista y patrimonial, con marcadas 
prácticas clientelares de corte electoral. En esencia, estos 
programas otorgaron recursos en efectivo, de manera 
focalizada a los segmentos más pobres de la población, y fueron 
el instrumento más importante y exitoso en la lucha contra la 
pobreza absoluta desarrollado hasta hoy (Burchardt, 2016, pág. 
65). Estos programas tuvieron un importante papel en la 
dinamización de la economía en la medida que desencadenaron 
una expansión del consumo que se tradujo en un crecimiento 
sustancial de la demanda de bienes y servicios!?., 

Hace ya algún tiempo que la CEPAL acuñó el término “caja 
vacía” para referirse al hecho de que ningún país en la región 
había sido capaz de combinar crecimiento económico con 
avances significativos hacia una equidad social y sugería que 
sociedades más igualitarias significa patrones de consumo más 


austeros capaces de promover niveles más altos de ahorro y, 
por lo tanto, mayor crecimiento económico en el largo plazo. 
Tres décadas más tarde, esta institución reconoce que el 
potencial de la bonanza de los precios para emprender un 
cambio estructural no fue aprovechado ni fue priorizado en las 
agendas públicas (Cepal, 2014). Por el contrario, señala este 
organismo, el boom de los precios alimentó un aluvión de 
consumo. No hubo una priorización estratégica de la inversión 
pública basada en criterios de sustentabilidad económica en el 
largo plazo. La región replicó un patrón asimétrico: por un 
lado, una matriz productiva caracterizada por su falta de 
diversificación, sofisticación e innovación con una elevada 
dependencia de los ingresos de exportación de los recursos 
naturales y, por otro, un aumento del consumo fuertemente 
orientado hacia bienes importados. La experiencia está 
demostrando un escenario en el que la caída de los precios está 
provocando serios desbalances en esta ecuación. 

Las políticas asistencialistas mantuvieron vigencia en la 
medida que los flujos coyunturales de dinero originados por la 
bonanza de las rentas alimentaron las transferencias; una vez 
que cesó la bonanza, el papel de un “Estado compensador” 
(Gudynas, 2011) fue debilitándose gradualmente, empezando 
una especie de cuenta regresiva: las transferencias, en el mejor 
de los casos, se redujeron drásticamente o, en otros, 
simplemente desaparecieron!*!. De esta manera, y a pesar de la 
retórica revolucionaria, el neoextractivismo progresista, “antes 
que generar cambios profundos de las estructuras sociales, más 
bien provocó una movilidad colectiva hacia arriba” (Peters, 
2016, pág. 31) y, como acertadamente lo sintetiza Burchardt, 
“las élites económicas pudieron conservar la totalidad de sus 
privilegios; las clases medias crecieron en tamaño e 
incrementaron sus ingresos; las clases más bajas, aunque en 
menor medida también incrementaron sus ingresos, se 
beneficiaron de las transferencias” (2016, pág. 70). De ahí que 


la metáfora del “efecto ascensor” resulta muy pertinente para 
caracterizar la política social del neoextractivismo, y se torna 
aún más pertinente al constatar que los ascensores empezaron 
el descenso, en algunos casos, en caída libre. La fragilidad de 
los logros sociales del modelo neoextractivista está fuera de 
discusión. 

En conclusión, los regímenes que prevalecieron en la 
región, en particular los neoextractivistas, fueron incapaces de 
modificar las estructuras sociales. No lograron modificar los 
mecanismos tradicionales de redistribución; no se afectaron las 
rentas de los grandes capitales; se mantuvieron estructuras de 
acceso desigual al derecho de la tierra; no se emprendió una 
política de reforma agraria, y no se ha logrado modificar 
estructuralmente el régimen laboral prevalente en la región. La 
mayoría de las prestaciones sociales se caracterizaron por sus 
marcados efectos regresivos: 


. un segmento laboral y bien protegido, social y políticamente 
con importancia económica significativa, frente a un segmento de 
pequeñas empresas, en parte regulado, y una gran parte de 
trabajadores de la economía informal, cuya importancia y 
significado es de segundo orden (Burchardt, 2016, pág. 66). 


¿Un neoextractivismo posneoliberal? 

En la literatura sobre el extractivismo es frecuente encontrar 
afirmaciones como “el Ecuador es uno de los pocos países 
periféricos ricos en recursos naturales que ha hecho una 
transición desde el modelo de desarrollo neoliberal a uno post- 
neoliberal durante la fase global del capitalismo” (Latorre, 
2015, pág. 33). En este sentido, el Ecuador ocupa un lugar de 
privilegio como el caso paradigmático de un gobierno que 
rompió con la ortodoxia neoliberal, superó modelos arcaicos de 
acumulación económica y emprendió nuevas trayectorias de 
cambio político y social: 


El Ecuador representa un caso paradigmático para el debate sobre 
el neo-extractivismo, el cambio estructural y el  post- 
extractivismo. [...]. Ecuador se ha convertido durante la 
presidencia de Correa en una referencia central en los debates 
académicos y políticos sobre el neo-extractivismo y de 
discusiones sobre conceptos y estrategias políticas que buscan 
superar el extractivismo y, en parte también, transcender la 
noción de desarrollo (Burchardt, Domínguez, Larrea y Peters, 
2016, págs. 9, 10). 


Evidentemente, afirmaciones como la de la cita anterior 
resultan un tanto sorprendentes y requieren ser temperadas a la 
luz de una lectura menos subjetiva de los acontecimientos que 
moldearon trayectorias heterodoxas de crecimiento de algunos 
países de la región. En el mejor de los casos, como anotamos en 
el epígrafe anterior, la política económica del gobierno 
ecuatoriano de la década 2007-2017 transitó dubitativamente 
entre intentos fallidos por establecer desde un modelo 
autoritario regulador y productor hasta un modelo atrapado en 
contradicciones políticas e ideológicas, empeñado en lograr la 
reconfiguración de un Estado que garantice el funcionamiento 
de una acumulación capitalista. 

Surge entonces la pregunta acerca de la insistencia de 
círculos académicos en presentar al Ecuador como un “caso de 
un rompimiento sustantivo con la neoliberalización” (Jepson, 
2020). Una respuesta tendría su explicación en la falta de una 
confrontación de lo que se podría calificar de hipótesis de 
trabajo con hechos concretos; es decir, el desconocimiento de 
una serie de políticas que moldearon una realidad encubierta 
por una retórica discursiva en la cual quedaron atrapados los 
análisis sobre el fenómeno extractivista. Sin embargo, existe 
una explicación más de fondo. En su análisis sobre las 
trayectorias políticas y económicas que adoptaron algunos 
países exportadores de recursos a lo largo del período del boom 
de los precios (2003-2014), Jessop (2020, págs. 49, 53) define 


el rompimiento con el neoliberalismo como 


... Un cambio sustantivo en la orientación político-económica de 
un Estado alejada de los objetivos y medios neoliberales. [...]. La 
adopción de esta trayectoria política global hubiese resultado 
inaceptable para las instituciones financieras internacionales a lo 
largo de las décadas de los años ochenta y noventa y, por lo 
tanto, imposible de llevarla a la práctica sin una ruptura 
altamente perjudicial con los acreedores o los miembros del 
Comité de Asistencia al Desarrollo. 


Se trata de una visión del neoliberalismo como un 
fenómeno estacionario, anclado en principios y prácticas 
estáticas que se manifiestan de manera uniforme 
independientemente del contexto económico, político y social. 
Consideramos que justamente esta visión del neoliberalismo 
explica aquella percepción que califica la experiencia del 
Ecuador durante el período 2006-2017 como una etapa 
posneoliberal. El término neoliberal describe fenómenos 
dinámicos y complejos que por su naturaleza no son fijos, bien 
delimitados y estables. Por lo tanto, el neoliberalismo no existe 
como tal en ninguna parte. El modelo, por definición, no se 
realiza como tal en una forma pura en el mundo real o, en otras 
palabras, no se realiza de manera uniforme y homogénea a 
través del tiempo y el espacio geográfico (Peck J. , 2004). 

Por consiguiente, es necesario reconocer “las diferentes 
variantes del neoliberalismo, la naturaleza híbrida de sus 
políticas y programas y los múltiples y contradictorios aspectos 
de los espacios, técnicas y sujetos neoliberales” (Larner, 2003, 
pág. 509). El neoliberalismo migra de un sitio a otro, interactúa 
con diferentes realidades que analíticamente no pueden ser 
reducidas a casos de una condición global uniforme (Barnett, 
2010; Larner, 2003; Peck y  Tickell, 2002). Como 
puntualizamos anteriormente, si bien se trata de procesos 


gobernados por características comunes, resulta errado 
conceptualizar el neoliberalismo como un conjunto de 
principios y reglas que implican una relación unidireccional 
entre principios, programas y prácticas diseminadas de una 
manera homogénea a lo largo del planeta!”!. La idea del 
neoliberalismo como un modelo único global significaría que 
cualquier esfuerzo de resistencia a las políticas neoliberales 
sería marginal y estaría condenado al fracaso. La realidad es 
más compleja y la crítica teórica y empírica debe enfocarse en 
desenredar esta complejidad y explorar sus consecuencias para 
la comprensión y la acción (Castree, 2010). 

Entonces, tiene más sentido hablar de neoliberalización en 
lugar de neoliberalismo en abstracto. Este último se refiere a un 
fenómeno fijo y homogéneo, mientras que el primero hace 
referencia un proceso espacial y temporal (Castree, 2008, pág. 
137). Las políticas neoliberales que cobraron fuerza en los 
noventa en América Latina no fueron simples implantes de un 
programa neoliberal totalmente consistente y articulado: ellas 
representaron incursiones políticas en la arena de reformas 
orientadas al mercado en el contexto de un conjunto de 
condiciones de entorno que, en retrospectiva, fueron propicias 
para reacciones de estilo de mercado, pero que de ninguna 
manera proveyeron una hoja de ruta inequívoca para los 
nuevos empoderados reformadores. Estas condiciones de 
entorno incluyeron el agotamiento del keynesianismo y las 
políticas de sustitución de importaciones, la reglobalización de 
las finanzas, las presiones sociales en los Estados desarrollistas 
y las crisis petroleras, entre otras (Peck J. , 2004, pág. 401). 

En este punto, resulta de interés referirse a la visión del 
proceso neoliberal en los países extractivistas de la región por 
parte de dos instituciones norteamericanas, el Fraser Institute y 
la Heritage Foundation, instituciones notorias por su afiliación 
ultraconservadora y proneoliberal. Estos dos influyentes centros 
de análisis político proponen un indicador, el “Índice de 


Libertad Económica” (Index of Economic Freedom)! '0!, para 
medir el grado en el que las políticas económicas y 
sociales de los países se alinean con los principios y 
prácticas de la ideología neoliberal. De acuerdo con sus 
autores, el índice está diseñado para 


... evaluar la medida en la que las instituciones y políticas de una 
nación corresponden a un gobierno ideal limitado cuya función 
es la de proteger los derechos de propiedad y normas para la 
provisión de un limitado conjunto de bienes públicos como la 
defensa nacional y el mantenimiento de una moneda estable y no 
mucho más de estas funciones básicas. 


En este contexto, un gobierno ideal es aquel que “mantiene 
un bajo nivel impositivo, se abstiene de crear barreras para el 
comercio nacional e internacional, se apoya completamente en 
los mercados en lugar del gasto fiscal y regulaciones en la 
asignación de bienes y recursos”!!!!. El índice es construido a 
partir de 44 indicadores que corresponden a cuatro criterios: la 
observancia de la ley, el tamaño del gobierno, la eficiencia de 
la regulación y la apertura de mercado. 

El Gráfico 7.3 muestra el comportamiento del Índice de 
Libertad Económica (ILE) a lo largo de las tres últimas décadas 
para seis países exportadores de recursos no renovables de 
América Latina. En el gráfico, distinguimos el período 
1990-2000, a lo largo del cual todos los países muestran una 
marcada trayectoria en dirección a la implementación de 
políticas y estrategias de corte neoliberal. En efecto, se trata del 
período neoliberal ortodoxo de los ajustes estructurales que se 
inició a comienzos de los ochenta y entró en un período de 
recesión a inicios de la primera década del siglo XXI, con bajo 
crecimiento, aguda inestabilidad financiera y un aumento de la 
desigualdad social. Posteriormente, los gobiernos continuaron, 
aunque con menor intensidad, la tendencia de alineación con 


prácticas neoliberales. Con excepción de Bolivia (Venezuela es 
un caso aparte), no existe evidencia de que los países hayan 
revertido las políticas neoliberales aun en el caso del Ecuador, 
presentado este último como un ejemplo emblemático de 
rompimiento con el neoliberalismo. Aunque el ILE se basa en 
una mezcla de estadísticas económicas con criterios subjetivos 
de inversionistas y agentes económicos externos, esta 
combinación no resta validez al ejercicio. Por el contrario, 
consideramos que las apreciaciones subjetivas de estos agentes 
respecto al tejido institucional y de regulación económica de 
los países son un indicador revelador de cómo los cambios 
ocurridos en la región han sido percibidos por los ideólogos y 
gestores del capitalismo internacional. El caso del Ecuador, 
cuyo ILE aumenta de 5,3 en 1990 a 6,7 en 2019, mostraría una 
consolidación gradual del proyecto neoliberal a lo largo de las 
tres últimas décadas (Gráfico 7.3). 


Gráfico 7.3. Índice de “libertad económica” según el Fraser Institute 
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Fuente: elaboración propia. 


Este comportamiento corroboraría la tesis de que los 
cambios producidos en las últimas décadas pueden ser vistos 


más como parte de un proceso de desregulación y rerregulación 
de las instituciones y la economía para adecuarse a las 
condiciones cambiantes del mercado y del capital antes que 
como parte de un proyecto político hacia el cambio de un 
modelo de acumulación. Las reformas introducidas, por lo 
menos en el Ecuador, allanaron el camino para una 
intensificación del modelo extractivista, especialmente en el 
campo de la megaminería, permaneciendo inalterada la lógica 
de la acumulación dominante!!?!. En el fondo, las políticas 
aplicadas en ningún momento fueron motivadas por un 
nacionalismo genuino, un progresismo de avanzada o un giro a 
la izquierda; es decir, por un cuadro ideológico coherente, 
como ingenuamente se las presenta. Todos los cambios 
respondieron, en última instancia, a la necesidad de maximizar 
la captación de la renta petrolera para financiar necesidades 
apremiantes, incluida la urgencia de cubrir una persistente 
brecha fiscal. Estas observaciones nos llevan a dos 
conclusiones: en primer lugar, consideramos un exceso de 
lenguaje afirmar que con el neoextrativismo algunos países 
andinos (Bolivia, el Ecuador, Venezuela) entraron en una etapa 
posneoliberal (por lo menos en cuanto a las políticas de gestión 
de sus recursos mineros y energéticos), y segundo, que la 
agenda neoliberal continúo presente en estos países y se 
manifestó con diversos matices. 

Modonesi (2019) sintetiza con claridad los cambios 
ocurridos. HFEste autor caracteriza el ciclo progresista 
latinoamericano como un conjunto de proyectos políticos 
devenidos “procesos de transformaciones significativas pero 
limitadas, con un trasfondo conservador, impulsados desde 
arriba por medio de prácticas políticas desmovilizadoras y 
subalternizantes” (pág. 210). Así, la dinámica y los procesos 
políticos promovieron una desmovilización más o menos 
pronunciada de los movimientos populares y los gobiernos 
ejercieron un eficaz control social que socavó parcial, pero de 


manera significativa, su frágil e incipiente autonomía y su 
capacidad antagonista. Agrega este autor que 


... Operaron en paralelo fenómenos de “transformismo” por medio 
de los cuales elementos, grupos o sectores enteros de los 
movimientos populares fueron cooptados y absorbidos por 
fuerzas, alianzas y proyectos que combinaban rasgos progresistas 
y conservadores y se “mudaron” al terreno de la institucionalidad 
y de los aparatos estatales por lo general para operar o hacer 
efectivos tanto las políticas públicas orientadas a la redistribución 
y de corte asistencialista, como los correspondientes procesos de 
desmovilización y control social o, eventualmente, de 
movilización controlada. 


De ahí que la reflexión de Beasley-Murray nos parece muy 
pertinente: “Hay solo dos problemas con la noción de un giro a 
la izquierda en América Latina: primero, no es de izquierda; 
segundo, no es un giro” (2010)!!! 


Nacionalismo progresista o neonacionalismo andino 

El carácter progresista de los gobiernos tendría otra 
explicación, a nuestro juicio más cercana a la realidad 
histórica. No se puede ignorar que Bolivia, el Ecuador y 
Venezuela, a lo largo de la primera década de este siglo, 
introdujeron cambios en el manejo de sus recursos mineros y 
energéticos que se tradujeron, además de en un aumento 
temporal en la captación de la renta, en una mayor 
intervención del Estado en la exploración, explotación y 
comercialización de sus recursos. Para entender el giro que se 
dio en el manejo de los recursos en Bolivia, el Ecuador y 
Venezuela no se debe perder de vista que estos países tienen un 
“largo historial de políticas cíclicas de reacción nacionalista” 
(Fontaine, 2008). Nos recuerda oportunamente Fontaine el 
“nacionalismo patriótico” de Bolivia en 1937 (expropiación de 


la Standard Oil, acusada de traición en la guerra del Chaco), el 
“nacionalismo moderado” de Venezuela en 1948 (sistema de 
repartición de la renta 50-50) reemplazado luego en 1973 por 
el “nacionalismo tercermundista” (nacionalización de los 
hidrocarburos) y el “nacionalismo modernizador” en el Ecuador 
(influenciado por el ejemplo de los gobiernos militares del 
Brasil) que se tradujo en un primer momento (1974) en la 
nacionalización de la Gulf Oil y luego el control de las 
actividades hidrocarburíferas por parte del consorcio CEPE- 
Texaco en 1976. 

Una vez pasada la ola nacionalista de los setenta, a lo largo 
de los años ochenta la crisis del endeudamiento externo 
acompañada de un descenso brusco de los precios del petróleo 
determinó una reducción de las inversiones en exploración y 
explotación. Los efectos de esta nueva realidad llevaron a estos 
países a adoptar en la década siguiente nuevamente políticas de 
apertura y atracción a la inversión extranjera (menor 
participación del Estado en las operaciones y reducción de la 
carga fiscal para las empresas multinacionales). Esta política de 
apertura a los capitales privados transnacionales, sumada al 
aumento de los precios a partir del 2003, crearon las 
condiciones para una nueva ronda de nacionalismo a la que 
Fontaine denomina acertadamente “neonacionalismo petrolero 
andino” (2008, pág. 2), término que nos parece más apropiado 
que el de neoextractivismo progresista. 

El resurgimiento del nacionalismo petrolero en la primera 
década de este siglo adquiere en cada uno de los tres países 
mencionados modalidades diferentes que varían de un país a 
otro y, por consiguiente, no deberían confundirse con una ola 
de nacionalizaciones al ejemplo de lo ocurrido en los setenta 
(Fontaine, 2008, pág. 13). En el Ecuador, a partir del año 2006 
(antes del inicio del gobierno de la llamada revolución 
ciudadana), con la reversión al Estado de los campos petroleros 
concesionados a la empresa Occidental se inició una serie de 


cambios legales e institucionales que posteriormente tendrían 
importantes repercusiones en la “errática política petrolera que 
caracterizó al gobierno de la llamada revolución ciudadana” 
(Orozco, 2013). Indudablemente, el incremento de la 
participación del Estado en las rentas extraordinarias 
originadas por el aumento de los precios internacionales del 
crudo constituyó un giro en la captación y gestión de los 
excedentes petroleros. Este cambio, como se anotó 
anteriormente, trajo como consecuencia la modificación de 
contratos, anulaciones de concesiones y, sobre todo, en el caso 
del Ecuador, el paso de la modalidad de concesión a la 
modalidad de prestación de servicios en las relaciones entre el 
Estado y las empresas privadas, cuyas consecuencias negativas 
fueron ya mencionadas. Sostenemos aquí que las políticas 
“nacionalistas” adoptadas desde hace más de una década deben 
ser entendidas como la típica expresión de un régimen 
petropopulista que se instauró en el Ecuador a partir de 2007 y 
se prolongó durante más de una década!'*!. El petropulismo no 
es sino una variante del populismo en la que “el uso excesivo 
de los ingresos de explotación de los recursos naturales es 
destinado a comprar apoyo político” (Matsen, Natvik y Torvik, 
2012). 

En el Ecuador, el régimen de gobierno implementado a 
partir del año 2007 tuvo como denominador común maximizar 
la renta petrolera (y posteriormente el endeudamiento externo) 
con el fin de asegurar un flujo de fondos que permitieron 
“comprar” sustento electoral. De ahí que nos parece muy 
apropiada también la conceptualización de esta modalidad de 
petropopulismo como un “régimen político autoritario 
electoral” (Montúfar, 2020). Lo preocupante es el hecho de que 
una mayoría de la población, incluidos sectores de izquierda, 
movimientos ambientalistas e investigadores, percibieron los 
desmesurados niveles de gasto público como signo de un buen 
manejo económico, ignorando que el gasto fue posible por la 


disponibilidad inicial de fondos de ahorro petrolero heredados 
por el gobierno, el aumento de los precios del petróleo, el 
incremento de la renta y posteriormente un endeudamiento 
externo lesivo para los intereses del país. Cuando se agotaron 
los fondos, bajaron los precios, disminuyeron las rentas y se 
agotaron las fuentes de financiamiento externo, el país entró en 
una crisis que persiste y continúa agravándose, y cuya salida es 
difícil imaginar sin serios costos económicos y, por supuesto, 
sociales. 


1. El Ecuador ha sido obligado a compensar a las empresas Occidental, 
Repsol y Burlington con un total de 1400 millones de dólares (de la Torre, 
Cueva y Castellanos-Vásconez, 2020). A finales de julio de 2022, un 
tribunal luxemburgués dispuso congelar las cuentas del Ecuador en los 
bancos de ese país (Deutsche Bank, Credit Suisse, HSBC, entre otros) para 
obligar al país a pagar 391 millones de dólares a la empresa anglo- 
francesa Perenco como compensación por la terminación ilegal de los 
contratos (Primicias, 1.08.2022; www.primicias.ec). Juicios similares por 
montos aún mayores se ventilan en otros tribunales internacionales. « 

2. Bajo la invención jurídica del derecho contractual intangible, la 
mencionada empresa entregó al gobierno en calidad de intangible la suma 
de mil millones de dólares por el control del campo petrolero Auca, con 
reservas probadas de 300 millones de barriles y una producción de 
63.000 barriles por día. El gobierno reconoce a la empresa una tarifa 
promedio de 26 dólares por barril durante los 20 años de duración del 
contrato, lo que significa un ingreso bruto para la compañía de alrededor 
de 7800 millones de dólares, mientras que el Ecuador recibirá alrededor 
de 1600 millones (Correa y Glas en la mira: la polémica del campo Auca. 
Plan V, 23.10.2017). De los fondos obtenidos, 650 millones de dólares 
fueron destinados al pago de deuda externa (bonos Global 2015). « 

3. Bajo el membrete de facilidad petrolera, el gobierno de Correa 
comprometió reservas y producción de petróleo con instituciones chinas a 
cambio del financiamiento de un desmesurado programa de construcción 
de centrales eléctricas. Bajo esta modalidad, el gobierno chino se aseguró 
reservas y abastecimiento de petróleo; sus bancos, una alta rentabilidad 
en sus préstamos, y sus empresas, jugosos contratos. En cambio, el 
Ecuador recibió proyectos “llave en mano” de dudosa calidad y eficiencia 
y suministró mano de obra barata objeto de constantes abusos y 
violaciones (Villavicencio, 2014). « 

4. En el año 2015, el gobierno de Correa promulgó la Ley Orgánica de 
Incentivos para Asociaciones Público-Privadas y la Inversión Extranjera, 
que facilitaba “la venta, fusión, diversificación de capitales y liquidación 
de al menos 16 instituciones —incluidos bienes-, con lo cual el Estado 
aspira a captar mayores recursos que sirvan para enfrentar la coyuntura 
económica, y, a su vez, ejercer un proceso de optimización del aparato 
público” (El Telégrafo, 26/5/2016). Los activos listos para la venta, 
incluidas tres centrales hidroeléctricas y otras empresas estatales, suman 
8125 millones de dólares (El Comercio, 7/6/2016). Bajo el eufemismo de 
“monetización” de los activos públicos, el gobierno posterior se empeñó 
en la subasta de bienes públicos iniciada por el gobierno anterior, un 


13. 
14. 


proceso que según J. Stiglitz (2006, pág. 189) debería ser llamado por su 
verdadero nombre: “sobornización”. « 


. Wood Mackenzie Consulting y Ministerio de Recursos Naturales: Plan 


Maestro de Hidrocarburos, Quito (2013). « 


. Hasta inicios del año 2007, el Ecuador había acumulado en diferentes 


fondos la suma de 5300 millones de dólares. El gobierno de la revolución 
ciudadana, bajo el argumento de que esos fondos servían únicamente 
para apalancar el valor de los bonos de deuda externa, decidió su 
liquidación total. « 


. En el Ecuador, el empleo público fue otro factor de primer orden para la 


dinamización de la economía, así como para la mejora de los indicadores 
de empleo y prestaciones sociales. En el intervalo 2001-2010, el empleo 
en el sector público creció en 63 por ciento; solamente el número de 
empleados públicos bajo la modalidad de contrato se incrementó 40 veces 
(de 2700 a 110.000 en 2010) (Orozco 2013, 95). « 


. El desencanto no se hizo esperar: en Venezuela, el gobierno perdió las 


elecciones parlamentarias en 2015; en Bolivia, el pueblo negó a Morales 
la posibilidad de un tercer mandato; en el Ecuador, el gobierno de la 
revolución ciudadana enfrentó malestar social y fuertes protestas en 
2015.+« 


. Para una discusión sobre el tema, remitimos al lector a Villavicencio 


(2020). « 


. www.fraserinstitute.org« 
. Economic Freedom of the World: 2021 Annual Report. 


www.fraserinstitute.org « 


. Una política errática, disfrazada bajo un discurso de nacionalismo y 


antiimperialismo, desembocó en la intensificación del extractivismo 
favorecido por políticas neoliberales en el manejo de los recursos 
nacionales que, en definitiva, favorecieron a las grandes transnacionales, 
incluidas, por supuesto, las empresas de la República de China. « 

Citado en Peters (2016, p. 34).« 

El término petropopulismo fue acuñado por C. Parenti para analizar el 
régimen de gobierno de Hugo Chávez (“Hugo Chávez y el 
petropopulismo”, The Nation, 11/4/2005). « 


“El dragón en el paraíso”''! 


A lo largo de las tres últimas décadas, la economía de la China 
ha experimentado una tasa anual de crecimiento promedio del 
10 por ciento, el crecimiento más rápido registrado en las 
últimas décadas. Este crecimiento ha sido posible gracias al 
petróleo de Venezuela y el Ecuador, el cobre de Chile y el Perú, 
el hierro y el acero del Brasil y la soya de la Argentina y el 
Brasil, entre otros!?!. Las empresas chinas, con el apoyo de sus 
bancos, han acudido “en manada” a invertir en estos recursos. 
En forma paralela, la industria china ha inundado los mercados 
de bienes de consumo y amenazan la viabilidad del sector 
manufacturero en América Latina. En el futuro, eventualmente 
la economía china continuará demandando recursos naturales, 
pero al mismo tiempo la transición de la China de una 
economía de exportación a una economía de consumo 
impulsará la demanda de productos manufacturados; sin 
embargo, no está claro si las exportaciones de productos 
manufacturados de América Latina serán suficientemente 
competitivas para capturar las oportunidades de la demanda 
china de estos productos (Gallagher, 2016; Jepson, 2020). 

El boom de las materias primas y, alrededor de este 
fenómeno, el desarrollo de las relaciones comerciales y 
financieras con la China marcan una nueva era en la historia 
económica de América Latina, y “lo que sucede en China va a 
ser determinante para el desarrollo del capitalismo global” 
(Harvey D., 2020, pág. 85). El voraz apetito de la China por los 


recursos determinó que, a inicios del presente siglo, los precios 
de las materias primas entraran en el superciclo referido 
anteriormente: una tendencia al alza de los precios provocada 
por la demanda de este país!*!. La demanda de la China salvó 
al capitalismo global del colapso en 2007-2008 por la masiva 
expansión de la infraestructura como respuesta al problema de 
desempleo causado por el colapso de sus exportaciones, 
aunque, como lo señala Harvey, esta respuesta fue posible a 
expensas de un incremento masivo de las emisiones de gases de 
efecto invernadero (2020, pág. 172). 

Los países latinoamericanos exportadores de energía, 
minerales y alimentos se beneficiaron enormemente de esta 
“lotería”. Más aún, en forma paralela al flujo de dinero 
proveniente de la renta de los recursos naturales, se hacía 
presente el flujo masivo de los préstamos para el 
financiamiento de infraestructura y proyectos mineros y 
energéticos. La conjunción de estos dos factores (el aumento 
acelerado de los precios de los commodities y la disponibilidad 
de fuentes “no convencionales” de financiamiento para los 
objetivos de desarrollo) alteró las relaciones de fuerza entre los 
actores determinantes en las estructuras sociales y económicas 
de los países exportadores de recursos naturales. Los altos 
precios de los commodities significaron la aparición inusitada de 
un importante excedente que aumentaba el poder de 
negociación de los gobiernos frente a las empresas 
transnacionales por la captación de las rentas. Por otra parte, el 
flujo de ingresos y la disponibilidad de nuevas fuentes de 
financiamiento otorgaron a los gobiernos autonomía o por lo 
menos mayor flexibilidad para un gasto público hasta el 
momento constreñido por las regulaciones de una rígida 
ortodoxia fiscal. 

En efecto, este nuevo entorno fiscal y financiero constituyó 
para algunos países latinoamericanos una coyuntura propicia 
para flexibilizar o escapar a los rígidos condicionamientos a los 


que habían sido sometidos por las instituciones de 
financiamiento internacional desde inicios de los ochenta. Las 
prescripciones de los programas de ajuste estructural 
(disciplina fiscal, control del gasto público, apertura comercial, 
privatización de servicios y empresas públicas y 
desmantelamiento de regulaciones laborales, financieras y 
comerciales) pueden haber producido una mejora de los 
indicadores macroeconómicos, pero resultaron en un deterioro 
notable del nivel de vida de la mayoría de la población. En 
estas circunstancias, los países necesitaban urgentemente 
enfrentar y aliviar la pobreza de amplios márgenes de sus 
poblaciones. Es en este contexto que la irrupción de la China en 
el mercado de capitales, como una nueva fuente de 
financiamiento para programas de desarrollo de los países, 
significó un respiro para los gobiernos. Los préstamos 
provenientes de la China abrieron nuevos espacios que 
ofrecieron márgenes de maniobra menos restrictivos en la 
definición de sus prioridades de desarrollo y asignación de los 
recursos. El boom de los precios de los commodities y los 
préstamos de los bancos estatales chinos no estuvieron 
supeditados a los condicionmamientos de una ortodoxia 
neoliberal y crearon expectativas para una transición hacia 
nuevas formas de acumulación económica, llámese esta “un 
régimen de neodesarrollista al estilo andino” (Zapata y Benzi, 
2021) o “un régimen extractivista redistributivo” (Jepson, 
2020) o simplemente un neoextractivismo posneoliberal 
(Burchardt, Domínguez, Larrea y Peters, 2016). 

No se puede negar que la presencia de la China contribuyó 
a la emergencia de un escenario favorable, y que este escenario 
fue el factor más importante para el crecimiento de América 
Latina a inicios del siglo XXI (Ocampo, Bastian y Reis, 2018). 
Sin embargo, este escenario empezó a cambiar más pronto de 
lo esperado y ya para los años 2013-2014 el crecimiento de la 
economía china experimenta un proceso de desaceleración y 


los precios de los commodities inician una trayectoria de 
descenso. Así mismo, los flujos de financiamiento provenientes 
de los bancos chinos empiezan a disminuir drásticamente, 
mostrando un comportamiento típicamente procíclico, es decir, 
fue abundante mientras duró el boom y escaso cuando la 
tendencia de los precios de los commodities empieza a revertirse 
(Gallagher, 2016). Según Ocampo et al. (2018), el mejor 
desempeño de la región fue alcanzado en el quinquenio previo 
a 2008, el año de la crisis financiera del Atlántico Norte, y a 
partir de este año la tasa de crecimiento de algunos indicadores 
significativos empieza a declinar. Estas tendencias corroboran 
la observación de que la región no creó ni consolidó las 
capacidades necesarias para un crecimiento sostenido a largo 
plazo, y una vez que la tendencia favorable de sus términos de 
intercambio perdió empuje, el período dorado fue muy corto y 
directamente asociado al boom de los commodities (Moreno-Brid 
y Garry, 2016). Esta aclaración es importante porque permite 
apreciar el llamado “efecto China” en su real dimensión sin el 
riesgo de caer en visiones demasiado optimistas y 
simplificadoras sobre el impacto de la irrupción de la China en 
las economías de los países latinoamericanos. 


Una cooperación Sur-Sur suí-generis 
En un trabajo reciente y ampliamente citado, sostiene N. 
Jepson (2020, pág. 49) que 


El ascenso de China trastornó y alteró la dinámica de los 
mercados mundiales para una variedad de recursos extractivos y 
a su vez creó las condiciones globales que proveyeron a los países 
exportadores los medios de escapar de los condicionamientos 
neoliberales en favor de sus propias agendas de desarrollo. 


Sin lugar a dudas, esta afirmación requiere algunos 
matices. Primero, nos parece un tanto excesivo hablar de un 


“trastorno de la dinámica de los mercados mundiales” de los 
recursos naturales. En realidad, los mercados internacionales de 
recursos energéticos y minerales continuaron operando de 
acuerdo a sus viejas prácticas, bajo los mismos parámetros y, 
más aún, el volumen de negocios por el alza de los precios 
consolidó la posición monopólica de algunas transnacionales, 
especialmente en el área de comercialización. El petróleo se 
continuó comercializando bajo los marcadores de precios WTI y 
Brent, y los principales minerales de acuerdo a los marcadores 
establecidos por la bolsa de metales de Londres. La única 
diferencia consistió en la irrupción de las empresas chinas en el 
mercado global, un actor nuevo que se sumó a la opacidad y 
falta de transparencia y prácticas corruptas que han 
caracterizado a las operaciones y al financiamiento de las 
transnacionales que han acaparado el espacio de la 
comercialización global de las commodities (Public-Eye, 2020). 
Segundo, la preocupación de un desempeño 
macroeconómico “prudente” como garantía de una capacidad 
de pago de los países frente al endeudamiento externo ha 
estado ausente de la estrategia de financiamiento de los bancos 
chinos. Esta es quizá la diferencia fundamental entre las 
políticas crediticias de las instituciones financieras 
internacionales y los bancos estatales de la China. Mientras que 
la condicionalidad de las primeras estaba focalizada en el 
cumplimiento de ciertas metas político-económicas, una suerte 
de parametrización de las políticas gubernamentales (Brenner, 
Peck y Theodore, 2010), los préstamos chinos estaban atados 
simplemente a la entrega de petróleo bajo condiciones no 
siempre ventajosas para los países exportadores. Los 
condicionamientos fueron de otro orden. Esta vez los préstamos 
estuvieron atados a la participación de empresas chinas en la 
construcción de proyectos de infraestructura que financiaban 
los préstamos; las condiciones de financiamiento fueron de 
carácter estrictamente comercial, bajo tasas de interés que en la 


mayoría de casos superaban las tasas del mercado internacional 
de capitales; con períodos de amortización significativamente 
más cortos y condicionados a la entrega de petróleo bajo 
descuentos superiores a las penalizaciones estándares (calidad y 
posición) impuestas por los mercados internacionales al crudo 
ecuatoriano. En otras palabras, “los países escaparon de la ruta 
de la parametrización neoliberal” (Jepson, 2020, pág. 45) para 
entrar en la ruta de la parametrización china, o en términos 
coloquiales, los países pasaron de la “disciplina” del FMI a la 
“usura” china. De todas maneras, cabe señalar que la 
interferencia en las políticas y objetivos de desarrollo de los 
países no se dio de manera arbitraria y directa, como en el caso 
de la intervención de las instituciones financieras 
internacionales, sino de una manera sutil y camuflada en la que 
los grupos nacionales de interés creados en torno a los flujos 
financieros de la China tuvieron una influencia muy grande en 
los asuntos internos de los países. 

Tercero, las condiciones y modalidades de contratación 
con los bancos y empresas chinas crearon el contexto apropiado 
para un manejo discrecional de los flujos de dinero. En el caso 
del Ecuador, las condiciones mismas de financiamiento 
sumadas a las regulaciones y estructuras de control montadas 
expresamente por el gobierno de Correa constituyeron los dos 
ingredientes esenciales para niveles de ineficiencia y asignación 
arbitraria de los recursos públicos que caracterizaron el 
gobierno de la llamada revolución ciudadana. Bajo una retórica 
nacionalista y tercermundista, en el espíritu de Bandung!?!, el 
gobierno, con el financiamiento del gobierno chino y la 
participación de sus empresas, montaron un nuevo esquema de 
cooperación Sur-Sur que asumía que las relaciones no se daban 
entre “donante” y receptor, sino entre socios y, por lo tanto, 
que el endeudamiento y la inversión beneficiaban por igual a 
las dos partes (Castro Salgado, 2019). La realidad resultó muy 
diferente. 


La China se convirtió en la mayor fuente de financiamiento 
para los países. A lo largo del período 2010-2014, los bancos 
chinos de desarrollo proveyeron mayor financiamiento a los 
gobiernos de América Latina que el Banco Mundial, el Banco 
Interamericano de Desarrollo y el Eximbank de los Estados 
Unidos en conjunto. Entre 2009 y 2019, las instituciones 
financieras y petroleras de la China y el gobierno del Ecuador, 
al amparo de convenios de alianzas estratégicas, suscribieron 
contratos directos de créditos y otros maquillados bajo la figura 
de preventa de petróleo. Algunas puntualizaciones se revelan 
indispensables para una comprensión del alcance y el 
contenido de dichas alianzas. 

En primer término, al igual que la mayoría de los 
préstamos de la China a los países en desarrollo, todas las 
operaciones crediticias fueron garantizadas por la entrega de 
petróleo y operaron bajo mecanismos novedosos y 
desventajosos para los países exportadores (Public-Eye, 2020). 
En el caso del Ecuador, las operaciones de crédito involucraban 
a cuatro actores: el Banco de Desarrollo de la China (BDCh), el 
Ministerio de Finanzas del Ecuador, la empresa petrolera 
estatal Petroecuador, y Petrochina, la empresa que efectúa la 
compra del petróleo. El BDCh concede un préstamo al Ecuador 
y Petroecuador firma un contrato de venta con Petrochina, por 
una cantidad x de barriles de petróleo por día hasta el repago 
de la deuda en un período de y años. El precio del crudo es 
acordado entre Petroecuador y  Petrochina (el precio 
internacional WTI menos un descuento exigido por la empresa 
compradora) y el valor de la compra es depositado en una 
cuenta bajo custodia del BDCh. El BDCh descuenta 
directamente de la cuenta de Petroecuador los intereses y la 
amortización de la deuda, una cantidad previamente acordada 
que puede alcanzar hasta el 30 por ciento del total de los 
ingresos; el saldo restante regresa al Ecuador. Bajo este 
esquema, no es la exportación de petróleo el mecanismo de 


pago de la deuda, sino los ingresos de la venta de petróleo al 
precio correspondiente al día de la operación. 

Segundo, los volúmenes de petróleo comprometidos 
superaban largamente el monto del préstamo otorgado. En el 
período 2009-2017, se firmaron con China 13 contratos 
comerciales y líneas de crédito por 18.000 millones dólares que 
obligaban al Estado a una venta de volumen de petróleo 
equivalente a 5 veces el total de los préstamos!”!. En el año 
2019, el saldo de la deuda con la China era alrededor de 3200 
millones, saldo que podía haber sido cubierto con el 
equivalente a alrededor de 60 millones de barriles. Sin 
embargo, el Ecuador tiene comprometidos con empresas chinas 
un volumen de 357 millones de barriles, equivalente a 
alrededor de 21.000 millones de dólares; es decir, siete veces el 
valor adeudado!*!. En los tres últimos años, el gobierno del 
Ecuador ha intentado, sin éxito, renegociar los contratos con la 
China con el fin de liberar petróleo para exportarlo mediante 
concursos spots o abiertos, espacios de comercialización que 
ofrecen mejores precios que las condiciones atadas a los 
acuerdos con las empresas chinas. 

Pero el negocio no termina ahí. El Ecuador entregó su 
petróleo a las empresas chinas a precios inferiores a los del 
mercado internacional; estas a su vez lo entregaron a empresas 
y bancos internacionales, quienes a su vez lo revendieron en el 
mercado con sustantivos márgenes de ganancia!”!. En realidad, 
las empresas chinas exigieron al Ecuador un descuento de 
alrededor de 5 dólares por barril respecto al precio WTI, 
marcador del crudo ecuatoriano. Se ha estimado que esta 
diferencia representó para el Ecuador un prejuicio de alrededor 
de 5000 millones de dólares, prejuicio que se tradujo en 
beneficios para las empresas chinas, las empresas 
intermediarias y funcionarios del gobierno ecuatoriano!*!, 

La intermediación en la comercialización del petróleo es 
un tema raramente mencionado cuando se habla del 


“neoextractivismo progresista” del gobierno de Correa. En la 
realidad, fue un grupo de intermediarios (Taurus Petroleum, 
Trafigura, Castor Petroleum, Glencore), liderados por una 
obscura empresa transnacional (Guvnor), los actores que 
tomaron control de la comercialización del petróleo 
ecuatoriano y monopolizaron por quince años, desde la primera 
administración de Correa, el mercado del crudo de la Amazonia 
ecuatoriana (Public-Eye, 2020)!”!. Según los acuerdos del 
gobierno del Ecuador con las empresas chinas, el destino del 
petróleo ecuatoriano debería haber sido las refinerías de Asia; 
sin embargo, los embarques de petróleo, mediante la 
intervención de intermediarios, terminaron en los puertos del 
Perú, Chile, Panamá y, sobre todo, los puertos estadounidenses. 
Los bancos y las empresas petroleras de la China (Banco de 
Desarrollo de China, el Banco Industrial y Comercial de China- 
ICBC, Petrochina, Unipec, Sinochem, a través de su filial 
PetroTailandia) se sumaron al grupo de los grandes 
intermediarios cuyas operaciones se vieron facilitadas por los 
grandes bancos norteamericanos y europeos!!0!, 

Pero el prejuicio para el Ecuador no se ha limitado 
únicamente a la venta del petróleo con un “descuento 
especial”. Los préstamos de los bancos chinos fueron otorgados 
a plazos y tasas de interés cercanas a las prácticas de usura. Por 
ejemplo, en 2011 el Ecuador recibió un préstamo del Eximbank 
de la China por alrededor de 700 millones de dólares para 
financiar la construcción de la central hidroeléctrica Sopladora 
a cargo de la empresa china Gezhua Group (a la fecha, en la 
lista de empresas sancionadas por el Banco Mundial por 
prácticas corruptas y fraudulentas). Informes oficiales 
señalaban que el interés efectivo del préstamo alcanzaba el 
9,11 por ciento, mientras que el gobierno podía conseguir 
financiamiento por parte de organismos multilaterales a una 
tasa del 3,26 por ciento (Villavicencio, 2014). En general, 
mientras que el interés nominal de los préstamos de los bancos 


chinos fue, en promedio, del 7,25 por ciento, la tasa real o 
efectiva se situaba muy por encima de este nivell!!! Así, 
mientras que la China prestaba a los EE. UU. (adquisición 
masiva de los Bonos del Tesoro de los EE. UU.) billones de 
dólares para el financiamiento de su enorme déficit a tasas de 
interés cercanas al cero por ciento, los préstamos al Ecuador 
eran concedidos a tasas de interés que en algunos casos 
fácilmente superaban el 10 por ciento!!?!, Es en estos términos 
que los gobiernos progresistas de la región y la China entendían 
la “cooperación Sur-Sur” y así se produjo el salto del “consenso 
de Washington” al “consenso de Beijing”. 


Una cooperación bajo toda sospecha 


Cooperación, negocios y corrupción 

Para entender los mecanismos e implicaciones de los flujos 
financieros desde la China al Ecuador, no se debe perder de 
vista que los acuerdos comerciales entre estos países 
constituyeron un mecanismo eficaz para canalizar la renta 
petrolera de una forma discrecional bajo la cual la falta de 
transparencia fue el denominador común. Un voluminoso 
cuerpo de literatura ha dedicado la academia para estudiar 
aquellos regímenes de gobierno que, en la medida que se 
benefician de pródigas rentas, desarrollan ciertos rasgos 
comunes, entre los cuales grandes ambiciones de 
transformación de la sociedad van acompañadas de un gasto 
dispendioso de los ingresos provenientes de la exportación de 
recursos naturales. Una parte importante de este gasto es 
destinado a la ejecución de una obra pública ineficiente, de 
dudosa prioridad y, sobre todo, favorece determinados 
intereses (Hertog, 2014). Este es el caso del Ecuador, donde la 
lotería petrolera del boom de los recursos le permitió al 
gobierno emprender con urgencia inusitada y escasos criterios 
de planificación una obra pública a todas luces 
sobredimensionada, de una eficiencia muy cuestionable y, 


sobre todo, bajo modalidades turbias de contratación y 
ejecución en las cuales las empresas chinas han desempeñado 
un papel primordial. 

La realización de la obra pública constituyó la estrategia 
ideal para facilitar dos objetivos que resultaron 
complementarios. El primero tiene que ver con la transferencia 
de recursos a beneficiarios identificados como grupos especiales 
de interés (Coate y Morris, 1995; Hertog, 2014); el segundo, con 
la ejecución de proyectos públicos como mecanismo para 
asegurar o comprar apoyo político especialmente en períodos 
electorales. La gran ventaja del primero consiste en que los 
proyectos que se ejecutan no benefician únicamente a los 
grupos de interés, sino que, bajo ciertas condiciones, 
contribuyen a objetivos de desarrollo. Es así como la mayoría 
de la población percibe los excesivos niveles de gasto público 
como signo de un buen manejo económico. Todo parece indicar 
que la inesperada bonanza traída por la explotación de los 
recursos naturales erosiona las facultades críticas de la 
sociedad, especialmente cuando la información necesaria para 
evaluar la política pública está ausente. 

Precisamente, la opacidad y confidencialidad ha sido la 
tónica que caracterizó las relaciones Ecuador-China durante el 
gobierno de la revolución ciudadana. Destacamos, en primer 
término, que la “cooperación” se dio en un contexto en el cual 
la participación de las empresas chinas fue impuesta y 
direccionada por las instituciones financieras de este país. En 
ningún momento se dio la posibilidad de concursos 
internacionales abiertos y transparentes. Según el gobierno 
chino, los procesos de licitación internacional son muy 
complejos y representan un costo inútil de transacción; por esta 
razón, el ministerio de Comercio de la China selecciona a las 
mejores empresas de ingeniería de ese país para la construcción 
de los proyectos en el Ecuador (Castro Salgado, 2019, pág. 25). 

En segundo término, todos los contratos con la China 


contienen cláusulas de confidencialidad que comprometen no 
hacer públicos los términos del contrato. Además, la mayoría 
de los contratos de financiamiento estipulan una cláusula con 
el término “No Paris Club”, que expresamente compromete al 
país deudor a excluir la deuda de cualquier reestructuración 
con los acreedores bilaterales del Club de París (Gelpern, Horn, 
Morris, Parks y Trebash, 2021). En 2011, un grupo de 
acreedores bilaterales y multilaterales insistieron a la China 
acatar voluntariamente los estándares de divulgación de 
información exigida por el Comité de Asistencia al Desarrollo 
de la OCDE. Las autoridades chinas denegaron ese llamado 
argumentando que “el principio de transparencia se aplica a la 
cooperación Norte-Sur y no se debe considerar como un 
estándar en la cooperación Sur-Sur”!!3!, 

En tercer lugar, la cooperación Ecuador-China no hubiera 
fluido sin la presencia de un entorno legal y regulatorio, 
fabricado por el gobierno de Correa, que facilitó todas las 
operaciones contractuales y de financiamiento. Por el lado del 
Ecuador, 


una actuación consciente y organizada de la cúpula de 
gobierno, de una política gubernamental específica que, en 
concurso con actores privados, se orientó de manera sistemática a 
promover [...] un sistema de corrupción que ya no proviene de la 
ocurrencia de actos individuales de vulneración a la ley, sino 
como producto de un sistema institucionalizado, de una política 
pública transversal que penetra todos o casi todos los ámbitos de 
la administración del Estado (Montúfar, 2020). 


Por medio de su control directo sobre el órgano legislativo, 
el gobierno de Correa logró la aprobación de leyes que 
promovieron, facilitaron y blindaron los actos de corrupción 
(ver Tabla 8.1). Este punto es de vital importancia para 
analizar y entender el alcance y significado de los cambios 


ocurridos durante la administración de Correa. Uno de los 
puntales, quizá el de mayor trascendencia, en la política 
energética (petrolera y eléctrica) tiene su explicación en la 
corrupción organizada desde el poder. La “fiebre” de 
construcción de infraestructura encuentra entonces su 
explicación, y la “cooperación” china encajaba perfectamente 
en la ecuación. 


Tabla 8.1. Pilares legales del sistema de corrupción institucionalizada 
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Fuente: elaboración propia con base en Montúfar (2020). 


¿Una cooperación neocolonial? 

Es necesario tener en cuenta las observaciones anteriores 
porque todo parece indicar que en un futuro próximo las 
relaciones Ecuador-China tenderán a intensificarse y abarcar 
otros sectores con afectaciones ambientales aún más serias que 
el petróleo y la minería. Si bien los sectores de materias primas 
esenciales (petróleo, soya, minerales y concentrados de cobre y 
hierro) continuarán siendo importantes, hay nuevos sectores 
que están empezando a incorporarse en el financiamiento, 
inversión y comercio de los países latinoamericanos con la 
China. Estos sectores están vinculados a las materias primas 
claves para la transición del mundo hacia un sistema energético 


sostenible basado en las energías renovables, como el litio, el 
molibdeno, el niobio, la alúmina y la madera de balsa, estos 
dos últimos de particular importancia para el Ecuador. 

La madera de balsa, debido a su flexibilidad, durabilidad y 
peso es un componente ideal en la estructura de las aspas de las 
turbinas eólicas. Ecuador es el mayor exportador mundial de 
madera de balsa. En 2020, las exportaciones ecuatorianas de 
balsa alcanzaron cerca de 1000 millones de dólares, y fue la 
China el destino de alrededor del 80 ciento de las 
exportaciones!!*!, Así, el logro de la China en alcanzar el 
primer lugar en el mundo en capacidad instalada de energía 
eólica en 2020 fue posible, en parte, a costa del sacrificio de la 
selva tropical y de violentar los derechos de los pueblos 
indígenas en la Amazonia ecuatoriana.!!?! Es muy probable 
que esta demanda siga creciendo. El objetivo de la China de 
alcanzar para 2030 una participación del 25 por ciento de 
generación de electricidad con tecnologías eólica y solar indica 
que el interés de la China por la balsa ecuatoriana seguirá en 
aumento. 

En esta misma línea, la demanda de aluminio (carrocería y 
baterías de los vehículos eléctricos, componentes estructurales 
de las turbinas eólicas y marcos de los paneles fotovoltaicos) se 
prevé un aumento del 200 por ciento hasta el 2050 (Albright, 
Ray y Liu, 2022). En la agenda de inversiones de la China en el 
Ecuador está prevista la instalación de una refinería de alúmina 
que sería alimentada por la electricidad del Proyecto Santiago 
(alrededor de 3000 mW) que tendría el financiamiento de la 
China!!0!, De esta manera, la China, mediante una 
combinación de finanzas estatales, préstamos comerciales e 
inversión, incorpora al Ecuador como parte integral de la 
cadena de suministro para el desarrollo de su estrategia de 
energía verde. 

No se puede desconocer que en un momento los préstamos 
provenientes de la China ayudaron a algunos países 


latinoamericanos a capear el temporal de la crisis económica 
2008-2009, de manera particular al Ecuador, que tuvo serias 
dificultades en el mercado convencional de capitales debido a 
su caída en moratoria con los bonos 2012 y 2030!!”!, Sin 
embargo, desde un inicio se alertó sobre un “patrón 
neocolonial” de las transacciones financieras!!%!, Se puede 
argumentar que la voraz demanda de la China de materias 
primas ha resultado en un aumento de los precios de los 
commodities y, por consiguiente, en una mejora de los términos 
de intercambio, pero en el fondo subyace un patrón neocolonial 
de explotación de los recursos de los países en desarrollo. Los 
préstamos de los bancos para proyectos de infraestructura, 
condicionados a la construcción por parte de empresas chinas, 
se han orientado, ante todo, a asegurar la provisión de recursos 
naturales a los mercados de la China. 

Se debe anotar que el flujo de capitales chinos hacia el 
extranjero refleja sus ciclos económicos domésticos (Meidan, 
2016). La fase inicial de las inversiones chinas en el extranjero 
se focalizó en asegurar sus necesidades energéticas, recursos y 
seguridad alimentaria y la diversificación del abastecimiento 
para una demanda doméstica en crecimiento. Al igual que su 
experiencia con Japón en los años setenta, en los que 
suministros de petróleo, carbón y otros minerales financiaron la 
intervención de firmas japonesas en la construcción de 
proyectos de infraestructura en la China, este país aplicó la 
misma estrategia en los países de África y América Latina 
(Brautigam, 2008). La crisis financiera de 2008 y el vacío 
dejado por las instituciones internacionales de financiamiento 
produjeron un entorno favorable para la rápida expansión de 
los flujos de capitales chinos a los países del Sur (Ang, 2016). 
En un período de tiempo relativamente corto, la China se ha 
convertido en el líder mundial del financiamiento del 
desarrollo. El Banco de Desarrollo de la China (BDC) y el Banco 
de Exportación-Importación de la China (EXIM-C), con activos 


superiores a 1,8 trillones de dólares, son las dos instituciones 
financieras del desarrollo más grandes del mundo si se las 
compara con las instituciones convencionales, cuyos activos 
apenas superan 700 billones de dólares (Kamal y Gallegher, 
2016). Son notables también las iniciativas chinas para 
establecer bancos multilaterales de desarrollo, como el New 
Development Bank y el Asian Infrastructure Investment Bank. 

Conviene señalar que en sus actividades financieras 
internacionales la China no es una entidad monolítica que 
actúa en perfecta coordinación. La estrategia de sus actividades 
de financiamiento en los países en desarrollo refleja una 
estrategia pragmática, adaptable y a menudo experimental 
(Gelpern, Horn, Morris, Parks y úTrebash, 2021). Las 
declaraciones políticas de los máximos dirigentes chinos son 
deliberadamente generales y vagas; la interpretación es dejada 
a los responsables de las instituciones involucradas (bancos 
estatales) y, sobre todo, a los actores directos (empresas 
estatales y semiestatales), quienes intervienen bajo criterios 
estrictamente comerciales (Lui y Chen, 2021). Este enfoque de 
“improvisación directa” (Ang, 2016, pág. 8) es evidente en la 
Belt and Road Initiative (BRD o la “nueva ruta de la seda”. Al 
respecto sostiene este autor: 


Difícil de concretarlo como un concepto, la BRI sirve como una 
declaración de intenciones políticas, pero en qué consiste y en 
qué no consiste es intencionalmente nebuloso y como son las 
empresas chinas las que implementan los proyectos es más 
adaptable a las condiciones locales. La implementación en el 
terreno muestra un paisaje fragmentado en lugar de una 
estrategia coherente del Estado chino. 


Exportando materias primas, importando 
desindustrialización 
Pero existe otra preocupación sobre el carácter neocolonial de 


las transacciones con la China. Mientras los recursos naturales 
son absorbidos por esta potencia, la industria de los países 
latinoamericanos confronta serias pérdidas ante las 
importaciones baratas de productos chinos, importaciones 
facilitadas, entro otros, por la subvaluación de su moneda. A lo 
largo del período 2003-2013, el 78 por ciento de la 
manufactura de los países de América Latina perdió 
competitividad frente a la China; una muestra de ello es la 
electrónica en México, la maquinaria en el Brasil, los textiles en 
Centro y Sudamérica (Gallagher, 2016, pág. 97). Según este 
autor, la crisis económica que empieza a sentirse a lo largo de 
América Latina no obedeció únicamente al descenso de los 
precios de los commodities, sino también al descenso de la 
manufactura y su afectación sobre el empleo. 

La literatura distingue dos términos para referirse al 
fenómeno de pérdida de participación de la manufactura en la 
composición del producto nacional. El término 
desindustrialización es usado para referirse sobre todo a la 
transición de las economías avanzadas hacia una nueva fase 
posindustrial de desarrollo. La disminución del empleo en la 
manufactura y, en menor escala, de la participación de la 
manufactura en el PIB es una tendencia observada en estos 
países por algunas décadas. Esta tendencia se manifiesta luego 
de un largo período de un comportamiento opuesto, de tal 
manera que se acepta como una regla que, a lo largo del 
proceso de desarrollo, la manufactura típicamente sigue la 
trayectoria de una U invertida (Rodrik, 2015). 

En el caso de América Latina, el fenómeno ha sido 
diferente. Se trata de un proceso de reprimarización de la 
economía (Rodrik, 2015) en el que el descenso de la 
manufactura es compensado por un aumento de participación 
de los sectores primarios. El índice de industrialización 
experimenta un decrecimiento sostenido hasta situarse a finales 
de la década pasada en alrededor del 13 por ciento (Gráfico 


8.1). Sin embargo, la diferencia con los países del Norte 
consiste en que en América Latina el punto de inflexión ha sido 
alcanzado de manera más temprana y, sobre todo, a niveles de 
ingreso mucho más bajos. Sin haber alcanzado niveles de 
industrialización adecuados, los países en desarrollo se han 
volcado a economías de servicios, fenómeno que Rodrik 
caracteriza como un “desarrollo prematuro” (2015, pág. 2). La 
excepción sería el sudeste de Asia, la China en particular. Sin 
lugar a dudas, la China ha sido un factor decisivo para la 
reprimarización de las economías latinoamericanas. Mientras 
que el 84 por ciento de las exportaciones de los países de 
América Latina a la China son materias primas, el 64 por ciento 
de las exportaciones de la China que fluyen a la región son 
productos manufacturados (Weber, 2019, pág. 159). 


Gráfico 8.1. Contribución de la manufactura al valor agregado total 
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Fuente: elaboración propia con base en CEPALSTAT. 


El porcentaje de la manufactura en el total de 
exportaciones de la región descendió del 60 por ciento en 
promedio durante los noventa al 35 por ciento en 2015. La 
explicación es compleja y tiene que ver, por supuesto, con una 
diversidad de factores como la estructura productiva, las 


estrategias de desarrollo y las políticas sociales, entre otras. Sin 
embargo, la explicación de fondo estaría dada por el cambio de 
“paradigma tecnológico” (Pérez, 2010) que empieza a aflorar a 
inicios de los setenta, concepto cercano al concepto de Arrighi 
de “ciclos sistémicos de acumulación” (2010). Según estos 
autores, el modelo fordista-keynesiano había alcanzado su 
madurez en los años sesenta y el proceso de acumulación de 
capital enfrentaba límites. “Las industrias-núcleo, motores del 
crecimiento empezaron a enfrentar la saturación del mercado y 
retornos decrecientes en la inversión en innovación 
tecnológica” (Pérez, 2004, pág. 58). Los países del sudeste 
asiático, la China en particular, aprovecharon esta “ventana de 
oportunidad” convirtiéndose en suministradores de bienes 
finales, con calidad de país desarrollado, pero a costos de país 
en desarrollo. Señala esta autora, 


La dirección tomada por el actual proceso de globalización parece 
haber dado a Asia el rol de “fábrica del mundo” en los 
concerniente a las industrias de fabricación [la manufactura 
convencional]. [...]. [Llas ventajas sobre las cuales se organiza 
esta especialización global son las inmensas cantidades de fuerza 
de trabajo barata y el abundante número de ingenieros y de 
personal altamente educado de su población. [...]. América 
Latina tiene dificultades crecientes para competir en la 
fabricación, especialmente en las áreas de productos de alto 
volumen y bajo costo. Su densidad poblacional es muy inferior a 
la de Asia y la mano de obra, a pesar de ser muy barata, 
sobrepasa con mucho en nivel asiático de salarios (Pérez, 2010, 
pág. 124). 


En la misma tónica, Di John afirma que el mayor problema 
para sostener el crecimiento de la manufactura de las 
economías latinoamericanas (así como de economías de ingreso 
medio) es que ellas están atrapadas entre los productores de 
bajo costo como la China e India y los productores de alta 


tecnología de la OCDE. La lucha por capturar mercados de 
sectores de tecnología intermedia requiere estrategias efectivas 
de producción. Esto a su vez requiere grados de coordinación y 
cooperación entre el Estado, los empresarios y sindicatos que 
han resultado difíciles en un continente donde el populismo, el 
clientelismo, la fragmentación política y el rechazo a los 
partidos políticos es la norma (2009, pág. 287). 


Conclusión 

Empezamos reiterar que los préstamos de las instituciones 
financieras chinas no sustituyeron al financiamiento 
convencional de las instituciones financieras internacionales. 
Los países continuaron recibiendo flujos de financiamiento de 
estas últimas sin que exista un traslape significativo entre estas 
dos fuentes de financiamiento. La diferencia consistió en que 
mientras los préstamos de las instituciones multilaterales de 
desarrollo estuvieron dirigidos a cubrir un amplio rango de 
objetivos gubernamentales, sociales y ambientales, los créditos 
chinos fueron dirigidos principalmente a financiar la 
construcción de grandes obras de infraestructura energética y 
de minería que garantizaban su amortización, el suministro de 
materiales estratégicos y la intervención de empresas chinas en 
la construcción!!?!, 

Pero la diferencia del financiamiento chino no se limitó a 
la escala y destino de los préstamos, sino a la modalidad de 
financiamiento. Insistimos en el hecho de que los préstamos 
chinos no estaban atados a los rígidos condicionamientos de las 
instituciones financieras internacionales. Los préstamos eran 
más flexibles y de mayor riesgo debido al esquema innovativo 
de financiamiento. Más de la mitad del financiamiento 
proveniente de la China es bajo la forma de un instrumento 
único de préstamo: los préstamos atados a los commodities 
mediante el cual los gobiernos envían millones de barriles de 
petróleo como amortización de los préstamos bajo condiciones 


estrictamente comerciales. Si bien las tasas nominales de 
interés han sido más o menos iguales a las tasas de interés 
aplicadas por el mercado financiero internacional, las tasas 
efectivas (tasa nominal + prima de riesgo + costos financieros 
+ comisiones) aplicadas por los prestamistas chinos superaron 
con creces las tasas del mercado internacional de capitales. Si a 
estos condicionamientos se agregan, como en el caso del 
Ecuador, los descuentos del precio del petróleo en relación con 
los marcadores internacionales exigidos por las empresas 
chinas, los cortos periodos de amortización y la obligación de 
la intervención de empresas chinas de ingeniería en la 
construcción de los proyectos, se tiene entonces un panorama 
que difícilmente encaja en la idea de cooperación Sur-Sur. 

En resumen, los préstamos de la China al Ecuador 
cumplieron varios objetivos. Desde el lado de la China 
(Gallagher, 2016; Villavicencio, 2014): 


1. los préstamos le aseguraban el suministro de petróleo a 
mediano plazo, comprometiendo las reservas de crudo 
del país; 

2. al estar condicionados los préstamos a la participación de 
empresas chinas en la construcción de obras de 
infraestructura, los préstamos creaban un mercado 
seguro para la exportación china de bienes y servicios; 

3. permitían un uso más productivo de sus reservas 
monetarias en lugar de las bajas tasas de interés ofrecidas 
por los bonos del Tesoro de los EE. UU.; 

4. promovían la experiencia e internacionalización de las 
empresas chinas; y 

5. la China se ganaba el favor y el apoyo de los gobiernos 
beneficiarios de los préstamos en los foros 
internacionales. 


Desde el lado del Ecuador: 


1. se hipotecaban las reservas de petróleo; 

2.los préstamos  financiaban la construcción de 
megaproyectos hidroeléctricos de dudosa urgencia y 
necesidad a sobreprecios que disimulaban una galopante 
corrupción; 

3. el Ecuador recibía proyectos llave en mano de dudosa 
calidad, en muchos casos perjudiciales para el ambiente y 
sin ninguna participación de la ingeniería nacional!20); 

4. el gobierno se aseguraba un flujo de dinero para cubrir a 
discreción el creciente déficit fiscal; 

5. la “flexibilidad” de los préstamos liberaba temporalmente 
al gobierno de los condicionamientos impuestos por los 
organismos multilaterales de financiamiento!?!); 

6. los acuerdos financieros con la China constituyeron quizá 
el mecanismo más eficaz para la puesta en marcha de un 
sistema de corrupción organizada desde el centro del 
poder. 


Por último, y desde una perspectiva regional, la 
proliferación de acuerdos comerciales bilaterales entre la China 
y diferentes gobiernos latinoamericanos en los últimos años 
subraya los límites de los recientes intentos de construir un 
regionalismo contrahegemónico en América Latina (Weber, 
2019, pág. 160). Señala este autor el fracaso de los foros 
regionales en una posición común para consolidar relaciones 
más inteligentes con la China y añade: 


En lugar de consolidar la integración latinoamericana mediante el 
establecimiento de una autonomía relativa ante el poder de 
Estados Unidos, los acuerdos bilaterales con China han tendido a 
fortalecer la competencia interestatal en América Latina entre los 
productores de productos primarios por una participación en el 
mismo mercado de exportación, mientras que nuevas relaciones 
de dependencia bilateral con China están formalmente 
institucionalizadas en las próximas décadas. 


1. Remitimos al lector al comprensivo estudio sobre la cooperación 
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(Gallagher, 2016). « 
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medio el consumo de cemento de la China fue un 45 por ciento superior 
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(Harvey D., 2020). « 

4. El País, “Cooperación Sur-Sur: la nueva herramienta del colonialismo 
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. Según el discurso oficial, se trataba de “acabar con la noche neoliberal y 
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nuestro petróleo” (R. Correa). « 

8. En el año 2021, el Ecuador entregó su petróleo a la China con un 
descuento promedio US$ 5,56 por barril respecto al marcador WTI 
vigente para el crudo ecuatoriano. Este descuento fue superior al 
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(Amazon Watch). « 
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11. En el año 2014, al mismo tiempo que el Ecuador promocionaba una 
compensación internacional por no explotar las reservas de petróleo en el 
Parque Nacional Yasuní, el gobierno negociaba, de manera confidencial, 
con el Banco de Desarrollo de la China un préstamo de un billón de 
dólares. El préstamo sería garantizado por el petróleo extraído de los 
campos del Parque, con lo cual la China se aseguraba la provisión de por 
lo menos 80.000 barriles diarios de crudo. El préstamo contemplaba dos 
tramos: 500 millones destinados a proyectos prioritarios (básicamente 
para cubrir el déficit fiscal) y 500 millones destinados a proyectos de 
infraestructura que serían ejecutados por empresas chinas. Bajo un plazo 
de cuatro años y pagos semestrales de capital e intereses, los costos 
financieros de la operación correspondían a una tasa real de interés del 
13,97 por ciento (6,67 tasa LIBOR + 5,35 tasa de riesgo + 1,2 por 
comisión de entrada + 0,75 de interés por saldos no utilizados). (The 
Guardian, 20/2/2014, sobre la base del documento confidencial de China 
Development Bank Credit Proposal for Oil Drilling in Ecuador; Ministerio 
de Coordinación de Política Económica del Ecuador). 

Siguiendo una política similar, “en el año 2010, el Banco de desarrollo de 
China ofreció a Argentina un préstamo de 10 billones de dólares con una 
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prima de riesgo de 600 puntos sobre la tasa LIBOR, mientras el mismo 
año los préstamos concedidos por la Corporación Andina de Fomento la 
prima de riesgo aplicada estuvo en el rango entre 155 a 235 puntos” 
(Gallagher, 2016, pág. 78). « 

Estimaciones conservadoras arrojan que la diferencia de los intereses 
pagados por el Ecuador a los préstamos de los bancos chinos y las tasas 
comerciales del mercado financiero (alrededor del 7 por ciento) 
significaron un costo para el Ecuador de alrededor 1300 millones de 
dólares (www.planv.ec.com). « 

T. Mark: “China and India to join aid partnership”. The Guardian, 
11/11/2011. + 

The Economist, “The wind-power boom set off a scramble for balsa wood 
in Ecuador”; 30/1/2021. + 

https://bit.ly/3S6zzu8 « 

En 2019, la empresa estatal china Jiuquan Iron 8: Steel (JISCO) se vio 
obligada a suspender las operaciones de su refinería de alúmina en 
Jamaica por problemas de serias contaminaciones del agua y del aire, que 
han afectado la salud de los habitantes (Albright, Ray y Liu, 2022). « 

En 2008, el Ecuador incumplió el pago de estos dos bonos en circulación 
por un total de US$ 3200 millones aduciendo irregularidades en su 
emisión. El incumplimiento fue inusual dado que el gobierno no 
mencionó premuras financieras sino irregularidades en la propia deuda y 
Moody's bajo la deuda a la categoría Caa-3. En 2012, Moody's subió la 
categoría de la deuda a Caa-1 aduciendo la capacidad del Ecuador para 
asegurar financiamiento proveniente de la China. En 2014, el Ecuador 
regresó a los mercados financieros internacionales con la emisión de 
nuevos bonos (Ray y Chimienti, 2016). « 

“China pours its wealth in Latin America” (The Guardian, 18/4/2010); J. 
M. Blanchard: “Revisiting the Resurrected Debate about Chinese 
Neocolonialism” (The Diplomat, 2/2018); B. Larmer: “Is China the World's 
New Colonial Power?” (The New York Times, 2/5/2017). « 

Los bancos chinos canalizaron el 87 por ciento de sus préstamos a los 
sectores de minería, energía e infraestructura, mientras que únicamente el 
29 por ciento de los préstamos del BID y el 34 por ciento de los préstamos 
del Banco Mundial fueron dirigidos hacia esos sectores. Estas instituciones 
canalizaron alrededor de la tercera parte de sus préstamos hacia los 
sectores de salud, ambiente y protección social, los cuales no eran de 
interés de los chinos (Gallagher, 2016, pág. 72). Los bancos chinos 
argumentan que ellos proveen financiamiento a esos sectores porque 
buscan apoyar directamente el desarrollo económico en lugar del 
bienestar social. « 

En 2010, el CHEXIM (China Export-Import Bank) otorgó al Ecuador un 
préstamo de 1,7 billones de dólares para pagar a la empresa china 
Synohydro la construcción de la central hidroeléctrica Coca Codo Sinclair. 
Además de los inmensos e irreversibles impactos ecológicos que ha 
ocasionado la central, las serias fallas detectadas en la construcción ponen 
en un riesgo casi eminente la vida útil del proyecto. Una situación similar 
ocurre con la central hidroeléctrica Toachi-Pilatón. « 

No cabe duda de que los flujos de capitales chinos contribuyeron al 
retorno del Ecuador a los mercados financieros internacionales. En 2014, 
cuando los préstamos chinos fueron insuficientes para aliviar la brecha 
fiscal, el gobierno suscribió bonos soberanos por 2000 millones de dólares 
que fueron negociados en los mercados financiaros a una tasa de 
descuento del 7,95 por ciento y con un vencimiento de 10 años (The Wall 
Street Journal, 17/6/2014). En el mismo año, el Perú colocó bonos en el 
mercado internacional a una tasa inferior al 4 por ciento y a treinta años 
plazo (https: //tradingeconomics.com/peru/government-bond-yield). La 
moratoria declarada por el Ecuador por 3,2 billones de dólares en 2008 


tuvo un alto costo financiero para el Ecuador. « 


Parte llI. 
Extractivismo: convergencias 
y divergencias 


Las tesis sobre la maldición de los recursos, la enfermedad 
holandesa, los efectos negativos del extractivismo sobre la 
democracia y gobernanza de los países han adquirido amplia 
aceptación, en parte, por estar sustentadas en el uso de 
modelos estadísticos y econométricos. Esto no debe sorprender, 
ya que estos métodos son considerados como los más rigurosos, 
los más disciplinados y científicos de los métodos de análisis de 
datos y, por consiguiente, constituyen las herramientas 
centrales de la investigación cuantitativa en las ciencias 
sociales. No cabe duda de que los métodos estadísticos son 
técnicas válidas y rigurosas, pero ellos están organizados 
alrededor de una categoría específica de rigor, del rigor de la 
disciplina que los sustenta, pero que, de ninguna manera, se lo 
puede considerar como un rigor universal (Ragin, 2008). 
Hemos insistido a lo largo de los capítulos anteriores en el 
carácter restrictivo de las técnicas de regresión. Sobre la base 
de un extenso volumen de literatura, se ha mostrado que los 
resultados de estos análisis, en el mejor de los casos, no son 
concluyentes. Más aún, ellos están fuertemente influenciados 
por las limitaciones conceptuales y metodológicas inherentes a 
estas herramientas, entre otras, por la especificación de los 


modelos, en muchos casos por el carácter sesgado y subjetivo 
de la información que los alimenta, el período de tiempo que 
cubre el análisis y hasta la técnica utilizada para establecer 
correlaciones entre las variables. Todos estos elementos 
constituyen argumentos válidos para proceder con cautela en la 
aplicación de estas herramientas, especialmente cuando se 
pretende deducir a partir de los resultados de la aplicación de 
estas técnicas teorías oO verdades universales respecto a 
fenómenos sociales complejos. 

Pero de todas las limitaciones en la aplicación de los 
métodos estadísticos en las ciencias sociales, la más restrictiva 
tiene su origen en la focalización de estos métodos en la 
estimación de los “efectos netos” de variables “independientes” 
que actúan sobre variables “dependientes”. El objetivo del 
análisis cuantitativo consiste en explicar la ocurrencia de un 
evento o fenómeno social (variable dependiente) como 
resultado del efecto de factores causales concurrentes (variables 
independientes). Este enfoque se inscribe en el campo de la 
“teoría de la varianza”, centrado en realizaciones de tipo 
estocástico, en contraposición al enfoque opuesto, la “teoría de 
procesos”, centrado en encontrar patrones típicos de causalidad 
en uno o pocos casos de estudio (Abbot, 2001). 

El presente capítulo analiza el fenómeno del extractivismo 
desde una perspectiva diferente: el análisis cualitativo 
comparado (ACC). Se trata de unenfoque relativamente 
nuevo, diseñado para superar las limitaciones de los 
enfoques cuantitativos orientados a variables, así como de 
los análisis típicamente cualitativoscentrados en narrativas 
de casos específicos. El ACC designa tanto un abordaje 
metodológico como un conjunto de conceptos y herramientas 
para el análisis empírico de los fenómenos sociales. El método 
comprende un conjunto de técnicas articuladas por 
presupuestos epistemológicos comunes y específicos, así como 
por una lógica de funcionamiento similar basada en el enfoque 


configuracional, la lógica de minimización booleana y su 
anclaje en la teoría de conjuntos. 

Desarrollado por C. Ragin en su obra seminal The 
Comparative Method: Moving Beyond Qualitative and Quantitative 
Strategies (1987), este muevo enfoque metodológico ha 
conocido un notable desarrollo, con una aplicación creciente en 
las diferentes disciplinas de las ciencias sociales. A menudo se 
ubicaal ACC a medio camino entre los enfoques de 
análisis cualitativos y cuantitativos; sin embargo, las 
técnicas del ACC van mucho más allá de ser un punto de 
encuentro entre las aproximaciones dominantes en las 
ciencias sociales, constituyendo en sí mismas un enfoque 
original y novedoso con unas características muy 
marcadas y fácilmente reconocibles. 

El objetivo del análisis cualitativo consiste en explicar la 
ocurrencia de un evento o fenómeno social (“variable 
dependiente”) como resultado del efecto de la combinación de 
factores causales concurrentes (causalidad coyuntural), la 
existencia de diferentes combinaciones o trayectorias para la 
ocurrencia de un fenómeno (equifinalidad) y la explicación 
para la ocurrencia o no ocurrencia de un fenómeno (causalidad 
asimétrica). En el marco de esta causalidad compleja, el 
análisis explora las condiciones específicas bajo las cuales el 
fenómeno de interés tiene lugar. Por lo tanto, las relaciones de 
causalidad son expresadas en términos de necesidad (una 
condición está siempre presente cuando el evento ocurre) y de 
suficiencia (siempre que la condición está presente el evento 
tiene lugar). 

¿Cuáles son las condiciones (factores, variables) que 
explican los diferentes patrones de crecimiento observados en 
las economías extractivas en América del Sur a lo largo de las 
tres últimas décadas? Esta es la pregunta que intenta responder 
el capítulo a continuación. Seis países (Bolivia, Colombia, 


Chile, el Ecuador, el Perú y Venezuela) y cinco hipótesis de 
causalidad (condición extractivista, ¡inversión extranjera, 
gestión de las rentas, políticas ortodoxas-heterodoxas y gasto 
público) son estudiados en el marco de un análisis cualitativo 
comparado. Los resultados del análisis muestran que no existe 
un factor único que por sí mismo sea suficiente para explicar 
las trayectorias de crecimiento económico experimentados por 
los seis países a lo largo de los tres períodos estudiados. Por el 
contrario, el análisis concluye que la causalidad del crecimiento 
se debe a coyunturas múltiples de combinaciones de 
condiciones (resultantes de políticas y estrategias concretas) y 
el método aplicado ha permitido identificar las condiciones 
causales compartidas por los casos objeto del análisis 
(causalidad coyuntural). Estas condiciones no compiten entre 
ellas, como es el caso de los métodos correlacionales; ellas se 
combinan y la manera como lo hacen es un tema que el 
investigador debe ensamblar sobre la base de un análisis 
particular de cada caso. 


Extractivismo: un análisis 
cualitativo comparado 


El análisis cualitativo comparado 


Un enfoque configuracional 

Los cientistas sociales a menudo enfrentan un dilema al 
conducir la investigación social. Por un lado, ellos pueden 
abordar, por ejemplo, las economías extractivas como 
pertenecientes a una población inclusiva e investigar cómo el 
fenómeno  extractivo varía en escala, intensidad y 
consecuencias. El estudio se focaliza en patrones generales 
observados en todos los casos, generalmente mediante la 
correlación de diferentes aspectos, con el fin de identificar 
inferencias a partir de los patrones observados. Una vez que se 
define un conjunto relevante de observaciones, las técnicas 
estadísticas convencionales tratan estos casos como 
observaciones equivalentes, lo que supone un grado sustancial 
de homogeneidad a lo largo de los casos. Más aún, una vez que 
los límites del universo estudiado son establecidos, la cuestión 
de la homogeneidad no es reabierta. Cualquier cambio en los 
límites del conjunto de observaciones relevantes cambia las 
correlaciones entre las variables utilizadas para caracterizar los 
casos incluidos en el conjunto de observaciones. Este es el 
enfoque adoptado por la mayoría de estudios que, a partir de la 
aplicación de herramientas estadísticas, se focalizan en inferir 
los efectos del fenómeno extractivo sobre el crecimiento 


económico a partir de un análisis correlacional entre variables 
independientes. 

Por otro lado, los cientistas sociales también pueden 
abordar los fenómenos sociales como eventos, provocados por 
actores que toman decisiones e interactúan entre ellos, y 
presentar estudios detallados de uno o pocos casos específicos. 
Bajo esta perspectiva, y en el tema que nos ocupa, el fenómeno 
extractivista es explicado como el resultado de una secuencia 
de sucesos y coyunturas de una cadena de eventos, de tal 
manera que el investigador se focaliza en la identificación de 
patrones y mecanismos de causalidad. Las estrategias de 
investigación  focalizadas en eventos son a menudo 
caracterizadas como “cualitativas” y el método de análisis 
consiste en seleccionar uno o pocos casos y tratar de dilucidar 
el carácter específico del fenómeno objeto de estudio. Este tipo 
de investigación se focalizará en el carácter específico del caso 
seleccionado como un todo interpretable, como un caso de 
representación completa del fenómeno estudiado y con 
conclusiones válidas para este caso!!!, 

Por último, se puede acometer la investigación de los 
fenómenos sociales como un estudio comparativo de casos. Esta 
alternativa permite una aprehensión de la diversidad del 
fenómeno y acortar así la brecha entre las dos alternativas 
anteriores. En lugar de asumir, por ejemplo, que todas las 
economías extractivas pertenecen a un universo único o a un 
conjunto restringido de casos, el enfoque comparativo reconoce 
la presencia de diferentes categorías empíricas, cada una con 
una variedad de causas y consecuencias. Esta modalidad de 
investigación permite abordar los fenómenos sociales en 
términos de tipos y clases, permitiendo de esta manera 
generalizaciones intermedias que se refieren a diferentes 
categorías. Este es precisamente el objeto del análisis 
cualitativo comparado. 

La distinción entre métodos cuantitativos y enfoques 


cualitativos no tiene nada que ver con el uso de números versus 
el uso de la expresión verbal. La diferencia fundamental 
consiste en que estos dos paradigmas están basados en dos 
escuelas alternativas de matemáticas: los métodos cuantitativos 
en la estadística descriptiva e  inferencial (teoría de 
probabilidades y teoría estadística), mientras que la 
investigación cualitativa, el ACC en particular, tiene sus raíces 
en la lógica formal y la teoría de conjuntos. Se trata de dos 
paradigmas de la investigación, de dos tradiciones o culturas de 
investigación. La pregunta de cuál de los métodos es superior 
carece de sentido. Ambas técnicas son apropiadas para 
diferentes tareas de investigación y están diseñadas para 
alcanzar objetivos de investigación diferentes. Para algunos 
objetivos de investigación, los métodos cuantitativos son más 
apropiados que las técnicas cualitativas, mientras que para 
otros las segundas se adaptan mejor. 


Causalidad compleja 
El enfoque del ACC y los enfoques cuantitativos 
(econométricos) difieren diametralmente en la concepción de la 
causalidad de los fenómenos sociales. En los estudios 
correlaciónales, la causalidad es típicamente inferida de un 
patrón de covariación. Si se considera que una variable 
representa una causa (dependencia de la exportación de 
recursos) o es indicador de una condición causal fuertemente 
correlacionada con la variable resultado (crecimiento 
económico), entonces el investigador establece una inferencia 
causal (“la dependencia de recursos mineros inhibe el 
crecimiento económico”). Generalmente, el investigador evalúa 
al mismo tiempo la influencia o importancia relativa de algunas 
variables adicionales. El objetivo consiste en identificar cuál de 
las variables explica la mayor variabilidad de la variable 
resultado, o simplemente evaluar la importancia relativa de 
diferentes variables. 

La característica más relevante, y quizá la más restrictiva, 


de los métodos estadísticos de regresión consiste en asumir la 
causalidad de los fenómenos sociales como lineal y aditiva. Esta 
hipótesis, implícita en los modelos, supone una enorme 
simplificación de la realidad social (Ragin, 2008). Cuando se 
ajusta un modelo de regresión, se procura encontrar el patrón 
de relación causal que es común a la mayoría de los casos 
(observaciones). Bajo este patrón, las variables independientes, 
es decir, las variables a las que se atribuye fuerza causal sobre 
el fenómeno que se estudia (variable dependiente), son vistas 
como analíticamente separables; se trata de medir el impacto, 
el efecto neto, de cada una de ellas sobre la variable 
dependiente manteniendo fijo —controlando— el efecto de las 
demás. El coeficiente numérico obtenido expresa el peso causal 
específico de la variable en cuestión sobre el proceso que se 
estudia. 

En algunos casos puede ser de interés evaluar la 
importancia relativa de las variables; sin embargo, este no debe 
ser el objetivo exclusivo del enfoque analítico de las ciencias 
sociales. El objetivo primario de la investigación debe ser 
analizar cómo diferentes condiciones, factores o variables 
causales se combinan en la ocurrencia de un fenómeno social. 
El análisis cualitativo comparado permite abordar la 
explicación de los procesos sociales en términos de una 
causación compleja, como una combinación de factores o 
condiciones. Las condiciones de causalidad no compiten entre 
ellas como en el caso de los métodos correlacionales; ellas se 
combinan. Analizar la manera como estas condiciones se 
combinan y ensamblar esta combinación e interacción sobre la 
base del conocimiento de un conjunto de casos de estudio es el 
objetivo del ACC. 

En resumen, a diferencia de la unifinalidad característica 
del análisis cuantitativo, el análisis de condiciones necesarias y 
suficientes permite explorar: i) la combinación de factores que 
conducen a un resultado; ii) las diferentes combinaciones de 


condiciones que pueden conducir a un mismo resultado; iii) 
cómo una misma condición puede tener diferentes impactos 
causales dependiendo de las demás condiciones con las que 
interactúa; y iv) explicar el hecho de que si bien un factor 
explicativo puede conducir a la ocurrencia de un resultado, no 
se puede asegurar que la ausencia de ese factor inhiba la 
ocurrencia de ese resultado. Los dos primeros ítems se refieren 
a la equifinalidad de causas; el tercero, a la causalidad 
coyuntural, y el último, a la asimetría de las condiciones 
causales. Estas tres características definen la causalidad 
compleja abordada por el ACC. 


Los casos de estudio 

El estudio cualitativo comparado de un grupo de economías 
extractivas, cuya síntesis presentamos a continuación, se centra 
en analizar el desempeño económico como resultado de la 
presencia e interacción de un cierto número de factores, 
variables o condiciones entre los cuales la dependencia de la 
explotación y exportación de recursos mineros y energéticos, es 
decir, la condición extractivista de los países, ocupa el centro 
de atención. La pregunta central que este ejercicio trata de 
responder puede ser formulada en los términos siguientes: 
¿cuáles son las condiciones (factores, variables) necesarias y 
suficientes explicativas de las trayectorias de crecimiento 
económico que han experimentado los países con economías 
extractivas en las tres últimas décadas? 

La respuesta a esta pregunta requiere como punto de 
partida definir un área de homogeneidad, un dominio de 
investigación que demarca los límites dentro de los cuales las 
unidades o casos objeto de análisis y comparación son 
seleccionados. Después de todo, los casos se refieren a cierta 
clase de fenómenos que ocurren en un contexto determinado y 
acotado. Por consiguiente, los casos de estudio deben mostrar 
un cierto paralelismo y ser comparables entre ellos a lo largo 


de ciertas dimensiones especificadas. Esta consideración nos 
conduce a acotar el sistema o universo de estudio sobre la base 
de un balance entre criterios de carácter teórico, empírico y 
práctico. 

En el presente análisis, se parte del criterio cercano a la 
idea de mayor similitud (Caramani, 2009) en la selección de los 
casos de estudio. De acuerdo a este criterio, es posible 
identificar entre sistemas similares un número de diferencias 
teóricamente significativas y asumir que estas diferencias 
pueden ser usadas en la explicación de un fenómeno. La 
combinación de casos similares permite el “control” de la 
mayoría de las variables en el sentido de que algunas 
condiciones o factores pueden ser excluidos y los resultados 
diferentes que se observan en la población o muestra pueden 
ser atribuidos a los factores remanentes que diferencian los 
casos. Bajo el criterio de mayor similitud de los casos, se 
consideran dos dimensiones para acotar la selección: una 
dimensión temporal y otra que se refiere al carácter 
extractivista de los casos. La explicación es como sigue. 


Dimensión temporal 

La temporalidad en la selección de los casos de estudio está 
asociada a las oscilaciones de los precios de los recursos 
naturales en el mercado mundial. Ante las fluctuaciones de los 
precios, los países adoptan distintas estrategias de repuesta que 
se traducen en políticas y trayectorias de crecimiento 
diferenciadas, y es precisamente la combinación de estas 
respuestas la que explica su desempeño económico a lo largo 
del período de tiempo que cubre el estudio. 

En las últimas tres décadas, período que cubre el presente 
análisis, los precios internacionales de los minerales y el 
petróleo presentan patrones o tendencias claramente 
identificables (Gráfico 9.1). A lo largo de los años noventa y 
primeros años de la década posterior (1990-2003), se puede 
observar un ciclo de precios deprimidos, por debajo del nivel 


de precios reales registrados en 1980 (año de referencia en el 
gráfico). En la década siguiente (2003-2012), esta tendencia 
cambia notablemente y los precios de los commodities entran en 
un nuevo superciclo de precios al que nos referimos ya 
anteriormente. Posteriormente (2013-2019), la tendencia se 
revierte y los precios disminuyen, pero, de todas maneras, 
tienden a estabilizarse en niveles superiores a los observados en 
los años noventa. La constatación de este comportamiento de 
los precios tiene una incidencia diferenciada en las economías 
de los países, cuyos efectos dependen de las respuestas 
adoptadas por sus gobiernos. Esto nos lleva a distinguir tres 
subperíodos de análisis: 1990-2003, 2004-2012 y 2013-2019. 
Se asume, por consiguiente, que los factores explicativos del 
desempeño económico pueden variar no solamente entre los 
países, sino en el interior de cada uno de ellos. Esta 
periodización nos lleva a tratar los países no como 
observaciones o casos homogéneos, sino que permite capturar 
el efecto de las condiciones de causalidad sobre el crecimiento 
en consonancia con las fluctuaciones de los precios de 
exportación de los recursos extractivos. 


Gráfico 9.1. Precios reales de los productos primarios (1980 = 100) 
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Fuente: elaboración propia con base en Ocampo J. (2017). 


Dimensión extractivista 
La segunda dimensión en la delimitación del universo de 


estudio tiene que ver con la intensidad o nivel de afectación de 
las actividades extractivas sobre las economías de los países. 
Definimos aquí como “economías extractivas” a aquellos países 
en los que una elevada participación de la renta proveniente de 
la extracción de minerales o recursos energéticos vuelven a 
estos recursos la piedra angular de la economía ya sea por su 
peso en la composición del producto nacional, en el total de las 
exportaciones o en el ingreso fiscal de los gobiernos. Las 
actividades extractivas incluyen la explotación de recursos 
energéticos (petróleo, gas natural y carbón) y de minerales y 
concentrados. 

La categorización de un país como una economía 
extractiva es necesariamente un ejercicio discrecional. Según la 
UNCTAD, un país en desarrollo es considerado un país 
dependiente de recursos naturales cuando el ingreso por 
exportaciones de bienes primarios contribuye con más del 60% 
al total de sus exportaciones (Hallam, 2018). En el caso del 
petróleo, el Banco Mundial considera países dependientes de 
las exportaciones de petróleo aquellas economías en las que las 
exportaciones de este recurso constituyen por lo menos el 50% 
de las exportaciones totales (2006). Otros autores coinciden en 
calificar a un país como economía extractiva si las actividades 
extractivas representan niveles superiores al 8 por ciento del 
PIB y al 40 por ciento de los ingresos por exportaciones 
(Nankani, 1979; Gelb, 1988; Auty, 1993). 

La dependencia del ingreso fiscal de las rentas e impuestos 
de los recursos minerales y energéticos ha sido sugerida como 
un tercer elemento para categorizar un país como una 
economía extractiva (Oskarsson y Ottosen, 2010; Collier, 2007; 
Auty, 1993). Este criterio es relevante ya que la transferencia 
de los ingresos de las actividades extractivas al gobierno sería 
la causa principal de la llamada maldición de los recursos 
(Davis G., 1995). Dependiendo de la participación porcentual 
de las rentas en el presupuesto nacional, Burchardt (2016, pág. 


73) sugiere distinguir tres tipos particulares de Estados 
rentistas: “tipo pronunciado (por lo menos 40%), tipo medio 
(por lo menos 30%) y tipo débil (por lo menos 20%)”. Sin 
embargo, señala este autor (pág. 62) que, dadas las 
imprecisiones metodológicas y criterios no siempre 
coincidentes en la definición de este último indicador, resulta 
difícil determinar la proporción de las rentas extractivas dentro 
de los presupuestos nacionales, por lo que las estadísticas 
deben ser tomadas con cautela. 

En el presente análisis se han considerado los tres criterios 
anteriores para la definición de los casos como economías 
extractivas. La información disponible, como se muestra a 
continuación, permite identificar los siguientes países: Bolivia, 
Colombia, Chile, el Ecuador, el Perú y Venezuela. Por 
consiguiente, la intersección de la dimensión temporal (tres 
períodos) con la dimensión geográfica, social y política (seis 
países) define, en principio, 18 casos de estudio!?! cuya 
comparación permite dilucidar la influencia de un conjunto de 
factores, incluida la condición extractivista, sobre el 
crecimiento económico experimentado por estos países a lo 
largo de las tres últimas décadas. 


Los factores de causalidad 
Analizar las relaciones de causalidad (es decir, la relación 
sistémica entre eventos o fenómenos) es el objetivo último de 
los estudios comparativos. Se asume que los eventos están 
uniformemente conectados y las declaraciones de causalidad 
implican una especie de leyes sobre regularidades entre causas 
y efectos. El ACC es en esencia un método comparativo 
configuracional y, como tal, está focalizado en evaluar en qué 
medida las semejanzas O diferencias entre configuraciones 
(conjunto de variables, factores o condiciones) están 
relacionados con el fenómeno que se pretende explicar. 
Evidentemente, existe un número considerable de teorías y 


enfoques que compiten en la explicación del crecimiento 
económico y, por consiguiente, los factores que cada teoría 
admite como variables explicativas del fenómeno son así 
mismo múltiples. La tarea inicial del investigador consiste 
entonces en seleccionar un conjunto de variables que definen el 
espacio de condiciones dentro del cual se ubican los casos de 
estudio y que, en definitiva, explican los resultados objeto de la 
investigación. Son varios los criterios que han guiado la 
selección de condiciones explicativas en el presente análisis. En 
primer lugar, uno de carácter práctico que consiste en acotar el 
número de variables a un nivel manejable de acuerdo a las 
características del método. Varios autores (Ragin, 2008; 
Kahwati y Kane, 2020; Hirzalla, 2020) sugieren como “regla de 
oro” que la selección de casos debe ser tres o cuatro veces 
superior al número de condiciones, lo que implica, en el 
presente estudio, que un número de cinco condiciones estaría 
dentro del rango sugerido. 

Un segundo criterio consiste en seleccionar un conjunto de 
variables oO condiciones que permitan comparar las 
conclusiones del análisis cualitativo comparado con otros 
estudios focalizados en el análisis del extractivismo y el 
crecimiento económico (Sachs y Warner, 2001; Manzano y 
Rigobón, 2007;  Brunnschweiler, 2008;  Sala-i-Martin, 
Doppeholfer y Miller, 2004). En tercer lugar, se ha 
seleccionado un conjunto de condiciones que reflejan de una 
manera más directa las implicaciones del fenómeno 
extractivista en el desempeño económico de los países. 
Recalcamos que las condiciones seleccionadas corresponden a 
variables sustentadas en información estadística y, por 
consiguiente, ninguna de ellas corresponde a criterios de 
carácter subjetivo (indicadores de democracia, niveles de 
corrupción, índices de gobernabilidad, efectividad de las 
instituciones y otros). 

Cinco condiciones explicativas de causalidad constituyen la 


base del presente estudio comparativo; estas condiciones son 
caracterizadas por los siguientes indicadores: 


i. un índice de dependencia extractiva que evalúa el grado de 
dependencia de la economía de las actividades 
extractivas; 

ii. un indicador de inversión extranjera directa expresada 
como porcentaje del producto nacional; 

iii. un indicador que expresa las estrategias de gestión de las 
rentas por regalías, rentas e impuestos provenientes de la 
explotación de recursos expresado mediante el porcentaje 
(en relación con el PIB) de estos ingresos acumulados ya 
sea en la reserva monetaria o en fondos especiales de 
acumulación. 

iv. un índice de neoliberalización que expresa la medida en la 
que las políticas económicas y sociales adoptadas por los 
países a lo largo del período analizado se alinean con los 
principios y prácticas de la ideología neoliberal; y 

v. un indicador sobre los niveles de gasto social en 
protección social, salud y educación. 


A continuación, se presenta una breve explicación del 
alcance y significado de estos indicadores y la base estadística 
de soporte. 


Dependencia extractiva (DEP) 

En línea con el planteamiento de varios autores (Auty, 1993; 
Davis G., 1995; Di John, 2009), definimos aquí un Índice de 
Dependencia Extractiva como indicador de pertenencia de un 
país a la categoría de economía extractiva. Este índice consiste 
en el promedio ponderado de tres elementos: (i) la contribución 
de la explotación de recursos mineros y energéticos al PIB; (ii) 
el peso de las exportaciones de estos recursos en el total de las 
exportaciones; y (iii) el porcentaje de las rentas provenientes de 
la explotación de estos recursos en el gasto público. Tomando 


este indicador como criterio de pertenencia de un país al 
conjunto de economías extractivas, es posible distinguir en 
América Latina (el universo del estudio) un conjunto de países 
que se destacan del resto por la incidencia de este índice en sus 
economías. Estos países son Bolivia, Colombia, Chile, el 
Ecuador, el Perú y Venezuela. La Tabla 9.1 muestra, para los 
tres períodos de análisis y los seis países de la región 
exportadores de minerales y energía, los valores de estos 
parámetros, así como el índice de dependencia resultante. 


Tabla 9.1. Índice de dependencia minero-energética 


==. Ingreso xportació. Renta minera Índice de Índice 
(% PIB) (%) (9% del PIB]  Yependencig ooo — 1990- 


Ingreso: ingresos fiscales provenientes de la exportación de recursos naturales como porcentaje del PIB. 
Exportación: exportación de recursos naturales como porcentaje del total de exportaciones. 

Renta minera: contribución de las actividades extractivas al PIB. 

Fuente: elaboración propia con base en CEPALSTAT, WB DataBank. 


La selección del umbral a partir del cual un país puede ser 
calificado como una economía extractiva es siempre un 
ejercicio arbitrario; más aún, como se puede observar en el 
cuadro, el valor del índice depende de las fluctuaciones de los 
precios internacionales de los recursos. Así, en períodos de 
auge de los precios (período 2004-2012), el índice de 
dependencia extractiva fue superior al 20 por ciento, umbral 
que prácticamente se mantiene en el período posterior, 


mientras que en períodos de precios bajos (1990-2003), con 
excepción de Venezuela, el índice se mantiene a niveles 
inferiores al 20 por ciento. Sin embargo, tomando un promedio 
a lo largo de todo el período (1990-2019), el índice de 
dependencia se sitúa alrededor del 20 por ciento, lo que nos 
sugiere que, a pesar de los sesgos y limitaciones que implica la 
agregación de información, este umbral de dependencia refleja 
de manera satisfactoria el peso de los recursos sobre la 
economía de un país. 


Inversión extranjera directa (INV) 

La teoría económica convencional sostiene que un país requiere 
invertir anualmente por lo menos el 25 por ciento del PIB para 
lograr un crecimiento estable y sostenido en el largo plazo. En 
los últimos 30 años la inversión anual de la China fue el 
equivalente al 40 por ciento del PIB, mientras que durante el 
mismo período la inversión en América Latina se situó, en 
promedio, por debajo del 20 por ciento, un punto menos que 
durante el consenso de Washington (Gallagher, 2016). En 
principio, la inversión extranjera directa está llamada a 
desempeñar un papel ¡importante en el crecimiento, 
especialmente del sector de manufactura, por sus supuestos 
efectos multiplicadores sobre el empleo y la innovación 
tecnológica. 

Dos observaciones son relevantes para una comprensión 
del papel de la inversión extranjera en las economías en el 
período y los países que nos ocupan. En primer lugar, los flujos 
de inversión han sido de corto plazo y de carácter especulativo, 
focalizados más en operaciones financieras de bonos, stocks, 
instrumentos derivados del mercado y otros en lugar de 
focalizarse en el desarrollo de infraestructura, instalación de 
fábricas o provisión de servicios. Por su volatilidad, la inversión 
extranjera ha sido uno de los factores de inestabilidad 
financiera y crisis recurrentes, volviendo difícil para los 
gobiernos manejar este tipo de inversión. Segundo, 


virtualmente toda la inversión externa ha tenido un 
comportamiento procíclico; es decir, la inversión aumenta 
durante los períodos de auge económico y disminuye en la fase 
de descenso. La irrupción de la inversión proveniente de la 
China, en cierta medida, rompe este esquema tradicional. 

En el año 2000, la inversión china en América Latina era 
prácticamente inexistente; para el año 2012, la China fue el 
tercer mayor inversionista después de los EE. UU. y los Países 
Bajos (Gallagher, 2016, pág. 50) y, aunque el ritmo de 
inversión se ha frenado en los últimos años, los capitales chinos 
tienden a posicionarse como la fuente de mayor inversión en la 
región. Resulta de interés reiterar tres características de la 
inversión china en América Latina. Empezamos por señalar que 
la ¡inversión es diferente de la inversión extranjera 
convencional en el sentido de que es dominada por empresas 
estatales en lugar del sector privado multinacional. Segundo, el 
87 por ciento de la inversión ha estado dirigida hacia los 
sectores minero y energético. Las inversiones en manufactura 
se han focalizado de manera particular a asegurar un mayor 
acceso a los mercados de la región. Por último, la inversión 
china ha aumentado la competencia entre algunos países por 
atraer los flujos de inversión ya sea otorgando excepciones de 
impuestos por ciertos períodos o tasas impositivas más bajas 
que las tasas domésticas o menores al promedio de sus vecinos. 


Gestión de la renta (REN) 

Señalábamos anteriormente que las rentas originadas en la 
exportación de los recursos pueden afectar el crecimiento 
económico de maneras diferentes. Una parte de ellas puede ser 
destinada a incrementar la reserva monetaria internacional o 
ser acumulada en fondos de estabilización que permitan 
atenuar los impactos económicos, especialmente de carácter 
fiscal, ocasionados por las fluctuaciones de los precios 
internacionales de los recursos naturales. Las rentas pueden 
también ser destinadas al financiamiento de proyectos de 


infraestructura para el desarrollo o simplemente para cubrir el 
gasto fiscal de políticas sociales de reducción de la pobreza 
como subsidios o transferencias condicionadas. 

Los países objeto de estudio, a lo largo del período 
analizado en el presente trabajo, adoptaron estrategias 
diferentes en el uso de sus rentas. Bolivia, Chile, Colombia y el 
Perú destinaron una parte de las rentas para fortalecer sus 
reservas monetarias o establecieron fondos especiales como una 
medida contracíclica en períodos de descenso de los precios 
internacionales de exportación de sus recursos. Por el contrario, 
el Ecuador y Venezuela privilegiaron el gasto público corriente 
en el financiamiento de programas sociales, lo que les impidió 
establecer buffers fiscales capaces de atenuar el shock de un 
descenso busco de sus ingresos. 

Dos son los indicadores retenidos en el presente análisis 
con el fin de caracterizar las políticas adoptadas por los países 
en el manejo de las rentas provenientes de sus recursos 
naturales. El primero se refiere al volumen de los fondos de 
estabilización económica como porcentaje del PIB, y el 
segundo, a la fortaleza de la reserva monetaria medida como el 
número de meses que podría cubrir las importaciones. La escala 
abierta de la información estadística sobre estos indicadores es 
transformada en una escala cerrada en el intervalo 0-1, 
posibilitando de esta manera la comparación y agregación 
(Tabla 9.2). 


Tabla 9.2. Indicadores de gestión de la renta minero-energética 


Fuente: diversas fuentes (ver referencias en el texto). 
Fuente: The World Bank DataBank. 

Obtenidos mediante una calibración de tipo logístico. 
Promedio de los índices (3). 

Fuente: elaboración propia. 


Índice de neoliberalización (NLB) 

Con el fin de evaluar en qué medida la ortodoxia o heterodoxia 
neoliberal de las políticas adoptadas por los gobiernos 
contribuyó o frenó el crecimiento económico a lo largo de los 
períodos de estudio, construimos un índice de neoliberalización 
sobre la base de tres dimensiones que de cierta manera 
capturan el papel del Estado en el marco del programa 
neoliberal. Estas dimensiones son las siguientes!?!: 


a. El peso y tamaño del gobierno en la esfera económica. 
Contrario a su  autorrepresentación discursiva, el 
neoliberalismo no puede ser reducido a un simple 
proceso de substitución del Estado por los mercados ya 
que, en la práctica, los mercados, ya sean privatizados o 
desregulados, siempre requieren ser gestionados y 
monitoreados por el Estado. En el caso presente, la 
“dimensión” del Estado se aplica a instituciones y 
políticas que caracterizan diferentes formas de Estado 
(socialistas, desarrollistas, socialdemócratas, liberales). 
En concreto, el peso y tamaño del Estado considera cinco 
elementos (definidos con relación al PIB): el consumo del 
gobierno; las políticas redistributivas de transferencias y 
subsidios; la inversión del gobierno; la carga impositiva; 
y el tamaño de la burocracia estatal. Mientras más alto es 
el índice (en una escala de uno a diez), mayor es la 
afinidad. 


b. Las políticas de “flexibilización laboral”. Esta dimensión 
incluye las políticas de regulación sobre contratación 
laboral y salario mínimo; la presencia de sindicatos y 
organizaciones de negociación colectiva; y las 
regulaciones sobre indemnizaciones de despido laboral. 
De acuerdo con los principios neoliberales, las 
modalidades de estas regulaciones atentan en grados 
diferentes contra la libertad económica de empleados y 
empleadores; por consiguiente, mientras más alto es el 
índice de flexibilización laboral, mayor es la fuerza del 
mercado en la determinación de los salarios y las 
condiciones del empleo. 

c. La apertura comercial. La ortodoxia neoliberal sostiene 
que el intercambio comercial es una actividad de suma 
positiva que beneficia a las partes involucradas y, por 
consiguiente, cualquier medida proteccionista afecta 
negativamente al bienestar de la población. Dos 
indicadores miden el grado de proteccionismo: el 
promedio global de las tarifas arancelarias y la existencia 
de barreras no arancelarias. Al igual que en los casos 
anteriores, mientras más elevado es el indicador, mayor 
es el grado de apertura comercial y, viceversa, mientras 
menor es el indicador, mayor es el grado de 
proteccionismo. 


Tabla 9.3. Indicadores de neoliberalización 


Fuente: elaboración propia con base en Freedom Data (www.fraserinstitute.org) 


La Tabla 9.3 contiene una síntesis de los indicadores que, 


en cierta medida, reflejan el grado de afinidad de las políticas 
públicas adoptadas por los gobiernos con los principios 
neoliberales. Los valores muestran que a lo largo del período 
estudiado los países adoptaron un conjunto de estrategias y 
políticas híbridas, muchas veces contradictorias, y no siempre 
en línea con el dogma neoliberal. Las tendencias observadas 
sugieren que las políticas respondieron más a solucionar o 
enfrentar problemas coyunturales antes que a lograr cambios 
estructurales en sus economías en el marco de un programa 
político coherente. De manera general, pueden señalarse 
algunas tendencias significativas. Primero, el peso y tamaño del 
Estado en la economía aumenta (Chile sería la excepción), 
siendo más marcado en Bolivia y, sobre todo, en el Ecuador. 
Segundo, salvo el caso de Venezuela, en todos los países se 
observa una tendencia hacia una mayor “flexibilización” 
laboral. Aun gobiernos con un discurso abiertamente 
antineoliberal (Bolivia y el Ecuador) adoptaron regulaciones 
que favorecieron al capital y en parte fueron dictadas con el 
objetivo de crear condiciones atractivas para la inversión 
externa. Por último, definitivamente los países avanzaron hacia 
una mayor apertura de su economía al comercio internacional, 
con una marcada tendencia hacia regímenes comerciales de 
menores barreras (arancelarias y no arancelarias). En algunos 
casos (Colombia, el Perú), la tendencia aperturista fue más 
marcada, mientras que en otros (Bolivia, el Ecuador) el ritmo 
fue menor (nuevamente Venezuela es una excepción). 


Gasto social (GST) 

Definimos aquí un índice de gasto social como la suma del 
gasto público en: a) protección social; b) salud; y c) educación. 
Tanto en términos relativos como absolutos, el gasto público 
social ha aumentado significativamente en América Latina a lo 
largo de las tres últimas décadas, ya sea este el caso de 
regímenes conservadores o progresistas, aunque los niveles 
alcanzados todavía se encuentran rezagados respecto a los 


países más avanzados. El Gráfico 9.2 muestra las tendencias de 
los tres componentes del gasto. 


Gráfico 9.2. Gasto social como porcentaje del PIB 
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Fuente: elaboración propia con base en CEPALSTAT. 


Condiciones necesarias y suficientes para el 
crecimiento económico 

Quizá el mayor aporte y ventaja del análisis cualitativo 
comparado es el reconocimiento de la naturaleza dual de los 
fenómenos sociales, dualidad que abarca al mismo tiempo una 
variación cualitativa y cuantitativa (Ragin, 2000). La condición 
cualitativa se refiere a la pertenencia del fenómeno a las 
múltiples categorías definidas por las condiciones de causalidad 
(por ejemplo, la pertenencia del caso Chile2 a los países con 
alta inversión extranjera; ver Tabla 9.4). Por otra parte, la 
diversidad cuantitativa es capturada por la noción del grado de 
pertenencia a las diferentes categorías y se basa en la idea de 
que virtualmente todas las distinciones categóricas de las 
ciencias sociales incluyen una variación de grado. En el 


ejemplo, podemos afirmar que el caso Chile2 pertenece de 
manera absoluta al conjunto de países con una alta inversión 
extranjera directa (grado de pertenencia igual a uno), mientras 
que el caso de Ecuador3 se caracteriza por un grado de 
pertenencia casi nulo a este conjunto de países. De esta 
manera, el ACC ofrece un camino intermedio entre las 
mediciones cualitativas y cuantitativas. 


Tabla 9.4. Grados de pertenencia de los casos a las condiciones 


Fuente: elaboración propia. 


Condiciones necesarias!!! 

Los fenómenos sociales presentan configuraciones causales 
complejas; mientras que la diversidad de causas analizadas 
tiene algún impacto en la estructura de causalidad, algunas 
condiciones son más importantes que otras, a tal punto que un 
fenómeno no pude ocurrir en su ausencia. Estas condiciones, en 
sí mismas, pueden ser insuficientes para desencadenar un 
fenómeno, pero pueden ser suficientemente importantes para 
constituir una parte necesaria de una combinación de causas. El 
concepto de “necesidad” ha sido altamente exagerado en la 
literatura sobre el ACC ya que muchos investigadores 
confunden una condición necesaria con una causa necesaria 


(Arik, 2018)!”!. Las condiciones necesarias pueden verse como 
factores contextuales habilitantes que tienen un impacto 
positivo en el fenómeno que se analiza, pero en sí mismas no 
proveen explicaciones de causalidad (Mello, 2021, pág. 33); 
después de todo, un fenómeno social no requiere de ninguna 
condición necesaria para su ocurrencia (Schneider y 
Wagemamn, 2012, pág. 74)!*.. 


Tabla 9.5. Consistencia y cobertura de las condiciones necesarias 


La Tabla 9.5 muestra los resultados de las condiciones 
necesarias para la ocurrencia del fenómeno analizado. El índice 
de consistencia evalúa el grado en el que la información 
empírica corresponde a la declaración de necesidad; en otras 
palabras, la medida en la que los casos que muestran el 
resultado (crecimiento económico) pueden ser considerados 
como un subconjunto de los casos que muestran la presencia de 
la condición. Por ejemplo, el grado de consistencia de 0,93 
para la condición de economía extractiva (DEP) significa que 
los casos para los cuales el resultado está presente (alto 
crecimiento económico) son un subconjunto (con un grado de 
consistencia 0,93) del conjunto de casos en los que la condición 
de dependencia extractiva está presente. En el mismo sentido, 
el nivel de gasto público es otra condición que puede ser 
considerada como una condición necesaria. 

El segundo parámetro, “cobertura”, nos indica el grado de 
relevancia o trivialidad de una condición; en otras palabras, 
expresa el tamaño del conjunto de casos que muestran el 
resultado en relación con el conjunto de casos en los que la 
condición está presente. En resumen, la condición extractivista 
y un elevado gasto público, que también muestran un alto 


grado de cobertura, son indudablemente condiciones necesarias 
para asegurar un alto crecimiento económico y, por 
consiguiente, es razonable esperar que estas dos condiciones 
estén presentes en la solución. 


Condiciones suficientes 

La identificación de condiciones suficientes para la ocurrencia 
del fenómeno bajo estudio se lleva a cabo sobre la base de una 
tabla de verdad, matriz que constituye el concepto fundamental 
del ACC. La tabla es simplemente una matriz cuyas columnas 
corresponden a las condiciones o factores que se analizan y las 
filas representan todas las combinaciones o configuraciones 
posibles de dichas condiciones (Tabla 9.6). Evidentemente, 
cada caso de estudio corresponde a una de las 32 
configuraciones posibles de la tabla de verdad!”!. La tabla 9.6 
corresponde a la tabla de verdad abreviada, en la que se han 
omitido las configuraciones para las cuales no existe evidencia 
empírica (ninguno de los casos corresponde a la configuración 
omitida). La tabla de verdad no es sino la expresión lógica de 
toda la información empírica que alimenta el análisis. 
Evidentemente, la información condensada en la tabla no es de 
mucha utilidad para llegar a conclusiones relevantes, por lo 
que se torna necesaria su simplificación. Esta simplificación se 
logra mediante el procedimiento de minimización boolena. Se 
trata simplemente de un algoritmo que, en definitiva, permite 
eliminar la información redundante con el fin de llegar a 
resultados claros y consistentes, útiles para el análisis y 
conclusiones. 


Tabla 9.6. La tabla de verdad 
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En resumen, la fórmula solución nos dice que el 
crecimiento económico observado para los casos señalados 
responde a los siguientes factores de causalidad (gráfico 9.3): 


a. La combinación (1. A) nos dice que una fuerte 
dependencia de la exportación de recursos (DEP), la 
prevalencia de políticas sociales y económicas de carácter 
heterodoxo (—NLB), un gasto social significativo (GST) y 
la ausencia de inversión extranjera significante (—INV) 
son condiciones suficientes que explican el crecimiento 
económico de los casos respectivos (gráfico 9.3). 

b. La combinación (1. B) nos dice que las condiciones 
suficientes para un crecimiento económico sostenido son 
una dependencia considerable de la exportación de 
recursos (DEP), la prevalencia de políticas económicas y 
sociales heterodoxas (—NLB), un gasto social relevante 
(GST) y la ausencia de un manejo “ortodoxo” de las 
rentas (—FON). 

c.La combinación (ID) expresa que las condiciones 
explicativas de un crecimiento económico sostenido en 
los casos señalados (gráfico 9.3) son una fuerte 
dependencia de la exportación de recursos (DEP), un 
flujo importante de inversión extranjera (INV), la 
prevalencia de políticas sociales y económicas de carácter 
ortodoxo (NLB) y una gestión conservadora de las rentas 
(FON). 


Gráfico 9.3. Condiciones de suficiencia para el crecimiento económico 


* “INV ——> BOL2, BOL3, ECU2, ECU3, VEN1, VEN2 (1.A) 
(1) DEP *=NLB * GST 


*“FON ———> BOL1, ECU2, ECU3, VEN1, VEN2 (1.8) 


(1) DEP * INV * NLB* FON ————> COL2, COL3, CHI1, CHI2, CHI3, PER2, PER3 


“-=” significa ausencia (negación) de la condición respectiva. 


La solución cubre 14 casos, con niveles de consistencia y 
cobertura de 0,84 y 0,82 respectivamente, lo que indica que las 
condiciones de causalidad seleccionadas son relevantes para la 
explicación del fenómeno estudiado. El diagrama XY (Gráfico 
9.4) muestra el grado de pertenencia de cada caso al conjunto 
solución en relación con su grado de pertenencia al conjunto 
“crecimiento económico” (un gráfico similar para cada una de 
las soluciones parciales se presenta más adelante). La línea 
diagonal señala el grado de pertenencia a cada uno de los 
conjuntos, mientras que las líneas horizontales y verticales 
marcan los umbrales de pertenencia a la solución (línea 
vertical) y al conjunto crecimiento económico (línea 
horizontal)!9!. 


Gráfico 9.4. Los casos de estudio y la solución global 
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El gráfico 9.4 permite visualizar algunas particularidades. 
Primero, dos casos (ECU3 y VEN1) presentan un grado de 
pertenencia al conjunto crecimiento económico muy inferior a 
lo que se esperaría por su grado de pertenencia al conjunto 
solución. Se trata de casos desviados (deviant cases) que 
requieren una explicación fuera del modelo. Segundo, ocho 
casos corresponden a casos típicos; es decir, su grado de 
pertenencia al conjunto solución es mayor a 0,55 y su 
pertenencia al conjunto crecimiento económico es mayor o 
igual al grado de pertenencia a la solución. Tercero, se pueden 
observar tres casos (ECU1l, COL1 y PER1) que no son 
explicados por la solución y pueden considerarse como casos 
irrelevantes para el análisis. 

En síntesis, la solución global consiste en una disyunción 
lógica que señala dos “conjeturas de causalidad” definidas por 
dos combinaciones de condiciones o “trayectorias” explicativas 
del crecimiento económico de los casos analizados (Gráfico 13). 
La primera conjetura parcial (D) abarca un conjunto de casos 
cuyo desempeño económico, en particular durante y luego del 
período del auge de las commodities, se explica por la 
conjunción de cuatro condiciones: (i) una alta dependencia 
económica de las actividades extractivas (DEP); (ii) la puesta 
en marcha de mecanismos heterodoxos en el manejo de la 
política económica (—NLB); (iii) un gasto público social 
relativamente alto en relación con el tamaño de sus economías 
(GST); y (iv) un nivel relativamente bajo de flujos de inversión 
extranjera directa (—INV). En el caso del Ecuador y Venezuela, 
la solución parcial muestra que el crecimiento económico se 
dio en ausencia de una política de acumulación de las rentas 
provenientes de la explotación de los recursos energéticos 
(—FON) como fue el caso de Bolivia. 

La segunda trayectoria de causalidad explica el 
crecimiento económico por la ocurrencia simultánea de cuatro 
factores: (i) la participación de las actividades extractivas en la 


economía; (ii) la inversión externa directa (INV); (iii) una 
tendencia a la continuidad de políticas ortodoxas en línea con 
los preceptos neoliberales (NLB); y (iv) una política de gestión 
ortodoxa de las rentas provenientes de la explotación de los 
recursos naturales y que se traduce en una estrategia de 
acumulación de un porcentaje de las rentas en fondos 
especiales de estabilización económica. 


Gráfico 9.5. Soluciones parciales 
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Los diagramas de dispersión de los casos de acuerdo a sus 
grados de pertenencia a los conjuntos definidos por las 
configuraciones de las soluciones respectivas y al conjunto 
crecimiento económico se muestran en el Gráfico 9.5, que 
permite apreciar un grado satisfactorio de consistencia de 
ambas soluciones. Dos grupos de países o, mejor dicho, dos 
“estilos de  extractivismo” emergen claramente de las 
soluciones, a los cuales nos referimos con cierto detalle a 
continuación. 


Resultados 


A. Queda fuera de duda que el ingente flujo de rentas 
originadas por el auge de los precios de los minerales y la 
energía fue un factor decisivo o el “factor habilitante” 
más importante para lograr las altas tasas de crecimiento 
económico alcanzadas por los seis países estudiados. 
Tasas de crecimiento del producto nacional cercanas o 
superiores al cinco por ciento anual fue la tónica que 


caracterizó el desempeño económico a lo largo del 
período 2004-2012. El índice de dependencia extractiva 
(DEP), presente en todas las soluciones parciales, 
corrobora este hecho y pone en serio cuestionamiento la 
tesis de la “maldición de los recursos”. 


Las trayectorias del índice de dependencia de los recursos 
naturales para los casos estudiados pueden apreciarse con 
claridad en el Gráfico 9.3. Salvo el caso de Venezuela, cuyo 
nivel de dependencia extractiva muestra valores muy por 
encima del resto de países, se observa cierta homogeneidad en 
el comportamiento y tendencias de estos últimos. La 
reprimarización de las economías (Rodrik, 2015) de los seis 
países es notoria en el período 1990-2012, con una tendencia a 
la baja en la última década, sin que este giro implique un 
cambio en las estructuras económicas sustentadas en la 
exportación de los recursos. La tendencia observada en el 
último período analizado refleja el descenso de los precios 
internacionales de los minerales y la energía, descenso 
explicado por la contracción de la demanda de la China, cuyas 
importaciones de bienes y servicios como porcentaje del PIB 
pasaron del 29 por ciento en el 2006 al 16 por ciento en el 
2020!”!. En el caso del Perú, el descenso de los precios fue 
compensado por el aumento de la extracción minera con un 
incremento de su producción de cobre por un factor de tres a lo 
largo del período 2004-2017. 


Gráfico 9.6. Nivel de dependencia de los recursos naturales 
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Fuente: elaboración propia. 


A. Una pregunta de marcado interés tiene que ver con la 
medida en la que los casos de estudio se alejaron o 
acercaron de la ortodoxia neoliberal y el grado de 
influencia o causalidad de estas desviaciones, en especial 
aquellas relacionadas con el manejo de los recursos, 
sobre el crecimiento económico de los países a lo largo 
del período analizado. Señalamos anteriormente que 
varios autores sostienen que el boom de los commodities 
fue un factor esencial que llevó a algunos países a 
“romper” con el neoliberalismo y emprender trayectorias 
autónomas de desarrollo. Más aún, Jepson sostiene que 
“una alta concentración de las exportaciones de recursos 
naturales es una condición necesaria para romper con el 
neoliberalismo” (Jepson, 2020, pág. 10). No está claro el 
significado o alcance del término “rompimiento con el 
neoliberalismo”. En principio, esta afirmación tendría 
sentido bajo evidencias reales de procesos de 
rearremetida del Estado en la esfera económico-social, de 
estatización de bienes y servicios que habían sido 
sometidos a programas de privatización, de procesos de 
rerregulación y control de la economía; en definitiva, de 


un conjunto de señales coherentes que permitan 
visualizar trayectorias de desarrollo desacopladas o 
divergentes del dogmatismo del mercado. Se debe 
reconocer que este no ha sido el caso. 


El resultado del análisis muestra que la condición 
ortodoxia-hetorodoxia de las políticas públicas adoptadas tiene 
una repercusión en dos sentidos, lo que nos permite identificar 
dos grupos de países (gráfico 9.4). Por un lado, Colombia, Chile 
y el Perú, que aprovecharon el boom de las materias primas 
para consolidar los pilares neoliberales de sus economías. En 
estos casos, los gobiernos se amoldaron de cierta manera a los 
preceptos neoliberales, mientras que en un segundo grupo de 
países (Bolivia, el Ecuador y Venezuela), a pesar de ciertos 
niveles de confrontación con dichos preceptos, prevaleció la 
convivencia. La confrontación no se tradujo en una 
transformación económica y de las estructuras de clase ni en 
una alteración de su inserción subordinada en la división 
internacional del trabajo. En definitiva, el resultado fue la 
presencia de una diversidad de gobiernos, cada uno con sus 
matices y peculiaridades que cubrieron un amplio espectro 
político, desde el modelo ortodoxo peruano hasta la 
radicalización del venezolano. Esta constatación nos lleva a 
concluir que “la intensificación de la especialización primario- 
exportadora no diluye en un status común a todos los 
gobiernos, ni los triunfos populares contra el neoliberalismo no 
determinan un paisaje posneoliberal” (Weber, 2019, pág. 99). 
Como acertadamente señala este autor, “la modificación de un 
patrón económico y un tipo de inserción internacional van 
mucho más allá de los presidentes y sus políticas económicas”. 


Gráfico 9.7. Trayectorias de neoliberalización 
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A. Los resultados del presente estudio muestran claramente 
la asimetría de las condiciones de causalidad en la 
explicación de los fenómenos sociales. La presencia de 
una condición o factor explicativo puede producir un 
resultado, pero no se puede asumir que la ausencia de 
dicho factor conduzca a la no ocurrencia de ese 
resultado. Esta asimetría de las condiciones de causalidad 
se manifiesta con claridad si comparamos Colombia, 
Chile y el Perú con el desempeño de Bolivia, el Ecuador y 
Venezuela. En los primeros, ya sea el establecimiento de 
fondos de estabilización a partir de las rentas de 
exportación de los recursos, conjuntamente con niveles 
relativamente altos de inversión extranjera y una política 
económica ortodoxa, serían factores que explican el alto 
crecimiento económico de sus economías, de manera 
particular en el período 2004-2012. Sin embargo, la 
ausencia de estas condiciones no implica que altas tasas 
de crecimiento no puedan ocurrir, como en los casos del 
segundo grupo de países, que también alcanzaron un 
crecimiento notable a pesar de la ausencia de esta 
combinación de condiciones. 

B. En general, la inversión extranjera fue alentada tanto por 


gobiernos de izquierda como de derecha, facilitando en 
ambos casos, aunque con diversos regímenes tributarios y 
pago de regalías, la apropiación de los recursos naturales 
por parte del capital transnacional, en particular de las 
empresas chinas (gráfico 9.5). En los casos de Bolivia, el 
Ecuador y Venezuela, la inversión extranjera alcanzó 
niveles relativamente elevados en los noventa para luego 
decrecer notablemente en los períodos posteriores. El 
crecimiento de la inversión en los noventa, en su mayoría 
concentrada en la exploración y explotación de recursos 
mineros y energéticos, creó las condiciones para una 
reacción nacionalista que propició posteriormente una 
intervención de los gobiernos de Bolivia, el Ecuador y 
Venezuela en el manejo de los recursos mineros y 
energéticos (Fontaine, 2008). Esta política, a su vez, 
“ahuyentó” la inversión, que descendió notoriamente en 
años posteriores. A pesar de que desde mediados de la 
década pasada los gobiernos de estos países inician una 
nueva etapa de apertura y atracción a la inversión 
extranjera, los resultados no han sido prometedores. Por 
el contrario, la política adoptada por Colombia, Chile y el 
Perú difiere significativamente. Estos países recibieron 
flujos importantes de inversión extranjera precisamente 
en el período del boom de precios de los recursos 
naturales y mantuvieron un flujo, aunque ligeramente 
inferior, en los años posteriores. 


Gráfico 9.8. Inversión extranjera directa como porcentaje del PIB 
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Fuente: elaboración propia con base en CEPALSTAT. 


A. Resulta de interés destacar la diferencia en el manejo de 
las rentas que adoptaron los países. Bolivia, Colombia, 
Chile y el Perú practicaron políticas un tanto ortodoxas 
que se tradujeron en la creación de fondos de 
estabilización destinados a amortiguar las oscilaciones 
periódicas de los precios mundiales de los recursos. Es 
plausible, como lo señalamos anteriormente, que la 
existencia de estos fondos explique el crecimiento 
sostenido de estas economías en el período posterior 
(2013-019), cuando los precios de los commodities 
regresaron a sus niveles históricos y los gobiernos 
estuvieron en capacidad de efectuar un gasto anticíclico 
aprovechando las reservas acumuladas. Chile sería la 
excepción, aunque se podría argumentar que en algún 
momento el recurso al fondo de estabilización 
(equivalente al 5,8 % del PIB en el 2014) evitó una 
recesión aún más severa de su economía. Por el 
contrario, el Ecuador y Venezuela, países que priorizaron 
el gasto público, sin la acumulación de fondos de 
amortiguamiento ante la crisis, experimentaron una 
fuerte contracción en sus economías. 

B. El caso de Bolivia es un ejemplo emblemático de cómo la 


acumulación de ingresos provenientes del aumento de los 
precios de exportación de recursos minerales puede 
desencadenar un círculo virtuoso de crecimiento 
económico. Para el año 2019, Bolivia experimentó su 
“decimoquinto año de crecimiento continuo, a un 
promedio anual de alrededor del 5%, el más alto por un 
tiempo tan prolongado” (Molina, 2019, pág. 8). Esto no 
hubiera sido posible sin el “shock de liquidez” 
proveniente de las exportaciones de gas natural y 
minerales que le permitió acumular una reserva 
monetaria en niveles que no hubieran sido posible sin el 
boom de las exportaciones de los recursos naturales y 
posibilitó desencadenar un cambio estructural conocido 
como la “bolivianización de la economía”. Este cambio 
consistió en la recuperación paulatina, gradual y de largo 
plazo de la moneda local como medio de pago, unidad de 
cuenta y depósitos de valor. La acumulación de la reserva 
monetaria permitió incrementar la oferta de dólares, 
disminuir las presiones de devaluación y reducir los 
niveles de dolarización de la economía. Como resultado 
de la bonanza del sector externo, para el año 2011 las 
reservas en divisas del Banco Central representaron tres 
veces el nivel de depósitos en los bancos, mientras que en 
el quinquenio 2000-2004 dicha cobertura alcanzaba 
solamente alrededor del 27 por ciento (Aguilar, 2013). 


Con objetivos y mecanismos de política fiscal diferentes, 
pero bajo la misma lógica de proteger la economía de 
fluctuaciones externas de la volatilidad externa de los precios 
de petróleo, Colombia estableció ya en 1995 el Fondo de 
Ahorro y Estabilización Petrolera (FEP) con el objetivo de 
“ahorrar parte de los ingresos derivados de la explotación del 
crudo con el fin de estabilizar los ingresos de Ecopetrol y de las 
entidades públicas beneficiarias de las regalías y 


participaciones”. Posteriormente, estableció dos fondos 
adicionales: el Fondo de Estabilización de Precios de los 
Combustibles (2007) y el Fondo de Ahorro y Estabilización del 
Sistema General de Regalías (2011). 

En Chile, el Fondo de Estabilización Económica y Social 
(FEES) (anteriormente Fondo de Estabilización de los Ingresos 
del Cobre) fue constituido en 2007. El FEES permite financiar 
eventuales déficits fiscales y realizar amortizaciones de la 
deuda pública, contribuyendo así a que el gasto fiscal no se vea 
mayormente afectado por los vaivenes de la economía mundial 
y la volatilidad de los ingresos que provienen de los impuestos, 
el cobre y otras fuentes. 

El Fondo de Estabilización Fiscal, establecido por el Perú 
en 1999, alcanzó en el 2014 un capital cercano a los 10.000 
millones de dólares, equivalente al 4,5 por ciento del PIB. 
Según el Banco Central de Reserva del Perú, 


La creación del Fondo de Estabilización Fiscal fue un hito que se 
enmarcó dentro de un proceso de institucionalización del manejo 
de la política fiscal para contribuir a la estabilidad 
macroeconómica. Luego de casi 20 años de vigencia, este Fondo 
ha sido manejado con prudencia y se ha respetado con 
rigurosidad su normativa de funcionamiento, por lo que puede 
decirse que es un instrumento de política fiscal consolidado. El 
Fondo acumuló recursos en periodos de auge, los mismos que han 
sido utilizados parcialmente cuando ha sido necesario (Salas, 
Camacho y Alzamora, 2018). 


Resulta de interés notar que uno de los resultados de las 
políticas de manejo de las rentas se refleja en el crecimiento 
económico de los países en el período posterior al auge de los 
precios. Bolivia, Colombia y el Perú mantuvieron su 
crecimiento económico, aunque a tasas inferiores a las 
registradas en el período de auge de los commodities, mientras 


que el crecimiento del Ecuador descendió bruscamente, 
alcanzando un magro crecimiento promedio del 1,5 por ciento 
en el período 2013-2019 (en este período se produce el colapso 
de la economía venezolana). Podemos concluir afirmando que 
las políticas de administración de las rentas de los recursos 
naturales no fue una cuestión de gobiernos progresistas o 
conservadores, sino, ante todo, una cuestión de sentido común. 


A. Por último, el gasto público social es otro de los factores 
importantes que interviene en la solución. Al respecto, 
debemos recordar que ya hacia finales de los años 
noventa la región experimento un repunte del gasto 
público, del gasto social en particular, que mitigó 
parcialmente el impacto de la arremetida neoliberal 
(Gráfico 9.2). Posteriormente, el auge de los precios de 
los recursos posibilitó un gasto público, relativamente 
alto en el contexto de alto crecimiento, y dio lugar a la 
emergencia en algunos países de un “Estado 
compensatorio” (Gudynas, 2012) en los que la 
legitimidad política se basaba en los modestos resultados 
redistributivos logrados en parte a través de programas 
específicos de transferencia de efectivo a los sectores más 
pobres de la sociedad. Los Estados compensatorios 
rompieron con elementos específicos de la caja de 
herramientas de la política neoliberal ortodoxa en 
términos de la escala del gasto público, pero dejaron 
intactas las bases estructurales de la economía. Los 
programas de transferencia de efectivo nunca estuvieron 
diseñados para confrontar las causas estructurales de la 
reproducción de la pobreza y la desigualdad en las 
sociedades de América Latina. Mientras que el gasto 
público en programas de corte asistencialista a los 
pobres, junto con mejores oportunidades de empleo 
generadas a través del crecimiento económico 


relativamente alto, alivió en cierto grado la pobreza en 
muchos países; tales mejoras, modestas para las clases 
populares, coexistieron con ganancias netas sin 
precedentes para el capital privado extranjero y nacional 
en las inversiones en los sectores de recursos naturales 
(Weber, 2019). 


El descenso de los precios de los commodities, y con ello la 
disminución del flujo de las rentas, cerró o por lo menos limitó 
fuertemente el margen de acción del Estado compensador. Ya a 
partir del año 2013, se percibe un punto de inflexión en el 
gasto social, con ciertas variaciones temporales y formales país 
por país. A partir de un viraje desde un perfil progresivo a uno 
tendencialmente más regresivo, este giro 


resultó en particular perceptible en las respuestas 
presupuestales a la crisis económica que azotó la región, que 
privilegiaron el capital frente al trabajo y al medio ambiente, 
como la actitud hacia las organizaciones y movimientos sociales 
situados a su izquierda, que tendió a endurecerse tanto discursiva 
como materialmente” (Modonesi, 2019). 


Conclusiones 

Quizá la conclusión más relevante del fenómeno extractivista 
en el marco de un análisis cualitativo comparado consiste en 
mostrar que no existe un factor único que por sí mismo sea 
suficiente para explicar las trayectorias de crecimiento 
económico experimentadas por los seis países a lo largo de los 
tres períodos estudiados. El ejercicio mos muestra que la 
causalidad del crecimiento se debe a coyunturas múltiples de 
combinaciones de condiciones (resultantes de políticas y 
estrategias concretas) y el método aplicado ha permitido 
identificar las condiciones causales compartidas por los casos 
objeto del análisis (causalidad coyuntural). Estas condiciones 


no compiten entre ellas, como es el caso los métodos 
correlacionales; ellas se combinan y la manera como lo hacen 
es un tema que el investigador debe ensamblar sobre la base de 
un análisis particular de cada caso. 

Los resultados indican que el carácter extractivista de las 
economías (es decir, su dependencia de las rentas de 
explotación de los recursos mineros y energéticos) es un factor 
determinante en la explicación del crecimiento en todos los 
casos analizados. Esto nos muestra una vez más el 
condicionamiento de los países a los ciclos históricos de 
acumulación del capital a escala global. El desarrollo capitalista 
en gran parte de América Latina continúa bajo la subsunción 
histórica de esta región a los circuitos globales de acumulación 
a través de la producción agrícola y minera, resultando en 
Estados capitalistas que continúan dependiendo de la renta del 
suelo para su reproducción (Weber, 2019). El hiperciclo de los 
precios de la energía y minerales, impulsado por la demanda 
china, produjo un renovado auge de las actividades extractivas 
que explica en gran parte el crecimiento económico en el 
período 2003-2012. Los gobiernos, tanto de derecha como de 
izquierda, aprovechando la abundancia de recursos naturales y 
mediante la aplicación de regímenes de inversión relativamente 
flexibles, rezagos del auge neoliberal, lograron atraer a las 
corporaciones transnacionales, en particular las empresas 
estatales chinas, con una marcada tendencia hacia una 
competencia entre los países tanto por los mercados de 
exportación así como por capturar los “beneficios” de la 
inversión internacional. El resultado fue la intensificación de la 
explotación minera a cielo abierto, el avance de la explotación 
petrolera en territorios ecológicamente frágiles, una 
proliferación de megaproyectos diseñados para extraer y 
exportar recursos naturales con poco valor agregado; en 
definitiva, una dinámica cada vez más profunda de despojo o 
saqueo de tierras, recursos y territorios que acentúa las formas 


dependencia y dominación. 

Los resultados también muestran que la forma de 
interdependencia de las economías extractivas con el mercado 
mundial y la manera como esta relación influye en la 
distribución de la riqueza generada está determinada por la 
correlación de fuerzas que interactúan en el interior del 
territorio nacional. Esta correlación se manifiesta a través de la 
distribución de la renta y los mecanismos de asignación de los 
recursos, la afinidad o divergencia de las políticas con las 
ortodoxias dictadas por la ideología neoliberal, sobre todo en lo 
que concierne al papel del Estado, la apertura al comercio y el 
gasto gubernamental. Sin embargo, siempre es necesario tener 
presente que los cambios que tuvieron lugar en las últimas 
décadas “emergen de la historia y tradición política de cada 
país en correspondencia con las necesidades de las clases 
dominantes y los desenlaces de la lucha social. Estos cambios 
no fueron procesados al mismo ritmo ni en la misma dirección” 
(Katz C., 2016, pág. 74). 

El estudio ha mostrado también la existencia de 
trayectorias múltiples y no excluyentes que explican el 
fenómeno del crecimiento, en particular durante el período del 
boom de los commodities. El Ecuador y Venezuela sustentaron su 
crecimiento en el gasto público y la aplicación de políticas 
heterodoxas en la gestión gubernamental al igual que Bolivia, 
con la diferencia de que en este país la acumulación de una 
parte de la renta minera y gasífera en reserva monetaria 
desempeñó un papel de primer orden en el crecimiento 
económico. Al contrario, Colombia, el Perú y Chile 
consolidaron regímenes económicos más ortodoxos, 
absorbieron flujos relativamente importantes de inversión 
extranjera directa y adoptaron un manejo, en cierta medida 
cauteloso, de las rentas de la explotación de sus recursos 
naturales. Esta divergencia se puede observar con claridad en el 
gráfico 9.6. 


Gráfico 9.9. Dos patrones de causalidad del crecimiento: 
1990-2003 y 2004-2012 
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Las trayectorias de crecimiento explicadas por la solución 


del análisis cualitativo comparado en principio son 
coincidentes o se asemejan a categorizaciones o clasificaciones 
propuestas en algunos trabajos sobre el tema del extractivismo. 
Por ejemplo, Eifert et al. (2002, pág. 11) clasifican a los países 
exportadores de petróleo en cinco categorías, una de las cuales, 
“democracias faccionales”, incluye a Colombia, el Ecuador y 
Venezuela, a las cuales se podría agregar Bolivia y el Perú. De 
acuerdo con estos autores, esta categoría de países se 
caracteriza por una distribución desigual del ingreso, un 
consenso social elusivo, un débil sistema de partidos políticos, 
la competencia por el poder y la distribución de recursos que, 
en definitiva, dan lugar a regímenes políticos inestables. Ross 
Schneider (2013, pág. 161), en el marco de sus tesis sobre la 
prevalencia de un capitalismo jerárquico en América Latina, 
aclara que Bolivia, el Ecuador y Venezuela pertenecen a una 
categoría de capitalismo de Estado o capitalismo político 
caracterizada por políticas de nacionalizaciones hostiles a las 
corporaciones multinacionales, y un sector privado reducido. 
Está fuera del alcance del presente trabajo entrar en un 
cuestionamiento de los trabajos referidos. Sin embargo, 
mención aparte amerita la categorización de las economías 
extractivas propuesta por Jepson en su libro In China's Wake 
(2020). La hipótesis central de esta investigación plantea que 
los países del Sur con sustanciales niveles de deuda pública y 
una elevada concentración de recursos naturales (minerales y 
energía) en sus exportaciones, importadas en su mayor parte 
por la China, ha sido una condición necesaria, pero no 
suficiente, para el rompimiento con las políticas neoliberales a 
lo largo del período 2002-2013. Sobre la base de un conjunto 
de condiciones relacionadas con el peso de la exportación de 
los recursos en la economía, la inversión extranjera, los flujos 
financieros procedentes de la China y los flujos de “asistencia 
para el desarrollo”, el autor define cinco categorías de 
economías extractivistas de las cuales dos son de interés en el 


marco del presente estudio: una categoría “extractivista- 
redistributiva” y otra “ortodoxa-doméstica”. En la primera son 
incluidos Bolivia, el Ecuador y Venezuela, mientras que 
Colombia y el Perú corresponden a la segunda (Chile no entra 
en esta clasificación). 

Aunque estas dos categorías de cierta manera coinciden 
con las dos configuraciones identificadas por la fórmula 
solución del resultado obtenido, tanto la argumentación, la 
metodología y el objetivo son diferentes!!%!, Se debe tener en 
cuenta que en las categorizaciones mencionadas, y en general 
en las clasificaciones de los estudios referidos, las categorías 
son definidas ex-ante, de una manera inductiva: estas se derivan 
de marcos teóricos y modelos de análisis previamente definidos 
por el investigador y los casos son seleccionados para encajar 
en esta clasificación. En otras palabras, los casos son primero 
“etiquetados” y luego viene la justificación mediante 
argumentos teóricos y evidencias de carácter empírico. En el 
trabajo que nos ocupa, el objetivo no consiste en establecer 
tipologías, sino investigar los factores de causalidad que 
explican el fenómeno de crecimiento económico. De todas 
maneras, la tipología (si cabe el término) emerge de la relación 
entre las condiciones explicativas de causalidad y la ocurrencia 
del fenómeno social que se investiga. En esto consiste, 
precisamente, el aporte y la ventaja del análisis cualitativo 
comparado en la investigación de la causalidad de los 
fenómenos sociales. Por otra parte, es necesario tener en cuenta 
que los resultados obtenidos en el presente análisis se limitan a 
un conjunto de países y para un período determinado; por 
consiguiente, hno son  extrapolables ni pueden ser 
automáticamente transferidos a otros países o regiones. Desde 
el punto de vista metodológico, el análisis cualitativo 
comparado es un método que no incluye fundamentos lógicos 
sólidos para un ejercicio de inferencia. 

Los resultados confirman que las políticas ortodoxas- 


heterodoxas que adoptan los países responden a fenómenos 
dinámicos y complejos que por su naturaleza no pueden ser 
asimilados a principios y prácticas fijas que se manifiestan de 
manera uniforme independiente del contexto político, social y 
económico de los países. Hay que tener presente que el 
neoliberalismo no responde a un modelo único, sino que se 
presenta bajo diferentes variantes que migran de un sitio a 
otro, interactúa con diferentes realidades que analíticamente no 
pueden ser reducidas a casos de una condición global uniforme. 
Si bien se trata de procesos gobernados por características 
comunes, resulta inexacto conceptuar el neoliberalismo como 
un conjunto de principios y reglas que implican una relación 
unidireccional entre principios, programas y prácticas 
diseminados de manera homogénea a lo largo de los países. Por 
consiguiente, resulta forzado y cuestionable establecer una 
tipología de países basada en una dicotomía absoluta de 
rompimiento o continuidad con las políticas neoliberales. 

Así, la adopción de políticas de orientación neoliberal no 
fue únicamente el resultado directo del sometimiento de los 
países a condicionamientos externos. La explicación del grado 
de implementación o no de estrategias de corte neoliberal 
obedecen una multiplicidad de factores, entre los cuales tres 
nos parecen relevantes: i) la decisión propia de los gobernantes, 
quienes, por convicciones ideológicas o pragmáticas, sin 
necesidad de presiones externas, adoptaron políticas de corte 
neoliberal bajo la convicción de que estas conducirían a mayor 
crecimiento y bienestar a sus poblaciones; ii) la presión de las 
instituciones de financiamiento internacional, cuyos programas 
de ajuste buscaban, en última instancia, un mínimo de 
solvencia (a cualquier costo social) de los países acreedores que 
les permitiría cumplir sus obligaciones y asegurar la 
continuidad del mecanismo de acumulación del capital 
internacional que representa el endeudamiento de los países; y 
iii) la necesidad de crear un entorno “favorable”, en línea con 


las preferencias del capital internacional, para atraer capitales 
de inversión que supuestamente permitan crear empleo, 
desarrollar la base industrial y favorecer el desarrollo 
tecnológico. Cómo estos factores incidieron en las trayectorias 
particulares de cada uno de los casos es un tema que requiere 
una investigación esta vez focalizada en las coyunturas 
sociales, políticas y económicas de cada uno. 

Por último, y como de manera pertinente lo señala C. Katz 
(2016), es necesario tener siempre presente el desfase entre la 
política y la economía en América Latina a inicios del siglo 
XXI. Señala este autor que las dos dimensiones están muy 
relacionadas y las mutaciones de un plano inciden 
directamente sobre el otro. Pero esos cambios no se procesan al 
mismo ritmo ni en la misma dirección. “En la última década las 
grandes transformaciones políticas de América Latina 
incidieron en forma muy limitada sobre la esfera económica. 
Trastocaron el contexto ciudadano de algunos países sin alterar 
su esquema de reproducción” (2016, pág. 74). Sin embargo, no 
se pueden desconocer logros de importantes de conquistas 
democráticas. Los gobiernos, con distinta intensidad, 
permitieron un margen de maniobra para los movimientos 
sociales. Sin embargo, los avances políticos e ideológicos de los 
gobiernos tildados de izquierda (Bolivia, el Ecuador y 
Venezuela) no se tradujeron en una transformación de las 
estructuras de clase ni en una alteración de la inserción 
subordinada de América Latina en la división internacional del 
trabajo. Insistimos aquí nuevamente en que el supuesto giro a 
la izquierda de algunos gobiernos en América Latina en 
realidad no fue un giro ni fue a la izquierda. 


1. Los clásicos trabajos de Coronil (1997) y Di John (2009) sobre Venezuela 
y de T. Karl (1997) sobre Argelia, Nigeria y Venezuela corresponden a 
este enfoque de análisis. « 

2. En realidad, el estudio se limita a 17 casos, ya que, por falta de 
información estadística, el caso de Venezuela para el período 2013-2018 


no se incluye en el análisis. « 


. Los indicadores corresponden a la información contenida en Freedom 


Dataset publicada por el Fraser Institute. Hemos utilizado aquí 
únicamente aquella información basada en las estadísticas compiladas a 
partir de la información de instituciones y organismos internacionales y, 
por consiguiente, los indicadores no incluyen apreciaciones subjetivas 
sustentadas en juicios de valor del Fraser Institute. « 


. Todos los cálculos han sido llevados a cabo con ayuda del software QCA 


desarrollado en el lenguaje de programación R (Dusa, 2019). « 


. Jepson (2020, pág. 10), sobre la base del ACC, concluye que “una alta 


concentración en las exportaciones de recursos naturales es una condición 
necesaria para romper con el neoliberalismo”. Esta afirmación es un 
ejemplo de la confusión señalada. « 


. La declaración X es una condición necesaria para la ocurrencia de Y se 


refiere a una relación lógica entre dos conjuntos: el conjunto de casos 
donde la condición X está presente y el conjunto de casos donde el 
fenómeno Y ocurre. En una forma más correcta, se debe decir “Y implica 
lógicamente X” o, en términos de teoría de conjuntos, “Y es un 
subconjunto de X” (Schneider y Wagemann, 2012, pág. 70). « 


. Cada condición puede pertenecer (1) o estar ausente (0) en las posibles 


configuraciones; por consiguiente, el número total de configuraciones 
posibles es 25 (32 configuraciones). « 


. El diagrama no debe ser interpretado como una relación entre una 


variable dependiente y una independiente y asumir que los casos situados 
sobre la diagonal son casos típicos mientras que aquellos situados bajo la 
diagonal son sesgados. Hay que tener presente la diferencia cualitativa 
entre casos y, sobre todo, que las relaciones entre conjuntos son 
asimétricas. Los casos con scores de pertenencia superiores o inferiores a 
la marca 0,5 son cualitativamente diferentes y la afirmación de 
suficiencia tiene implicaciones diferentes para casos que pertenecen o no 
al conjunto solución (Schneider y Wagemann, 2012). « 


. The Economist, mayo 28-junio 3, 2022. « 
. El trabajo mencionado se limita a explorar las condiciones necesarias para 


el rompimiento de los países seleccionados con la ortodoxia neoliberal 
(Jepson, 2020, pág. 59, Tablas 4.1-4.3). Si el análisis se extiende a las 
condiciones de suficiencia, la tipología asumida en el estudio resulta 
diferente. « 


Parte IV. 
¿Hacia un 
neoextractivismo? 


J. L. Borges decía que la ausencia de camellos revela la 
autenticidad del Corán: es un texto que tienen sus raíces en una 
cultura donde se da por sentada la existencia de los camellos. 
En la misma lógica, sostiene agudamente Coronil (1997, 
pág. 21) que “en la teoría social contemporánea occidental 
ignorar la naturaleza muestra la medida en que la 
apropiación masiva de los recursos naturales de los cuales 
depende el mundo moderno se asume como un hecho de 
la vida”. Añade este autor que la observación de Borges 
expresa una dinámica milenaria entre la sociedad y la 
naturaleza, mientras que la segunda refleja un ascenso 
abrupto de una perspectiva de corto plazo que amenaza el 
futuro de la naturaleza y la humanidad. 

La idea de la transición a un modo de acumulación 
posextractivista es una expresión notoria de la tesis arraigada 
en aquella visión de la naturaleza como último refugio 
para escapar del subdesarrollo y la pobreza. Se da por 
sentado que las riquezas que esconden los ecosistemas, los 
amazónicos en particular, compensarán la pérdida de los 
ingresos del Estado como consecuencia de un “agotamiento 


eminente” de las reservas de petróleo y, al mismo tiempo, la 
explotación de esa riqueza permitirá mitigar la 
destrucción ambiental causada por cerca de medio siglo de 
explotación petrolera. Estas son las dos razones básicas que 
explican la emergencia durante los últimos años de un 
sentimiento sobre la necesidad de una transición hacia un 
nuevo modelo o patrón de desarrollo. Esta necesidad se revela 
aún más urgente simplemente porque, después de una década 
de un mesianismo prometedor de cambio, se ha constatado el 
costoso fiasco de la promesa salvadora montada alrededor del 
salto de la economía hacia un imaginario de tecnologías 
convergentes: nano-, bio-, infotecnologías. Así, una “nueva 
ilusión desarrollista” empieza a emerger, esta vez centrada 
alrededor de tres elementos: la mercantilización de las culturas 
y del paisaje mediante un desarrollo masivo del (eco)turismo; 
la explotación de la biodiversidad mediante la “cacería de 
genes” o bioprospección y la ecoforestería o el reconocimiento 
del mercado por las condiciones sociales y ambientales bajo las 
cuales se practican el cultivo, el procesamiento y el transporte 
de ciertos productos tropicales. Estas ideas han pasado a formar 
parte de lo que Leach y Mearns (1996, pág. 6) denominan la 
“sabiduría convencional”, un conjunto de ideas simplistas e 
ingenuas aceptadas como moneda corriente y que han pasado a 
formar parte del conjunto de conceptos e ideas que manejan 
nuestros intelectuales, políticos, activistas ambientales y no 
pocos investigadores y profesores en las universidades. 

En realidad, bioprospección, ecoturismo y 
agroforestería son alternativas que se inscriben y 
responden a la lógica del proyecto de neoliberalización de la 
naturaleza, proyecto que penetra a nivel global, ronda círculos 
empresariales, políticos y ambientales y peligrosamente está 
contagiando a la academia. Aquí encontramos los ingredientes 
que alimentan todo ese proceso de escalada de mercantilización 
de la naturaleza: creación de mercados, capital natural, bien 


financiero, flujo de ingresos; es decir, un proceso que busca 
transformar las relaciones biofísicas-sociales-culturales en 
mercancías para ser vendidas o compradas por aquellos con 
suficiente dinero (Villavicencio, 2020). Frente a esta 
arremetida, queremos insistir en dos circunstancias que no 
pueden ser ignoradas. La primera tiene que ver con la 
degradación de la naturaleza como efecto directo e inmediato 
de las tres estrategias señaladas. La bioprospección, como 
acertadamente señala Escobar (1999), no es sino “una forma de 
bioimperialismo que terminará por erosionar la biodiversidad 
puesto que toda biotecnología depende de la creación de 
mercados uniformes de mercancías”. El turismo, bajo 
cualquiera de sus formas, es un fenómeno global de masas con 
efectos catastróficos para los entornos naturales. Por último, la 
agroforestería, de una u otra manera, implica la 
“modernización” de los sistemas sociales y productivos de los 
campesinos y su integración en los mercados de exportación. 
Todo esto tiene impactos negativos sobre el tejido social y 
efectos nocivos para la integridad de los ecosistemas que se 
quiere proteger. 

La segunda circunstancia tiene que ver con el modelo de 
acumulación que se pretende sustituir. Sostenemos que las 
nuevas modalidades de explotación intensiva de la naturaleza 
irían configurando una forma de organización socio-territorial 
del espacio geográfico. Una red de rutas de bioprospección, 
enclaves turísticos y zonas de agroforestería determinarían una 
topología territorial moldeada por centros de poder externos y 
que tienden a reproducir internamente las atrofiantes 
dislocaciones centro-periferia. De esta manera, los rasgos 
dominantes del extractivismo convencional (degradación de la 
naturaleza, creación de enclaves, dependencia de sectores 
primario exportadores controlados por transnacionales y la 
territorialización del espacio de acuerdo a la dinámica de estos 
sectores) son los elementos centrales de un modelo al que se 


quiere ver como una fase que lo supera, una suerte de 
“postextractivismo”, cuando en realidad se trata de una 
intensificación y penetración del capital en espacios de la 
naturaleza. De ahí que si tiene sentido atildarle un calificativo 
a este nuevo régimen social-económico- ecológico, el más 
apropiado sería el de neoextractivismo. 

El debate sobre el extractivismo se sitúa en dos niveles que 
tienden a reforzarse mutuamente. Uno corresponde a la esfera 
de la economía y el desarrollo con su argumentación discursiva 
a la que nos hemos referido en la primera parte del presente 
trabajo. El otro nivel tiene que ver con los efectos sociales y 
ambientales de las actividades extractivas. Sostenemos 
enfáticamente que el verdadero debate sobre el extractivismo 
debe partir de la existencia de dos realidades que no pueden 
ser disociadas y alrededor de las cuales debe centrarse 
cualquier discusión y elección de políticas. La primera tiene 
que ver con el hecho de que las actividades extractivas pueden 
afectar a grupos sociales determinados. El despojo de tierras y 
la expulsión forzada de poblaciones campesinas, la conversión 
de formas tradicionales de propiedad en derechos de 
concesiones, la supresión de formas alternativas de producción 
y consumo y la afectación de modos de vida de comunidades 
son consecuencias de proyectos extractivos concretos. La 
segunda realidad tiene que ver con la degradación ambiental, 
concretamente con los impactos sobre la biodiversidad, el agua 
y el suelo, en muchos casos irreversibles. Frente a estas dos 
realidades, el deterioro de los términos de intercambio, la 
maldición de los recursos o la enfermedad holandesa, entre 
otros, son temas irrelevantes. 

El error de focalizarse en criterios económicos para evaluar 
la pertinencia de la explotación de los recursos mineros y 
energéticos radica en que al reducir el problema a un problema 
económico este es construido como un asunto de asignación de 
flujos de dinero, en lugar de plantear el problema en su 


verdadero ámbito, el de los valores inherentes a las dos 
realidades arriba referidas. En el primer caso estaríamos, en 
esencia, frente a un problema de optimización de recursos; en 
el segundo, el problema es de carácter deontológico o kantiano 
(Sagoff, 2008). Esta segunda perspectiva requiere nuevos 
conceptos, criterios y modelos para la toma de decisiones; es 
decir, un marco de referencia en el que el conocimiento 
científico instrumental se conjuga con una visión “sistémica, 
sintética y humanista” (Funtowicz, 1993) en la elección de 
cursos alternativos de acción. Este tema es abordado en el 
segundo capítulo de la presente sección. 

La teoría científica y la evidencia empírica son condiciones 
necesarias para una política ambiental racional. Los problemas 
de la capa de ozono, el calentamiento global, la acidez de los 
océanos y la pérdida de biodiversidad, entre otros, ni siquiera 
podrían formularse (peor aún, debatirse) sin el vocabulario y el 
conocimiento científico. Está fuera de discusión la necesidad de 
la ciencia para entender y responder a los problemas que 
plantea la interacción naturaleza-sociedad. Sin embargo, no se 
puede interpretar y formular políticas ambientales únicamente 
a partir de “evidencias” científicas. La ciencia no es suficiente: 
“la insuficiencia, falibilidad y  revisabilidad de los 
descubrimientos científicos, en sí mismos, implican la 
incertidumbre epistemológica de la ciencia” (O”Neill, 1993, 
pág. 141). Se requieren principios, valores y criterios que 
puedan guiar nuestras decisiones a través de una nueva 
condición basada en hipótesis de incertidumbre, control parcial 
y pluralidad de legítimas perspectivas; un nuevo enfoque bajo 
el cual las incertidumbres no son ignoradas, sino manejadas; 
los valores no son supuestos, sino explicitados y el modelo de 
argumentación científica no consiste en la deducción 
formalizada, sino en el diálogo interactivo. 

Se trata, en definitiva, de aplicar el conocimiento científico 
en un nuevo contexto, aquel de la ciencia posnormal bajo la 


cual los problemas son analizados en términos de 
incertidumbre en cuanto al conocimiento y complejidad en 
cuanto a la ética. Sostenemos en el capítulo final que el debate 
sobre el extractivismo debe salir de los estrechos márgenes de 
una ideología economicista-neoliberal para resituarse en el 
plano de un mundo de contradicciones, valores en conflicto y 
legitimidad de perspectivas. La legitimidad de perspectivas 
emerge de lo que el filósofo B. Echeverría llama “la 
construcción espontánea del mundo de la vida” (1998, pág. 38) 
o lo que Thompson y sus colegas ven como “un conjunto de 
preferencias y adherencia a ciertos valores que legitiman 
determinadas formas de vida” (Thompson et al., 1990). Una 
reflexión sobre la emergencia de estas visiones y cómo ellas se 
expresan en diferentes actitudes hacia la naturaleza y el riesgo 
se revelan necesarias para entender el fenómeno extractivista y, 
sobre todo, para tender puentes que faciliten y el diálogo y el 
debate entre posiciones muchas veces de apariencia 
irreconciliable. 
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El verdadero neoextractivismo 


Nuevas promesas: ¿más de lo mismo? 

El extractivismo no solo representaría un lastre del pasado, sino 
también una barrera para el futuro. Sostiene Peters (2016, pág. 
34) que 


. Si bien en el contexto del boom el neo-extractivismo hizo 
posible una mejora notable de las condiciones de vida de la 
población y la estabilización de los gobiernos progresistas, éste al 
mediano y largo plazo, representa a su vez un obstáculo para una 
transformación estructural de las economías y sociedades 
latinoamericanas. 


Esta tesis adquiere mayor fuerza luego del desencanto de 
una década dorada, que se reveló incapaz de establecer 
condiciones sostenibles de crecimiento y mecanismos duraderos 
de alivio de la pobreza e inequidad social. Surge entonces el 
desafío de imaginar nuevas respuestas o alternativas para una 
transición hacia una economía posextractivista; es decir, un 
nuevo modelo de acumulación que permita superar las 
patologías del extractivismo, causas del atraso y subdesarrollo, y 
sentar las bases futuras para un cambio estructural. 

Ante la visión del extractivismo como una barrera para el 
desarrollo, el discurso posextractivista es reiterativo en la 
necesidad de implementar alternativas al modelo de 
acumulación sustentado en la exportación de recursos 


naturales. Sin embargo, persiste una incertidumbre respecto a 
la forma específica de las alternativas que se plantean; no está 
claro qué es lo que se desea, cuáles son las aspiraciones 
realistas, ni cómo se podría conectar deseo y realidad. Cuando 
una referencia se torna casi obligada, las escasas propuestas de 
superación del modelo extractivista se limitan a menciones 
generales sobre tres salidas posibles: ecoturismo, 
bioconocimiento y agroforestería, alrededor de las cuales un 
nuevo imaginario de desarrollo empieza a emerger. 
Efectivamente, “el desarrollo sostenible para alcanzar el buen 
vivir implica reestructurar nuestra economía mediante la 
transición [desde el extractivismo] hacia una economía basada 
en el bioconocimiento, la agroforestería y el turismo ecológico 
y comunitario” (Senplades, 2017). 

Estas alternativas son presentadas bajo un discurso 
económico prometedor y al mismo tiempo benevolente con la 
naturaleza y los pueblos que la habitan. En efecto, la 
conjunción de las tres alternativas propuestas permitiría 
alcanzar simultáneamente múltiples objetivos. En primer lugar, 
generar fuentes de ingreso que permitan al país financiar un 
nuevo modelo de desarrollo alternativo al modelo de 
acumulación sustentado en la explotación de petróleo. 
Segundo, asegurar la conservación de ecosistemas amenazados 
ya que los recursos generados por el ecoturismo, la 
comercialización del material genético y la producción 
ecológica  agroforestal constituyen incentivos para la 
conservación en lugar de su explotación en otras actividades 
productivas o extractivas que amenazan su degradación y 
destrucción. El tercer objetivo, ingrediente que no puede faltar 
en el discurso ambientalista, se refiere al alivio de la pobreza 
de los pueblos y comunidades asentadas en las reservas de 
biodiversidad. En este caso, además de la explotación de la 
riqueza genética, los grupos indígenas poseen otra riqueza, los 
conocimientos ancestrales, que pueden también ser canalizados 


en los circuitos comerciales y constituir una importante fuente 
de ingresos para las comunidades y para el país. 

Estas promesas son difíciles de resistir. La bioprospección, 
el ecoturismo y la agroforestería ecológica, es decir, las nuevas 
modalidades de extracción de valor de la naturaleza, ofrecen 
un mundo en el que es posible “disfrutar el pastel de la 
conservación y la equidad y al mismo tiempo saborear el postre 
del desarrollo”. Pero, en el fondo, siempre persiste la idea de la 
naturaleza como una fuente de riqueza generadora de rentas, 
como un stock que genera flujos y servicios que pueden ser 
monetizados mediante su conversión en mercancías para su 
comercialización. 

Sin —embargo, estas nuevas soluciones llamadas a 
compensar las rentas por el abandono del extractivismo 
convencional suponen otras formas de extractivismo, nuevas 
formas de explotación intensiva de la naturaleza que acentúan 
y consolidan las patologías de la enfermedad que se pretende 
superar. Bajo este nuevo régimen extractivista, las relaciones 
mercantilistas van más allá de las formas convencionales de 
explotación de los recursos con el objetivo de producir y 
asignar un valor abstracto de mercado a la naturaleza sobre la 
base de hipótesis especulativas, categorías y representaciones 
sobre cómo la naturaleza debería ser o debe transformarse para 
y por los seres humanos dentro y fuera de sus entornos locales. 
De acuerdo con esta visión, coincidente o parte del amplio 
proyecto de neoliberalización de la naturaleza (Villavicencio, 
2020), la racionalidad económica del capital es asegurada ya 
sea mediante la privatización, la territorialización o la 
demarcación de territorios con el propósito de controlar 
pueblos y recursos y facilitar su manejo y explotación o 
mediante el reconocimiento de los derechos de propiedad a las 
poblaciones para permitirles la entrada en negocios y joint- 
ventures ligadas al suministro de servicios ambientales 
(captación carbono, ecoturismo o información genética, por 


ejemplo), o también mediante la renta, concesión O 
transferencia de control de territorios a empresas, ONG u otros 
arreglos institucionales. En este caso, las patologías del 
extractivismo convencional a las que nos hemos referido a lo 
largo de los capítulos anteriores se manifestarían bajo las tres 
dimensiones arriba señaladas y cuya explicación es como 
sigue!?!, 


El extractivismo de la biodiversidad 
El tema de la explotación de los ecosistemas tropicales con 
fines productivos no puede aislarse del amplio debate sobre la 
degradación ambiental y las relaciones entre naturaleza y 
sociedad, en cuyo centro se encuentra el problema de la 
conservación de la biodiversidad. El razonamiento según el 
cual a la biodiversidad hay encontrarle importantes 
aplicaciones comerciales de tal manera que su explotación 
“sostenible” pueda garantizar su conservación en el largo plazo 
no se sostiene. Este argumento simplemente no tiene en cuenta 
la contribución consuntiva de esta explotación a los problemas 
de degradación ambiental en varias escalas. La bioprospección 
consiste en un proceso de capitalización de la naturaleza en 
donde la dinámica del capital privilegia las nuevas 
biotecnologías, las cuales capitalizan la naturaleza al plantar 
valor en ella por medio de la investigación científica (Escobar, 
1999; Igoe y Brockington, 2007; Sullivan, 2009). De acuerdo a 
esta visión, la clave para la conservación de la biodiversidad 
estaría en hallar formas de utilización de los recursos de los 
bosques tropicales fundamentadas en el conocimiento 
científico, en sistemas apropiados de administración y en 
mecanismos adecuados que establezcan los derechos de la 
propiedad intelectual y que protejan los descubrimientos que 
podrían ofrecer las aplicaciones comerciales. 

Entonces, la conservación de la biodiversidad es 
básicamente concebida y entendida como un problema de 
manejo y gestión de la naturaleza en el marco de una estrategia 


de modernización ecológica (Villavicencio, 2020). Es así como 
la tarea de prospección biológica o “cacería de genes” se 
presenta como un protocolo respetable para salvar la 
naturaleza porque se considera que la fuente de los beneficios y 
ganancias de la conservación está en los genes de las especies” 
(Escobar, 1999). Añade este autor que 


... bajo esta forma de bio-imperialismo, la conservación basada 
en la biotecnología terminará por erosionar la biodiversidad 
puesto que toda biotecnología depende de la creación de 
mercados uniformes de mercancías. La diversidad de las 
mercancías no puede resultar en la diversidad de culturas y 
especies. 


No se debe ignorar que la destrucción de los hábitats por 
los proyectos de desarrollo y por la “monocultura mental y 
agrícola son las principales fuentes de destrucción de la 
biodiversidad, y no las actividades de los habitantes pobres de 
la selva”. “Con la bioprospección, la enfermedad se ofrece 
como la cura: las estrategias dominantes son como colocar las 
ovejas al cuidado del lobo” (pág. 217). 

Además de la afectación del extractivismo biogenético a 
los ecosistemas, esta actividad implica también mecanismos de 
control (comercial, financiero y tecnológico) por parte de 
actores de la economía global que manejan este inmenso 
negocio. La explotación de la biodiversidad y su 
aprovechamiento con fines comerciales no puede ser vista 
como una actividad aislada, sino como parte de un gigantesco 
negocio, intensivo en conocimiento y capital, monopolizado 
por las gigantes transnacionales farmacéuticas que controlan la 
investigación, desarrollo y comercialización en este campo. En 
este contexto, cualquier alternativa orientada al 
aprovechamiento del material biogenético de la naturaleza 
significa el sometimiento de la naturaleza a los circuitos del 


capital transnacional con escasas o nulas posibilidades de un 
desarrollo autónomo. 

Pero esta nueva modalidad extractivista no se limita 
únicamente a la naturaleza, sino a la explotación con fines 
comerciales de los conocimientos ancestrales que, en definitiva, 
constituyen un ingrediente esencial para la capitalización de los 
recursos genéticos. El discurso convencional no admite 
ambigiedades al respecto: “La combinación de los saberes 
ancestrales con la tecnología de punta puede generar la 
reconversión del régimen de desarrollo, apoyada en el bio- 
conocimiento” (Senplades, 2009). Este es otro de los mitos 
recurrentes en el discurso sobre las promesas de la 
bioprospección que tiene como una de sus causas una 
persistente confusión entre información y conocimiento y cuya 
distinción es clave para la comprensión del significado y 
alcance de los conocimientos ancestrales. Se olvida que el 
conocimiento es ante todo un proceso social de interacción, 
una capacidad cognitiva codificada en símbolos y en un 
lenguaje particular que permite la interpretación y el uso de 
información, mientras que esta última se refiere a un volumen 
de data que permanece pasiva e inerte hasta ser usada por 
aquellos con el conocimiento necesario para interpretarla y 
procesarla (Foray, 2000). El discurso sobre la explotación de 
los conocimientos ancestrales ignora esta distinción y asume 
que la apropiación y comercialización de los conocimientos 
ancestrales pasa simplemente por una recodificación, en 
términos modernos, del conocimiento original, sin tener en 
cuenta el carácter tácito y circunstancial de estos 
conocimientos. Como acertadamente lo señala A. Escobar 
(1999, pág. 89), 


Los discursos sobre los conocimientos ancestrales no respetan la 
lógica de dichos conocimientos. Por el contrario, juzgan, a la 
manera occidental estos conocimientos como una suerte de 


conocimiento [información] almacenado en “la mente” de 
algunas personas -shamanes, ancianos, curanderos, etc.-, y que 
se refieren a objetos discretos —plantas, especies—, cuyo valor o 
“utilidad” médica, económica o científica será revelado por su 
poseedor al experto moderno que entra en dialogo con este. 


Añade este autor que, al intentar recodificar el 
conocimiento original en términos modernos, los “expertos” y 
los burócratas no tienen en cuenta que “los conocimientos 
populares son complejas construcciones culturales que 
involucran no los objetos en sí, sino procesos que son 
profundamente históricos y relacionales”. En el mejor de los 
casos, se podría reconocer en el discurso oficial un esfuerzo por 
rodear de una aureola de romanticismo a los conocimientos 
ancestrales, asumiendo implícitamente un esnobismo en 
reversa según el cual estos son superiores o iguales a la ciencia 
occidental, “equiparando el misticismo de los chamanes a la ley 
de la gravedad” (Peet y Hartwick, 2009). 

Por último, aun los conocimientos ancestrales O 
propiamente los conocimientos etnobotánicos pueden ser de 
utilidad muy limitada para los fines de la bioprospección ya 
que las enfermedades que son comunes en una determinada 
sociedad pueden ser muy raras en otras o, a su vez, las causas 
pueden ser muy diferentes. Comunidades con un rico 
conocimiento etnobotánico pueden tener una estructura de 
edad, dieta y grupo genético muy diferente de los pacientes 
adultos mayores de las sociedades desarrolladas (Firn, 2003). 
Es un hecho que las compañías farmacéuticas buscan productos 
para los cuales existe una demanda solvente en los estratos 
económicos medios y altos; por consiguiente, el conocimiento 
etnobotánico, de gran relevancia en estratos pobres, no es una 
guía muy valiosa para el desarrollo de nuevos productos 
comerciales para las sociedades opulentas. El problema radica 
en la proyección de la ciencia moderna como un sistema de 


conocimiento universal, neutro en valores, superior a otros 
sistemas de creencias y comocimientos por su supuesta 
universalidad y neutralidad y por la lógica de sus métodos que 
reclaman objetividad acerca de la naturaleza (Shiva, 1998, pág. 
162). Bajo esta perspectiva, cada proyecto o acción es 
legitimado como científico mediante la operacionalización de 
conceptos reduccionistas que se revelan funcionales para 
asegurar uniformidad, centralización y control. 


El extractivismo de la cultura y el paisaje 
Frente a la evidente constatación de deforestación por las 
actividades de exploración y explotación de petróleo, la 
contaminación del suelo y los ríos por los derrames persistentes 
de crudo y los impactos sobre los modos de vida de las 
comunidades indígenas, surge la idea del ecoturismo como 
alternativa para generar recursos económicos que compensen 
una suspensión definitiva de la explotación en ciertas zonas 
(Parque Nacional Yasuní) o una eventual moratoria de la 
expansión de la “frontera petrolera” (Amazonia Centro-Sur). 
Esta estrategia posextractivista permitiría, además de detener el 
deterioro ambiental de extensas regiones de la Amazonia, 
generar empleo, aliviar la pobreza, proveer un modo de vida 
sustentable a los habitantes de la zona y, por supuesto, 
constituir el pivote para el inicio de un nuevo modelo de 
acumulación de la economía nacional. A partir de estas 
hipótesis, altamente simplificadoras, se codifican narrativas que 
prácticamente se han convertido en un nuevo “paradigma del 
desarrollo” cuya insistente circulación y repetición crea la 
peligrosa idea de que los problemas de inequidad y pobreza 
pueden ser resueltos sin confrontar el sistema establecido. Estas 
imágenes son amplificadas e internalizadas en los discursos 
sociales, económicos y ambientales mediante la incorporación 
de símbolos dominantes, ideologías y experiencias reales o 
imaginarias. 

La tesis del ecoturismo gira alrededor de un discurso 


construido sobre tres mitos: el mito del desarrollo, el mito de la 
conservación y el mito de la inmaterialidad. El primero, el del 
ecoturismo como un nuevo motor de desarrollo para los países, 
en especial aquellos menos avanzados, es quizá el más 
persistente de los tres. Promovido como un mecanismo positivo 
de desarrollo económico para muchos países y comunidades 
que han perdido sus industrias tradicionales o para aquellos 
que simplemente anhelan mejorar sus condiciones económicas 
(Reid, 2003), los beneficios económicos como fuente de divisas 
y efectos multiplicadores sobre las economías son magnificados 
por organismos internacionales, agencias de desarrollo y 
gobiernos, creando expectativas más allá del sentido común. 

No se puede negar el aporte de esta actividad como 
generadora de divisas y como fuente de efectos multiplicadores 
de las economías, particularmente sobre el empleo. Sin 
embargo, por lo menos en el caso del Ecuador, plantear el 
turismo, bajo cualquiera de sus etiquetas (ecológico, cultural, 
de aventura, etc.), como uno de los motores de un nuevo 
patrón de desarrollo resulta ilusorio. En realidad, se trata de 
un negocio global, manejado por corporaciones transnacionales 
que dominan el mercado, creando una división internacional 
del trabajo dentro del cual los países en desarrollo contribuyen 
con su infraestructura social, facilidades físicas y entorno 
natural, con escaso control sobre el flujo de ingresos. 

El mito de la conservación está enraizado en la difundida 
percepción del turismo como una “industria sin chimenea”; es 
decir, una actividad económica que no ocasiona o produce 
leves efectos sobre el ambiente y, aun cuando se reconoce que 
pueden producirse ciertos impactos negativos, estos pueden ser 
mitigados por medidas de compensación. Entonces, frente a la 
constatación de una alarmante degradación ambiental, en 
particular la acelerada pérdida de la biodiversidad, el 
ecoturismo es presentado bajo la promesa de inyectar nuevos 
recursos para la conservación de la naturaleza, especialmente 


en aquellas partes pobres del mundo donde los Estados no 
disponen de los recursos y la capacidad para una efectiva 
protección de sus ecosistemas. Sin embargo, no se puede 
ignorar que el ecoturismo, al igual que el turismo convencional, 
con su demanda de transporte, alojamiento, servicios y 
entretenimiento, conduce, paradójicamente, a degradar el 
entorno que precisamente sirve de espacio para la realización 
de sus actividades. Los impactos negativos sobre los 
ecosistemas son evidentes. 

Pero además de la conservación de la naturaleza, el 
ecoturismo promete mucho más. El ecoturismo promete 
fortalecer la democracia y la participación mediante el 
desmantelamiento de las estructuras y prácticas restrictivas del 
Estado; promete la protección de las comunidades locales 
garantizándoles sus derechos de propiedad y ayudándolas a 
entrar en el negocio de la conservación; promete la promoción 
de prácticas verdes en los negocios, demostrando a las 
corporaciones transnacionales que las estrategias verdes 
también producen ganancias. Finalmente, el ecoturismo se 
presenta como el mecanismo más idóneo para la protección y 
conservación de las culturas y modos de vida de las 
comunidades ancestrales (Igoe y Brockington, 2007). En esto 
consiste el mito de la inmaterialidad al que nos referimos 
anteriormente: aquella imagen del turismo descontextualizado 
de sus circunstancias sociales y ambientales, una “mercancía 
fetiche”, sin ningún costo social para las poblaciones o centros 
de los destinos turísticos, “como si las personas de las aldeas 
culturales o los puestos de artesanías estuviesen esperando el 
consumo de su cultura” (Brockington, Duffy e Igoe, 2008, 
pág. 190). El hecho mismo de promover emprendimientos, 
negocios y entrar en un mundo de competencia, prácticas 
totalmente ajenas y contrarias a tradiciones ancestrales, socava 
la cultura que se pretende proteger y termina destruyendo, o 
por lo menos debilitando, el tejido social de las comunidades. 


De ahí la paradoja: al mismo tiempo que el ecoturismo intenta 
integrar las comunidades indígenas en el sistema económico de 
mercado, tiende a mantenerlas como piezas “arqueológicas con 
el fin de estimular el deseo nostálgico de los turistas por lo 
“primitivo”, lo '“intocado”, y lo “salvaje””. Este proceso de 
mercantilización y comercialización termina erosionando la 
autenticidad y valores de las culturas tradicionales. 


Agroforestería 

La agroforestería es otro de los mecanismos de mercado 
propuesto como una de las estrategias que compensarían la 
salida del modelo extractivista. La idea consiste en conectar a 
los campesinos y comunidades que habitan en los ecosistemas 
tropicales de manera más efectiva con los mercados, 
especialmente con los mercados internacionales, mediante la 
oferta de productos cuyo cultivo, recolección y procesamiento 
cumplen con ciertos estándares ecológicos. Se asume la 
existencia de consumidores que valoran estos productos no 
solamente en los términos convencionales de costo y utilidad, 
sino también bajo las condiciones en las cuales son producidos, 
procesados y transportados. Este es el principio de lo que se 
conoce como consumo ético o consumo responsable. Entonces, 
cualquier análisis sobre la agroecología necesariamente exige 
abordar simultáneamente estos dos tópicos que, en definitiva, 
corresponden a dos caras de una misma moneda. 

La agroforestería se presenta bajo dos objetivos, uno 
ambiental y otro redistributivo. Bajo el primero, la protección 
de los bosques tropicales, mediante el empleo de prácticas y 
técnicas “ecológicas”, ya sea en la explotación de sus productos 
o en el desarrollo limitado de cultivos, ayuda a su conservación 
o minimiza los efectos de estas actividades sobre la integridad 
de los ecosistemas. El segundo asume que los productos 
agroecológicos reciben un reconocimiento en el mercado que se 
traduce en precios superiores a los productos “convencionales”, 
generando de esta manera incentivos a los campesinos y 


pequeños productores para continuar con sus prácticas 
agroecológicas. En este contexto, se espera que la relación 
emergente entre propietarios o administradores de pequeñas 
parcelas de bosques y los mercados emergentes de servicios 
ambientales permita por un lado mantener tanto los bosques 
como los servicios ambientales y, por otro, mejorar el bienestar 
de los pueblos locales. No deja de llamar la atención en este 
punto una especie de doble discurso alrededor de las bondades 
de la agroforestería: los mismos actores considerados 
parcialmente responsables de la degradación de los recursos 
naturales son al mismo tiempo valorados por su capacidad de 
implementar sistemas de producción ambientalmente 
apropiados y adaptados a las condiciones locales. 

Al igual que la bioprospección y el ecoturismo, la 
agroforestería tampoco escapa a la lógica de apropiación de la 
renta por parte de corporaciones transnacionales, esta vez en 
función de los gustos y preferencias de los consumidores del 
Norte. El comercio de productos derivados de esta actividad 
está sujeto a mecanismos del floreciente negocio de 
certificación por parte de empresas de los países consumidores 
que, en definitiva, son las que imponen normas y estándares de 
producción. En otras palabras, sin necesidad de involucrarse 
directamente en los procesos  extractivos-productivos- 
comerciales, son empresas y organizaciones externas las que 
efectivamente controlan los precios y los mercados. En 
resumen, estas modalidades neoextractivistas no conducen sino 
a una acentuación de la situación de dependencia. 


Las fases del extractivismo 

En realidad, las observaciones anteriores confirmarían la tesis 
de J. Moore, quién afirma que “el capitalismo no es un sistema 
económico; no es un sistema social; es una manera de organizar 
la naturaleza” (2015, pág. 2); organización que a lo largo de la 
historia ha tenido lugar alrededor de la extracción del valor. 


Entonces, este neoextractivismo debe ser visto no únicamente 
como un cambio cuantitativo en términos de una acumulación 
extensiva del capital, sino en términos cualitativos de una 
nueva producción intensiva de la naturaleza, distinción que nos 
lleva a plantear tres modalidades de extractivismo. 

Un primer régimen extractivista estaría caracterizado por 
lo que Moore llama “la-humanidad-en-la-naturaleza” (2015). Se 
refiere a pueblos locales que producen en la naturaleza y 
esencialmente para ellos. El significado social y el trabajo son 
parte del valor de uso de la producción en la medida que las 
mercancías permanecen incrustadas en las relaciones sociales y 
en la economía doméstica. En una forma idealizada, este 
régimen se asemejaría al funcionamiento de las sociedades y 
sistemas económicos prevalecientes hasta antes de la Gran 
Transformación (Polanyi, 2001 [1944]) en los cuales el mercado 
es un elemento secundario en la organización social y 
económica. 

Un segundo régimen extractivista puede ser caracterizado 
como la fase de “el-capital-en-la-naturaleza”. Esta modalidad 
de extractivismo se refiere a las formas convencionales de 
extractivismo y corresponde a una formación socioeconómica 
basada en la explotación extensiva de la naturaleza, centrada 
en la exportación de materias primas como motor del 
crecimiento y en la que la explotación extensiva de la 
naturaleza se erige como principal patrón organizador de sus 
estructuras económicas, socioterritoriales y de poder (Machado 
Aráoz, 2015, pág. 21). Este proceso, que empieza con la 
conquista y colonización, y abarca la transición del feudalismo 
al capitalismo, se erige en el centro de articulación y 
estructuración de las sociedades latinoamericanas, continúa 
hasta nuestros días. 

Nos recuerda Polanyi que esta transición es la que da 
origen al “mercado” como principio básico de organización de 
las sociedades. Su creación requirió la transformación de la 


naturaleza en la tierra, la vida en trabajo y el patrimonio en 
capital. La conversión de los medios de producción (no 
únicamente sus productos) en mercancías pasó a ser manejada 
a través del mercado. En este proceso, la tierra fue abstraída 
del mundo natural y tratada como una mercancía 
intercambiable, el trabajo fue abstraído de la vida y tratado 
como una mercancía para ser valorada e intercambiada de 
acuerdo a la oferta y la demanda y el capital fue abstraído de 
su contexto social, no más tratado como un patrimonio 
colectivo o individual, sino como una fuente intercambiable de 
ingreso para los individuos. 

Polanyi detalló las tensiones inherentes entre la naturaleza 
y la tendencia ilimitada del crecimiento del capital originadas 
en el tratamiento de insumos no producidos como mercancías 
(naturaleza, trabajo y capital) como si estos fuesen mercancías. 
Debido a que estos insumos son la base misma de la producción 
de mercancías y circulan como mercancías, aunque nunca 
pueden ser producidas como verdaderas mercancías, sostiene 
este autor que se trata de “mercancías ficticias” y si su 
mercantilización se lleva a cabo sin control esto eventualmente 
conducirá a su degradación, escasez y en última instancia a su 
desaparición, y por lo tanto también al colapso de la sociedad 
de mercado: “Permitir que el mecanismo del mercado sea el 
único director de los seres humanos y de su entorno natural, 
independientemente de la cantidad y el poder de compra, 
resultará en la demolición de la sociedad” (pág. 76). 

Un tercer régimen extractivista puede ser entendido como 
una extensión del fenómeno calificado por O'Connor como la 
“fase ecológica del capital” (2001) o por Buscher como la 
intensificación de los “usos no transformativos de la 
naturaleza” (2013, pág. 21). Bajo este régimen, la naturaleza ya 
no es vista únicamente como una fuente de materia prima para 
ser usada en otros procesos productivos, sino como una fuente 
de valor en sí misma (Escobar, 1999). En esta fase, el valor de 


la naturaleza es liberado para el capital por medio de nuevas 
modalidades de explotación y apropiación como son la 
bioprospección (el conocimiento científico), el ecoturismo, los 
servicios ambientales y la mitigación del clima, en particular. 
En este nuevo contexto de explotación de la naturaleza, las 
relaciones mercantilistas se extienden más allá para producir y 
asignar un valor abstracto de mercado sobre la base de 
hipótesis especulativas, categorías y representaciones sobre 
cómo la naturaleza debería ser o debe transformarse para y por 
los humanos dentro y fuera de sus entornos locales. 

En esta línea de razonamiento, por ejemplo, en el caso de 
la Amazonia, el primer régimen extractivista correspondería a 
los pueblos locales que producen en la naturaleza por y para 
ellos. El segundo tiene que ver con la fase de la explotación 
petrolera, el monocultivo (palma africana) y la explotación de 
madera, y el tercero estaría atado a la bioprospección, el 
ecoturismo, la agroforestería y, en general, la provisión de 
servicios ambientales. El proceso de ninguna manera es lineal o 
secuencial: las tres etapas coexisten, pero la confluencia de la 
ideología de la conservación neoliberal con intereses 
empresariales promueve un movimiento de la primera y la 
segunda hacia la tercera, con prácticas de conservación 
contradictorias bajo las cuales la explotación de materias 
primas y entornos productores de mercancías se entrelazan con 
relaciones virtuales especulativas (bioinformación, paisaje, 
CO,) que atan su valor a los mercados globales. Lo 
sorprendente de estas nuevas propuestas es que, después de 
más cincuenta años de explotación y expoliación, la región 
Amazónica siga siendo en el imaginario desarrollista nada más 
que un vasto depósito de recursos y, por lo tanto, una frontera 
por descubrir. 


El “neoextractivismo” y la acumulación del capital 
El concepto de la fase ecológica del capital ofrece una guía 


para entender el verdadero significado de las alternativas al 
modelo extractivista. Este concepto nos aclara cómo la 
conjunción de fuerzas ambientales y de mercado surge como 
visión y práctica en la partición y sujeción de la naturaleza a la 
valoración económica. La explicación y los rasgos distintivos de 
una fase ecocapitalista neoextractivista son resumidos a 
continuación (Villavicencio, 2020). 


a. Ante todo, este nuevo régimen extractivista debe ser 
entendido en un contexto más amplio que lo engloba, 
como es la crisis de acumulación que afecta al sistema 
capitalista. Los capitalistas, al persistir en su esfuerzo por 
aumentar su capital (la fuerza productiva de la sociedad) 
más rápido que lo garantizado por el poder de consumo 
de la sociedad, llevan al sistema económico a confrontar 
una insuficiencia de demanda efectiva y, de este modo, 
las barreras al consumo conducen eventualmente a 
barreras en la inversión (Foster y McChesney, 2009; 
Castree, 2010; Harvey D., 2016; Streeck, 2016; 
Wallerstein, Collins, Mann, Derluguian y Calhoun, 2013; 
O'Connor, 2001). Esta tendencia a la sobreacumulación, 
dominante en el capitalismo monopólico, disminuye sus 
tasas de rentabilidad y da lugar al espectro de una 
recesión de largo plazo. Ante la imposibilidad de 
encontrar una salida en la economía real para el 
creciente excedente, el capital (vía corporaciones o 
inversionistas individuales) vierte el exceso en la 
especulación financiera. Sin embargo, las burbujas 
financieras que se forman no han sido suficientes para 
contrarrestar la crisis; de ahí la necesidad de buscar 
nuevos espacios de acumulación del capital, siendo la 
naturaleza probablemente el último de ellos (Foster y 
McChesney, 2009, págs. 6-13). 

b. Lo que es diferente en la actualidad es que ahora nos 


encontramos en un punto de inflexión en el crecimiento 
exponencial de la actividad capitalista (Wallerstein, 
Collins, Mann, Derluguian y Calhoun, 2013; Streeck, 
2016). Esto tiene un impacto exponencial sobre los 
niveles de estrés ambiental como resultado de una 
intensa presión para  mercantilizar, privatizar e 
incorporar, cada vez más, aspectos del mundo biofísico 
en los circuitos del capital con la consecuente expansión 
cancerosa y degradación de la integridad de los 
ecosistemas (Castree, 2010). Entonces, ante el discurso 
neoextractivista se pueden entender dos cosas: primero, la 
importancia para el capital de adoptar un discurso 
ambientalista como el fundamento legítimo para los 
grandes negocios ambientales del futuro. Así, él puede 
dominar los discursos ecológicos, definir la naturaleza en 
sus propios términos y buscar el manejo de la 
contradicción capital-naturaleza en su amplio interés de 
clase. Segundo, mientras mayor es el dominio del capital 
en las diferentes formaciones sociales que constituyen el 
mundo del capitalismo, mayores son las reglas de las 
relaciones metabólicas con la naturaleza que dominan el 
discurso público y las políticas (Foster, 2000). 

. La explotación intensiva de la naturaleza como un nuevo 
espacio de realización del capital tiene la enorme ventaja 
de ser presentada como la opción más efectiva para su 
protección. Así, el proyecto neoliberal de conservación de 
la naturaleza parte del dogma según el cual la asignación 
de un valor económico a la naturaleza y su sumisión a los 
procesos de mercado es la clave para una exitosa 
conservación. La lógica es relativamente simple: una vez 
que el valor de un ecosistema particular es puesto al 
descubierto (por ejemplo, la capacidad de un ecosistema 
de almacenar carbono, de atraer turistas o como depósito 
de biodiversidad), el ecosistema adquiere un valor 


económico ya sea como proveedor de un servicio en el 
primer caso, como un recurso no consumible en el 
segundo o como fuente de información en el tercero. Esta 
transformación de la naturaleza desde una realidad 
vívida y comprensible a una abstracción mercantil que 
ofrece oportunidades para lucrativos negocios simboliza 
el potencial para una futura apropiación. Esta percepción 
desde el lado del capital repercute a su vez en los grupos 
conservacionistas, quienes están sometidos a una 
constante presión por demostrar las ventajas económicas 
de sus proyectos. De ahí que la relación entre los 
proyectos de conservación y la realidad del capital como 
una relación necesariamente benéfica sea dada por 
sentado. Esta idea adquiere un status casi hegemónico 
cuando es promovida de manera intensiva y sistemática y 
consigue la apariencia de ser la única visión factible de 
cómo perseguir y lograr la protección y conservación del 
entorno natural. 

d. En el fondo de todo este proceso se encuentra como 
fuerza motriz la acumulación por apropiación del surplus 
ecológico o plusvalía ecológica, 


... noción que hace referencia al efecto integral de apropiación y 
consumo desigual de la naturaleza que se diseña a través de una 
geografía de la extracción completamente diferente a la geografía 
del consumo. La una, como reverso y medio de subsidio de la 
otra (Machado Aráoz, 2015, págs. 28-29). 


a. Pero no se trata únicamente de un excedente de materia 
y energía como en el extractivismo de “viejo cuño”. Esta 
nueva modalidad extractivista añade un componente 
adicional a la ecuación, aquel de la información. Se 
pregunta N. Castree: ¿cómo puede la naturaleza ser 
información cuando pensamos de ella como algo físico y 


tangible? (2003). Añade este autor que la respuesta está 
dada por la constante des- y rematerialización, en todo 
sentido, a la que es sometida la naturaleza, de tal manera 
que la distinción entre la naturaleza real y sus relaciones 
artificiales se vuelve no solamente difusa, sino 
absolutamente frágil (pág. 287). La abstracción de la 
naturaleza en un espectáculo (ecoturismo) que la 
convierte en dinero por la contemplación (Igoe, 2013, 
pág. 38); la “cacería de genes” (Escobar, 1999, pág. 216) 
que transforma la naturaleza en bites de información para 
la mercantilización y especulación (bioprospección) o el 
comercio molecular del CO, que reduce los bosques 
tropicales a sumideros de carbono (Lohmann, 2012) son, 
en definitiva, la esencia del proyecto de neoliberalización 
global de la naturaleza que busca transformar las 
relaciones biofísicas-sociales-culturales en mercancías 
para ser vendidas o compradas en los mercados. 


Esta nueva modalidad del extractivismo no solamente 
conserva las características del extractivismo convencional, 
sino que las acentúa. La mercantilización de los recursos 
naturales no es, por supuesto, un fenómeno nuevo. La 
transformación de la naturaleza en “mercancías ficticias” 
(Polanyi, 2001 [1944]) ha tenido lugar a lo largo de la 
colonización de nuevos espacios, pueblos y procesos de 
acumulación capitalista (Harvey, 2005). Lo que es un 
fenómeno relativamente reciente es el amplio esfuerzo de la 
industria capitalista para internalizar los recursos naturales 
como un componente integral de la producción bajo el discurso 
de un manejo sustentable de los recursos en el largo plazo. Ya 
no se trata simplemente de externalizar los costos ambientales 
(y sociales) en el interés de una ganancia a corto plazo. Se trata 
de encontrar formas más eficientes de explotación de la 
naturaleza bajo la apariencia de un desarrollo ecológicamente 


sostenible que requiere únicamente ajustes menores en la 
articulación conservación-mercado (Fletcher, Dressler y 
Buscher, 2014; Brockington, Duffy e Igoe, 2008). 

En resumen, al igual que el extractivismo de “viejo cuño”, 
el neoextractivismo 


... profundiza la separación entre las metrópolis y sus satélites; 
establece el centro y sus periferias; delinea la geografía de la 
extracción como geografía subordinada, dependiente, 
proveedora, estructurada por y para el abastecimiento de la 
geografía del centro, la del consumo y la acumulación (Machado 
Aráoz, 2015, pág. 15). 


Lo que cambia es la dinámica primaria de acumulación del 
capital, que pasa “de la acumulación y crecimiento con base en 
una realidad externa a la conservación y autogestión de un 
sistema de naturaleza cerrada sobre sí misma” (O'Connor, 
2001). Este nuevo proceso de capitalización de la naturaleza — 
más profundo que el precedente— es efectuado a nivel de la 
representación: aspectos que antes no estaban capitalizados 
ahora se convertirán en internos al capital a través del 
fenómeno que Escobar denomina la “conquista semiótica del 
territorio” (1999, pág. 88); es decir, el hecho de que todo -— 
hasta los genes mismos- caen bajo la dictadura del código de la 
producción, de la visión económica y de la ley del valor. 

Concluimos señalando que  pareceríamos seguir 
condenados a continuar con las trayectorias económicas cíclicas 
que han jalonado la historia del Ecuador y que han estado 
marcadas por la aparición casi milagrosa de un producto (el 
cacao, el banano, el petróleo) y ahora la explotación intensiva 
de la naturaleza. La explotación de nuestra “mayor ventaja 
comparativa”, la biodiversidad y el paisaje, se presenta ahora 
como la nueva fórmula salvadora que nos abrirá las puertas 
hacia un “buen vivir”. De esta manera, una naturaleza prístina, 


entornos primitivos, culturas exóticas y una megadiversidad 
biológica, única en el planeta, serían ahora los elementos de 
una nueva identidad nacional para el consumo externo y 
explotación de transnacionales; elementos que, “hábilmente 
manejados” y promocionados, se convertirán en los insumos de 
una nueva industria que sustituirá al petróleo y se constituirá 
en el pivote de un nuevo modelo de desarrollo. Pero, y quizá 
esto resulta lo más sorprendente, además de constituirse en 
elementos dinamizadores de una nueva economía como ejes de 
generación de divisas, creación de empleo y espacios de 
inversión, estas actividades económicas, según sus proponentes, 
son los mecanismos más apropiados para la protección de la 
naturaleza. 


1. Para una amplia discusión sobre el tema, remitimos al lector al texto 
Neoliberalizando la naturaleza: el capitalismo y la crisis ecológica 
(Villavicencio, 2020). « 
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Extractivismo y ethos barroco 


Señalamos anteriormente que el verdadero debate sobre el 
extractivismo debe partir de la existencia de dos realidades que 
no pueden ser disociadas y alrededor de las cuales debe 
centrarse cualquier discusión y elección de alternativas. La 
primera tiene que ver con el hecho de que las actividades 
extractivas pueden afectar a grupos sociales determinados. El 
despojo de tierras y la expulsión forzada de poblaciones 
campesinas, la conversión de formas tradicionales de propiedad 
en derechos de concesiones, la supresión de formas alternativas 
de producción y consumo y la afectación de modos de vida de 
comunidades son consecuencias de proyectos extractivos 
específicos. La segunda realidad tiene que ver con la 
degradación ambiental, concretamente con los impactos sobre 
la biodiversidad, el agua y el suelo, en muchos casos 
irreversibles. El error de aplicar criterios económicos para 
evaluar la pertinencia de la explotación de los recursos mineros 
y energéticos radica en que al reducir el problema a un 
problema económico, este es construido como un asunto de 
asignación de flujos de dinero, en lugar de plantear el problema 
en el ámbito que corresponde a estas realidades y que, en 
definitiva, tiene que ver con los valores que profesan los 
individuos como miembros de la sociedad. En el primer caso 
estaríamos, en esencia, frente a un problema de optimización 
de recursos; en el segundo, el problema es de carácter 
deontológico o kantiano (Sagoff, 2008). Estas dos perspectivas 


estructuran dos marcos de referencia para la toma de 
decisiones, que difieren fundamentalmente en la manera como 
ambos conciben a los actores involucrados en la decisión 
(Villavicencio, 2020). 

El fenómeno extractivista se presenta entonces como un 
problema que trasciende dicotomías entre hechos y valores 
para dar paso a una nueva condición basada en hipótesis de 
incertidumbre, control parcial y, sobre todo, pluralidad de 
legítimas perspectivas. Se trata de situaciones donde no existe 
consenso sobre la definición misma del problema, las 
incertidumbres sobre las implicaciones de cursos alternativos 
de acción son grandes y lo que está en juego es así mismo 
inconmensurable. Son problemas que requieren ser tratados en 
un marco teórico y epistemológico diferente; un marco de 
análisis que trascienda el uso de conceptos y de prácticas 
científicas normales, en el sentido de Kuhn (1962), con el fin de 
dar cabida a espacios para la incorporación de una 
multiplicidad de actores, cada uno con visiones, criterios e 
intereses diferentes. No se trata únicamente de “democratizar” 
el proceso de decisión, sino de legitimar la introducción de la 
pluralidad del conocimiento en el debate de políticas que 
conciernan directamente a la sociedad. Abordamos a 
continuación dos elementos que consideramos fundamentales 
para la construcción de un espacio de debate sobre el 
extractivismo en el marco de una racionalidad discursiva: el 
extractivismo como un problema de la ciencia posnormal y la 
naturaleza como una construcción social. 


Posextractivismo y ciencia posnormal 

En la literatura que aborda el tema del posextractivismo, 
podemos identificar dos visiones, que de cierta manera se 
complementan. Una simplemente aboga por una “salida del 
extractivismo depredador”. Esta opción se presenta como la 
alternativa idónea para “construir economías sustentables, es 


decir, diversificadas en productos y mercados, industrializadas 
y tercerizadas con capacidad de generación de empleo de 
calidad, equitativas, respetuosas de las culturas y de la 
Naturaleza” (Acosta, 2011, pág. 114). En este proceso de 
transición, la explotación de la biodiversidad, el ecoturismo y 
la agroforestería serían las actividades económicas que 
llenarían el espacio económico dejado por las actividades 
extractivas (Larrea, 2017). La segunda visión sobre el 
posextractivismo apuntaría hacia la permanencia de las 
actividades extractivas, pero esta vez un  extractivismo 
indispensable, de pequeña escala, vinculado a cadenas 
productivas locales, con una orientación exportadora regional, 
con el uso de las mejores tecnologías disponibles, con mejores 
relacionamientos con las comunidades locales, con un régimen 
de regalías adecuadas, con mejores condiciones de trabajo para 
sus empleados, entre otros (Gudynas, 2011, págs. 67-69). A 
estas dos categorías de extractivismo, este último autor agrega 
una tercera, un extractivismo sensato que “corresponde a 
explotaciones mineras o petroleras que introducen reformas en 
sus prácticas, de manera de reducir sus impactos sociales y 
ambientales”. 

Sostenemos aquí que esta tipología resulta inadecuada 
para ser utilizada como una categoría de análisis o como un 
marco de referencia para delinear un programa político o una 
estrategia de desarrollo. Los criterios que definen la 
clasificación anterior se diluyen en propiedades y 
características difusas, sin puntos concretos de referencia; quién 
o qué instancia puede establecer una demarcación entre lo 
sensato y lo indispensable, o entre lo genuino y lo ilegítimo, o 
“diferenciar entre el crecimiento bueno del malo”. La decisión 
de explotar los campos petroleros del ITT en el Parque Nacional 
Yasuní con las tecnologías más avanzadas, como fue planteado 
en el referéndum que tuvo lugar en el Ecuador el año 2017, se 
justificó, en principio, por la necesidad de generar recursos 


para financiar programas de contenido social y, al mismo 
tiempo, de minimizar los daños ambientales. En este caso, cabe 
la pregunta de si se trata de un extractivismo indispensable o 
de un extractivismo sensato. La misma pregunta resulta 
pertinente para la explotación minera en ciertas zonas del 
Ecuador: se trata de una minería depredadora o de una minería 
indispensable. 

La actividad extractivista, como cualquier decisión de 
política pública, persigue objetivos que no siempre apuntan en 
la misma dirección. Los impactos pueden traducirse en 
beneficios, pero también implican costos económicos, 
ambientales y sociales. No se puede hablar de extractivismo 
bueno o malo, sensato o imprudente, sino de estrategias O 
proyectos mineros y petroleros específicos que pueden ofrecer 
oportunidades de crecimiento y desarrollo, pero también 
pueden afectar de manera desigual a diferentes segmentos de la 
población y tener impactos diferentes sobre el entorno natural. 

S. Funtowicz y J. Ravetz (1993) proponen una nueva 
perspectiva para el tratamiento de problemas complejos a la 
que denominan la “ciencia posnormal”. Según estos autores, la 
visión analítica-reduccionista, que divide los sistemas en sus 
elementos constitutivos para convertirlos en objetos de estudios 
de especializaciones cada vez más esotéricas, debe ser 
sustituida por un “enfoque sistémico, sintético y humanista”. 
Este nuevo enfoque trasciende las viejas dicotomías entre 
hechos y valores, entre conocimiento e ignorancia, para dar 
paso a una nueva condición basada en hipótesis de 
incertidumbre, control parcial y pluralidad de legítimas 
perspectivas. Bajo este enfoque, las incertidumbres no son 
ignoradas, sino manejadas; los valores no son supuestos, sino 
explicitados; el modelo de argumentación científica no consiste 
en la deducción formalizada, sino en el diálogo interactivo. En 
resumen, los problemas de la ciencia posnormal son analizados 
en términos de incertidumbre en cuanto al conocimiento y 


complejidad en cuanto a la ética. 

El enfoque de la ciencia posnormal provee el marco 
conceptual-metodológico apropiado para abordar el debate 
sobre el extractivismo. En este contexto, son dos las 
dimensiones que permiten dilucidar los efectos sociales y 
ambientales derivados de las actividades extractivas: una 
epistemológica, que tiene que ver con el conocimiento del 
problema y la incertidumbre que lo rodea; la otra, axiológica, 
que tiene que ver con los valores que están en juego al 
momento de tomar las decisiones. El cruce de estas dos 
dimensiones nos provee de un espacio conceptual que permite 
situar y evaluar los proyectos extractivos según sus 
implicaciones sociales y ambientales. En este espacio, 
podríamos distinguir tres categorías de extractivismo (Gráfico 
11.1): 


i. Si las incertidumbres se presentan únicamente a nivel 
técnico y los valores que están en juego son menores y 
hasta irrelevantes, las formas convencionales de solución 
de problemas y evaluación de riesgos son las 
herramientas apropiadas para abordar este tipo de 
situaciones. Se trata de problemas cuya comprensión y 
resolución requieren únicamente de la “ciencia aplicada 
o la ingeniería”. 

ii. Un segundo tipo de problemas, los problemas de 
“consultoría profesional”, son aquellos en los que la 
incertidumbre aumenta y, por lo tanto, aumenta también 
la complejidad del proceso de decisión. El problema se 
torna transdisciplinar, no admite réplica ni predicción, y 
requiere el concurso de nuevas pericias y perspectivas ya 
que la incertidumbre no puede ser manejada por rutinas 
convencionales. En este nivel, las decisiones se basan en 
un conocimiento consensual, una ciencia consensuada, 
ideal para dar paso a un nivel de conocimiento más 


cualitativo y apropiado para el problema en cuestión. No 
se trata de verificar una teoría general frente a la 
realidad, sino de evaluar soluciones alternativas. 


Gráfico 11.1. El extractivismo bajo el enfoque de la ciencia posnormal 
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Consultoría 
profesional 
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Dimensión axiológica: valores en juego 


Dimensión epistemológica: incertidumbre 
Fuente: Funtowicz y Ravetz (1993). 


i. Por último, cuando las incertidumbres y los valores en 
juego son altos, cualquier proceso de decisión entra en el 
campo de la ciencia posnormal o ciencia abierta. Este 
enfoque ofrece el marco indispensable para visibilizar 
supuestos, comportamientos y motivaciones implícitas 
que influyen de facto en la evaluación de políticas, así 
como para explicitar supuestos disciplinares y marcos 
conceptuales. El mismo proceso de selección de los 
criterios de valoración, los debates  intra- y 
transdisciplinarios sobre criterios y procedimientos, y la 
importancia relativa o absoluta asignada a los criterios, 
todos estos elementos expresiones de supuestos 
normativos, emergen de un proceso de deliberación. En 
un contexto deliberativo, las posiciones no son 
construidas como variables impuestas externamente, sino 
como variables que emergen en el debate, endógenas al 


proceso de decisión, de tal manera que el problema 
mismo puede ser redefinido o pueden emerger 
alternativas que conduzcan a soluciones inesperadas. 


Este es, en resumen, un marco conceptual-metodológico 
que se presenta idóneo para evaluar las actividades extractivas. 
Insistimos aquí que no se pueden sentenciar a priori los recursos 
naturales como una maldición y el extractivismo como una 
suerte de fatalidad. El término mismo extractivismo nos parece 
una generalización que, como toda generalización, esconde la 
diversidad de realidades complejas. El mensaje es claro: no 
existe un extractivismo positivo o negativo, sino estrategias y 
proyectos extractivos específicos que afectan de manera 
desigual a diferentes segmentos de la población y tienen 
impactos diferentes sobre los ecosistemas. Si los efectos sociales 
y ambientales de una alternativa extractivista pueden ser 
definidos y evaluados dentro de rangos razonables, se trata de 
un problema de ciencia aplicada o consultoría profesional. El 
análisis costo-beneficio es la regla por aplicar ya que, en 
definitiva, .es un problema que implica preferencias 
individuales. Pero, cuando se trata de problemas de justicia 
social, aire limpio, agua pura o conservación de la 
biodiversidad, entre otros, estos no pueden ser construidos 
como preferencias individuales para ser valoradas mediante 
criterios de la teoría económica; estos objetivos no representan 
bienes que seleccionamos, sino valores que reconocemos 
(Villavicencio, 2020). Entonces, son problemas que requieren 
ser tratados en un nuevo marco conceptual y metodológico 
como aquel que ofrece la ciencia posnormal. 


La construcción social de la naturaleza 

En el centro del debate sobre la viabilidad de las actividades 
extractivas como estrategias de desarrollo está la percepción 
del riesgo asociado a la incertidumbre sobre los impactos 


sociales y ambientales y los valores que están en juego. Se 
trata, ante todo, de construcciones sociales y, como tales, son el 
reflejo de visiones y percepciones del mundo que predisponen a 
los individuos a adoptar determinados comportamientos y 
posiciones en la sociedad. Un análisis sobre la emergencia de 
estas visiones y como ellas se expresan en diferentes actitudes 
hacia la naturaleza y el riesgo se revelan necesarias para 
entender el fenómeno extractivista y, sobre todo para tender 
puentes que faciliten y el diálogo y el debate entre posiciones 
muchas veces de apariencia irreconciliable. Para el filósofo B. 
Echeverría (1998), estas visiones constituyen el ethos histórico, 
“un principio de organización de la vida social y de 
construcción del mundo de la vida a fin de que el proceso de la 
vida humana pueda desenvolverse con naturalidad en el hecho 
histórico inevitable de la realidad capitalista”. Para la teoría 
cultural (Douglas y Wildavsky, 1982; Thompson, Ellis y 
Wildavsky, 1990), se trata de un conjunto de ideas, resultado 
de la interacción de sesgos culturales y patrones de relaciones 
interpersonales, que moldean un modo de vida. Estas dos 
corrientes de pensamiento, desde enfoques diferentes, pero en 
cierta manera coincidentes, proveen un marco explicativo de 
las diferentes actitudes y posiciones ante el fenómeno 
extractivista. Una breve síntesis de estos planteamientos 
teóricos se expone a continuación. 


Extractivismo y ethos barroco 

Sostiene Echeverría que la realidad capitalista es un hecho 
histórico inevitable del que no es posible escapar y que por lo 
tanto “debe ser integrado en la construcción espontánea del 
mundo de la vida, que debe ser convertido en una segunda 
naturaleza por el ethos que asegura la “armonía” indispensable 
de la existencia cotidiana” (1998, pág. 38). Sin embargo, señala 
este filósofo, el hecho capitalista se trata de un hecho que es 
una contradicción, de una realidad que es un conflicto 
permanente entre las tendencias contrapuestas de dos 


dinámicas simultáneas, constitutivas de la vida social: la de 
esta en tanto que proceso de trabajo y de disfrute referido a 
valores de uso, por un lado, y de la reproducción de su riqueza, 
en tanto que es un proceso de “valorización del valor 
abstracto” oO acumulación de capital, por otro. Según 
Echeverría, es necesario sublimar esta contradicción en el 
mundo moderno a fin de que el proceso de la vida humana 
pueda desenvolverse con naturalidad, sin necesidad de tener 
que descifrarla a cada paso (1998, pág. 167). El 
comportamiento social estructural, al que este autor llama ethos 
histórico, puede ser visto como todo un proceso de 
construcción del mundo de la vida: “una estrategia destinada a 
disolver, ya que no a solucionar, esa contradicción”. 

Serían cuatro las versiones extremas en las que puede 
constituirse el ethos histórico moderno; cuatro las vías ideales 
que se ofrecen para interiorizar el capitalismo en la 
espontaneidad de la vida cotidiana, o para construir la 
“espontaneidad” capitalista del mundo de la vida. Cada una de 
ellas propone una solución peculiar al hecho capitalista, a la 
necesidad de la vida cotidiana de desenvolverse en una 
condición imposible, desgarrada por la obediencia a dos 
principios contrapuestos —el del valor de uso y el del valor-, y 
cada una de ellas mantiene un valor peculiar ante este: sea de 
afinidad o de rechazo, de respeto o de participación. 


+ Una primera manera de naturalizar la contradicción 
capitalista es tratarla como inexistente. “Valorización del 
valor y desarrollo de las fuerzas productivas serían, 
dentro de un comportamiento cotidiano, no dos 
dinámicas enfrentadas entre sí, sino una y la misma, 
unitaria e indivisible” (pág. 169). Se trata de una 
identificación total y militante con la pretensión básica 
de la vida económica regida por la acumulación del 
capital. Esta actitud corresponde al ethos realista. 

+ Un segundo modo de internalizar la contradicción 


capitalista, el ethos romántico, consiste también en 
anularla, pero en este caso reduciendo uno de sus dos 
términos al otro. Es el plano del valor de uso el que se 
subordina al plano del valor, subordinación que es vivida 
como un momento necesario en la metamorfosis del 
“mundo bueno” o “natural” en “infierno capitalista”. 

+ Diferente de las dos anteriores, en la medida que no 
anula ni desconoce la contradicción propia del hecho 
capitalista, el ethos clásico, por el contrario, trata esta 
contradicción como una condición ineludible de la vida 
moderna y su mundo. Si la acepta es porque reconoce en 
ella la virtud de la efectividad, pero “esta actitud 
afirmativa respecto al hecho capitalista no le impide 
percibir en la consistencia de la misma de lo moderno el 
sacrificio que hace parte de ella” (1998, pág. 171). 

+ La cuarta manera de internalizar la contradicción del 
hecho capitalista en la vida cotidiana es el ethos barroco 
que aparece dentro de un intento de respuesta a la 
insatisfacción teórica que despierta esa convicción en 
toda mirada crítica sobre la civilización contemporánea 
(p. 36): 


No mucho más absurda que los otros, el ethos barroco para vivir 
la inmediatez capitalista del mundo implica un elegir el tercero 
que no puede ser: consiste en vivir la contradicción bajo el modo 
de trascenderla y desrealizarla, llevándola a un segundo plano, 
imaginario, en el que pierde su sentido y se desvanece, y donde el 
valor de uso puede consolidar su vigencia pese a tenerla ya 
perdida. 


Llamamos aquí la atención sobre el ethos barroco por la 
tendencia a equiparar este modo de pensar con la idea de un 
“buen vivir” y, por consiguiente, con la tesis de una superación 
del extractivismo. Para Ávila, en este ethos cabe la pachamama 


y el sumak kawsay (2019, pág. 245). Surge entonces la 
pregunta: ¿se puede identificar la tesis antiextractivista como 
una de las expresiones del ethos barroco? En la medida que la 
salida del extractivismo es una condición para la alternativa del 
buen vivir que busca “deconstruir la racionalidad capitalista y 
reconstruir para superar al capitalismo” (Acosta y Brand, 2018, 
pág. 132), la respuesta es afirmativa. Añaden estos autores: “El 
intento de fortalecer y perfilar el posextractivismo se 
comprende como la tentativa de crear condiciones necesarias 
para que enfoques como el Buen Vivir puedan cristalizarse” 
(pág. 134). Así, la utopía del “buen vivir” “aparece dentro de 
un intento de respuesta a la insatisfacción teórica que despierta 
esa convicción en toda mirada crítica sobre la civilización 
contemporánea” (Echeverría, 1998, pág. 36). 

Sin embargo, existe siempre el riesgo de desvirtuar el 
pensamiento de B. Echeverría mediante interpretaciones 
simplificadoras que dan lugar a reduccionismos culturalistas. 
Nos aclara este filósofo: 


La actualidad de lo barroco no está, sin duda, en la capacidad de 
inspirar una alternativa radical de orden político a la modernidad 
capitalista que se debate actualmente en una crisis profunda; ella 
reside en cambio en la fuerza con que se manifiesta, en el plano 
profundo de la vida cultural, la incongruencia de esta 
modernidad, la posibilidad y urgencia de una modernidad 
alternativa. ... Estrategia de resistencia radical, el ethos barroco 
no es sin embargo, por sí mismo, un ethos revolucionario: su 
utopía no está en el “más allá” de una transformación económica 
y social, en un futuro posible, sino en el “más allá imaginario de 
un hic et nuc insoportable transfigurado por su teatralización 
(1998, págs. 15-16). 


R. Ávila admite esta posición “quizá porque Echeverría no 
llegó a prefigurar la pachamama y el sumak kawsay” (Ávila, 
2019, pág. 241), afirmación que nos parece una preocupante 


subvaloración del pensamiento de este notable filósofo. “No 
mucho más absurda que las otras, la estrategia barroca para 
vivir la inmediatez capitalista del mundo implica un elegir el 
tercero que no puede ser: consiste en vivir la contradicción bajo 
el modo de trascenderla y desrealizarla, llevándola a un 
segundo plano, imaginario, en el que pierde su sentido y se 
desvanece” (Echeverría, 1998, pág. 171). 


La teoría cultural y el ethos barroco 

Al igual que la tesis de los ethe históricos pero desde raíces 
teóricas y enfoques diferentes, la teoría cultural elaborada por 
Thompson y sus colegas (Thompson, Ellis y Wildavsky, 1990) 
plantea cuatro categorías o prototipos de relaciones sociales, 
institucionales y organizacionales simbolizadas en una 
determinada cosmología, que comprende un conjunto de 
preferencias y adherencia a ciertos valores que legitiman 
determinadas formas de vida!!! Según estos autores, “la 
variabilidad del involucramiento de un individuo en la vida 
social puede ser adecuadamente capturada por dos 
dimensiones: grupo y malla” (pág. 5). La dimensión “grupo” se 
refiere a la medida en la que un individuo está incorporado en 
unidades sociales delimitadas, mientras que la dimensión 
“malla” denota el grado en el que la vida de un individuo está 
circunscrita por prescripciones impuestas externamente. La 
intersección de estas dos dimensiones da lugar a las categorías 
siguientes: 


+ Un ordenamiento social mínimo, con bajos niveles de 
adhesión a regulaciones y normas públicas y un 
comportamiento social autodeterminado por libertades 
individuales, corresponde a relaciones sociales 
individualistas. 

* Una segunda categoría, dominada por una visión de 
relaciones sociales de tipo jerárquico, corresponde a un 
comportamiento fuertemente determinado por una doble 


influencia: la del orden público y la del grupo de 
pertenencia. En este contexto, los individuos están 
sujetos al control de otros miembros del grupo y al 
desempeño de papeles socialmente impuestos. Las 
relaciones sociales son estratificadas y progresivas, 
lideradas por expertos, con roles asignados, quienes 
actúan en nombre de un beneficio colectivo. 

+ Un comportamiento social fuertemente determinado por 
el sistema de códigos públicos y sin pertenencia a grupos 
son las dos características de la categoría fatalista. La 
individualidad toma forma típicamente de aceptación de 
un contexto social percibido como inapelable en el que 
los individuos están excluidos de los procesos de decisión 
que afectan sus vidas. Se trata de “una actitud 
comprensiva y constructiva dentro del cumplimiento 
trágico de la marcha de las cosas”. 

+ Por el contrario, un comportamiento social organizado 
bajo códigos propios, con identificación de pertenencia a 
grupos con bajos niveles de estratificación, procesos de 
decisión consensuados, con pocos pero fuertes lazos de 
ritualidad que afianzan la cohesión de grupo. Esta 
categoría igualitaria, debido a una débil identificación 
con los códigos sociales dominantes y una escasa 
diferenciación de los roles internos, conduce a relaciones 
ambiguas entre los miembros de los grupos y, por 
consiguiente, la falta de autoridad y control dificultan la 
resolución de conflictos. 


De esta exposición esquemática podemos concluir la 
existencia de una cercana proximidad o coincidencia entre las 
categorías individualista, jerárquica, fatalista e igualitaria que 
plantea la teoría cultural y los ethe históricos realista, 
romántico, clásico y barroco que propone Echeverría. Así, por 
ejemplo, el ethos barroco no borra, como lo hace el realista, la 


contradicción propia del mundo de la modernidad capitalista, y 
tampoco la niega, como la hace el romántico, que la reconoce y 
la tiene por inevitable, de igual manera que el clásico, pero 
que, a diferencia de este, se resiste a aceptar y asumir la 
elección que se impone junto con ese reconocimiento, 
obligando a tomar partido por el término “valor” en contra del 
término “valor de uso” (Echeverría, 1998, pág. 170). 

Bajo una lógica similar a la del ethos barroco, la categoría 
igualitaria de la teoría cultural no adquiere su identidad a 
partir de relaciones negociadas y estratificadas con otros 
grupos, sino de su rechazo crítico de la coerción y desigualdad 
de la sociedad. Al contrario de la visión individualista, que 
mide el éxito en términos materiales bajo la libre operación del 
mercado como mecanismo de aumento de riqueza y bienestar, 
esta visión del mundo se traduce en un colectivismo igualitario 
que se contrapone con la visión jerárquica de orden, control y 
autoridad bajo la cual la presencia de instituciones correctas 
puede rescatar a la sociedad de los efectos extremos del 
capitalismo. 

Regresando al tema central que nos ocupa, surge la 
pregunta sobre cómo se insertan las visiones sobre el 
extractivismo ya sea en los ethe históricos de Echeverría o en 
las tipologías culturales de Thompson y sus colegas. Siendo el 
extractivismo, en esencia, un problema ecológico, ¿qué pueden 
decirnos estas teorías de la relación con la naturaleza y la 
percepción del riesgo por parte de quienes se identifican con 
cada una de las visiones del mundo? Las tesis de Echeverría son 
menos explícitas que las respuestas de la teoría cultural, 
aunque nos atrevemos a afirmar que ambas conducen a 
conclusiones coincidentes, en la medida en que la percepción y 
la actitud de los individuos están condicionadas por su 
“comportamiento social estructural” identificado por las 
tipologías respectivas. La teoría cultural sostiene que las ideas, 
percepciones y actitudes ante la naturaleza son construcciones 


sociales, sin que esto signifique que ellas pueden ser cualquier 
cosa. Este condicionamiento ocurre en el marco de “un 
relativismo restringido” en el marco de los “cuatro principios 
de construcción del mundo de la vida”. 

A partir del cuestionamiento de una supuesta objetividad 
científica de las evaluaciones del riesgo ambiental, la teoría 
cultural muestra que factores culturales, políticos y psicológicos 
desempeñan un papel dominante en la manera como el riesgo 
es construido, percibido y ponderado. De acuerdo a esta teoría, 
la manera como el riesgo es percibido y otorgado prioridad es 
función de cómo los individuos se ven ellos mismos en relación 
con el resto de los individuos en la sociedad, lo que a su vez 
afecta su visión del mundo, sus valores y modos de vida. De ahí 
nacen los mitos sobre la naturaleza (Gunderson y Holling, 
2002), modelos simples construidos por hipótesis largamente 
no cuestionadas y que, por lo tanto, son verdaderos y falsos al 
mismo tiempo. Cada uno es una representación parcial de la 
estabilidad de los ecosistemas y los procesos que afectan la 
estabilidad; cada uno captura alguna esencia de la experiencia 
y la sabiduría, y cada uno se prescribe como la verdad evidente 
frente a un problema particular que compromete a la 
naturaleza. En el centro de estos mitos se ubica la idea sobre 
resiliencia y estabilidad de la naturaleza. La teoría cultural 
postula una relación isomorfa entre estos modelos de la 
naturaleza y las categorías culturales (Gráfico 11.2). 


Gráfico 11.2. La construcción social de la naturaleza 
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Fuente: elaboración propia. 


+ Una naturaleza benigna, generosa, en un equilibrio estable 
al que siempre retorna ante cualquier disrupción 
ocasionada por la intervención humana corresponde a la 
visión individualista. La explotación y agotamiento de los 
recursos no se presenta como un problema ya que el 
ingenio y la creatividad permitirán encontrar recursos 
sustitutos o compensatorios. 

+ A la visión jerárquica corresponde en cambio la 
percepción una naturaleza tolerante, resiliente dentro de 
ciertos límites pero vulnerable de manera irreversible 
ante la ocurrencia de eventos extremos. Sin embargo, la 
presencia de instituciones correctas, administradas por 
expertos, es el mecanismo apropiado de control y 
regulación de las actividades sociales con el fin de evitar 
peligrosas interferencias con la estabilidad de los 
ecosistemas. 

+ La visión de una naturaleza caprichosa, aleatoria y por lo 
tanto impredecible no deja espacio para regulación ni 
control y las instituciones deben enfocarse en hacer 
frente O adaptarse a los cambios inevitables. Esta visión 
es congruente con una posición fatalista. 

* Por último, la visión de una naturaleza efímera 
corresponde a la categoría igualitaria. La naturaleza es 


percibida como un sistema en un estado de equilibrio 
delicado y precario; cualquier perturbación puede 
desencadenar eventos catastróficos irreversibles fuera de 
control. 


« 


Cada una de estas “caricaturas o mitos” (Gunderson y 
Holling, 2002) conduce a diferentes conjeturas acerca de la 
fragilidad de la naturaleza, a diferentes percepciones sobre los 
procesos que afectan su estabilidad y a plantear diferentes 
estrategias y políticas. Una visión antiextractivista, motivada 
por preocupaciones sociales y conservacionistas, ignora la 
dimensión de desarrollo económico y pone énfasis en sinergias, 
emprendimientos e ingenio humano, asumiendo implícitamente 
que la naturaleza no presenta límites a la iniciativa e 
imaginación de grupos locales. Por otra parte, aquellos que 
promueven el extractivismo están motivados por intereses 
económicos y productivos bajo la premisa de que la 
incertidumbre inherente a la naturaleza puede ser sustituida 
por mecanismos de control e ingeniería o simplemente 
ignorada para dar paso a la “mano invisible” de los mercados 
autorregulados. Todas estas perspectivas son correctas como 
representaciones de una parte de la realidad. El problema es 
que son parciales. Ellas son muy simples y carecen de un marco 
integrador que permita conciliar disciplinas y escalas. La visión 
de la naturaleza como un conjunto interconectado de procesos 
evolutivos y adaptables, sujetos a un comportamiento complejo 
de cambios discontinuos, bajo patrones de orden y caos, un 
comportamiento no lineal y la emergencia de fenómenos de 
autoorganización son nuevos enfoques para una integración 
razonada y coherente de visiones diferentes. 

Sin embargo, no se debe perder de vista que el tratamiento 
de los problemas complejos, especialmente aquellos que tienen 
que ver con las interacciones entre naturaleza y sociedad, exige 
nuevos contextos institucionales que permitan la práctica de 


una ética discursiva sobre dilemas que tienen que ver con 
valores y principios en la definición de políticas. Esta práctica, 
en el marco de una ciencia posnormal, consiste en un proceso 
no coaccionado ni distorsionado de interacción comunicativa 
entre individuos en el marco de un discurso abierto. Presupone 
la ausencia de normas excepto la aceptación de un potencial 
razonado, reflexivo y práctico para un discurso; es decir, el 
reconocimiento y aceptación mutua del otro como sujeto 
responsable. Este reconocimiento y aceptación mutuos 
constituye la cualidad ética del discurso y la deliberación 
(O'Hara, 1996, pág. 96). 

La ética discursiva ve la razón inseparablemente atada e 
informada por la experiencia en el mundo social, cultural y 
natural que constituye el contexto de la experiencia humana. El 
discurso razonado ofrece simplemente el contexto 
procedimental para resolver debates o establecer principios; no 
busca determinar principios universales para la conducta 
individual o para arreglos sociales. “Podemos no estar de 
acuerdo en principios morales fundamentales, pero podemos 
alcanzar acuerdos en aspectos morales sobre cuestiones 
prácticas” (pág. 97). No se trata de preferencia personales 
como aquellas que expresan los consumidores en el mercado, 
sino de fortalecer las instituciones democráticas que permitan a 
los ciudadanos deliberar juntos para definir objetivos comunes 
y aspiraciones que ellos no pueden alcanzar a concebir 
individualmente (Sagoff, 2008, pág. 9). La posibilidad de que la 
gente actúe políticamente para proteger el ambiente (en lugar 
de aisladamente para satisfacer sus preferencias) presupone la 
realidad de valores públicos reconocidos por todos, valores que 
son discutidos como intenciones compartidas y no deben ser 
confundidos con las preferencias del consumidor. 

Sin embargo, siempre será ineludible tener presente que 
nunca más que antes la naturaleza es algo hecho (Castree y 
Braun, 1998). Para algunos, esto representa el final de la 


naturaleza, una respuesta firmemente enraizada en el moderno 
dualismo bajo el cual la naturaleza es vista como algo externo a 
la sociedad: el otro. Por consiguiente, la naturaleza debe ser 
defendida de la destrucción de los seres humanos y se debe 
luchar por defender su carácter prístino. Para otros, la relación 
de la humanidad con la naturaleza, bajo todas sus 
permutaciones, es ineluctable e inherentemente subversiva del 
dualismo sociedad-naturaleza. Entonces, 


... la intervención humana en la naturaleza no es ni antinatural 
ni algo para el lamento o la condena. Esto no implica obviar la 
necesidad de imponer límites a las acciones humanas en 
situaciones específicas; pero desde esta perspectiva lo que está en 
juego no es la preservación de los últimos vestigios de un 
santuario natural prístino, sino la construcción de enfoques 
críticos que centren su atención en la manera como las 
naturalezas sociales son transformadas, porque actores, en 
beneficio de quienes y con qué consecuencias sociales y 
ecológicas (pág. 3). 


1. En realidad, Thompson et al. (1990) identifican una quinta categoría, el 
ermitaño, ignorada aquí por su papel marginal en el tejido social. « 
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